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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Lagos Weber, Ricardo

--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quinteros Lara, Rabindranath
--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán; Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente Acuña; Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez Ojeda, y de Economía, Fomento y Turismo, señor Jorge Rodríguez Grossi. 
Asimismo, se encontraban presentes la Subsecretaria de Hacienda, señora Macarena Lobos Palacios; el Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz Lamartine, y diversos asesores de Comités y de Gobierno.

Actuó de Secretario General subrogante el señor José Luis Alliende Leiva, y de Prosecretario subrogante, el señor Julio Cámara Oyarzo.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:24, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Las actas de las sesiones 50ª, ordinaria, en 4 de octubre de 2017; 51ª, especial, y 52ª, ordinaria, ambas en 10 de octubre de 2017, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y los señores Senadores hasta la sesión próxima para su aprobación.
IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor CÁMARA (Prosecretario subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Seis de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con el primero manifiesta que no hará uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Carta Fundamental, respecto del proyecto de ley que regula entrevistas grabadas en video y otras medidas de resguardo a menores de edad víctimas de delitos sexuales (boletín N° 9.245-07). 



--Se toma conocimiento y se mandó comunicar al Excelentísimo Tribunal Constitucional.



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín N° 7.963-06).



Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:



1) La que modifica la ley N° 19.132, de Televisión Nacional de Chile (boletín N° 6.191-19).



2) La que regula el ejercicio de los derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua (boletín N° 10.683-06).



Con los dos últimos retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:



1) El que crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y modifica las normas que señala (boletín N° 10.126-15).



2) El que modifica el Código Penal en lo relativo a los delitos de cohecho y soborno, aumentando las penas, tipifica los delitos de soborno entre particulares y de administración desleal, y la ley N° 20.393, que establece la responsabilidad penal de las personas jurídicas en los delitos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y delitos de cohecho que indica (boletín Nº 10.739-07).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que comunica su ausencia del territorio nacional el día 18 del presente para dirigirse a la República Oriental del Uruguay, donde participará en la Conferencia Mundial de la Organización Mundial de la Salud (OMS).



Informa que durante su ausencia será subrogada por el Ministro titular de la Cartera del Interior y Seguridad Pública, con el título de Vicepresidente de la República.



--Se toma conocimiento.



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero comunica que ha dado su aprobación, con las excepciones que indica, al proyecto de ley despachado por el Senado que modifica el Código Penal en lo relativo a los delitos de cohecho y soborno, aumentando las penas, tipifica los delitos de soborno entre particulares y de administración desleal, y la ley N° 20.393, que establece la responsabilidad penal de las personas jurídicas en los delitos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y delitos de cohecho que indica (boletín Nº 10.739-07) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el segundo señala que ha aprobado el proyecto de ley que otorga reconocimiento legal al pueblo tribal afrodescendiente chileno (boletín N° 10.625-17) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



Con el tercero indica que aprobó, con las excepciones que señala, el proyecto de ley despachado por el Senado que norma el servicio de recolección y disposición de aguas grises (boletín N° 9.452-09) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Remite numerosas sentencias pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad relativos a las normas que siguen:



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.



-Incisos cuarto y quinto del artículo 199 del Código Civil.



-Artículos 170, inciso primero, y 201, N° 3, del Código Tributario.



--Se manda archivar los documentos.



Adjunta diversas resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.



-Artículo 248, letra c), del Código Procesal Penal.



-Inciso segundo del artículo 768 del Código de Procedimiento Civil.



-Artículos 1°, inciso tercero, y 485 del Código del Trabajo.



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública:


Informa sobre el estado de la solicitud, presentada por persona individualizada, a raíz de su desvinculación laboral de la Policía de Investigaciones, consulta efectuada en nombre del Senador señor Araya.



Atiende preocupación, manifestada en nombre de los Senadores señores Navarro, señora Muñoz y señores Girardi y Horvath, relativa al envío de un proyecto de ley que otorgue carácter vitalicio a las pensiones de gracia de los extripulantes de la flota industrial pesquera.



Del señor Ministro de Defensa Nacional:


Adjunta respuesta, ante consulta del Senador señor Navarro, sobre la forma en que se está ejerciendo el derecho a amamantar de las madres trabajadoras en la instituciones de las Fuerzas Armadas.



Da respuesta a requerimiento de antecedentes, manifestado en nombre del Senador señor De Urresti, relativo a la situación de predio individualizado de la comuna de La Unión, destinado al Ejército de Chile.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales:


Responde solicitud de información, expedida en nombre de la Senadora señora Pérez San Martín, acerca de la situación de inmueble individualizado del sector Curaumilla, comuna de Valparaíso.



Del señor Subsecretario de Justicia:


Anexa antecedentes en cuanto a la implementación de la ley N° 20.603, referida al monitoreo telemático, materia consultada en nombre del Senador señor Espina.



Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura:


Consigna respuesta a solicitud sobre posibles modificaciones a la legislación de la extracción del recurso reineta.



Del señor Superintendente del Medio Ambiente:


Contesta requerimiento, expedido en nombre del Senador señor Guillier, para informar acerca de las autorizaciones del inicio de obras de la empresa Nova Ventura para la remoción y traslado de un pasivo ambiental.



Del señor Director Nacional del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura:


Remite antecedentes sobre las operaciones de pesca no autorizadas de pescadores artesanales del Biobío en la Región de la Araucanía, materia consultada en nombre del Senador señor García.



Del señor Director del Instituto Nacional de Derechos Humanos:


Atiende consulta, relativa a los tratados internacionales de cumplimiento de condenas de privados de libertad, de más de 80 años, que padecen enfermedades invalidantes que requieren cuidados especiales, materia solicitada en nombre del Senador señor Prokurica.



Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile:


Contesta sendos oficios del Senador señor Navarro, acerca de los siguientes asuntos:



-Delitos de violación denunciados en los últimos cinco años.



-Órdenes de investigar recibidas en los últimos cinco años relativas a delitos de usurpación de aguas.



Del señor Gobernador de la Provincia de Chiloé:


Contesta solicitud de información sobre el aseo y ornato del sector de Molulco, comuna de Quellón, consulta efectuada en nombre del Senador señor Navarro.



De la señora Directora Regional de la Junta Nacional de Jardines Infantiles de Antofagasta:


Responde consulta, expedida en nombre del Senador señor Araya, acerca del estado de la presentación realizada por un grupo de trabajadores de la comuna de Taltal, para regularizar sus prestaciones laborales.



Del señor Director (S) del Servicio de Salud Araucanía Sur:


Envía datos, a petición del Senador señor García, relativos al proyecto de ampliación de los pabellones centrales y de cirugía mayor ambulatoria de ese servicio.



Del señor Secretario Municipal de la comuna de Los Ángeles:


Remite respuesta a requerimiento de información, expresado en nombre del Senador señor Navarro, sobre la construcción del edificio del centro cultural de esa comuna. 



Del señor Jefe de la División de Cobranzas y Quiebras de la Tesorería General de la República:


Da respuesta a inquietud, planteada en nombre del Senador señor Prokurica, relativa a la adopción de medidas en beneficio de los afectados por los aluviones en la Región de Atacama.



Del señor Presidente del Consejo Nacional de Televisión:


Expide antecedentes sobre el proyecto técnico que adjuntó Televisión Nacional de Chile al momento de acogerse a la ley N° 20.750, que permite la introducción de la televisión digital terrestre, en conformidad a lo dispuesto en el literal b) del artículo 17° de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión, consulta realizada en nombre del Senador señor Navarro.



Del señor Gerente Regional Biobío de ESSBIO:


Acompaña respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor Navarro, referente a la instalación de grifos en la villa Camilo Henríquez, de la comuna de Concepción.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala, INDESPA (boletín N° 9.689-21) (con urgencia calificada de “simple”) (Véanse en los Anexos, documentos 4 y 5).



De las Comisiones de Educación y Cultura y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga una bonificación adicional por retiro al personal académico, directivo y profesional no académico de las universidades del Estado y faculta a las mismas para conceder otros beneficios transitorios que indica (boletín N° 11.271-04) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 6 y 7).



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que incorpora diversas medidas de índole tributaria (boletín N° 11.404-05) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Quedan para tabla.

Mociones



De los Senadores señores Harboe, Araya, De Urresti, Espina y Larraín, con la que dan inicio a un proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales, con el objetivo de aumentar la protección a los fiscales del Ministerio Público (boletín Nº 11.473-07) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del Senador señor Navarro, con la que comienza un proyecto que modifica la ley N° 3.810, que declara feriado el 12 de octubre, con el objetivo de establecerlo como el día de la resistencia de los pueblos originarios (boletín Nº 11.474-06) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción de la Senadora señora Allende, con la que da inicio a un proyecto de ley relativo a la aplicación de la cesantía voluntaria a todos los trabajadores portuarios eventuales.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, conforme lo dispone el inciso cuarto, número 6°, del artículo 65 de la Constitución Política de la República.



Moción de los Senadores señor Navarro, señora Muñoz y señor De Urresti, con la que dan inicio a un proyecto de ley que deroga la causal de salud incompatible con el desempeño del cargo para funcionarios públicos, municipales y dependientes de la atención primaria de salud municipal.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, conforme lo dispone el inciso cuarto, número 2°, del artículo 65 de la Constitución Política de la República.
El señor CÁMARA (Prosecretario subrogante).- En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento:

Solicitud de permiso constitucional



Del Senador señor Letelier, para ausentarse del país a contar del 13 del presente. 



--Se accede a lo solicitado.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- En sesión del día de hoy, los Comités han adoptado los siguientes acuerdos:


1.- Tratar en el primer y segundo lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana, miércoles 18, los siguientes asuntos:



-Proyecto de ley que crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y modifica las normas que señala (boletín N° 10.126-15).



-Proyecto que modifica la ley N° 19.132, de Televisión Nacional de Chile (boletín N° 6.191-19).



2.- Citar a sesiones especiales, el próximo martes 24, para tratar el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.132, de Televisión Nacional de Chile (boletín N° 6.191-19), si no se alcanzare a despachar en la sesión ordinaria de mañana, miércoles 18.



3.- Considerar, en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria del martes 24 del presente, el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor Girardi, señora Goic y señores Ossandón, Rossi y Zaldívar, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias (boletín N° 9.914-11). 


4.- Dejar sin efecto la hora de Incidentes de la sesión ordinaria de mañana, miércoles 18.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Respecto al proyecto de ley que crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y modifica las normas que señala, hemos conversado con los Comités y le destinaríamos una hora de discusión, en el primer lugar del Orden del Día de mañana, distribuyéndose el tiempo de acuerdo con la normativa correspondiente.



Por lo tanto, dicha iniciativa será tratada en la primera hora de la sesión de mañana.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Pido autorización para que puedan entrar a la Sala la Subsecretaria de Hacienda, el Director del SERNAC y los asesores señores Rodrigo Romo, Marcelo Drago y Andrés Pennycook.



--Se autoriza.
El señor MOREIRA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, muy cortito. 



Porque esperamos terminar hoy día el proyecto relativo al SERNAC -es nuestra voluntad-, y como es una iniciativa muy compleja, yo necesito a mis asesores. Considerando que se autorizó solamente un asesor por bancada, quiero solicitar que se permitan dos. ¡Además, sería rebueno, porque llenarían los asientos desocupados...!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ningún inconveniente, siempre que se mantengan en sus puestos y no anden dando vueltas por la Sala.

El señor MOREIRA.- Sus deseos son órdenes para mí y sus instrucciones se cumplirán cabalmente, señor Presidente.



Muchas gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a lo solicitado?



Acordado.

)---------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, quiero solicitar el asentimiento de la Sala para refundir y tratar en conjunto cuatro proyectos sobre donación y desperdicio de alimentos que están en la Comisión de Salud, correspondientes a mociones de diversos señores Senadores.



Y, en segundo término, pido abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta el lunes de la próxima semana, a las 12, respecto del proyecto que crea el Ministerio de Ciencia y Tecnología, en el cual, si bien hemos ido avanzando, el Ejecutivo pidió mayor tiempo para el envío de proposiciones nuevas pero que han sido concordadas con la Comisión de Desafíos del Futuro.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo?



--Se accede a lo solicitado.
)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, solicito autorización de la Sala para que se abra un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto que crea un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería. Bastaría con un plazo hasta las 17:30 de hoy día.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo? 



--Se fija nuevo plazo para formular indicaciones hasta la hora indicada.
)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, solicito autorización para que la Comisión Mixta en la que participan los miembros de nuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización pueda sesionar en paralelo con la Sala a contar de las 5 de la tarde.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tenemos el problema de que en el proyecto del SERNAC hay votaciones de quorum especial.

El señor QUINTEROS.- Volveríamos acá cada vez que se nos requiriera.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Perfecto.



¿Habría acuerdo?



--Se autoriza el funcionamiento paralelo.
V. ORDEN DEL DÍA
MODIFICACIÓN DE LEY N° 19.496, SOBRE PROTECCIÓN DE DERECHOS DE CONSUMIDORES

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Corresponde continuar la discusión particular del proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, con segundo informe de la Comisión de Economía, informes de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.369-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 23ª, en 20 de mayo de 2015 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Economía: sesión 51ª, en 9 de septiembre 2015.



Economía (segundo): sesión 40ª, en 22 de agosto de 2017.



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 40ª, en 22 de agosto de 2017.



Hacienda: sesión 40ª, en 22 de agosto de 2017.



Discusión:



Sesiones 53ª, en 16 de septiembre de 2015 (queda para segunda discusión); 54ª, en 16 de septiembre de 2015 (queda aplazada su votación); 55ª, en 29 de septiembre de 2015 (se aprueba en general); 50ª, en 4 de octubre de 2017 (queda pendiente la discusión en particular); 53ª, en 11 de octubre de 2017 (queda pendiente la discusión en particular).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Señores Senadores, en el número 2 del artículo 51, reemplazado en virtud de la letra c) del número 38) del artículo 1° del proyecto, el Senador señor Allamand formuló indicación para agregar una oración final a su párrafo cuarto, que es norma de rango orgánico constitucional.



El párrafo cuarto del número 2 señala lo siguiente (página 201 del comparado):



“En la determinación del daño moral sufrido por los consumidores, el juez podrá establecer un monto mínimo común, para lo cual, de oficio o a petición de parte, podrá ordenar un peritaje, sin perjuicio de poder considerarse otros medios de prueba. Dicho peritaje será de cargo del infractor en caso de haberse establecido su responsabilidad. De no ser así, se estará a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 411 del Código de Procedimiento Civil”.



El Senador señor Allamand formuló la indicación número 13, para agregar la siguiente oración final:



“Con todo, el daño moral no excederá el 20% de las indemnizaciones, devoluciones, y/o restituciones”.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación la indicación número 13.



--(Durante la votación).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, en la sesión anterior tuvimos oportunidad de intercambiar algunas ideas respecto de la que quizás es, por llamarla de algún modo, la o una de las innovaciones más significativas de este proyecto.



Hasta ahora, la Ley de Defensa de los Consumidores, al igual que la inmensa mayoría de las legislaciones del mundo, no contempla el concepto de daño moral tratándose, ciertamente, de acciones colectivas. Y la razón jurídica es muy simple: el daño moral, por definición, es personalísimo. Si hay dos personas sometidas a un mismo hecho, el tribunal que decrete la existencia de daño moral necesariamente tendrá que establecer las diferencias entre ellas.



En consecuencia, señor Presidente, la regla general en la legislación comparada -sin ir más lejos, está a disposición de Sus Señorías el informe de la Biblioteca sobre esta materia- es clara, en el sentido de que aquí estamos frente a una innovación, por llamarla de alguna manera.



En la sesión anterior nosotros explicamos todos los efectos adversos que podía causar la incorporación sin más de este concepto, que no estaba en el texto primitivo. En efecto, el proyecto original del Ejecutivo no instauraba el concepto de indemnización colectiva por daño moral. Y, si los señores Senadores revisan los informes de las distintas Comisiones, se darán cuenta de que el tema, no digo que no fue tratado, pero al menos no fue tratado con la profundidad y la importancia requeridas.



Entonces, señor Presidente, la indicación que he formulado apunta precisamente a establecer una suerte, por así decirlo, de techo, de límite, que consagre el concepto, pero que no genere todos los efectos de incertidumbre que traería el dejarlo en la forma como aparece hasta ahora.



Por eso, la indicación señala: “Con todo,” -o sea, se acepta el concepto- “el daño moral no excederá el 20% de las indemnizaciones, devoluciones, y/o restituciones”. Esta no es una cifra arbitraria. En los casos en que se ha sentenciado daño moral, siempre en causas individuales, habitualmente este se establece o fluctúa en torno al 20 por ciento. Es la regla podríamos llamar “jurisprudencial” que existe en esta materia en nuestro sistema jurídico.



Si vamos a introducir una innovación de esta naturaleza (consagrar un concepto que la legislación internacional no contempla), tenemos que tomar el resguardo de que al menos tenga una limitación. Y nos parece que el 20 por ciento es una limitación adecuada. 



Esto tiene que ver, además, con el gradualismo con que queremos incorporar estas instituciones.



En otras oportunidades hemos tenido -y con esto concluyo- legislaciones que, por no ponderar adecuadamente los resultados, han generado efectos negativos, aunque nadie los quería.



En consecuencia, la sugerencia es mantener el concepto de “daño moral”, pero estableciendo el resguardo de que el tribunal, al momento de decretarlo, no podrá hacer que exceda del 20 por ciento del daño efectivamente causado, entendiendo por tal, el daño emergente y el lucro cesante.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No hay ningún otro señor Senador inscrito.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación número 13, que agrega una oración final al párrafo cuarto del numeral 2 propuesto (13 votos por la afirmativa y 12 en contra), por no obtenerse el quorum constitucional exigido.


Votaron por la afirmativa las señoras Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Moreira, Ossandón, Prokurica, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la negativa las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores Araya, De Urresti, Guillier, Harboe, Lagos, Montes, Pizarro, Quinteros y Tuma.
)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Saludamos a la delegación del Colegio Niño Jesús de Praga, de Quillota, presente en las tribunas.



¡Sean bienvenidos!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Corresponde votar el párrafo cuarto del numeral 2 (página 201), que también es de quorum especial.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, había pedido la palabra para referirme a la indicación recién rechazada.



Primero, no sé por qué en su texto se fija un monto determinado, cuando en ninguna de las sedes judiciales ordinarias se contempla un límite para la indemnización por daño moral.



Segundo, pienso que establecer ese tope de 20 por ciento restringiría sustantivamente el derecho a la vida y a la integridad física y psíquica de los consumidores.



Solo eso quería decir.

El señor PIZARRO.- Pido la palabra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, solicito que llame a los Senadores a votar y que se espere un par de minutos, porque -como se dijo- este precepto es de quorum especial.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se están tocando los timbres, y se avisará en las Subcomisiones.

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- A esta velocidad…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Su Señoría, está abierta la votación. Por lo tanto, solo puede fundamentar su voto.

El señor ESPINA.- Esta bien, señor Presidente.



Lo único que quiero preguntar es por qué no hubo debate antes de la fundamentación de voto en todos los artículos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señor Senador, ello se hizo en la sesión pasada.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, si todos los señores Senadores lo aceptan, quiero pedir que se explique el alcance de lo propuesto en este párrafo, porque hay quienes desean votar en contra.



En mi caso, considero que este precepto regula mejor este asunto que si no estuviera.



Entonces, como se trata de que se vote informadamente, me gustaría que el Gobierno explicara las consecuencias de que exista o no.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señor Senador, no puedo dar la palabra para esos efectos; solo se puede fundamentar el voto.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Se está votando el texto a que se dio lectura al comienzo de la sesión, que es el párrafo cuarto del número 2 (página 201), para cuya aprobación se requieren 21 votos a favor. 



¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el párrafo cuarto del número 2 (27 votos favorables), dejándose constancia de que se cumplió con el quorum constitucional requerido.


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- A continuación, corresponde dirigirse a la página 226 del texto comparado, donde se encuentra el número 41) del artículo 1° que modifica el artículo 53 B de la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores.



La letra b) reemplaza el actual inciso tercero, que pasa a ser cuarto, por el siguiente:



“Todo avenimiento, conciliación o transacción deberá ser sometido a la aprobación del juez. Para aprobarlo, el juez deberá verificar su conformidad con las normas de protección de los derechos de los consumidores. La aprobación se entenderá sin perjuicio de la eventual aplicación de multas en caso de infracciones a la presente ley. Con todo, el tribunal podrá considerar la reparación del daño causado por parte del proveedor para rebajar el monto de la multa hasta en el 50%”.



Se ha pedido votación separada de esta letra b), sin perjuicio de que debe ser aprobada por 21 votos a favor por ser norma orgánica constitucional.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero pedirle al Ejecutivo que aclare el sentido y alcance de esta norma respecto del “avenimiento, conciliación o transacción”, porque es un tema supercomplejo y nos gustaría conocer el fundamento.



Después voy a hacer uso de la palabra; ahora solo estoy pidiendo que se explique.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Director del SERNAC, con el acuerdo de la Sala.

El señor MUÑOZ (Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor).- Señor Presidente, esta es una norma espejo de otra actualmente vigente, en el sentido de que todo “avenimiento, conciliación o transacción” que se dé en el ámbito del procedimiento colectivo tiene que ser sometido a la aprobación del juez, quien verificará que el acuerdo esté conforme con las normas que rigen en cuanto a la protección de los consumidores.



Lo que se agrega, siguiendo lo que el Ejecutivo ha ido construyendo durante toda la tramitación, es un párrafo que establece que, a propósito de la reparación del daño causado, el tribunal puede rebajar la multa hasta en 50 por ciento.



Esto -recordemos- es parte de una modificación que se hizo en el procedimiento colectivo correspondiente a la determinación de la multa por cada consumidor afectado, en que dijimos que si se producía una reparación íntegra del daño no correspondía una multa por cada consumidor afectado.



En tal caso se produce un impacto y un incentivo para que esa reparación se produzca, ya sea a partir de -en este caso- un “avenimiento, conciliación o transacción”, o ya sea en la oportunidad que determinen las partes. Y siempre bajo el control del tribunal para que esos acuerdos estén en regla según las normas de protección de los derechos de los consumidores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, hubo una discusión en la Comisión de Hacienda respecto de este punto, que -según entiendo- también fue objeto de debate en la de Constitución, en cuanto a cuál será el efecto de esto; a cómo podemos incentivar que se repare de mejor manera el daño, que es lo que al final importa principalmente en estos procesos. Si uno piensa en la lógica de los consumidores, lo más relevante es que se subsane el daño; después podrán venir aparejadas sanciones de otra naturaleza.



Por eso, en lo que respecta a la discusión de este artículo -al parecer, se pidió votación separada-, la idea es cambiar el concepto “podrá” por “deberá”, para no generar una visión ambivalente en el sentido de que en algún juzgado será posible considerar la reparación del daño y en otros no. 



Creo mucho más sano, en la perspectiva del mandato, incentivar que el daño sea reparado, para lo cual es posible establecer una figura donde su reparación signifique rebajar un porcentaje de la multa. No estoy hablando del daño, sino tratando de ver, en lo concerniente a la multa, cómo contemplar incentivos correctos.



De ahí que, según entiendo, se pidió reemplazar la palabra “podrá” por “deberá”, o existe una indicación posterior que aborda el tema. 



Yo por lo menos, señor Presidente, quería hacer presente esa visión. Usted sabe perfectamente que esto es discutible. 



Ahora bien, no sé cómo se va a votar: si nos pronunciaremos acerca del artículo 53 B o sobre la indicación formulada a este precepto, que busca reemplazar la palabra “podrá” por “deberá”. Insisto: es para darle un sentido mayor, un incentivo a la reparación del daño. ¿Cómo se hace? Estableciendo que, si se subsana el daño al consumidor, la multa, que no tiene nada ver con el consumidor, deberá rebajarse al 50 por ciento.



Eso es lo que quería plantear, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- La Secretaría me informa que ese punto se trata más adelante, en la página 230 del comparado.

El señor COLOMA.- ¡No, señor Presidente, tiene que ser en la misma indicación!



Se formuló una indicación a ese mismo artículo, pero -como señalé- no sé cómo se va a votar: si primero el artículo y después la indicación, o al revés.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Lo que pasa, señor Senador, es que la indicación recae en el texto que figura en la página 231, no en lo que estamos viendo.

El señor COLOMA.- Es al numeral 41), señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Repito: corresponde a la página 231.

El señor COLOMA.- Dice “Número 42)”, pero es 41).



Hay un error de transcripción en el texto, no en la indicación. O sea, la indicación está hecha en función de reemplazar en el artículo pertinente la palabra “podrá” por “deberá”.

El señor PIZARRO.- ¡Senador Coloma, la ley utiliza la expresión “deberá”!

El señor COLOMA.- “podrá”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Les pido a Sus Señorías evitar los diálogos.



Sugiero votar primero la indicación.



Puede hacer uso de la palabra el señor Ministro.

El señor RODRÍGUEZ (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Señor Presidente, no tenemos ningún inconveniente en que se diga “deberá”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, como se puede observar, el Gobierno no tiene ningún reparo respecto de la indicación que se presentó al párrafo final de la página 227, que dice: “Con todo, el tribunal podrá considerar la reparación del daño causado por parte del proveedor para rebajar el monto de la multa hasta en el 50%.”.


Ahora bien, en el ejercicio de mi legítimo derecho a intervenir en la Sala del Senado, quiero señalar que, a mi juicio, la indicación -y valoramos que el Ejecutivo la considere- tiene un efecto práctico, porque al no contemplar la disposición la palabra “deberá”, todas las entidades esperarán la sentencia definitiva antes de pagar las multas.



Por lo tanto, pienso que la indicación está bien formulada, pues es un incentivo a que se cancele la multa, se llegue a avenimiento a tiempo, a acuerdo entre las partes, por cuanto así se garantiza un pago de la multa de 50 por ciento. De lo contrario, no habrá ningún avenimiento y estos juicios se dilatarán eternamente en desmedro de los acreedores.



Así que me parece que la indicación es correcta.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Propongo a la Sala que votemos la letra b), que sustituye el inciso tercero, que pasa a ser cuarto, cuyo encabezado es “Todo avenimiento, conciliación o transacción…”, reemplazando, mediante la indicación, la expresión “podrá” por “deberá”.



Es decir, realizar una sola votación de manera tal de despachar ese inciso, para lo cual se requiere quorum especial.



¿Habría acuerdo?

El señor DE URRESTI.- ¿Para qué?

El señor COLOMA.- Para votar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Acordado.



En votación la indicación.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el incentivo que se establece en el respectivo inciso para lograr avenimiento tiene una “caluga”, un dulce: la rebaja del 50 por ciento de la multa. Sin embargo, quiero advertir que para que existiera esa rebaja la compensación debería ser a lo menos igual a dicho porcentaje. ¿Me explico? Porque puede haber una compensación de solo 10 por ciento y que la multa se disminuya a 50 por ciento. O sea, debe existir una relación entre la compensación y la rebaja de la multa.



Yo sería partidario de una redacción que dijera: “y el tribunal podrá rebajar hasta el 100 por ciento de lo compensado”, toda vez que el derecho a rebajar la multa debe estar ligado a la compensación. Así no garantizaríamos que se rebajara la mitad de la multa al proveedor, y que solo se pagara un 10, un 5 por ciento al afectado.



Repito: es preciso que haya una relación entre compensación y multa.



Lo anterior constituiría un incentivo real para que efectivamente hubiera compensación, aun cuando quedara una fracción de multa pendiente. Si no, se dará la situación de que haya una compensación por un monto muy inferior al 50 por ciento de la rebaja de la multa.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si no hay indicación, señor Senador, no es posible acoger su planteamiento. Para ello se requiere unanimidad.

El señor NAVARRO.- Así es, señor Presidente.



Solo quiero decirle al Director del SERNAC que si lo que he mencionado se hace realidad, ello va a significar, primero, desmedro para el Fisco, el cual deberá condonar una multa, y desmedro para el afectado, quien no tendrá una compensación adecuada. Por tanto, es pertinente que exista un equilibrio, una correlación entre ambas cosas.



No sé por qué pusieron una rebaja de 50 por ciento de la multa a todo evento. Insisto en que se trata de algo que debe estar relacionado con el tema de la compensación, pues esta puede resultar muy ínfima, en circunstancias de que el proveedor tendrá derecho a una rebaja de hasta 50 por ciento.



Es todo, señor Presidente.

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No le puedo conceder la palabra, Su Señoría, porque debo seguir el orden de los inscritos.



Puede intervenir el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, en mi fundamentación de voto debo señalar que lo que plantea el Senador Navarro se encuentra recogido de alguna manera en la indicación.



Aquí estamos hablando de los efectos que se generan. De modo que en esto debe haber un avenimiento, una conciliación o una transacción. De lo contrario, no se producirá el resultado que se busca.



Entonces, suponiendo que haya un avenimiento, una conciliación o una transacción para la parte afectada, para el consumidor -que es, por cierto, lo que importa-, operará la rebaja del 50 por ciento. Pero, reitero, debe haber -no es algo que se haga así nomás- una conciliación, una transacción o un avenimiento.



Ese es el efecto que ha de producirse para incentivar justamente que se dé lo planteado, pues, si no, puede ocurrir que no exista ánimo para llegar a conciliación, transacción o avenimiento.



Entiendo el planteamiento del Senador Navarro y me parece que se halla bien recogido en la fórmula que se propone. Porque lo que causa la rebaja es el avenimiento, la conciliación o la transacción.



Por consiguiente, estimo que la inquietud de Su Señoría está correctamente reflejada en la indicación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, anuncio que no daré la unanimidad para lo que se propone.

El señor COLOMA.- Es una indicación.

El señor DE URRESTI.- Al cambiar nosotros el concepto “podrá considerar”…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Le aclaro al Senador señor De Urresti que no se requiere unanimidad para lo planteado porque se presentó una indicación.

El señor DE URRESTI.- Pero usted, señor Presidente, estaba solicitando la unanimidad en ese sentido.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No, Su Señoría. Era para lo que proponía el Senador señor Navarro.



Ahora estamos votando la indicación que sugiere cambiar el término “podrá” por “deberá”.

El señor DE URRESTI.- Entonces, señor Presidente, voy a fundar mi voto.



En esa línea, creo que cambiar el concepto “podrá considerar” por “deberá considerar” modifica absolutamente la arquitectura que hemos construido para darle, en este caso, más facultades a los tribunales a objeto de que efectivamente ponderen el acuerdo que surja. Al establecerse de manera perentoria “deberá”, se le quitan atribuciones al juez para efectos de construir una sanción, no obstante el avenimiento, la conciliación o la transacción que puedan existir. 



Entonces, llamo la atención sobre esa situación. 



Nosotros construimos la arquitectura institucional de este artículo y de los artículos en general a objeto de entender que será el juez -y le pido coherencia a las bancadas de Chile Vamos - quien tendrá la capacidad de ponderar en todo sentido: para subir y para bajar las multas. Confiamos en las facultades y en la formación de los jueces. Tenemos los recursos correspondientes.



Entonces, no hagamos una norma imperativa que señale “deberá”, sino que mantengamos “podrá considerar la reparación” para los efectos que el propio artículo consigna.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, como en todo el proyecto, lo que se busca es también cierto equilibrio en la relación entre los consumidores, cuando son afectados, abusados o no se les cumple con lo que establecen las normas, y los proveedores en cuanto a la indemnización o la compensación.



En verdad, a mí no me genera mayor problema cambiar la expresión “podrá” por “deberá”. ¿Por qué? Porque cuando hay un avenimiento o un acuerdo ello responde a que se ha logrado reparar el daño. Esto es lo realmente importante. A través de esta norma se le dice al juez que, como se ha reparado el daño y esto ha sido aceptado por las partes, en especial por los consumidores, es evidente que eso significa una suerte de atenuante. Estamos hablando de un incentivo para llegar a esos acuerdos previos, que es lo que se busca con el avenimiento o la conciliación.



Entonces, me parece que, siendo cosas distintas la compensación o la indemnización que se establece en el acuerdo o conciliación, las multas -también se aplican en estos casos- perfectamente pueden ser rebajadas hasta en un 50 por ciento. Y pienso que es adecuado plantear una posibilidad más cierta con la expresión “deberá considerarlo”, porque genera un equilibrio con lo que ha sido el acuerdo adoptado entre el proveedor y los consumidores en la fase anterior.



Ahora bien, señor Presidente, como esta indicación requiere quorum especial, solicito que se abra la votación, a fin de contar con la participación de todos los colegas.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para abrir la votación?



Acordado.



En votación la indicación nueva número 14.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, creo que el Senador Pizarro ha explicado claramente el sentido y alcance del cambio que propone la indicación del Senador Coloma.



A mi distinguido amigo Alfonso de Urresti quiero explicarle cuál es el sentido de la modificación que se propone.



Estamos frente al caso en que se produjo un avenimiento, o sea, hubo acuerdo entre las partes. Ello significa que la parte afectada se siente adecuadamente reparada. Entonces, se plantea que, si se produce esa reparación que deja satisfecha a la parte afectada, el juez debe considerar tal reparación para disminuir en 50 por ciento la multa.



¡Esto es un incentivo absolutamente correcto! Y este fue el criterio -al revés de lo que sostiene mi estimado colega De Urresti-. Todo nuestro proyecto está hecho en el sentido de que, si alguien repara el daño causado, indemniza, existan estímulos, incentivos. En la Comisión de Constitución hemos abordado así no solo esta legislación, sino muchísimas otras. De hecho, lo hicimos, por ejemplo, en el caso de la colusión. Cuando establecimos la delación compensada en la colusión -es bastante más duro que esto, por supuesto-, ¿cuál era el objetivo? Que si alguien delata, entrega información, colabora, ayuda a que las cosas se restablezcan como corresponden, recibe un estímulo.



Por cierto, aquí nos encontramos ante una situación de otra magnitud, muy distinta. Pero se dice: “Si usted causa un daño a los consumidores y luego realmente llega con ellos a un acuerdo ratificado por un juez de la república, quien señala que se ha hecho conforme a las normas de protección de los derechos de los consumidores, entonces, como contrapartida, el juez debe considerar la rebaja del 50 por ciento”.



Ese es un incentivo correcto. Porque, de lo contrario, no querrán llegar a avenimiento.



En consecuencia, señor Presidente, espero que esta norma sea aprobada en los términos planteados en la indicación, porque creo que constituye un incentivo correcto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, he seguido atentamente este debate.



Me asalta una duda que tal vez pueda aclarar el Ejecutivo o quienes proponen el reemplazo de la palabra respectiva. Y lo pregunto porque no conozco en detalle el funcionamiento.



Yo entiendo que una cosa son los avenimientos, las transacciones o las conciliaciones entre el afectado y aquel que se supone tiene una responsabilidad en el daño generado; y otra cosa es que, como se llegó a un acuerdo entre el afectado y el que supuestamente generó el efecto dañino, se genere como consecuencia de ese entendimiento, entre otras cosas, una rebaja en la multa.



Mi pregunta es: ¿la multa es a beneficio fiscal? Me señalan que sí.



Tengo entendido que la multa busca sancionar los comportamientos que no han estado acordes con lo que se esperaba, porque para eso hay una multa.



Entonces, quiero entender lo siguiente.



Por ejemplo, alguien se pasa una luz roja o un signo pare, choca, genera un daño y lo compensa. Pero esto no lo exime de la multa por no respetar el signo pare, porque ella es la consecuencia de quebrantar una norma…

El señor COLOMA.- Hablamos de un incentivo.

El señor LAGOS.- Eso es lo que estoy tratando de entender.



El quebrantar una norma es la razón por la que se impone la multa. En general, las multas no son negociables. Puede que los jueces tengan un rango para determinarlas. ¡Eso sí!



Pero no sé si el hecho de haber pagado, de haber arreglado el auto chocado y haber compensado...

El señor COLOMA.- Es un incentivo.

El señor LAGOS.- Es una pregunta, Senador Coloma. 



Mi consulta es sencilla: ¿es correcto hacer una vinculación entre la multa, determinada por el incumplimiento de una norma, y la reparación? Si se indemniza al tercero afectado a través de un acuerdo de las partes, ¿ello es suficiente para enervar o dejar sin efecto la multa?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, dentro del mismo análisis que hace el Senador Ricardo Lagos, la indicación busca garantizar que en ese proceso de negociación, de transacción se va a reparar el daño, con la expresión “deberá”.



Eso es lo principal, porque es la manera en que actúa la institucionalidad: fija normas e incentivos para que se le repare el daño al consumidor.



Por el contrario, la palabra “podrá” deja abierto a que esa transacción pueda no reparar el daño en un cien por ciento. Si la persona y el juez aceptan un acuerdo que -en un ejemplo extremo- no recompensa el daño totalmente, con la redacción pretendida con la expresión “podrá” el juez igualmente estaría en condiciones de rebajar la multa.



Por lo tanto, lo que se pretende con la indicación es que a través de esa transacción, de ese avenimiento el daño deba estar reparado. Solo en esa medida se puede rebajar la multa.



A mi juicio, eso hace que estemos ante una indicación y un incentivo en el sentido correcto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Les recuerdo, señores Senadores, que para aprobar la indicación nueva se requiere quorum especial.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la indicación nueva número 14 (21 votos a favor y 2 en contra).



Votaron por la afirmativa las señoras Goic, Muñoz y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores De Urresti y Quinteros.

El señor MOREIRA.- ¿Puede agregar mi voto, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Moreira.



En consecuencia, queda aprobado el texto con la expresión “deberá”.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- A continuación, corresponde dirigirse a la página 230 del boletín comparado.



La Comisión de Constitución, por unanimidad, propone reemplazar la letra a) del número 42) despachado por la Comisión de Economía.



En consecuencia, corresponde pronunciarse acerca de la propuesta de la Comisión de Constitución.



Esta norma fue acogida unánimemente por los Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Hernán Larraín.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Requiere quorum especial, señor Secretario?

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- No, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Perfecto.

El señor PIZARRO.- “Si le parece”, señor Presidente. Estamos todos de acuerdo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará la proposición de la Comisión de Constitución.



--Se aprueba la letra a) del número 42) propuesta por la Comisión de Constitución.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Corresponde dirigirse a la página 238 del boletín comparado, donde ocurre una situación similar.



La Comisión de Constitución, por unanimidad, propone reemplazar el número 43) -su objetivo es sustituir el inciso segundo del artículo 54 C- despachado por la Comisión de Economía.

)-------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Antes de proseguir con el debate, saludo a los alumnos del Colegio Ignacio Carrera Pinto, de San Bernardo, que hoy día nos visitan en el Senado.



¡Bienvenidos!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión la propuesta de la Comisión de Constitución.



Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero pedirle al señor Director del SERNAC que nos explique el sentido y alcance de esta norma.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Director del SERNAC.

El señor MUÑOZ (Director del Servicio Nacional del Consumidor).- Señor Presidente, lo que propone este inciso es establecer la posibilidad de hacer reservas de acciones, las cuales pueden incluir también el daño moral, para discutir con posterioridad la determinación del daño respectivo.



Entonces, se reservan estas acciones para un procedimiento distinto en el que no se discute nuevamente la infracción que ya ha sido declarada.



En consecuencia, este inciso aclara que se incluye el daño moral y se mantiene esta norma, que es de eficiencia procesal.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El señor Presidente ha puesto en votación el número 43) propuesto por la Comisión de Constitución, que sustituye el inciso segundo del artículo 54 C.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina para fundamentar su voto.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, a mí me parece que hay que rechazar esta modificación.



Y la razón de ello es que el Senado ya aprobó la existencia del daño moral colectivo, que es algo inédito en el mundo. Somos el primer país que lo tiene. Pero está bien, pues se votó así.



Esto significa que la parte afectada tiene derecho a indemnización por daño moral colectivo, pero además puede hacer reserva para después reclamar por el daño moral individual.



La norma dice: “Dentro del mismo plazo, los interesados podrán hacer reserva de sus derechos para perseguir la responsabilidad civil tanto por daño patrimonial como moral, derivada de la infracción en un juicio distinto”.



Imaginémonos, señores Senadores, que se produce una acción colectiva que deriva en el cobro de un daño moral colectivo. El inciso que nos ocupa permite que la persona haga reserva para que, sin perjuicio de la primera acción, quede en condiciones de emprender otra demanda posterior para reparar su daño moral individual.



Esta norma es una contradicción con lo que nosotros aprobamos anteriormente, porque significa que habría dos posibilidades de reclamar por el daño moral, según lo que recuerdo y entiendo.



O sea, existen el daño real, después la multa, posteriormente un daño moral colectivo, y ahora una posibilidad de reserva para el daño moral individual.



Francamente, creo que esta disposición es incompatible con lo que aprobamos con anterioridad.



Cuando acogimos el daño moral colectivo aprobamos la posibilidad de una demanda colectiva.



Sin embargo, el inciso propone: “Dentro del mismo plazo, los interesados podrán hacer reserva de sus derechos para perseguir la responsabilidad civil tanto por daño patrimonial como moral, derivada de la infracción en un juicio distinto, sin que sea posible discutir la existencia de la infracción ya declarada.”.



En consecuencia, creo que esta norma repite la sanción.



Esa es mi percepción.



Por lo tanto, voto que no.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Les recuerdo a los señores Senadores que nos encontramos en votación.



Tiene la palabra el Senador señor Pizarro para la fundamentación de su voto.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, seré breve.



La semana pasada discutimos largamente esta materia.



En esa ocasión, más allá de la singularidad que posee el daño moral colectivo, lo que hicimos fue fijar un piso mínimo para la presentación de una demanda colectiva por daño moral.



Cualquier persona que esté dentro de esa demanda colectiva y considere que dicha acción no es suficiente o que su daño moral no ha sido completamente reparado, puede después plantear individualmente la necesidad de una indemnización distinta.



Por lo tanto, no hay ninguna incompatibilidad.



Esto forma parte de lo que hemos discutido largamente, y es evidente que hay dos posturas al respecto.



En consecuencia, señor Presidente, nosotros votamos a favor de la propuesta de la Comisión de Constitución.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el número 43) propuesto por la Comisión de Constitución (14 votos a favor, 10 en contra y una abstención).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Araya, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Montes, Navarro, Pizarro y Andrés Zaldívar.


Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Allamand, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Moreira, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.



Se abstuvo el señor Patricio Walker.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Señores Senadores, ruego dirigirse a las páginas 244 a 247 del comparado.



Nuevamente la Comisión de Constitución propone, por unanimidad, un texto diferente al que despachó la de Economía.



Dicha modificación consiste en sustituir, en el número 45) del artículo 1º del proyecto, el artículo 54 H aprobado por la Comisión de Economía.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Recuerdo a Sus Señorías que esta enmienda fue despachada en forma unánime por la Comisión de Constitución.



En votación la propuesta de la Comisión de Constitución.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 54 H propuesto por la Comisión de Constitución, contenido en el número 45) del artículo 1º (16 votos a favor).



Votaron las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores Araya, Coloma, García-Huidobro, Girardi, Harboe, Montes, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.
El señor CHAHUÁN.-  ¿Puede agregar mi voto, señor Presidente?

El señor GARCÍA.- El mío también, por favor.

El señor OSSANDÓN.- Y el mío, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable de los Senadores señores García, Chahuán y Ossandón.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- A continuación, el Supremo Gobierno ha formulado una indicación nueva al artículo 54 J, el cual figura en la página 249 del comparado.



El artículo 54 J, en su inciso primero, establece el plazo de duración del procedimiento y permite su prórroga por resolución fundada.



La indicación del Ejecutivo propone agregar, después de la expresión “resolución fundada”, el siguiente texto: “, en la que se justifique la prórroga por la existencia de una negociación avanzada o por la necesidad de mayor tiempo de revisión de antecedentes o para el análisis de las propuestas formuladas. Este plazo no podrá ser extendido cuando la necesidad de la prórroga se explique por un comportamiento negligente del proveedor involucrado en la negociación”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación la indicación del Ejecutivo.



¿Le parece a la Sala aprobarla?



--Se aprueba la indicación del Gobierno.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El artículo 54 M (páginas 252 a 253) consta de tres incisos.



El Ejecutivo presentó indicación para remplazar el inciso tercero (página 253), que comienza con la expresión “El Servicio no podrá presentar en juicio”, por el siguiente: “Cuando el procedimiento hubiese concluido por falta de acuerdo entre las partes o por haber ejercido el Servicio su derecho a no perseverar en el proceso, este no podrá presentar en juicio los instrumentos requeridos en virtud de este artículo y que hayan sido entregados por el proveedor en respuesta a dicha solicitud, a menos que haya tenido acceso a ellos por otro medio.”. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el inciso de remplazo que propone el Gobierno.



--Se aprueba la indicación del Ejecutivo que sustituye por otro el inciso tercero del artículo 54 M.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- En la página 255 del boletín comparado, el artículo 54 Ñ aparece aprobado por unanimidad de 5 votos en la Comisión de Constitución, que remplazó el texto despachado en general por el Senado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Está de acuerdo la Sala?



--Se aprueba el artículo 54 Ñ sugerido por la Comisión de Constitución.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- En la página 260 figura el artículo 54 P, que fue aprobado por unanimidad en la Comisión de Constitución, en remplazo del texto que despachó la de Economía.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Está de acuerdo la Sala con la norma que propuso la Comisión de Constitución por unanimidad?



--Se aprueba el artículo 54 P sugerido por la Comisión de Constitución en remplazo del que despachó la de Economía.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- En la página 264 del comparado figura el artículo 54 Q, que fue aprobado unánimemente por la Comisión de Constitución, en virtud de una indicación del Ejecutivo. Sin embargo, para aprobar este precepto se requiere quorum calificado.



Rectifico, pues me informan que el artículo 54 Q fue aprobado el primer día de la discusión por no haber sido objeto de indicación renovada y...

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En efecto, ya se aprobó, y con el quorum constitucional correspondiente.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Así es, señor Presidente.



En la página 278 figura el artículo 55 D, que fue aprobado de manera unánime por la Comisión de Constitución, en virtud de una indicación del Gobierno.



La norma de la Comisión de Constitución sustituyó la despachada por la de Economía.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Le parece a la Sala aprobarla?



--Se aprueba el artículo 55 D sugerido por la Comisión de Constitución.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Corresponde dirigirse a la página 307 del boletín comparado.



El número 52) del artículo 1° del proyecto modifica el artículo 58 de la ley vigente, que establece las atribuciones del Servicio Nacional del Consumidor.



En la ya mencionada página hay una diferencia entre las Comisiones de Constitución y de Economía: el párrafo sexto fue aprobado por mayoría en la de Constitución.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Es el párrafo que dice “Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo anterior,...”.



El párrafo sexto es el que establece la multa de 750 unidades tributarias mensuales.



Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- ¿Puede explicar el Ejecutivo cuál es la diferencia entre esta norma y la anterior?



Porque resulta imposible conocer de memoria cada artículo, señor Presidente. Entonces, estoy tratando de ver...
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El Senador señor Espina está formulando una pregunta.

El señor ESPINA.- Así es, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Con la venia de la Sala, tiene la palabra el señor Director del SERNAC.

El señor MUÑOZ (Director del Servicio Nacional del Consumidor).- Señor Presidente, el Senado aprobó en general una multa de cierto  monto: este monto se está rebajando, para guardar coherencia con el esquema que adoptamos respecto de los tramos de multas ya aprobados.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, yo tiendo a compartir la argumentación que dio la Comisión de Constitución en el voto de minoría, en cuanto no me parece bien diseñado un sistema en que se sanciona la negativa injustificada a cumplir los requerimientos que hace el fiscalizador, o sea el SERNAC, y en que quien califica esa negativa es el mismo fiscalizador.



Creo que aquí hay que elaborar una norma equilibrada.



Si alguien injustificadamente no entrega un antecedente, yo no digo que no sea factible imponerle una multa elevada. Pero no puede ser que quien solicita la información califique si la negativa es justificada o no.



Opino que esta disposición no se halla bien diseñada, pues no resulta admisible juntar en un mismo ente dos actuaciones tan decisivas dentro del procedimiento.



No me parece que el camino propuesto sea el adecuado para generar una sanción como la planteada.

El señor ESPINA.- Creo que para resolver debemos estar bien informados, señor Presidente. Por eso estoy pidiendo darle la palabra al Director del SERNAC.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Con la autorización de Sus Señorías, puede intervenir el señor Director del SERNAC.

El señor MUÑOZ (Director del Servicio Nacional del Consumidor).- Señor Presidente, solo quiero aclarar que, como en todas las decisiones que tienen que ver con sanciones el Servicio puede determinar el procedimiento, la situación en comento está controlada por un requerimiento al juzgado de policía local respectivo; o sea, va a haber control de los tribunales. 



La calificación de la negativa es parte de la aplicación eventual de la multa, y esta tiene un  control jurisdiccional.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Según recuerdo, señor Presidente, yo voté en contra de esta norma en la Comisión de Constitución, por considerar insólito que el mismo Servicio actúe dos veces.



Aquí se trata de una acción de fiscalización en que la parte requerida, la empresa, se niega a entregar los antecedentes que le pide el SERNAC y este puede determinar la procedencia de una multa. O sea, dicho Servicio tiene un poder total.



¡Eso me parece improcedente!



Lo que correspondería sería que, existiendo una negativa, ello fuera denunciado ante un juzgado de policía local o ante un tribunal civil para que se determinara la procedencia de la multa.



Pero aquí estamos disponiendo una multa por anticipado. 



Considero que ese no es el procedimiento correcto.



La norma en cuestión dice: “Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo anterior, la negativa injustificada a dar cumplimiento a los requerimientos durante las acciones de fiscalización será castigada con multa de hasta 750 unidades tributarias mensuales.”.



Es una cantidad de dinero bastante significativa. Yo quiero que piensen en las pequeñas empresas.



Y después se expresa: “La procedencia de la justificación de la negativa será calificada por el Servicio.”.



O sea, ¡el SERNAC es juez y parte!



Eso no procede, señor Presidente.



Por ejemplo, si existe una acción fiscalizadora de Impuestos Internos sobre una persona y esta resuelve no entregarle los antecedentes requeridos, ese Servicio debe ir a los tribunales y pedir una autorización judicial para obligarla a pagar una multa.



La situación es distinta de si se ha cometido una infracción.



Aquí estamos hablando de alguien que dice: “Yo no quiero entregar antecedentes porque los considero de carácter reservado para mi empresa”.



Señor Presidente, por parecerme una norma absolutamente excesiva, la votaré en contra.



Además, hago reserva de constitucionalidad a su respecto.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se toma nota de ello, Su Señoría.



No habiendo más inscritos, daré inicio a la votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El señor Presidente pondrá en votación, primero, el párrafo sexto de la letra a) del inciso segundo del artículo 58, ubicado en la página 307, que dice: “Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo anterior, la negativa injustificada a dar cumplimiento a los requerimientos durante las acciones de fiscalización será castigada con multa de hasta 750 unidades tributarias mensuales. La procedencia de la justificación de la negativa será calificada por el Servicio.”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación el párrafo sexto.



--(Durante la votación).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Quiero pedir una aclaración sobre la votación, señor Presidente.



Si se rechaza la norma que se está votando, quiero saber qué disposición queda vigente en el proyecto.



Le pido a la Secretaría que, haciendo un esfuerzo, contribuya diciéndonos qué disposición permanecerá. Porque, si subsiste el texto aprobado en general por el Senado, debo decir que se trata de la misma norma que despachó la Comisión de Constitución. La única diferencia está en que en tal caso la multa sería más alta.



¿Qué pasa si uno rechaza la norma sometida a votación? ¿Cuál disposición queda vigente en el proyecto? ¿O, en definitiva, se entienden rechazadas las dos? ¿O después habría que votar la otra?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El señor Secretario va a aclarar la situación, señor Senador.

El señor ESPINA.- Si Su Señoría tiene un poco de paciencia, vera que la parte final dice “será castigada con una multa de hasta 750 unidades tributarias mensuales”.



Porque son dos cosas:...

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Así es.

El señor ESPINA.-… una, la facultad para pedir documentos y multar, y la otra, para calificar la procedencia de la justificación de la negativa.



Yo pregunto si al rechazarse la norma de la Comisión de Constitución queda vigente otra disposición.



Entiendo que en tal caso debería votarse el precepto aprobado en general.



Ojalá la Secretaría pueda explicarlo bien, con peras y manzanas.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señor Senador, estamos votando el párrafo sexto. Luego de eso deberemos pronunciarnos sobre el resto de la norma.

El señor ESPINA.- Pero habría que votar el párrafo aprobado en general.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El señor Secretario puede darle una explicación más amplia, señor Senador.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- En la página 304 del comparado, se está conociendo la propuesta de la Comisión de Constitución para el número 49), que pasó a ser 52).



La primera enmienda empieza con la letra a), que termina en la página 309.



De esa letra a), se está votando solamente el párrafo sexto.



En definitiva, cualquiera que sea el resultado, debe ponerse en votación en seguida el resto de la propuesta de la Comisión de Constitución, antes de seguir con la materia.



Por lo tanto, quedarían las demás normas de la misma letra a) establecidas por la Comisión de Constitución.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Estamos en votación.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el párrafo sexto propuesto por la Comisión de Constitución (14 votos a favor y 9 en contra).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores Araya, De Urresti, Girardi, Guillier, Lagos, Montes, Navarro, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por la negativa los señores Allamand, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Moreira, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Podríamos dar por aprobado con la misma votación el resto de la letra a)?

El señor WALKER (don Ignacio).- De acuerdo.

El señor MOREIRA.- Sí.



--Por 14 votos contra 9, se aprueba el resto de la letra a).
El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- En la página 313 del boletín comparado figura la letra d) del inciso segundo del mismo artículo 58.

El señor ALLAMAND.- ¿Cuál letra?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- La d), señor Senador.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Página 313 del comparado.

El señor ALLAMAND.- ¿Ahí está la indicación de la Presidenta de la República?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Esa letra comienza diciendo “Interpretar administrativamente”.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Para la letra d) se pidió votación separada.



Además, hay una indicación de la Presidenta de la República y otra del Senador señor Coloma; ambas coinciden en agregar la siguiente frase final: “Dichas interpretaciones sólo serán obligatorias para los funcionarios del Servicio.”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Vamos a tratar la indicación del Gobierno.

El señor ALLAMAND.- ¡Que el colega Coloma explique el plagio…!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¡Ahí existe un copy paste…!

El señor COLOMA.- ¡La mía fue presentada en la Comisión...!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, solicito que en las próximas votaciones la Secretaría indique la página donde figuran las indicaciones presentadas.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Existe un boletín de indicaciones aparte del boletín comparado, señor Senador.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El boletín de indicaciones nuevas.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- En la página 5 de ese boletín separado, que tiene fecha 4 de octubre de 2017, figuran las indicaciones nuevas que se formularon.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, nosotros estamos de acuerdo con la indicación propuesta por el Ejecutivo. Una cosa es la potestad de dictar normas, la cual, como veremos, nos parece muy discutible, y otra, la posibilidad de establecer el sentido de disposiciones legales precisas y determinadas, tarea que exige conocimientos jurídicos y del mercado, y cuya finalidad principal sería orientar el desempeño de los funcionarios del Servicio.



Nos interesa dejar constancia de que la facultad interpretativa, en este sentido, debiera ser vinculante solo para estos últimos y meramente referencial e ilustrativa, nunca obligatoria, para el resto de los sectores de la economía.



Eso quería manifestar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará la indicación de la Primera Mandataria, que es igual a la del Honorable señor Coloma.



--Por unanimidad, se aprueba.
El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- La letra e) ha sido objeto de una petición de votación separada, y, además, el Senador señor Coloma ha formulado indicación para suprimirla.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Primero se votará la indicación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Es la número 20.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, esta es una disposición bien importante, y mi posición es contraria a la forma de resolver en el texto final propuesto.



El asunto tiene que ver con las normas que se implementan a través del articulado, provenientes, o de la ley, o de un reglamento dictado por el Presidente de la República. Ahí están contempladas aquellas a las cuales han de ajustar sus conductas el Servicio, los consumidores y los eventuales infractores.



A un órgano individual -recordemos que una de las discusiones versó en cuanto a si revestiría este carácter o sería colectivo- se le daría la facultad de dictar los mismos preceptos que podría interpretar y fiscalizar posteriormente y conforme a los cuales podría sancionar.



A mí me parece que la fórmula de estructurar el nuevo SERNAC no es adecuada. El texto normativo, desde mi perspectiva, tiene que ser generado por el Congreso, a través de una ley, o por algún sistema que no se traduzca en que toda la estructura jurídica a la que después es preciso que se adecuen las disposiciones y, ¡ojo!, se disponga la sanción dependa de la autoridad de un funcionario, por calificado que sea.



He tratado de advertir en qué otra instancia un organismo unipersonal dicta normas, las interpreta, las fiscaliza y sanciona de acuerdo con ellas. No lo he encontrado. Creo que el mecanismo no es correcto. Ellas tienen que ser fijadas por la ley o los reglamentos, pero no cabe dar una facultad en tal sentido a una entidad de esta índole.



Lo anterior no tiene nada que ver con el caso particular del actual Director del SERNAC, porque sabemos perfectamente que no tendrá mucho tiempo para aplicar la ley en proyecto. No tengo idea de quién ganará, pero, obviamente, los funcionarios se mantendrán hasta el 11 de marzo próximo.



Entonces, juzgo malo el diseño.


Por lo menos quisiera dejar constancia de que, más allá del contenido, el proyecto presenta aspectos negativos. Creo que contiene errores graves. En particular, el daño colectivo moral es, para mí, uno de los puntos más complejos.



Mas la cuestión tiene que ver con otra cosa: la forma como se estructura el sistema. Estimo que ello se presta para que no haya un debido proceso y una interpretación apropiada de las disposiciones. Por eso, presenté la indicación para la supresión, y el efecto será que las normas se sigan dictando por la vía de la ley o de los reglamentos, tal como hoy día. O sea, no se generará ningún perjuicio dramático ni catastrófico. Significará proceder simplemente como siempre se ha hecho en nuestro país.



Pido que se reflexione bien y que algunos, por lo menos, me acompañen a votar en contra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Araya.

El señor ARAYA.- Señor Presidente, sin duda, este fue uno de los temas más polémicos en el debate al interior de la Comisión de Constitución: la denominada “facultad normativa” del SERNAC.



Originalmente, el proyecto de ley planteaba la creación de un Consejo Normativo que pudiera fijar e interpretar las disposiciones acerca del consumidor, con una aplicación de carácter general. Después de una larga discusión, se optó por reducir tales atribuciones. En aras del tiempo no voy a leerlas, pero se determinó que el Director se puede limitar a ejercer la facultad con relación a ciertas materias, como los derechos y deberes básicos de los consumidores.



El Honorable señor Larraín formuló una reserva de constitucionalidad en la Comisión de Legislación consignando que esta es, al parecer, una figura nueva en nuestro derecho y que no existen otras normas sobre el particular, argumento repetido por el Senador señor Coloma.



Pero es preciso tener presente que nosotros contamos con una serie de organismos con facultades normativa e interpretativa y de carácter unipersonal. Por nombrar algunos, están la Contraloría General de la República, el Banco Central, la Superintendencia de Seguridad Social y la Superintendencia de Bancos, que dictan disposiciones de carácter general. Y nadie ha cuestionado la constitucionalidad al respecto.



En cuanto al reparo de constitucionalidad, hago presente que, dado que se “cayó” el Consejo Normativo, al Director del SERNAC se le permitiría la facultad de interpretar administrativamente las disposiciones protectoras de los derechos de los consumidores y se le entregaría la facultad de determinar normas de carácter general. Fuimos bastante claros en ello, pues carecía de sentido precisar que las normas las dictaba para los funcionarios, ya que esta es una potestad reglamentaria de todo jefe de servicio.



Los Senadores de Chile Vamos formularon también un reparo de constitucionalidad amplio con relación a todas estas disposiciones, así como a aquellas que hacen posible que el Director pondere los contratos, las cláusulas abusivas o nulas y todo otro tipo de clasificación que envuelva un pronunciamiento de carácter jurídico.



Finalmente, los Senadores de Oposición cuestionaron la constitucionalidad -a mí no me quedó tan claro si era propiamente una reserva o un comentario- de las atribuciones del Director para aplicar multas cuantiosas y otras medidas, como prestar nuevamente el servicio, restituir el bien, cumplir forzadamente la oferta e incautar ciertos bienes, así como la disposición que otorga mérito ejecutivo a la resolución correspondiente.



Para precisar el punto en lo que dice relación con la facultad interpretativa, parece que algunos Honorables colegas incurren en un error conceptual en cuanto al reparo planteado. ¿Por qué razón? Porque, como ya lo señalé, existe una serie de órganos de carácter administrativo con facultades de interpretación de la normativa que les corresponde fiscalizar, y nunca se ha discutido la constitucionalidad de tales entidades, como tampoco el Tribunal Constitucional ha hecho cuestión.



Las interpretaciones administrativas se emiten mediante dictámenes emanados de los jefes de servicio y se caracterizan por ser siempre de carácter sectorial. O sea, cada uno de ellos se encuentra facultado para interpretar las disposiciones del área y no el ordenamiento jurídico general. Basta pensar, por ejemplo, en lo que ocurre con el Superintendente de Administradoras de Fondos de Pensiones o el Director del Servicio de Impuestos Internos, que dictan cuantiosa normativa y cuyas atribuciones no han sido objeto de una cuestión de constitucionalidad.



Además, es preciso tener presente que cuando se hace referencia a la interpretación administrativa queda claro que no es vinculante respecto del Poder Judicial, ya que los tribunales podrán aplicar siempre la norma conforme al criterio y al derecho que crean pertinente en el caso concreto.



En cuanto al otro punto cuya constitucionalidad se cuestionó, cual es la facultad normativa, cabe considerar, en primer lugar, que esta se halla limitada en cuanto a las materias que solo pueden ser objeto de la regulación y que señala expresamente el artículo que nos ocupa. En el fondo, se trata de una especie de delegación que hace la ley, la cual autoriza al Director del SERNAC para dictar disposiciones sobre el particular.



En segundo término, se contemplan mecanismos de control, tanto ex ante, de órganos sectoriales que puedan incidir sobre el proveedor y de la ciudadanía, mediante consulta pública, como ex post, mediante el procedimiento de reclamación ante la Corte de Apelaciones de Santiago, por lo que quedan salvaguardados los derechos de terceros o de quien se sienta perjudicado por una determinada interpretación o una norma que pueda dictar el Director del SERNAC.



Necesito un minuto más para terminar, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede continuar, Su Señoría.

El señor ARAYA.- Creo que también es importante precisar, en cuanto a la jerarquía o rango de las disposiciones, que estas revisten, tal como se ha señalado, el carácter de infralegales e infrarreglamentarias. Por lo tanto, nada le impediría a una persona alegar la no aplicación de una norma producto de no ser reglamentaria, de ser ilegal o de resultar derechamente inconstitucional, sin necesidad de decirlo expresamente el texto, por cuanto se aplican las reglas generales de nuestro sistema jurídico.



Considerando los precedentes y dado el carácter limitado tanto de la facultad de interpretar como de la relativa a dictar normas, estimo que ambas son perfectamente constitucionales, armónicas con nuestro ordenamiento, sin duda importantes en cuanto al corazón del proyecto y absolutamente necesarias para el buen funcionamiento del SERNAC.



Votaré a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Moreira.

El señor LAGOS.- Que se abra la votación.

El señor WALKER (don Ignacio).- Conforme.

El señor MOREIRA.- ¡Cómo…! ¿Se le dan instrucciones al Presidente de la Corporación?

El señor LAGOS.- Lo pedimos.

El señor MOREIRA.- No estoy de acuerdo. Cuando termine de usar de la palabra podemos conversar al respecto.



Señor Presidente, diría que, en democracia -la Nueva Mayoría emplea siempre el término con mucha pasión-, concentrar tanto el poder en una sola persona no es muy bueno.



¡Algo hemos aprendido en estos años…!

El señor LAGOS.- ¡Su Señoría se puso nostálgico…!

El señor MOREIRA.- Estimados compañeros, solo al legislador le corresponden, en nuestro ordenamiento jurídico, las materias de una codificación, no a un reglamento o a un director de servicio.



La dictación de normas, la interpretación, la mediación, la función de juez en procedimientos sancionatorios, el papel de demandante civil en juicios colectivos,… ¡O sea, este Servicio las quiere todas…!



Más adelante vamos a ver el Consejo Normativo, asunto en el que me sentí un poquito engañado. Nuestra participación en la Comisión de Economía fue con la idea de un muy buen fair play y buscamos un consenso con el Ministerio -incluso asumimos la posición de llegar a un acuerdo sobre todo en relación con la entidad mencionada-, y después nos encontramos con la novedad de que el señor Director del SERNAC retiró el Consejo en la Comisión de Constitución. Entonces, hubo dos caras para el mismo proyecto. Y eso no es bueno.

El señor COLOMA.- Se engañaron.

El señor MOREIRA.- Nos sentimos, no engañados -es un término muy duro-, pero sí dolidos.



¡Hoy día es preciso cuidarse mucho con las palabras!



Considero que quien desempeñará ese cargo pasará a ser -y lo digo con cariño- el nuevo “zar del consumo”, por sus potestades.



Mis Honorables colegas de enfrente expresan en sus discursos -por su intermedio, señor Presidente, le contesto al Honorable señor Montes- que no les gusta que el poder se concentre en una sola persona.

El señor NAVARRO.- ¡La monarquía presidencial…!

El señor MOREIRA.- ¡Así es, pues!


A mi juicio, el crecimiento desmedido del Estado en el ámbito normativo no beneficiará al consumidor y permitirá un desarrollo análogo del Servicio. Creo que es un riesgo innecesario.



El Congreso se arrepentirá después, según cuál sea el Gobierno, de que le demos atribuciones y una concentración de poder absoluto a una autoridad del Estado. Todos queremos que el SERNAC fiscalice -y ha demostrado que lo hace- y que se sancione a los que no respetan las leyes vigentes en la materia; pero me sorprende que el Congreso y la Nueva Mayoría, especialmente, le entreguen tantas facultades a una sola persona. Ello jamás les gustó en el pasado, y menos debiera suceder en democracia.



Porque aquí se trata de los consumidores, no del abuso. Las empresas -todos- tienen que respetar el ordenamiento jurídico y someterse a las reglas.



Por eso, no estoy de acuerdo en cómo salió el texto de la Comisión de Constitución, en definitiva.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, esta es una cuestión bastante central en el articulado y no avanzaremos mucho si la basamos en antecedentes parciales o en caricaturas.



El SERNAC existe desde hace muchos años y no ha contado con atribuciones para poder defender realmente a los consumidores, como queremos que lo lleve a cabo a partir de la ley en proyecto. Lo central es que va a disponer de una potestad de tales características, con lo cual esperamos que ejerza su rol y que los mercados funcionen de mejor manera, sin desproporción ni asimetría. Para la mantención de la confianza en el comportamiento de los actores es fundamental la facultad normativa y todo lo demás.



Solo quiero destacar que aquí se afirma muy rápidamente -por no decir con mucha liviandad- que se trata del único organismo con todas las atribuciones concentradas en una persona.



Simplemente deseo mencionar casos de potestades interpretativa, normativa, sancionatoria, fiscalizadora, requirente de información, y jurisdiccional y de resolución de conflictos. Ello dice relación con casi todas las superintendencias: de Bancos e Instituciones Financieras, de Valores y Seguros, de Seguridad Social, de Salud, de Administradoras de Fondos de Pensiones, de Electricidad y Combustibles y de Medio Ambiente, a las que se suma la Dirección del Trabajo. Y podríamos agregar a la Contraloría General de la República, caso que es distinto, pero en el que las facultades se reúnen en una sola persona.



Creo que a la larga se requiere una revisión. A mí no me gusta que todo se encuentre en unas mismas manos. Lo ideal sería un Consejo.



Estamos probando una modalidad en el Comité Financiero y rompiendo un esquema unipersonal, de modo que exista una instancia de otras características. Sabemos que este último modelo presenta cierto riesgo. Lo genera si no hay alguien con el criterio suficiente o que puede cometer errores.



Lo que ocurre, para no distorsionar, es que la facultad normativa se inserta en el marco de la ley. O sea, no es de creación propia, como si no hubiera un marco institucional de normas, de deberes, de derechos. Así es en todas las superintendencias.



Además, los ciudadanos tienen la posibilidad de reclamar si consideran que se sale del límite legal.



Entonces, no cabe perder una cuestión central del SERNAC que estamos fortaleciendo y desarrollando para que exista realmente un equilibrio, que es la capacidad de interpretar y de contar con potestad normativa, sancionatoria, fiscalizadora y todo lo demás.



Creo que este es un punto nodal del proyecto. Y pido que lo apoyemos unánimemente si queremos realmente un SERNAC con fuerza.



Gracias.

El señor WALKER (don Ignacio).- Que se abra la votación.

El señor MOREIRA.- Que se precise sobre qué vamos a pronunciarnos.

El señor WALKER (don Ignacio).- Quedamos de hacerlo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo en abrir la votación?



No lo hay.



Puede intervenir el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, me parece extraordinariamente importante una consulta que se hará a través de la página web, porque se va a revisar en forma pública todo el procedimiento normativo (las normas e instrucciones de carácter general) en un plazo no inferior a veinte días. Y luego tenemos que cualquier persona afectada por estas decisiones podrá reclamar por ilegalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago dentro de treinta días.



Mi duda es por qué se radica el reclamo en la Corte de Apelaciones de Santiago. Eso necesariamente centraliza el proceso, en circunstancias de que también tenemos cortes de apelaciones en regiones y puede que estos casos se den, por cierto, en algunas de ellas. Hay consumidores, ciudadanos en todo el país. Entonces, ¿por qué centralizar el procedimiento en la Capital? 



Respecto de lo planteado por el Senador Espina -por su intermedio, señor Presidente-, sé que existe un mecanismo de reclamación establecido. El problema es que la Corte de Apelaciones de Santiago no es la única. ¡Existen también cortes de apelaciones en regiones! Y algunos de los treinta y cuatro Senadores que están en esta Sala, que son de regiones, lo tienen claro.



Por tanto, mi consulta para el señor Ministro de Economía o para el señor Director del SERNAC es por qué el reclamo debe hacerse ante la Corte de Apelaciones de Santiago. Debería presentarse en la corte de apelaciones correspondiente al lugar donde se ha iniciado el proceso; o, facilitando el procedimiento, donde residiere el proveedor o el afectado, el consumidor. Vimos este criterio la semana pasada para que se mantuviera una de las dos alternativas, y eso garantiza -no hay para qué hacer reserva de constitucionalidad- el sagrado “derecho a pataleo”.



Señor Presidente, estoy disponible para aprobar este artículo, ya que de todas maneras fortalece al SERNAC. Es parte de lo que queríamos para empoderarlo. Pero ocurre que cuando llegan a La Moneda, todos son campeones en defender a las regiones; sin embargo, luego se concentran en Santiago y no mueven ni un dedo, porque ceder poder es muy difícil. Y aquí se está cediendo poder al SERNAC, se lo está empoderando y eso es un proceso que causa desconfianza, que causa temor.



Yo no tengo ningún temor, pues el Servicio dispondrá de normas claras. Este proyecto de ley fue objeto de un amplio debate en tres Comisiones, a lo menos: la de Economía, la de Constitución y la de Hacienda. 



Simplemente, para poder votar a favor, quisiera que se aclarara por qué se debe presentar el reclamo en la Corte de Apelaciones de Santiago.



Creo que esto beneficia extraordinariamente a un SERNAC que todos decíamos que era un perrito joven, pero sin dientes. Hoy día tiene dientes, tiene buen olfato, tiene poder y espero que lo ejerza con decisión para custodiar los derechos de los consumidores. Solo reparo en que la diligencia a que me refiero se radique en la Corte de Apelaciones de Santiago. 



Confío en que los Senadores de regiones, entre los cuales me incluyo, nos cuestionemos por qué la reclamación debe presentarse en la Capital, pues si la realiza un proveedor, el consumidor tendrá que viajar a Santiago a defenderse, y eso va a representar un gasto a veces mayor que el daño que había reclamado. Ojo con aquello, ya que no puede haber una proporcionalidad en que la tramitación de la defensa de sus derechos represente costos mucho mayores que el beneficio que se pueda obtener por la reparación.



Para votar a favor de esta norma, quisiera que el señor Director diera respuesta a esa pregunta, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, no tengo problemas en permitir que se abra la votación -se lo digo especialmente al Senador Ignacio Walker-; solamente quiero indicar que este es un punto muy relevante. Y lo que ocurre es que cuando abrimos la votación, finalmente los parlamentarios votan y son pocos los que se quedan en la Sala -no estoy prejuzgando a nadie-, por lo que la posibilidad de convencer a otro es cero -por mi parte, nunca pierdo esa esperanza-, de modo que uno termina hablando para la galería.



El problema aquí es el siguiente. Efectivamente, hay instituciones que tienen facultades normativas y nadie las puede desconocer: la Superintendencia, por ejemplo. Sin embargo, no hay ninguna -¡ninguna!- que tenga facultades normativas y además sea un legitimado activo; esto es, que pueda demandar. 



Uno tiene que pensar en los consumidores -les pido que lo hagamos-, pero también en las pymes y en los pequeños emprendimientos, que muchas veces no tienen los recursos para contratar grandes abogados que los defiendan. Ellos existen en todas las regiones a las que representan los señores Senadores, gran parte de los cuales -no me cabe la menor duda- están haciendo una rigurosa y exhaustiva campaña y hablando con todas las personas para representar sus inquietudes. Y si hay un problema que puede resultar abusivo es la cantidad de facultades que se concentran en este caso



Voy a explicar por qué.



En primer lugar, este Servicio podrá dictar normas. Alguno dirá “Es opinable; se puede o no dictar normas”. Aquí la misma institución dicta normas, interpreta, fiscaliza, pasa multas y demanda. 



Quisiera que me nombraran un caso en la legislación chilena -¡y pido disculpas públicas si me equivoco!- en que exista una institución con estas características que pueda realizar una demanda, porque la Superintendencia no puede demandar, ¡no puede demandar! Y resulta que aquí estamos planteando que el Director del SERNAC lo haga. Entre paréntesis, podríamos tener un Director que dictara normas en contra de los consumidores. Entonces, estamos entregándole a una autoridad las facultades normativas pero después de haberle otorgado todas las facultades anteriores.



Esta norma no la voté a favor, pero no porque no quisiera tener un SERNAC robusto. Quiero señalar que en el Gobierno del Presiente Piñera -y no pretendo para nada electoralizar esta conversación- dicha institución actuó muy firmemente por el respeto de los derechos de los consumidores. Y muchas veces el Servicio fue duramente criticado por eso, tanto cuando el Director era don Juan José Ossa, quien nos acompañó hoy día, como cuando lo era don Juan Antonio Peribonio. 



Pero quiero decirles que concentrar en una persona la posibilidad de dictar normas, interpretarlas, fiscalizar, pedir documentos, retirarlos, pasar multas y, además, demandar realmente rompe principios básicos de un Estado de derecho. No conozco casos en que una misma persona interprete las normas -haga la interpretación general obligatoria- y tenga la facultad de demandar. 



Porque, imagínense, ¡cómo va a fallar un tribunal en contra de una norma de carácter general dictada por el Director del SERNAC, que dice cómo se interpreta esa norma! ¡Cómo va a fallar en contra de la ley que lo facultó para interpretarla!



Señor Presidente, esto es absolutamente excesivo. No corresponde.



Aquí hay un perjuicio al pequeño, al mediano empresario, que se pueden ver sometidos a un abuso considerable. Porque no estamos hablando de las grandes empresas. Ellas podrán ser fiscalizadas y, si cometen abusos, tendrán que pagar todas las consecuencias, y me parece bien -ya ha ocurrido en el pasado- que se les castigue duramente. De hecho, por eso respaldamos la Ley Anti Colusión, y yo fui de aquellos que votaron a favor de esa normativa para que las fiscalías pudiesen iniciar acciones legales sin tener que requerir la autorización de la Fiscalía Nacional.



Pero quiero hacer presente una sola cosa: en esta hipótesis la pequeña y la mediana empresas, particularmente en las regiones, van a quedar entregadas a la absoluta discrecionalidad y arbitrariedad del Director del SERNAC. Y cuando este las demande, cómo el juez va a votar en contra de la razón de esa demanda, si el que la interpone a su vez es el que interpretó, por mandato de la ley, cómo se hacía cumplir la ley.



No conozco un grado de mayor indefensión en que puedan quedar las pequeñas y medianas empresas frente a una eventual actitud abusiva del Director del SERNAC.



Por esa razón, estoy en contra de esta norma.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, esta norma ha generado un debate acalorado. Llama la atención que ello ocurra en esta instancia, pero me parece bien. 



Quiero responder -por su intermedio, señor Presidente- a mi colega y amigo Alberto Espina nombrando tres instituciones que tienen las facultades de fiscalizar, de multar, de interpretar y de querellarse: el Servicio de Impuestos Internos, la Dirección del Trabajo y la Dirección de Aduanas. Y no hemos visto ningún inconveniente en su funcionamiento. Al contrario, son instituciones que se han ido reforzando y que hacen un trabajo tremendamente adecuado.



Creo también que no debemos entrar en una paranoia respecto de esta situación. Estamos creando un SERNAC con dientes, con capacidad de hacer efectivamente su trabajo y controlar los abusos que se puedan cometer. Para tales efectos existen el debido proceso, que se halla garantizado y argumentado en toda la legislación, y el derecho a la acción: quienes se sientan afectados contarán con las atribuciones y las vías para reclamar.



Señor Presidente, gracias al trabajo que realiza la Biblioteca del Congreso Nacional podemos recordar las afirmaciones de quienes fueron candidatos presidenciales el año 2013, uno de los cuales está aquí, en la Sala.



En un informe fechado el 17 de diciembre de 2013, la Biblioteca hace un importante análisis denominado “Sistema de Protección de los Derechos de los Consumidores: Recomendaciones y propuestas de mejoras”. Y me voy a permitir leerlo, porque me interesa que quede consignado.



El Senador Andrés Allamand, en ese tiempo candidato a las primarias, “propuso que a fin de aumentar la aplicación de multas y la correspondiente disminución de abusos, se implementen asesorías jurídicas gratuitas ‘para los consumidores afectados por cláusulas abusivas y un staff de abogados que se encarguen de detectar infracciones a la ley’”.  

El señor ALLAMAND.- ¡Eso está bien!

El señor COLOMA.- ¡Está muy bien!

El señor DE URRESTI.- El Senador Allamand es coherente; por eso lo he citado.



Por su parte, la entonces candidata y actual Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, “propuso en su programa otorgar al Sernac ‘facultades para fiscalizar, multar, interpretar la ley y dictar normativas’, proveyendo de criterios claros de cumplimiento legal con efecto general.”.



Andrés Velasco pasó a mejor tiempo. Por tanto, no creo necesario leerlo. Lo mismo, Franco Parisi.



Sin embargo -esto es importante y les voy a dejar el documento-, Evelyn Matthei, ex Senadora y candidata única de la Oposición en esas elecciones presidenciales, “propuso en su programa dotar de independencia y fortalecer las atribuciones del Sernac, a objeto de que se produzca el efecto disuasivo esperado” por los consumidores.



“Asimismo, propuso fortalecer las facultades del Sernac para que pueda dictar y promover directrices de buenas prácticas corporativas y comerciales para la protección del consumidor; y premiar a las empresas que fomenten el uso de buenas prácticas en la materia.”.

El señor COLOMA.- ¡Está perfecto!

El señor DE URRESTI.- Aquí estamos estableciendo, precisamente, las facultades normativas que pedía Evelyn Matthei, entre otras cosas. 



El informe prosigue: “Para ello proponen un ‘modelo de un Consejo Directivo’ (similar a la Comisión de Valores), con un Gobierno colegiado y donde los consejeros que se renuevan alternadamente son propuestos por el Presidente y luego son ratificados en el Congreso.”.
El señor COLOMA.- ¡Está perfecto!

El señor DE URRESTI.- Entonces, seamos claros, señor Presidente. Lo que nosotros buscamos es dotar de fortaleza al SERNAC, para que tenga la capacidad de desarrollar sus normas, entender el mundo cambiante del consumo y comprender cómo se readecuan muchas de las malas prácticas que hemos visto, desgraciadamente, en esta materia.



Por eso, me llama tremendamente la atención que se alegue inconstitucionalidad, que se diga que este es un hecho inédito y se lo trate de comparar con la realidad de otras instituciones. Tenemos, por ejemplo -ya los ratificamos-, los casos del Servicio Nacional de Aduanas, el Servicio de Impuestos Internos y la propia Dirección del Trabajo.



En consecuencia, señor Presidente, voy a votar a favor de la propuesta de la Comisión de Constitución. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, podríamos abrir la votación, sin perjuicio de darle antes la palabra al señor Director del SERNAC.



¿Habría acuerdo?

El señor ALLAMAND.- Sí, señor Presidente.

La señora ALLENDE.- Sí.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Acordado.



Tiene la palabra el señor Director del SERNAC.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, ¿se vota primero la supresión?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Así es: vamos a votar primero la indicación supresiva y, después, los incisos.

El señor MUÑOZ (Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor).- Señor Presidente, quiero dar cuenta de la visión del Ejecutivo respecto de esta facultad normativa, que ha sufrido varias modificaciones durante la tramitación del proyecto.



Se ha dicho que la misma facultad se halla presente en otros órganos de la Administración chilena: la Superintendencia, la Dirección del Trabajo, el Servicio de Impuestos Internos. No obstante, es bueno aclarar acá que en ninguno de los casos mencionados se establecen las limitaciones que ahora sí se imponen para el ejercicio de esta facultad normativa, a propósito de lo que se va a votar.



Esas limitaciones son múltiples y tienen que ver, en primer lugar, con las materias que esta facultad normativa puede alcanzar. Su ejercicio se restringe, en este caso, a ciertas materias que dicen relación con los derechos de los consumidores a la libre elección del bien o servicio; a la información veraz y oportuna; a no ser discriminados arbitrariamente respecto de la seguridad en el consumo. Pero también se restringe respecto de las normas que regulan la garantía legal y de las que se refieren a las cláusulas abusivas que se establecen en perjuicio de los consumidores, a la publicidad engañosa, a la información de los precios, a la información básica comercial y a la seguridad de los productos. 



Solamente esas materias pueden ser objeto de normativa.



Esa es una primera limitación que no encontramos en otros organismos de la Administración y que ahora se establece en este proyecto de ley.



Otra limitante tiene que ver con la forma de ejercicio.



Se ha hablado acerca del poder unipersonal, pero se instruye al Servicio para que se organice a través de una Subdirección especializada que se dedique al tema. A través de ella se ejercerá la facultad normativa.



Esa es una segunda limitación.



En tercer lugar, el SERNAC no solo debe promover la coherencia regulatoria, con el fin de evitar y precaver eventuales conflictos entre normas, sino que además, tratándose de una regulación sectorial, debe requerir, en este caso, la aquiescencia del regulador en el ámbito regulado. Esto significa que sin un informe favorable del regulador, que puede ser una Superintendencia, no es posible dictar determinada normativa. 



Esa es una tercera limitación, bastante fuerte. 



De hecho, el Ejecutivo ha presentado una indicación para que los ámbitos no sujetos a esta regulación tengan que contar con al menos dos informes técnicos favorables al estudio de esta norma, a fin de equilibrar el proceso de elaboración técnica, limitación que no existe en otros ámbitos con similares facultades. 



Del mismo modo, está el deber de consulta pública, como se dijo, respecto de la dictación de esta norma para recabar la totalidad de los comentarios de quienes vayan a ser objeto de dicha tramitación.



Finalmente, existe un recurso especial de ilegalidad. En este caso -y respondo, por su intermedio, señor Presidente, la duda que planteó el Senador Navarro-, tratándose de una facultad que se ejerce solamente desde la Dirección Nacional, radicada en la Capital, y con el fin de evitar decisiones contradictorias, se entrega competencia a la Corte de Apelaciones de Santiago, como ocurre también en otros cuerpos normativos respecto de esta materia.



Como vemos, esta facultad normativa tiene bastantes limitaciones que son inéditas. 



Nosotros sostenemos que la propuesta que hemos hecho es balanceada y, al mismo tiempo, se presenta junto con la indicación del Ejecutivo que se refiere a los dos informes favorables y también a un reglamento, que será dictado por el Ministerio de Economía y que va a determinar las formas, plazos y condiciones en las que se deberán cumplir las exigencias que se establecen a propósito del ejercicio de esta facultad.



En resumen, esta facultad normativa es necesaria para prevenir muchas veces la judicialización respecto de los criterios de aplicación de las leyes. Claramente, no es solo infralegal, sino también infrarreglamentaria, en el marco de la ley, con todas las prevenciones que estamos observando y con todas las garantías establecidas en esta propuesta para la calidad técnica de la norma.



Por lo tanto, pensamos que esto debería aprobarse porque es necesario y está balanceado. 

El señor MONTES.- ¡Muy bien!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación la indicación N° 20.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma, para fundar su voto.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero hacer tres comentarios.



El primero es que aquí estamos discutiendo algo que es perfectamente legítimo debatir, pues tiene que ver con la forma en que se organiza un país en relación con sus normas.



Hago mía la reserva que manifestó el Senador Larraín en la Comisión de Constitución -no se encuentra presente en la Sala en este momento- en el sentido de que aquí se está violentando el numeral 20) del artículo 63 de la Carta Fundamental, en virtud del cual es materia de ley “Toda otra norma de carácter general y obligatoria que estatuya las bases esenciales de un ordenamiento jurídico.”. 



Eso es lo que está ocurriendo ahora: estamos traspasando una facultad legal a la normativa de una autoridad unipersonal, razón por la cual -insisto- comparto y hago mía la reserva que planteó el Senador Larraín.



En segundo lugar, señor Presidente, deseo hacerme cargo de lo que manifestó el Senador De Urresti, quien citó a dos excandidatos de mi sector. Y les quiero decir que comparto plenamente las dos referencias. Lo que ellos sostuvieron en aquella oportunidad fue que deberíamos tener un SERNAC de verdad, que hay que fiscalizar de mejor manera los derechos de los consumidores. Pero ninguno de los candidatos mencionados sostuvo nunca que se debía establecer un organismo unipersonal que normara, interpretara, fiscalizara y sancionara. Por tanto, le agradezco las citas al Senador De Urresti, porque abonan la tesis de lo que uno tendría que hacer más que ir en sentido contrario.



En seguida, quiero hacerme cargo de lo que dijo el Senador Montes, aunque sé que es una discusión que hemos tenido en otras instancias.



Lo que yo quiero representarle al Gobierno -por su intermedio, señor Presidente- es que esta norma va en el sentido exactamente inverso de todo lo que se ha hecho en el Estado en Chile.



Se cita el caso del Servicio de Impuestos Internos. Esta entidad tenía la facultad de sancionar, pero por algo se crearon los tribunales tributarios. ¿Para qué? Para que no fuera juez y parte. Y las bancadas, de lado y lado, consideraron un avance y un paso muy importante separar la lógica de actuar como juez y parte.



Quiero hacerme cargo de la reflexión que se ha efectuado en cuanto a que una superintendencia tenía facultades similares. Le quiero recordar -por su intermedio, señor Presidente- al Senador Montes, quien formuló una argumentación perfectamente legítima, que justamente eso es lo que estamos cambiando. Por algo se creó la Comisión de Valores y Seguros.



Está presente la flamante Subsecretaria de Hacienda, la que, cuando planteó el tema a propósito de aquella entidad, afirmó que no era lógico tener una autoridad que dictara normas y a la vez sancionara.



Y lo que estamos haciendo ahora es volver, como el ave fénix, a lo mismo: aquí renace la lógica que estamos tratando de cambiar en otros ámbitos. 


Es lo que quiero representar, señor Presidente, con toda la fuerza que uno puede tener en sus convicciones. 



Íbamos en el sentido inverso. Y me parece que el Senador Moreira tiene toda la razón en su reclamo, porque originalmente se planteó un organismo colectivo -un consejo, con no sé cuántos miembros, donde varios tomarían las decisiones-, pero que fue mutando hasta transformarse en una autoridad unipersonal.



En toda la estructura del ordenamiento del Estado futuro se está tratando de no generar la suma de facultades en una misma autoridad. Primer ejemplo: el Servicio de Impuestos Internos. Segundo ejemplo: la Superintendencia, que es -quiero decírselo al Gobierno, por su intermedio, señor Presidente- “noticia en desarrollo”, porque el Ministro Valdés, antes de su salida, señaló que lo que se estaba haciendo en el ámbito de los valores quería replicarse en el sector de los bancos. Entiendo que esa es la lógica que busca el Gobierno, que me parece correcta, esto es, terminar con algo que no suena bien y no tiene una buena estructura, como es unir, en una misma persona, facultades que por su naturaleza no deben concentrarse en una sola autoridad.



Pero aquí, señor Presidente, estamos haciendo exactamente lo inverso. Por eso es un tema que resulta importante discutir. Estamos ante normas legales o reglamentarias. Y, dicho sea de paso, la letra f), que viene después, es correcta: “f) Proponer fundadamente al Presidente de la República, a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, la dictación, modificación o derogación de preceptos”, sin perjuicio de que en la letra e) se le da al SERNAC la facultad de dictar normas. 



Eso es lo que, a mi juicio, está mal concebido y es erróneo, y por tal motivo considero que la letra e) debería eliminarse, dejando subsistir, en cambio, la letra f), que soluciona adecuadamente el problema.



Por lo tanto, insto a aprobar la indicación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, este debate debe ser ininteligible para los consumidores, porque en realidad decimos que estamos haciendo una ley para fortalecer la defensa de sus derechos, equilibrándolos con los que son propios de los proveedores, en circunstancias de que una de las críticas que se le formulan a la clase política, a quienes legislamos, es que hacemos leyes engorrosas que al final resultan inaplicables, 


Este proyecto, sin embargo, posee una virtud: hace aplicable la ley y hace efectivo el derecho a la defensa de los consumidores. Por lo tanto, debiéramos felicitarnos por estar elaborando una ley práctica, que provee funciones, entrega responsabilidades y resguarda que no haya abuso de tales responsabilidades, y que resuelve. 


A quienes han criticado la norma yo les pregunto: si el director del Servicio no tiene esta potestad reglamentaria, ¿habrá que recurrir al Congreso cada vez que haya que dictar normas de carácter general?



¿Cuántos años lleva este proyecto en el Parlamento, señor Director? ¿Tres?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Evitemos los diálogos, señor Senador.

El señor NAVARRO.- O sea, si es necesario dictar una norma producto de la praxis, de lo consuetudinario, ¿habrá que venir aquí a sacar una nueva ley para modificar la legislación vigente, para que no digan que el director no defiende los derechos de los consumidores, o que hemos hecho una ley engorrosa, o para que lo que está escrito se pueda cumplir?



Lo que tenemos que hacer acá es innovar.



Hasta hace un tiempo veníamos discutiendo de doctrina. Comprendo a los abogados que están en la Sala -yo he propiciado que se dediquen a legislar y no a litigar, y entiendo que así es, señor Presidente, cuestión que vale para todos: dedicarse a una sola cosa para hacer la pega bien-, pero, claramente, es imposible que esta potestad no la tenga el director. No podemos estar legislando para cambiar la Ley del Consumidor a cada rato, porque generalmente hay innovaciones. Estamos ante derechos dinámicos que deben aplicarse frente a una multiplicidad de hechos, situaciones y productos. 


Por otra parte, me parecen adecuados los resguardos que se establecen. Tenemos al actual Director, en quien podemos confiar.  No sé quién vendrá después: si un funcionario que aplicará efectivamente la ley, que no la aplicará, o que la aplicará con favoritismo y amiguismo, o si va a tener regalones. Yo espero que no sea así, que aplique la ley y que la ley establezca justicia. Para ello la potestad reglamentaria tiene los debidos contrapesos.



Lo que no puede ocurrir es que aprobemos un texto legal que se ajuste a derecho, que no innove, que sea fiel a la “doctrina”, la cual ningún consumidor entiende, y que, en definitiva, no funcione. Es lo último que podríamos hacer.



Los consumidores están esperando una ley que los proteja en el marco jurídico que hoy establecemos, también con resguardo de los derechos de los proveedores, de los grandes proveedores, que son abusadores consuetudinarios, que se coluden y después dan charlas de ética. Es lo que ocurrió con los ejecutivos de las cadenas farmacéuticas: cometieron crímenes atroces, de miles de millones, en un país en el que parece que hay que robar harto para que no te pase nada. El que roba poco, a ese sí le pasa algo: va a la cárcel y tiene sanciones.



Por lo tanto, estamos ante una normativa adecuada, señor Presidente.


Voto en contra, esperando que el equilibrio que significa esta potestad que entregamos sea bien usada, porque está bien resguardada.



En cuanto a la norma que establece que el reclamo debe interponerse ante la Corte de Apelaciones de Santiago, siento que volvemos a caer en un mecanismo de centralización que espero que pueda cambiar. Ahora, como hay que votarla tal como está, me reservo el derecho, para cuando tengamos la posibilidad de ejercerlo, a fin de que esta materia también pueda ser conocida por los tribunales superiores de regiones y no solamente por el de la Capital. Hay buenos abogados igualmente en el resto del territorio y no solo en Santiago.



Voto que no.


El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación N° 20 (15 votos en contra, 5 a favor, una abstención y un pareo).



Votaron por la negativa las señoras Allende y Muñoz y los señores Araya, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Montes, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la afirmativa los señores Coloma, Espina, García-Huidobro, Moreira y Pérez Varela.



Se abstuvo la señora Lily Pérez.



No votó, por estar pareado, el señor Tuma. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Rechazada la indicación, comenzamos a votar la letra e) por párrafos, en los que hay indicaciones del Ejecutivo. 



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El señor Presidente pone en votación los párrafos primero y segundo, que fueron aprobados por mayoría en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (3 por 2).



Están en las páginas 314 y 315 del comparado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para darlos por aprobados con la misma votación, pero al revés?

El señor COLOMA.- Votemos, señor Presidente.

El señor PROKURICA.- Hay que votar.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Entonces, en votación.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban los párrafos primero y segundo de la letra e) (13 votos a favor, 3 en contra y un pareo). 



Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Muñoz y los señores Araya, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Montes, Navarro, Ossandón, Pizarro, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores Coloma, García-Huidobro y Prokurica.



No votó, por estar pareado, el señor Tuma. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- En relación con el párrafo tercero, que figura en la página 315, se han recibido tres indicaciones de Su Excelencia la Presidenta de la República.



La primera, la N° 21, es para reemplazar la palabra “solicitará” por la expresión “deberá contar con”.



La segunda, la N° 22, tiene por objeto reemplazar la locución “al o a” por “del o de”.



Y la tercera, la N° 23, persigue agregar, a continuación de la expresión “respectivos.”, el siguiente texto: “En los demás casos, el Servicio deberá contar con a lo menos dos estudios realizados por expertos, nacionales o extranjeros, que acrediten conocimientos técnicos, destacada calificación académica y/o experiencia profesional sobre la materia o industria objeto de la regulación, los que analizarán el alcance de la normativa propuesta, así como sus costos y beneficios. Los expertos serán seleccionados por el Servicio de un registro público que con dicho objeto confeccionará el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. En el caso de la contratación de expertos extranjeros que no formen parte del registro, ella deberá realizarse a través de procesos transparentes que aseguren su idoneidad.”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se ofrece la palabra. 



¿Habría acuerdo para aprobarlas?



--Se aprueban las indicaciones números 21, 22 y 23.
El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- En seguida, la indicación N° 24, de Su Excelencia la Presidenta de la República, plantea consultar, a continuación del párrafo tercero, el siguiente nuevo: 



“Serán inhábiles para realizar el estudio al que se refiere el inciso anterior, aquellos expertos que incurran personalmente en las causales 1, 2, 3 o 5 del artículo 12° de la Ley N° 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado. Tratándose de la causal del numeral 5, para los efectos de esta ley, el plazo de inhabilidad será de doce meses. La concurrencia de alguna causal de inhabilidad deberá ser comunicada al Servicio por el afectado una vez efectuada la selección a la que se refiere el inciso anterior.”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se ofrece la palabra. 



¿Habría acuerdo para acogerla?



--Se aprueba la indicación N° 24. 

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Los dos párrafos siguientes también fueron aprobados por mayoría en la Comisión de Constitución. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para darlos por aprobados?



--Se aprueban. 

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Respecto del párrafo sexto, que figura en la página 317 del boletín comparado, Su Excelencia la Presidenta de la República formuló dos indicaciones.



La N° 25, para eliminar la expresión “algunos de”.



Y la N° 26, para reemplazar, después del punto y coma, que pasa a ser punto seguido, la frase “o cuando el Director estime fundadamente que éstos resultan impracticables, innecesarios o contrarios al interés público”, por la siguiente oración: “Del mismo modo, podrá omitirse el requisito de consulta pública regulado en el párrafo anterior cuando el Director estime fundadamente que ésta resulta impracticable, innecesaria o contraria al interés público.”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, se darán por aprobadas. 



--Se aprueban las indicaciones números 25 y 26. 

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El último párrafo, que es norma orgánica constitucional y requiere el voto favorable de 21 señores Senadores (página 317), señala lo siguiente: 



“Cualquier persona afectada por la dictación de normas o instrucciones de carácter general podrá reclamar por ilegalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago dentro de treinta días contados desde su publicación. El procedimiento se sustanciará de acuerdo a las normas establecidas en los incisos tercero, quinto, sexto y séptimo del artículo 70 de la ley N° 21.000, en lo que resulte aplicable.”.

El señor COLOMA.- ¿Por qué tiene que ser la Corte de Apelaciones de Santiago?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión. 



Tiene la palabra el Senador señor Pizarro. 

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, se trata de una norma de quorum orgánico constitucional y, como algunos estábamos participando en una Comisión Mixta, sería conveniente…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Voy a pedir que los vayan a buscar.

El señor PIZARRO.- Porque necesitamos completar 21 votos, a pesar de que estamos de acuerdo.

El señor ALLAMAND.- ¿Cuántos votos necesitamos?

El señor PIZARRO.- Entiendo que 21.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Así es.



¿Podríamos abrir la votación?

El señor COLOMA.- No, señor Presidente. Es que a mí me quedó dando vueltas lo que planteó el Senador Navarro. 



¿Por qué tiene que ser la Corte de Apelaciones de Santiago? 



En otras materias, como la relativa a la Dirección General de Aguas, se discutió mucho si se debía recurrir a ese tribunal superior, en cuyo territorio se encuentra la Dirección General, a cualquier corte de apelaciones, o a alguna de las direcciones regionales. 



Planteo si no es posible generar una instancia para que se pueda reclamar ante una dirección regional contra el recurrido y de esa manera entenderse notificado. 



Me parece que también se deben ir cambiando ciertas instituciones en el sentido de hacerles más fáciles los trámites a las personas. Aquí estamos hablando de eventuales afectados. 



Entonces, mi consulta es si se puede establecer un sistema más parecido al de otras entidades que crecientemente están permitiendo que se pueda recurrir regionalmente.



Ese es el fondo de mi pregunta, señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Considero que lo planteado tiene fundamento, sobre todo si se trata de evitar que todos los reclamos se hagan en Santiago. 



Tiene la palabra el señor Director del SERNAC.

El señor MUÑOZ (Director del Servicio Nacional del Consumidor).- Señor Presidente, como expliqué hace un momento, hemos seguido el modelo de presentación de otros recursos para el que, en este caso, es un recurso de ilegalidad contra normas dictadas por el Director Nacional del Servicio. Recordemos que esta facultad no la podrán ejercer los directores regionales, sino el Director Nacional, a través de una subdirección. Y en dicho modelo efectivamente se entrega el conocimiento del asunto a la Corte de Apelaciones de Santiago.



 Pero hay una segunda razón, cual es evitar dictámenes contradictorios de los tribunales superiores respecto de las mismas normas. Nos parece que en este caso se resguarda la existencia de una interpretación única sobre un reclamo de ilegalidad y, al mismo tiempo, se sigue la práctica ya utilizada en otros cuerpos legales. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El último argumento no me parece que tenga mucho fundamento, señor Director, porque la Corte puede cambiar de opinión en un caso y otro. La jurisprudencia puede irse modificando. 



Aquí existe una situación de orden regional que debería tenerse en consideración. 



Tiene la palabra a continuación el Senador señor Araya. 

El señor ARAYA.- Señor Presidente, el Director del SERNAC me ahorró el comentario que quería hacer. 



En todo caso, acá se siguieron las reglas generales de competencia, pues como el Director Nacional del SERNAC es quien dictará las normas e instrucciones y será el posible recurrido, el tribunal competente debe ser la Corte de Apelaciones de Santiago. 



Además, se busca evitar que existan sentencias contradictorias de distintos tribunales. 



Por lo demás, uno que es de regiones sabe que hoy día, con la tramitación electrónica, es bastante más fácil el procedimiento de reclamo. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- De cualquier manera, hago presente que no podemos modificar la redacción, salvo que haya unanimidad en la Sala.

El señor COLOMA.- También se puede votar en contra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Efectivamente. 



En votación. 



--(Durante la votación).
El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El señor Presidente ha puesto en votación el párrafo final de la letra e) -página 317 del texto comparado-, que contempla un reclamo por ilegalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro. 

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, insisto en que se llame a los miembros de la Comisión de Gobierno, que están en una Comisión Mixta en el segundo piso.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se les está avisando, señor Senador.

El señor PIZARRO.- Ahí hay cuatro Senadores.

El señor LAGOS.- Explíquenles que la norma requiere quorum especial.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se necesitan 21 votos favorables.



Tiene la palabra el Senador señor Coloma. 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, mientras esperamos que lleguen los colegas, deseo agregar que el mismo tema se discutió a propósito de la Dirección General de Aguas, y en el Senado logramos que se pudiera recurrir a la corte de apelaciones del lugar donde se produjera la infracción o se dictara la resolución que afecta a un individuo. 



Por lo tanto, no entiendo bien la razón para dejar solamente a un tribunal superior.



Ahora, si se me dice que es para tener una jurisprudencia única, entonces tengamos una sola corte de apelaciones y eliminemos las demás. Además, nada obsta a que la de Santiago vaya cambiando de criterio, porque los jueces que la integran van variando también su pertenencia.



Entonces, a mí no me termina de convencer el argumento. Yo sé que el párrafo requiere quorum especial para su aprobación, y por eso estoy viendo si están los votos. Pero no me nace votar a favor de una norma que va en contra de un principio que hemos tratado de fijar en otra legislación: que las personas puedan recurrir a las cortes de apelaciones regionales.



Yo oí atentamente al Director del SERNAC, pero el argumento que nos dio: mantener la uniformidad de las resoluciones, no me convence para nada. Porque, si no -insisto-, para qué habría cortes de apelaciones regionales. ¡Establezcamos una gran corte nacional y olvidémonos de lo otro…!



Señor Presidente, no sé si el Gobierno puede hacer un esfuerzo adicional en esta materia y tratar de generar una instancia de apelación más regional.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si la Sala me permite, emitiré una opinión personal, tratando de colaborar un poco con el trámite del proyecto. 



Entiendo la posición del Senador Coloma y coincido con ella, pero si voto en contra del precepto nos quedamos sin reclamo. Por lo menos con la presente disposición podemos reclamar ante una Corte de Apelaciones. En caso contrario, quedaríamos sin esa posibilidad. 



Por esa razón, voto a favor de la norma.

El señor COLOMA.- ¿Necesita mi voto...?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¡Generosamente, sin cobro...!

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LAGOS.- Estoy pareado con la Senadora señora Von Baer.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Está bien, pero la norma es de quorum de ley orgánica constitucional y no corren los pareos. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 21 votos a favor, se aprueba el párrafo final de la letra e) del numeral  52), dejándose constancia de que se reúne el quorum constitucional requerido.


Votaron las señoras Allende, Muñoz y Van Rysselberghe y los señores Allamand, Araya, Coloma, De Urresti, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Lagos, Montes, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.
El señor COLOMA.- ¡Me deben una...!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Continuamos con las indicaciones del Ejecutivo.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- En la página 318 del texto comparado, a continuación de la disposición que se acaba de aprobar, la Presidenta la República formuló la indicación número 27, que propone incorporar un nuevo párrafo final del siguiente tenor: 



“Un reglamento del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo fijará la forma, plazos y condiciones en que las exigencias referidas deberán cumplirse por parte del Servicio y determinará los requisitos para la contratación de los expertos nacionales y extranjeros, así como los del registro público a que se refiere el párrafo tercero y establecerá la forma en que se comunicarán al Servicio las inhabilidades a las que se refiere el párrafo cuarto. Esta regulación cautelará que los procesos de registro y selección sean transparentes, objetivos y garanticen condiciones generales y no discriminatorias para el acceso.”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba la indicación número 27, de la Presidenta de la República, que incorpora un nuevo párrafo final al literal e) del numeral 52).
El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- En la página 330 del comparado se encuentra la letra e), que sustituye el inciso octavo por el siguiente:



“La negativa o demora injustificada en la remisión de los antecedentes requeridos en virtud de este artículo, será sancionada con multa de hasta 750 unidades tributarias mensuales, por el Servicio.”.



La enmienda fue propuesta en forma unánime por la Comisión de Constitución, en virtud de una indicación del Ejecutivo, y requiere ser aprobada con quorum de ley orgánica constitucional.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación.



¡Fue unánime, Senador señor Coloma...!
El señor COLOMA.- ¡No todo me interpreta...!

El señor ALLAMAND.- ¡Pídanselo con más cariño...!
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¡Manifieste su liderazgo...!

El señor COLOMA.- ¡Pídanmelo con más cariño...!

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la letra e), que sustituye el inciso octavo (21 votos a favor), propuesto por la Comisión de Constitución, dejándose constancia de que se reúne el quorum constitucional requerido.


Votaron las señoras Allende, Muñoz y Van Rysselberghe y los señores Allamand, Araya, Chahuán, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Lagos, Montes, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Continuamos.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- En la página 332, figura la letra g), que incide en el artículo 58. Se ha pedido votación separada y, además, sus dos primeros incisos son de quorum orgánico constitucional.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación.

El señor ALLAMAND.- Con la misma votación anterior.

La señora ALLENDE.- Sí, que se aprueben.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobarlos con la misma votación anterior?



--Con la misma votación anterior (21 votos a favor), se aprueba unánimemente la letra g), que reemplaza el inciso final del artículo 58, propuesta por la Comisión de Constitución, dejándose constancia de que se cumple el quorum constitucional requerido.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Corresponde ocuparse del número 53), que reemplaza el artículo 58 bis, que también es de rango orgánico constitucional.

La señora ALLENDE.- “Con la misma votación”.

El señor ALLAMAND.- De acuerdo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala se aprobará con la misma votación anterior.


--Se aprueba el número 53), que reemplaza el artículo 58 bis, con la misma votación anterior (21 votos favorables), dejándose constancia de que se cumplió el quorum constitucional exigido.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señores Senadores, les ruego no salir de la Sala.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- En el número 54) (página 337) se propone sustituir el artículo 59.



Se ha pedido votación separada para esta disposición, que también es de quorum especial.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, estamos de acuerdo.

La señora ALLENDE.- “Con la misma votación”.

El señor ALLAMAND.- Conforme.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor COLOMA.- Señor Presidente, pido la palabra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, obviamente uno tiene que votar lo que está presentado. Y es una atribución del Gobierno el establecer cómo quiere que se nombre el Director.



Yo simplemente voy a aprobarlo. Pero quiero dejar en claro que, a mi juicio, se está perdiendo la oportunidad de haber generado un organismo colectivo, igual como se hizo con la Comisión de Valores.



Estaba, por así decirlo, “cantado” que si habíamos avanzado en esta línea en otros temas, debería haberse replicado una fórmula equivalente en esta materia.



No veo la razón para que la Superintendencia entre en un período de extinción para pasar a ser una Comisión de Valores, estableciéndose que ahí radica la lógica de generar un buen organismo fiscalizador; y que, simultáneamente, en esta institución renovada mantengamos el mismo esquema de nombramiento unipersonal anterior.



Repito que voy a votar a favor pues, de no aprobarse esto, quedaríamos peor, porque este nombramiento pasaría a ser conforme a la ley antigua. Pero insisto en que se perdió una oportunidad para haber avanzado mucho más significativamente en hacer buenas normas en Chile.



Gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si me permite la Sala, quiero decir que coincido con su juicio, señor Senador, pero hay que avanzar.



En un tiempo más, con experiencia en el ejercicio de esta función, veremos cómo acceder a esa aspiración.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el número 54), que reemplaza el artículo 59 (24 votos favorables), dejándose constancia de que se cumplió el quorum constitucional exigido.


Votaron las señoras Allende, Muñoz y Van Rysselberghe y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Montes, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- En la página 349, la Comisión de Constitución sugiere un texto diferente del que propuso en su momento la Comisión de Economía.



Se trata del artículo 59 ter, que Sus Señorías pueden ver entre las páginas 369 a 371 del texto comparado, y cuya aprobación no requiere quorum especial.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



En votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 59 ter, propuesto por la Comisión de Constitución (17 votos a favor y un pareo).


Votaron por la afirmativa la señora Allende y los señores Allamand, Coloma, De Urresti, García, Girardi, Guillier, Lagos, Montes, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


No votó, por estar pareada, la señora Muñoz.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor García-Huidobro.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Corresponde ocuparse del artículo primero transitorio planteado por la Comisión de Constitución, originado en una indicación del Ejecutivo, que difiere del propuesto en su momento por la de Economía.



El texto fue aprobado en forma unánime, y se encuentra entre las páginas 384 a 386 del comparado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobarlo con la misma votación anterior?

La señora ALLENDE.- Sí, señor Presidente.

El señor ALLAMAND.- De acuerdo.



--Con la misma votación anterior (17 votos a favor y un pareo), se aprueba el artículo primero transitorio propuesto por la Comisión de Constitución.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- En la página 400, la Comisión de Constitución propone suprimir el artículo undécimo transitorio, nuevo, que había incorporado la de Economía.



La propuesta se hace por mayoría de votos, en virtud de una indicación del Ejecutivo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ofrezco la palabra.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, ya se suprimió el Consejo Normativo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Está en lo correcto, señor Senador.



No corresponde lo propuesto por la Comisión de Economía, porque se eliminó el Consejo Normativo. Por tanto, hay que suprimirlo para que sea coherente con lo acordado anteriormente.



¿Habría acuerdo para aprobar la supresión planteada por la Comisión de Constitución?



--Por unanimidad, se aprueba la supresión del artículo undécimo transitorio, nuevo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Antes de despachar el proyecto, tiene la palabra el señor Ministro de Economía.

El señor RODRÍGUEZ (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Señor Presidente, quiero solicitar a la Sala que se reconsidere la redacción de uno de los incisos aprobados. Su texto fue consensuado antes de votarse; pero, por razones que desconozco, no se presentó a la Sala.



Pido la autorización para leer ese inciso con el fin de plantear la posibilidad de rectificarlo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para escucharlo?

El señor MONTES.- Está bien.

El señor PROKURICA.- No hay problema.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Acordado.



Tiene la palabra el señor Director Nacional del SERNAC.

El señor MUÑOZ (Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor).- Señor Presidente, se trata del número 34) del artículo 50 N, en que se aclaraba que “El Servicio no podrá imponer multas por conductas que infrinjan la letra g) del artículo 16, si la nulidad de las cláusulas en cuestión no ha sido previamente declarada por los tribunales de justicia.”.


Esa norma está aprobada.



Hay una redacción alternativa -se requiere unanimidad para aprobarla-, que nos parece más aclaratoria, del tenor siguiente: “El servicio no podrá declarar la nulidad de cláusulas contenidas en un contrato de adhesión.” -ese es un principio que también se aprobó en otra norma- “Respecto de las cláusulas que infrinjan exclusivamente la letra g) del artículo 16, el Servicio solo podrá imponer las medidas a que se refiere el inciso anterior, cuando la nulidad de las cláusulas en cuestión haya sido previamente declarada por los Tribunales de Justicia.”.



La razón de ello, señor Presidente, es que el inciso anterior a que se refiere la norma aprobada no solo habla de las multas, sino también de otras medidas, como el cese de la conducta infractora, la restitución de los cobros, etcétera.



Entonces, quedaría desbalanceado que el Servicio Nacional del Consumidor pudiera aplicar otras medidas si no es posible que aplique la multa.



Ese es el motivo.



Pero el fondo apunta a que, tratándose de una norma general de abusividad en la letra g) del artículo, debe prever la declaración de nulidad.

El señor MONTES.- Está muy bien.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobar la proposición del señor Director tendiente a cambiar la redacción de la norma en los términos señalados?



--Se aprueba por unanimidad la proposición relativa al artículo 50 N.

El señor COLOMA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor COLOMA.- Seré muy breve.



Simplemente, para que quede bien la ley en proyecto, quiero plantear lo siguiente.



Con respecto a la indicación nueva número 24 -esto lo acabo de chequear con el Ejecutivo-, se aprobó la frase: “Serán inhábiles para realizar el estudio…”, en circunstancias de que la inhabilidad es otra cosa. Así que yo colocaría: “No podrán realizar estudios…”.



Sería conveniente que, por último, la Secretaría revisara esa norma para que quede bien conceptuada. Porque -reitero- la inhabilidad es una cosa distinta.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo del Ejecutivo y de la Sala para que la Secretaría haga esa corrección?



--Se aprueba la proposición del Senador señor Coloma relativa a la indicación nueva número 24; queda aprobado el proyecto en particular, y concluida su discusión en este trámite.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor RODRÍGUEZ (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Señor Presidente, por su intermedio, quiero agradecer al Senado por el excelente trabajo que ha realizado y porque hemos sacado un proyecto de ley -ahora pasará a la Cámara de Diputados- que se traducirá en un enorme servicio a la economía de Chile, no solo en lo relativo a los consumidores, sino también en cuanto al comportamiento que uno espera de parte de los productores, de los comerciantes, de los que generan producción y trabajo en nuestro país.



Reitero, señor Presidente, mis felicitaciones y agradecimientos a todos.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Muchas gracias, señor Ministro.



Espero que le vaya bien en la Cámara de Diputados.



Tiene la palabra el señor Director del SERNAC.

El señor MUÑOZ (Director del Servicio Nacional del Consumidor).- Señor Presidente, por su intermedio, agradezco al Senado, tal como lo hizo el Ministro, la aprobación de este proyecto de ley, que va a establecer un equilibrio.



Hemos trabajado durante tres años y medio esta iniciativa, a través de la cual el ejercicio de las facultades se hace de manera equilibrada y compensada.



Pero, además, deseo agradecer esta aprobación especialmente en nombre de los funcionarios del Servicio Nacional del Consumidor. Porque la ley en proyecto no solo se refiere a las atribuciones que se entregan, sino que también habla de saldar una deuda histórica con el SERNAC al contemplar por fin una planta profesional que permita hacer carrera funcionaria y que nos entregue facultades, remuneraciones y también una carrera para ejercer dichas atribuciones con un alto estándar técnico.



--(Aplausos en tribunas).

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, como no ha terminado el Orden del Día, propongo votar rápidamente el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto que establece la obligación de una velocidad mínima de acceso a Internet, el cual fue aprobado en forma unánime, es muy importante y cuenta con apoyo transversal. Solo hay que ratificarlo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Les pido a los señores Senadores que se queden en la Sala porque, de lo contrario, no tendremos quorum para tomar acuerdos.



¿Le parece a la Sala tratar dicha iniciativa a continuación?



Acordado.

OBLIGATORIEDAD PARA CONCESIONARIAS DE SERVICIO PÚBLICO DE TELECOMUNICACIONES DE CUMPLIMIENTO DE VELOCIDAD MÍNIMA GARANTIZADA DE ACCESO A INTERNET. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Conforme a lo acordado, corresponde ocuparse en el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet, con urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8.584-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Girardi, Chahuán, Letelier, Quintana y del ex Senador señor Uriarte):



En primer trámite: sesión 48ª, en 11 de septiembre de 2012 (se da cuenta).



En tercer trámite: sesión 10ª, en 13 de abril de 2016.



Informes de Comisión:



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 2ª, en 18 de marzo de 2014.



Transportes y Telecomunicaciones (segundo): sesión 24ª, en 2 de junio de 2015.



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 18ª, en 18 de mayo de 2016.



Mixta: sesión 49ª, en 3 de octubre de 2017. 



Discusión:



Sesiones 11ª, en 22 de abril de 2014 (queda para segunda discusión); 14ª, en 6 de mayo de 2014 (se aprueba en general); 29ª, en 17 de junio de 2015 (se aprueba en particular); 25ª, en 21 de junio de 2016 (se rechaza y pasa a Comisión Mixta).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte del Senado, en tercer trámite constitucional, de las enmiendas efectuadas por la Cámara de Diputados en el inciso primero; de la eliminación del inciso segundo, y de las modificaciones referidas al inciso tercero, todos incisos del artículo 24 K propuesto por el numeral 3) del artículo único de la iniciativa de ley.



La Comisión Mixta, como forma de resolver las divergencias entre ambas Corporaciones, efectúa una proposición que comprende las normas en controversia y otras disposiciones de la iniciativa, la que acordó sobre la base de una propuesta del Ejecutivo que fue aprobada por la unanimidad de sus miembros presentes.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación el informe de la Comisión Mixta.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (15 votos a favor), y el proyecto queda despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende y Muñoz y los señores Allamand, Coloma, De Urresti, García-Huidobro, Girardi, Harboe, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma y Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levantará la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



Al señor Ministro de Energía y al señor Gerente General de la Empresa Nacional del Petróleo, a fin de que den respuesta a sucesivas misivas pidiéndoles COPIA DE ACUERDO CON SINDICATO DE ENAP PARA DESVINCULACIONES DE TRABAJADORES EN REGIÓN DE MAGALLANES.



Del señor GARCÍA:



Al señor Director de Vialidad, solicitándole adoptar MEDIDAS QUE GARANTICEN INGRESO LIBRE DE VECINOS A COMUNIDAD INDÍGENA RAMÓN REYES MILLÁN, UBICADA EN SECTOR PELAHUÉN, COMUNA DE TEMUCO.



Del señor NAVARRO:



A la señora Ministra de Salud, para que informe sobre MEDIDAS ADOPTADAS POR MINSAL ANTE DENUNCIA DE IRREGULARIDADES EN ATENCIÓN A NIÑA RENATA TRINIDAD CISTERNAS RUIZ EN DISTINTOS ESTABLECIMIENTOS DE SALUD. 



Del señor OSSANDÓN:



Al señor Ministro de Justicia y Derechos Humanos, con el fin de que informe acerca de TOTAL DE POBLACIÓN PENAL CHILENA Y EXTRANJERA Y CANTIDAD ADSCRITA A PLAN DE TRABAJO EN RECINTOS PENITENCIARIOS.



Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole información sobre CALENDARIZACIÓN DE OBRAS DE PUENTE CAU CAU, GASTOS EXTRAS PARA ERARIO Y SUMARIOS DERIVADOS DE PROBLEMAS EN SU CONSTRUCCIÓN.


A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, requiriéndole antecedentes acerca de SUBSIDIOS HABITACIONALES, INDICANDO TOTALIDAD ENTREGADA DESDE 2010 Y SUBSIDIOS RECIBIDOS POR EXTRANJEROS, DETALLADOS POR REGIÓN.



Al señor Subsecretario de Prevención del Delito, solicitándole información sobre TOTAL DE “PORTONAZOS” EN REGIÓN METROPOLITANA, CON INFORMACIÓN SOBRE CAPTURAS Y RANGO ETARIO DE DELINCUENTES. 



Al señor Superintendente de Servicios Sanitarios, requiriéndole antecedentes relacionados con FALLAS RECURRENTES EN SUMINISTRO DE AGUA POTABLE A REGIÓN METROPOLITANA.



Al señor Superintendente de Electricidad y Combustibles, con el objeto de que se informe acerca de INSPECCIONES A PLANTAS PROVEEDORAS DE ELECTRICIDAD A REGIÓN METROPOLITANA, MULTAS Y PREVENCIÓN DE CORTES.



Y al señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal, pidiéndole antecedentes sobre PLANES DE PREVENCIÓN DE INCENDIOS FORESTALES; ESTADO DE AERONAVES DESTINADAS A COMBATIRLOS, Y RECURSOS SOLICITADOS AL NIVEL CENTRAL PARA MEJORAR INFRAESTRUCTURA AÉREA.

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:5.
Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción

ANEXOS

DOCUMENTOS

1
PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL CÓDIGO PENAL EN LO RELATIVO A LOS DELITOS DE COHECHO Y SOBORNO, AUMENTANDO LAS PENAS, TIPIFICA LOS DELITOS DE SOBORNO ENTRE PARTICULARES Y DE ADMINISTRACIÓN DESLEAL Y LA LEY N° 20.393, QUE ESTABLECE LA RESPONSABILIDAD PENAL DE LAS PERSONAS JURÍDICAS EN LOS DELITOS DE LAVADO DE ACTIVOS, FINANCIAMIENTO DEL TERRORISMO Y DELITOS DE COHECHO QUE INDICA 

(10.739-07)

Oficio Nº 13.556

VALPARAÍSO, 11 de octubre de 2017

La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha aprobado el proyecto de ley que modifica el Código Penal en lo relativo a los delitos de cohecho y soborno, aumentando las penas, tipifica los delitos de soborno entre particulares y de administración desleal; y la ley N° 20.393, que establece la responsabilidad penal de las personas jurídicas en los delitos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y delitos de cohecho que indica, correspondiente al boletín N° 10.739-07, con las siguientes enmiendas:

Al artículo 1

-Ha agregado los siguientes números 1, 2, 3, 4, 5 y 6, nuevos, adecuándose el orden correlativo de los demás numerales:


“1) En el artículo 233:


a) Sustitúyese en el numeral 1° la expresión “presidio menor en su grado medio y multa de cinco unidades tributarias mensuales” por “presidio menor en sus grados medio a máximo”.


b) Sustitúyese en el numeral 2° la expresión “presidio menor en su grado máximo y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales” por “presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo”.


c) Suprímese en el numeral 3° la expresión “y multa de once a quince unidades tributarias mensuales”.


d) En el inciso final:


i. Sustitúyese la expresión “la pena” por “las penas de multa del doble de lo substraído y”.


ii. Reemplázase la palabra “mínimo” por “medio”.


2) En el artículo 235:


a) Sustitúyese en el inciso primero la expresión “diez al cincuenta por ciento” por “la mitad al tanto”.


b) Sustitúyese en el inciso final la expresión “del cinco al veinticinco por ciento” por “de la mitad”.


3) En el artículo 239:


a) Sustitúyese en el inciso primero la expresión “sus grados medio a máximo” por “su grado máximo”.


b) Sustitúyese en el inciso segundo la oración “el juez podrá aumentar en un grado la pena señalada en el inciso anterior” por “se impondrá la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo”.


c) Sustitúyese en el inciso tercero la frase “su grado mínimo” por “sus grados mínimo a medio”.


d) Sustitúyese en el inciso final la expresión “del diez al cincuenta por ciento” por “de la mitad al tanto”.

4) Reemplázase el artículo 240 por el siguiente:

“Artículo 240.- Será sancionado con la pena de reclusión menor en sus grados medio a máximo, inhabilitación absoluta temporal para cargos, empleos u oficios públicos en sus grados medio a máximo y multa de la mitad al tanto del valor del interés que hubiere tomado en el negocio:

1° El empleado público que directa o indirectamente se interesare en cualquier negociación, actuación, contrato, operación o gestión en la cual hubiere de intervenir en razón de su cargo.

2° El árbitro o el liquidador comercial que directa o indirectamente se interesare en cualquier negociación, actuación, contrato, operación o gestión en la cual hubiere de intervenir en relación con los bienes, cosas o intereses patrimoniales cuya adjudicación, partición o administración estuviere a su cargo.

3° El veedor o liquidador en un procedimiento concursal que directa o indirectamente se interesare en cualquier negociación, actuación, contrato, operación o gestión en la cual hubiere de intervenir en relación con los bienes o intereses patrimoniales cuya salvaguardia o promoción le corresponda.

4° El perito que directa o indirectamente se interesare en cualquier negociación, actuación, contrato, operación o gestión en la cual hubiere de intervenir en relación con los bienes o cosas cuya tasación le corresponda.

5° El guardador o albacea que directa o indirectamente se interesare en cualquier negociación, actuación, contrato, operación o gestión en la cual hubiere de intervenir en relación con el patrimonio de los pupilos y las testamentarías a su cargo.

6° El administrador del patrimonio de una persona afectada por un impedimento para controlar los actos de aquél, que directa o indirectamente se interesare en cualquier negociación, actuación, contrato, operación o gestión en la cual hubiere de intervenir en relación con ese patrimonio.

7° El director o gerente de una sociedad anónima que directa o indirectamente se interesare en cualquier negociación, actuación, contrato, operación o gestión que involucre a la sociedad, incumpliendo las condiciones establecidas por la ley, así como toda persona a quien le sean aplicables las normas que en materia de deberes se establecen para los directores o gerentes de estas sociedades.

La misma pena se impondrá si, en cualquiera de las situaciones enumeradas en el inciso precedente, y dándose en lo demás las mismas circunstancias, el que hubiere incurrido en la conducta diere o dejare tomar interés a su cónyuge o conviviente civil, a un pariente en cualquier grado de la línea recta o hasta en el tercer grado inclusive de la línea colateral, sea por consanguinidad o afinidad.

Lo mismo valdrá en caso de que el que hubiere incurrido en alguna de las conductas descritas en los numerales 1° a 7° del inciso primero diere o dejare tomar interés a terceros asociados con él o con las personas indicadas en el inciso precedente, o a sociedades, asociaciones o empresas en las que él mismo, dichos terceros o esas personas ejerzan su administración en cualquier forma o tengan interés social, el cual deberá ser superior al diez por ciento si la sociedad fuere anónima.”.

5) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 240 bis la palabra “tercero” por “segundo”.

6) Reemplázase en el artículo 241 la oración “inhabilitación absoluta temporal para cargos u oficios públicos en cualquiera de sus grados y multa del duplo al cuádruplo de los derechos o del beneficio obtenido” por la siguiente: “reclusión menor en su grado máximo, salvo que el hecho sea constitutivo de un delito que merezca mayor pena, caso en el cual se aplicará sólo la pena asignada por la ley a éste. En todo caso se impondrán, además, las penas de inhabilitación absoluta temporal para cargos u oficios públicos en sus grados medio a máximo y multa del duplo al cuádruplo de los derechos o del beneficio obtenido”.

*****

N° 1

-Ha pasado a ser N° 7, modificando el nuevo artículo 248 del Código Penal, contenido en este numeral, de la siguiente manera:


a) Ha sustituido el vocablo “indebido” por la expresión “económico o de otra naturaleza”.


b) Ha reemplazado la frase “reclusión menor en sus grados medio a máximo, inhabilitación absoluta para cargos u oficios públicos en cualquiera de sus grados y multa del tanto al duplo de los derechos o del beneficio solicitados o aceptados” por “reclusión menor en su grado medio, inhabilitación absoluta temporal para cargos u oficios públicos en su grado mínimo y multa del tanto al duplo de los derechos o del beneficio solicitados o aceptados”.


-Ha modificado el nuevo artículo 248 bis del Código Penal propuesto por el Senado en el siguiente sentido:


a) Ha sustituido la palabra “indebido” por la expresión “económico o de otra naturaleza”.


b) Ha reemplazado la frase “reclusión menor en su grado máximo a reclusión mayor en su grado mínimo y, además, con la pena de inhabilitación absoluta perpetua para cargos u oficios públicos y multa del duplo al cuádruple del provecho solicitado o aceptado” por “reclusión menor en su grado máximo, y además, con las penas de inhabilitación absoluta temporal para cargos u oficios públicos en su grado medio a máximo y multa del duplo al cuádruplo del provecho solicitado o aceptado.”.


c) Ha sustituido su inciso segundo por el siguiente:


“Si la infracción al deber del cargo consistiere en ejercer influencia en otro empleado público con el fin de obtener de éste una decisión que pueda generar un provecho para un tercero interesado, se impondrá la pena de inhabilitación absoluta para cargos u oficios públicos, perpetua, además de las penas de reclusión y multa establecidas en el inciso precedente.”.

-Ha reemplazado el nuevo artículo 249 del Código Penal propuesto por el Senado por el siguiente:


“Artículo 249.- El empleado público que solicitare o aceptare recibir un beneficio económico o de otra naturaleza, para sí o para un tercero para cometer o por haber cometido alguno de los crímenes o simples delitos expresados en este Título, o en el párrafo 4 del Título III, será sancionado con las penas de reclusión menor en su grado máximo, aplicada en su máximum, de inhabilitación absoluta temporal para cargos u oficios públicos en su grado máximo y multa del cuádruplo del provecho solicitado o aceptado. Si el beneficio fuere de naturaleza distinta de la económica, la multa será de ciento cincuenta a mil quinientas unidades tributarias mensuales.


Las penas previstas en el inciso anterior se aplicarán sin perjuicio de las que además corresponda imponer por la comisión del crimen o simple delito de que se trate.”.

-Ha reemplazado el nuevo artículo 250 del Código Penal propuesto por el Senado por el siguiente:


“Artículo 250.- El que diere, ofreciere o consintiere en dar a un empleado público un beneficio económico o de otra naturaleza, en provecho de éste o de un tercero, para que realice las acciones o incurra en las omisiones señaladas en los artículos 248, 248 bis y 249, o por haberla realizado o haber incurrido en ellas, será castigado con las mismas penas de multa e inhabilitación establecidas en dichas disposiciones.


Tratándose del beneficio dado, ofrecido o consentido en relación con las acciones u omisiones del artículo 248, el sobornante será sancionado, además, con la pena de reclusión menor en su grado medio, en el caso del beneficio dado u ofrecido, o de reclusión menor en su grado mínimo, en el caso del beneficio consentido.


Tratándose del beneficio dado, ofrecido o consentido en relación con las acciones u omisiones señaladas en el artículo 248 bis, el sobornante será sancionado, además, con pena de reclusión menor en su grado máximo, en el caso del beneficio dado u ofrecido, o de reclusión menor en su grado medio, en el caso del beneficio consentido.


Tratándose del beneficio dado, ofrecido o consentido en relación con los crímenes o simples delitos señalados en el artículo 249, el sobornante será sancionado, además, con pena de reclusión menor en su grado máximo, aplicada en su máximum, en el caso del beneficio dado u ofrecido, o con reclusión menor en su grado medio, aplicada en su máximum, en el caso del beneficio consentido. Las penas previstas en este inciso se aplicarán sin perjuicio de las que además corresponda imponer por la comisión del crimen o simple delito de que se trate.”.

*****

-Ha intercalado el siguiente numeral 8):


8) Reemplázase en el artículo 250 bis la palabra “procesado” por “imputado”.

*****

Nº 2

-Ha pasado a ser Nº 9, sustituyendo el nuevo artículo 251 bis del Código Penal aprobado por el Senado por el siguiente:


“Artículo 251 bis.- El que, con el propósito de obtener o mantener para sí o para un tercero cualquier negocio o ventaja en el ámbito de cualesquiera transacciones internacionales o de una actividad económica desempeñada en el extranjero, ofreciere, prometiere, diere o consintiere en dar a un funcionario público extranjero un beneficio económico o de otra naturaleza en provecho de éste o de un tercero, para que omita o ejecute, o por haber omitido o ejecutado, una acción en el ejercicio de sus funciones, será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado máximo y, además, multa del duplo al cuádruplo del beneficio ofrecido, prometido, dado o solicitado, e inhabilitación absoluta temporal para cargos u oficios públicos en sus grados medio a máximo. Si el beneficio fuere de naturaleza distinta de la económica, la multa será de cien a mil unidades tributarias mensuales.


Los bienes recibidos por el funcionario público caerán siempre en comiso.”.

Nº 3


-Ha pasado a ser N° 10, sustituido por el siguiente:


“10) Incorpóranse, en el Título Quinto del Libro Segundo, a continuación del artículo 251 ter, el párrafo §IX ter, denominado “§IX ter. Normas comunes a los párrafos anteriores”, y el siguiente artículo 251 quáter que lo integra:


“Artículo 251 quáter.- El que cometiere cualquiera de los delitos previstos en los dos párrafos anteriores será condenado, además, a la pena de inhabilitación absoluta, temporal o perpetua, para ejercer cargos, empleos, oficios o profesiones en empresas que participen como proveedoras de bienes y servicios de los órganos de la administración del Estado o cuyo objeto sea la provisión de bienes o servicios de utilidad pública, en cualquiera de sus grados.”.”.

*****

-Ha agregado en el artículo 1 el siguiente numeral 11):


“11) Agrégase, a continuación del artículo 260, el siguiente artículo 260 bis:


“Artículo 260 bis.- La prescripción en el caso de los delitos dispuestos en los párrafos V, VI, IX y IX bis de este título se suspende respecto de sus autores, cómplices y encubridores, mientras el empleado público que intervino en ellos se encuentre desempeñando el cargo o función pública o un cargo con dependencia, supervigilancia, control o jerarquía, sobre el anteriormente desempeñado.”.”.

*****

Nº 4

-Ha pasado a ser N° 12, reemplazado por el siguiente:


”12) Intercálase, en el Título Sexto del Libro Segundo, a continuación del artículo 287, el párrafo §VII bis, denominado “§VII bis. De la corrupción entre particulares”, y los siguientes artículos 287 bis y 287 ter que lo integran:


“Artículo 287 bis.- El empleado o mandatario que solicitare o aceptare recibir un beneficio económico o de otra naturaleza, para sí o un tercero, para favorecer o por haber favorecido en el ejercicio de sus labores la contratación con un oferente sobre otro, será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado medio y multa del tanto al duplo del beneficio solicitado o aceptado. Si el beneficio fuere de naturaleza distinta de la económica, la multa será de cincuenta a quinientas unidades tributarias mensuales.


Artículo 287 ter.- El que diere, ofreciere o consintiere en dar a un empleado o mandatario un beneficio económico o de otra naturaleza, para sí o un tercero, para que favorezca o por haber favorecido la contratación con un oferente por sobre otro será castigado con la pena de reclusión menor en su grado medio, en el caso del beneficio dado u ofrecido, o de reclusión menor en su grado mínimo, en el caso del beneficio consentido. Además se le sancionará con las penas de multa señaladas en el artículo precedente.”.”.

*****

-Ha agregado en el artículo 1º el siguiente número 13:

“13) Agrégase en el artículo 470 el siguiente numeral 11°:

“11° Al que teniendo a su cargo la salvaguardia o la gestión del patrimonio de otra persona, o de alguna parte de éste, en virtud de la ley, de una orden de la autoridad o de un acto o contrato, le irrogare perjuicio, sea ejerciendo abusivamente facultades para disponer por cuenta de ella u obligarla, sea ejecutando u omitiendo cualquier otra acción de modo manifiestamente contrario al interés del titular del patrimonio afectado.

Si el hecho recayere sobre el patrimonio de una persona en relación con la cual el sujeto fuere guardador, tutor o curador, o de una persona incapaz que el sujeto tuviere a su cargo en alguna otra calidad, se impondrá, según sea el caso, el máximum o el grado máximo de las penas señaladas en el artículo 467.

En caso de que el patrimonio encomendado fuere el de una sociedad anónima abierta o especial, el administrador que realizare alguna de las conductas descritas en el inciso primero, ocasionando perjuicio al patrimonio social será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, además de las penas de inhabilitación especial de tres a cinco años para desempeñarse como gerente, director, liquidador o administrador a cualquier título de una sociedad o entidad sometida a fiscalización de la Superintendencia respectiva, y multa del diez al cien por ciento del perjuicio causado.”.”.

Artículo 2

-Lo ha reemplazado por el siguiente:

“Artículo 2.- Modifícase la ley N° 20.393, sobre responsabilidad penal de personas jurídicas, en el siguiente sentido:

1) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 1, la expresión “artículos 250, 251 bis y 456 bis A” por “artículos 240, 250, 251 bis, 287 bis, 287 ter, 456 bis A y 470, numeral 11°,”.

2) Intercálase en el inciso final del artículo 9, entre las expresiones “los casos de crímenes” y “en que concurra” la frase “y simples delitos”.

3) En el artículo 12:

a) Reemplázase en el numeral 1) la frase “desde doscientas a dos mil unidades tributarias mensuales” por “desde cuatrocientas a cuatro mil unidades tributarias mensuales”.

b) Reemplázase en el numeral 2) la frase “desde dos mil una a diez mil unidades tributarias mensuales” por “desde cuatro mil una a cuarenta mil unidades tributarias mensuales”.

c) Reemplázase en el numeral 3) la frase “desde diez mil una a veinte mil unidades tributarias mensuales” por “desde cuarenta mil una a trescientas mil unidades tributarias mensuales.”.

4) Sustitúyese el numeral 2 del artículo 13 por el siguiente:

“2) Comiso. El producto del delito y demás bienes, efectos, objetos, documentos, instrumentos, dineros o valores del mismo serán decomisados. Cuando por cualquier circunstancia no sea posible decomisar estas especies, se podrá aplicar el comiso a una suma de dinero equivalente a su valor.

Asimismo, en todos los casos, se decomisarán los activos patrimoniales cuyo valor correspondiere a la cuantía de las ganancias obtenidas a través de la perpetración del delito.

Dichas ganancias comprenden los frutos obtenidos y las utilidades que se hubieren originado, cualquiera que sea su naturaleza jurídica.

Sin embargo, no podrá imponerse el comiso respecto de las ganancias obtenidas por o para una persona jurídica y que hubieren sido distribuidas entre sus socios, accionistas o beneficiarios que no hubieren tenido conocimiento de su procedencia ilícita al momento de su adquisición.”.

5) Reemplázanse los incisos primero y segundo del artículo 15 por el siguiente:


“Artículo 15.- Determinación legal de la pena aplicable al delito. A los delitos sancionados en el inciso segundo del artículo 250 del Código Penal y en el artículo 8° de la ley Nº 18.314 se les aplicarán las penas previstas en esta ley para los simples delitos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior. A los delitos contemplados en los artículos 240, 250, 251 bis, 287 bis, 287 ter y 470, numeral 11°, del Código Penal, y en el artículo 27 de la ley Nº 19.913, les serán aplicables las penas de crímenes, según lo dispuesto en el artículo precedente.”.”.

*****

-Ha intercalado el siguiente artículo 3:


“Artículo 3.- Reemplázase en la letra a) del artículo 27 de la ley 19.913, la frase “y los artículos 468 y 470, N° 8, ambos en relación al inciso final del artículo 467 del Código Penal, o bien, a sabiendas de dicho origen”, por la frase “y los artículos 468 y 470, N° 8, ambos en relación con el inciso final del artículo 467 del Código Penal, y el artículo 470, N° 11, del Código Penal, o bien, a sabiendas de dicho origen”.”.

Artículo transitorio

-Lo ha sustituido por el siguiente:


“Artículo transitorio.- Esta ley sólo se aplicará a los hechos cometidos con posterioridad a su entrada en vigencia. En consecuencia, aquellos hechos perpetrados con anterioridad se regirán por las disposiciones legales vigentes en el momento de su comisión para todos los efectos relativos a la persecución de los delitos, sin perjuicio de las normas relativas a la pena, en que regirá lo dispuesto en el artículo 18 del Código Penal.”.

*****

Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 34/SEC/17, de 7 de marzo de 2017.
Acompaño la totalidad de los antecedentes.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Jorge Sabag Villalobos, Presidente en ejercicio de la Cámara de Diputados.- Luis Rojas Gallardo, Secretario General (S) de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE OTORGA RECONOCIMIENTO LEGAL AL PUEBLO TRIBAL AFRODESCENDIENTE CHILENO

(10.625-17)

Oficio Nº 13.554
VALPARAÍSO, 11 de octubre de 2017
Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que otorga reconocimiento legal al pueblo tribal afrodescendiente chileno, correspondiente al boletín No 10.625-17, del siguiente tenor: 

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1.- La presente ley otorga el reconocimiento legal al pueblo tribal afrodescendiente chileno, y a su identidad cultural, idioma, tradición histórica, cultura, instituciones y cosmovisión.

Artículo 2.- Se entiende por afrodescendientes chilenos al grupo humano que, teniendo nacionalidad chilena en conformidad a la Constitución Política de la República, comparte la misma cultura, historia, costumbre, unidos por la conciencia de identidad y discurso antropológico, descendientes de la diáspora africana y que se identifica a sí mismo como tal.

Artículo 3.- Los saberes, conocimientos tradicionales, medicina tradicional, idiomas, rituales, símbolos y vestimentas del pueblo tribal afrodescendiente chileno son y serán valorados, respetados y promocionados por el Estado, reconociéndolos como patrimonio cultural inmaterial del país.
Artículo 4.- El sistema nacional de educación de Chile procurará contemplar una unidad programática que posibilite a los educandos el adecuado conocimiento de la historia, lenguaje y cultura de los afrodescendientes, y promover sus expresiones artísticas y culturales desde el nivel preescolar, básico, medio y universitario.

Artículo 5.- Los afrodescendientes tienen el derecho a ser consultados mediante el Convenio N° 169, de la Organización Internacional del Trabajo, sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles, en particular aquellas que digan relación a políticas sociales, culturales y educacionales o que afecten a la comunidad afrodescendientes en sus derechos de tercera generación.
Artículo 6.- El Estado procurará incluir en censos de la población nacional la categoría afrodescendiente dentro del grupo tribal afrodescendiente de acuerdo al Convenio N° 169, de la Organización Internacional del Trabajo, sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, desde la aprobación y publicación de esta ley.
Artículo 7.- Lo dispuesto en los artículos 4 y 6 podrá ser ejecutado mediante la dictación de reglamentos, por parte de los ministerios y demás autoridades competentes.”.
*****

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Jorge Sabag Villalobos, Presidente en ejercicio de la Cámara de Diputados.- Luis Rojas Gallardo, Secretario General (S) de la Cámara de Diputados.
3

PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE NORMA EL SERVICIO DE RECOLECCIÓN Y DISPOSICIÓN DE AGUAS GRISES

(9.452-09)

Oficio Nº 13.559

VALPARAÍSO, 12 de octubre de 2017

La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha aprobado el proyecto de ley que norma el servicio de recolección y disposición de aguas grises, correspondiente al boletín N° 9.452-09, con las siguientes enmiendas:

Al epígrafe del proyecto

-Ha intercalado, después de la palabra “recolección”, la expresión “, reutilización”.

Al artículo 2

-Ha sustituido, en su letra g), la expresión “lavaderos y lavatorios” por “lavaderos, lavatorios y otros”.

-Ha reemplazado el párrafo primero de la letra l) por los siguientes párrafos primero, segundo y tercero, pasando el párrafo segundo a ser cuarto:

“l) “Sistemas de interés público”: aquellos que satisfacen un interés de esta especie, por servir al riego de áreas verdes, parques o centros deportivos públicos, calificados expresamente como tales por el instrumento de ordenamiento territorial aplicable y en su caso por el proyecto de urbanización, y que sean de propiedad o administración municipal, del servicio de vivienda y urbanización o de cualquier otro órgano de la Administración del Estado.

También tendrán el carácter de sistemas de interés público aquellos cuya finalidad sea la recolección, tratamiento y reutilización de aguas grises generadas por establecimientos educacionales públicos o en que las aguas grises tratadas se destinen al riego o a cualquier otro destino autorizado que beneficie a un establecimiento educacional público.
Tendrán también el carácter de sistemas de interés público aquellos que, siendo calificados como tales por el órgano administrativo competente, se destinen a la protección, preservación y/o conservación de Áreas Protegidas, con el objeto de asegurar la diversidad biológica, salvaguardar la preservación de la naturaleza o conservar el patrimonio ambiental. De todas formas podrán tener la calificación de interés público sistemas de recolección, tratamiento y reutilización de aguas grises que, sin estar destinados a un Área Protegida específica, igualmente contribuyan a la conservación y sustentabilidad ambiental, de acuerdo a lo establecido en el numeral 5 del artículo 7 de esta ley.”.
Al artículo 3


-En su inciso segundo:

a) Ha reemplazado su numeral 2 por el siguiente:


“2.- La individualización precisa del lugar, área o áreas donde tendrá lugar la reutilización.”.


b) Ha agregado en su numeral 6, después del vocablo “alcantarillado”, la frase “, cuando éste exista, o con un sistema particular de aguas servidas, sea este individual o colectivo”.


-Ha agregado en el inciso tercero, después de la expresión “según corresponda”, la siguiente oración: “, tomando en especial consideración su aplicación tanto para zona urbana como rural”.


-En el inciso cuarto, ha sustituido la expresión “La autoridad” por la siguiente: “Respecto de las solicitudes, la autoridad”.

Al artículo 4

-En su inciso primero:

a) Ha reemplazado el numeral 2 por el siguiente:


“2.- La individualización precisa del lugar, área o áreas donde tendrá lugar la reutilización.”.


b) Ha agregado en su numeral 6, después del vocablo “alcantarillado”, la frase “, cuando éste exista, o con un sistema particular de aguas servidas, sea éste individual o colectivo”.


c) Ha incorporado el siguiente numeral 7:


“7.- Su aplicación en zona urbana o rural.”.


-Ha intercalado el siguiente inciso tercero, pasando el actual tercero a ser inciso cuarto:


“Con todo, la autoridad sanitaria, en el caso de pequeños volúmenes de agua tratada, podrá eximir al titular del requisito de publicación mencionado en el inciso precedente.”.

Al artículo 5


-Ha reemplazado en su inciso primero las frases “solo podrán tener iniciativa municipal. Para estos efectos, la autoridad municipal que administra el área verde, parque o centro deportivo podrá licitar”, por el siguiente texto: “podrán ser de iniciativa municipal o del servicio de vivienda y urbanización, o de otro órgano de la administración del Estado con competencia sobre el territorio, establecimientos o bien respecto de las materias en que incida la declaración, los que podrán licitar”.


-Ha sustituido en su inciso sexto la expresión “la municipalidad” por “alguno de los órganos del Estado mencionados en el inciso primero”.

Nuevo artículo 6

-Ha intercalado el siguiente artículo 6, nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:

“Artículo 6.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, en el ámbito de sus competencias, las autoridades propenderán en los instrumentos de planificación y ordenamiento territorial al desarrollo de estudios de factibilidad de implementación de sistemas de recolección y disposición de aguas grises.

En especial se promoverá la implementación de sistemas de recolección, tratamiento y reutilización de aguas grises en la habilitación de servicios públicos, construcción de establecimientos educacionales, proyectos de conjuntos de viviendas sociales, terminales de buses urbanos, rurales y suburbanos.”.

Al artículo 6

-Ha pasado a ser artículo 7, modificado como sigue en su inciso final:

a) Ha intercalado entre las palabras “servicio” y “de” el vocablo “público”.

b) Ha intercalado entre las palabras “servidas” y “para” la frase “o un sistema particular de aguas servidas”.

Al artículo 7

-Ha pasado a ser artículo 8, agregándose el siguiente numeral 5:


“5.- Ambientales. Incluye el riego de especies reforestadas, la mantención de humedales y todo otro uso que contribuya a la conservación y sustentabilidad ambiental.”.

Al artículo 8

-Ha pasado a ser artículo 9, incorporando el siguiente numeral 8:

“8.- Cualquier otro uso que la autoridad sanitaria considere riesgoso para la salud.”.

Al artículo 9

-Ha pasado a ser artículo 10, incorporando el siguiente inciso final:

“Asimismo, el reglamento podrá establecer las protecciones y señalética a utilizar, tanto en los espacios destinados al tratamiento de las aguas como en los sitios o artefactos donde éstas se utilicen, advirtiendo su condición.”.

Nuevo artículo 11

-Ha incorporado el siguiente artículo 11, nuevo, pasando los artículos 10 y 11 a ser 12 y 13, respectivamente:

“Artículo 11.- Las autoridades competentes podrán elaborar programas educativos y de capacitación sobre el sistema de reutilización de aguas grises, así como diseñar e implementar estrategias de comunicación y sensibilización en la materia.”.

Artículos 10 y 11

-Han pasado a ser artículos 12 y 13, sin enmiendas.

Nuevo artículo 14

-Ha agregado el siguiente artículo 14:


“Artículo 14.- Los proyectos cuya superficie edificada supere los 5.000 metros cuadrados o que tengan potencial para reutilizar 100 metros cúbicos por día deberán contar con sistemas de reutilización de aguas grises. También deberán contar con dichos sistemas las faenas mineras o temporales de obras que requieran instalación de campamento o que, sin requerir dicha instalación, empleen más de 25 trabajadores.”.

*****

Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 47/SEC/16, de 28 de enero de 2016.
Acompaño la totalidad de los antecedentes.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Jorge Sabag Villalobos, Presidente en ejercicio de la Cámara de Diputados.- Luis Rojas Gallardo, Secretario General (S) de la Cámara de Diputados.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA EL INSTITUTO NACIONAL DE DESARROLLO SUSTENTABLE DE LA PESCA ARTESANAL Y DE LA ACUICULTURA DE PEQUEÑA ESCALA, INDESPA (9.689-21)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Luis Felipe Céspedes. 


Además, asistieron las siguientes personas: 


- De la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura: el Subsecretario, señor Pablo Berazaluce; el Jefe de la División Jurídica, señor Paolo Trejo, el Asesor, señor César Astete y la Asesora señora Jessica Fuentes.


- Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: el Asesor, señor Adrián Fuentes.


- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Asesor, señor Guillermo Briceño.


- De la Biblioteca del Congreso Nacional: Coordinador de Recursos Naturales y Asesor, señor Leonardo Arancibia.


- Del Centro Democracia y Comunidad: el Asesor, señor Pedro Mayorga.


- El Asesor de la Senadora Carolina Goic, señor Aldo Rojas.


- Los Asesores de la Senadora Adriana Muñoz, señores Luis Díaz y Horacio Chávez, y su periodista señora Andrea Valdés.


- El Asesor de la Senadora Ena Von Baer, señor Felipe Caro.


- El Asesor del Senador Rabindranath Quinteros, señor Jorge Frites.



Cabe hacer presente que el proyecto debe ser considerado, además, por la Comisión de Hacienda, según el trámite conferido a su ingreso a esta Corporación.


Asimismo, cabe señalar que en esta iniciativa de ley, por acuerdo de la Sala adoptado en sesión de fecha 24 de marzo del presente, se fijó un nuevo plazo para presentar indicaciones directamente en la Secretaría de la Comisión, lapso en el cual se formularon las indicaciones que más adelante se consignan y que con el objeto de no variar la numeración que ya tenían las contenidas en el Boletín correspondiente, se ha procedido a asignar a las nuevas indicaciones literales, y se han intercalado en el orden correlativo del articulado del proyecto.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Los artículos 3°, 6°, 7°, 9°, 14 numeral 1) y 16 permanentes, y los artículos primero y segundo transitorios, tienen el carácter de normas de rango orgánico constitucional, en virtud de lo dispuesto en el artículo 38 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto 


de indicaciones ni modificaciones: 10, 14, 15, 16, segundo transitorio y tercero transitorio.

2.-
Indicaciones aprobadas 


sin modificaciones: números 2, 3 y 13. 

3.-
Indicaciones aprobadas 


con modificaciones: números A, 10, 14, 17, 23, 24, 27, 28, 29, 30, 37, 38, 42, 43, 45, 47, 53, 54 y 58.

4.-
Indicaciones rechazadas: números 1, 33, 34, 46, 48, E, 52, 55, 57 y 59.

5.-
Indicaciones retiradas: números 6, 7, 9, 11, 12, 15, 16, B, C, 21, 39, 41 y 56.

6.-
Indicaciones declaradas 


inadmisibles: 4, 5, 8, 18, 19, 20, 22, 25, 26, 31, 32, D, 35, 36, 40, 44, F, 
49, 50, 51, G, H , I.

- - -


Previo al estudio pormenorizado de las indicaciones, la Comisión recibió al Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Luis Felipe Céspedes,  quien destacó que el Ejecutivo tiene toda la voluntad de trabajar con un equipo técnico formado por los asesores de los señores Senadores y del Gobierno, con el objeto de resolver aquellas indicaciones en las cuales se puede alcanzar un acuerdo, pues existe toda la intención de construir acuerdos e ir mejorando el proyecto de ley en estudio.


Por su parte, el nuevo Subsecretario de Pesca señor Pablo Berazaluce, realizó un breve repaso del estado de tramitación de los proyectos del sector y destacó que el de caletas se empezó a votar en la Comisión de Hacienda durante enero y se esperaba retomarlo a la brevedad. En cuanto al proyecto de reineta informó que se ingresó en noviembre del año pasado a la Cámara de Diputados donde sigue su tramitación y respecto del proyecto de algas, ya promulgado, dijo que el reglamento respectivo aún se encuentra en la Contraloría pero que pronto debiera estar listo.


Sobre la moción de Reforma a la ley de Pesca, indicó que el Ejecutivo esperaba presentar entre los meses de julio y agosto, un proyecto de ley que recoja gran parte lo que se propone en ella, además de otros temas que fueron dejados de lado por la misma ley y que al Gobierno le interesa incorporar.


En la misma línea, hizo presente que se ingresarán tres proyectos referidos a la acuicultura de pequeña escala en donde se establece la definición de la acuicultura de pequeña escala, el proyecto de mitílidos que en el fondo viene a regularizar toda la situación de las concesiones de los mismos y el proyecto de bentónicos, que viene a soluciona y a regulariza un sector de la pesca artesanal, que es el más humilde y desvalido de todo el sector.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, las que se describen, y de los acuerdos adoptados a su respecto por vuestra Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura:

Artículo 1º


Esta norma mediante ocho literales, establece ciertas definiciones para los efectos de esta ley.

Letra d)


Señala textualmente:


“d) Ley General de Pesca y Acuicultura: ley N°18.892 y sus modificaciones, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N°430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.”.


La indicación A, del Honorable Senador señor Moreira, propone eliminar la frase “cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N°430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción”, sustituyendo la coma que lo antecede por un punto final.


La Honorable Senadora señora Von Baer explicó que esta indicación la presentó el Senador Moreira con el objeto de recoger una inquietud planteada por distintas organizaciones de pescadores, en el sentido de dejar abierta la opción de modificaciones futuras a la ley de pesca para que puedan estas ser consideradas, cosa que no ocurriría si su texto queda fijado por el mencionado decreto.


Enseguida, el Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Pesca, señor Paolo Trejo, indicó que este es un tema de forma ya que generalmente todas las referencias que se han hecho en las modificaciones legales con posterioridad a la ley N° 18.892, es decir, de las leyes N° 19.069 ó N° 19.080, la forma con la cual se refieren a la ley de pesca es como la “ley general de pesca N° 18.892 y sus modificaciones, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo 430”, lo que nunca se ha entendido limitado a esas modificaciones. No obstante, para subsanar la preocupación, propuso agregar al final la frase “y sus modificaciones posteriores”.


El Honorable Senador señor Quinteros agregó que encontraba bastante discutible la admisibilidad por cuanto la referencia al decreto supremo es más bien formal.


El señor Trejo insistió en que por esa razón se propone mantener el texto tal como está en la letra d), agregándole al final la frase “y sus modificaciones posteriores”. Agregó que lo que ocurre es que el texto refundido que está en el Decreto Supremo 430 /91 es el de la ley N°18.892, de la ley N°19.079, y de la ley N°19.080, y que por ello se hace la propuesta señalada.


- Sometida a votación la indicación A fue aprobada, con la modificación de mediante ella agregar al final de la letra d) la frase “y sus modificaciones posteriores”, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Von Baer y señor Quinteros.

Letra h)


Literalmente señala:


“h) Acuicultura de pequeña escala: aquella actividad que tiene por objeto el cultivo y producción de recursos hidrobiológicos realizada por personas naturales, organizaciones de pescadores artesanales o personas jurídicas constituidas por pescadores artesanales.”:


La indicación número 1, de la Honorable Senadora señora Muñoz, excluye a las personas naturales del desarrollo de la acuicultura de pequeña escala en los términos de la ley, en cuanto propone eliminar la expresión “personas naturales” del texto de la letra h).


La Honorable Senadora señora Muñoz indicó que en este caso se genera un conflicto con la idea central del proyecto que es fomentar la pesca artesanal, pues la norma fomentará una rivalidad de la pesca artesanal con las personas naturales que se van a incorporar a explotar recursos acuícolas, pues con ello la actividad artesanal verá reducidos los recursos destinados a ese sector.


Agregó que al ingresar otros beneficiarios que son personas naturales existirá una competencia en relación a los recursos lo que, en su opinión, debe ser objeto de otro instrumento y no de éste, que lo que busca es fomentar la pesca artesanal, la acuicultura a muy pequeña escala, y no el ingreso de personas naturales extrañas a esta actividad para que ingresen a ella. 


Por su parte, el Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Pesca, señor Paolo Trejo, recalcó que el objetivo del proyecto de ley no es solamente establecer una institucionalidad de fomento a la pesca artesanal, sino que además considerar en ella a la acuicultura de pequeña escala, pues hay muchos casos en los cuales existen pequeños acuicultores que no necesariamente cuentan con registro pesquero artesanal, como ocurre, por ejemplo, en la ciudad de Maullín o en la tercera y sexta regiones, en que efectivamente hay personas naturales que desarrollan una actividad de cultivo y producción de recursos hidrobiológicos a pequeña escala que, en opinión del Gobierno, tienen que contar con una institucionalidad que les permita desarrollar ese tipo de proyecto.


En el mismo orden de cosas, recalcó que el proyecto busca otorgar una institucionalidad de fomento y desarrollo productivo para la pesca artesanal pero sin limitarse solamente a eso, y agregó que ello forma parte de las ideas matrices del proyecto que desde su origen se concibió como una institucionalidad vinculada con la pesca artesanal, pero también con la acuicultura de pequeña escala.


La Honorable Senadora señora Muñoz dijo entender que es muy legítimo considerar a la acuicultura de pequeña escala pero que el caso de las personas naturales que no forman parte de la actividad es distinto, porque tal como está redactado el articulado cualquier civil podría inscribirse en el registro y ser acogido en esta normativa para desarrollar una actividad acuícola a pequeña escala, de modo que, en su opinión, se abre una puerta de conflicto, de tensión, en relación a la disposición de los recursos.


El Honorable Senador señor Quinteros señaló que entendía la redacción propuesta por el Ejecutivo porque precisamente en la Región de Los Lagos, en la Undécima y Duodécima regiones, existen pescadores artesanales y también pequeños acuicultores que no están en el Registro Pesquero Artesanal, y que de aceptarse la indicación quedarían absolutamente fuera de cualquier actividad, no obstante que se ha anunciado que habrá una ley para la pequeña acuicultura.


La Honorable Senadora señora Von Baer manifestó que, dado que el Indespa se promocionó como un símil del Indap, el problema que plantea la Senadora Muñoz se subsana agregando más recursos y no dejando completamente fuera a un grupo de personas que existen en las regiones del sur y que no están en las organizaciones. 


Dado lo anterior, indicó que se debiera fomentar las actividades de estas personas independientemente de cómo estén constituidas, porque las realidades son muy diversas en las distintas regiones del país, y propuso dejar el proyecto tal como está.


El Subsecretario, señor Berazaluce, hizo presente que se ha planteado en el proyecto de Indespa la posibilidad que dicha institución pueda firmar y acordar convenios con los Gobiernos Regionales. Entonces, agregó, con esta redacción el Gobierno Regional tiene la posibilidad de poner el foco en los pequeños acuicultores que, como se ha dicho, muchas veces, no están necesariamente inscritos en el Registro Pesquero Artesanal.


- Puesta en votación la indicación número 1, se produce el siguiente resultado: votaron por su rechazo los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Quinteros, por su aprobación la Honorable Senadora señora Muñoz y se abstuvo la Honorable Senadora señora Goic. Repetida con igual votación y resultado, la indicación queda rechazada por tres votos en contra y uno a favor, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 178 del Reglamento de la Corporación.


Las indicaciones números 2 de la Honorable Senadora señora Von Baer, y 3 de la Honorable Senadora señora Goic, relativas al carácter que deben tener las personas jurídicas constituidas por los pescadores, plantean indicar que las “personas jurídicas constituidas por pescadores artesanales” deben serlo “, en conformidad a la ley”.


La Honorable Senadora señora Goic señaló que esta indicación tiene que ver con cómo se define acuicultura de pequeña escala materia en que la letra h) que es bastante genérica, ya que se ha señalado que habrá un proyecto específico respecto a ella, le parece necesario establecer que tales personas jurídicas deben constituirse conforme a la ley.


Agregó que es muy importante el parecer del Ejecutivo respecto de cómo se puede acelerar la tramitación de ese proyecto porque aquí hay un marco que permite hacer operativa la ley pero, en estricto rigor, debería existir una definición legal y más precisa.


Enseguida el Subsecretario señor Berazaluce, reiteró que el Ejecutivo ingresará el proyecto de acuicultura de pequeña escala, que esperaban ello ocurriera lo antes posible.

  
- Sometidas a votación, las indicaciones números 2 y 3 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Von Baer y señor Quinteros.

o o o o o


Las indicaciones números 4 del Honorable Senador señor Navarro, y 5, del Honorable Senador señor De Urresti, respectivamente, plantean una nueva definición relativa a los pueblos originarios, para lo cual proponen un nuevo literal, del siguiente tenor:


“…) Espacio costero marino de pueblos originarios: espacio marino delimitado, cuya administración es entregada a comunidades indígenas o asociaciones de ellas, cuyos integrantes han ejercido el uso consuetudinario de dicho espacio.”.


El Subsecretario, señor Berazaluce, hizo presente que para el Ejecutivo las indicaciones números 4 y 5 son inadmisibles por estimarlas contrarias a las ideas matrices del proyecto.


El Honorable Senador señor Quinteros agregó que estas indicaciones no sólo van en contra de las ideas matrices del proyecto sino que también, resultan innecesarias, porque es la misma definición está contenida en la denominada ley Lafkenche1 


La Honorable Senadora señora Von Baer destacó que podrían colisionar dos leyes de aprobarse tal como está, lo que generaría un problema mayor porque la materia ya está definida en la mencionada disposición, de modo que más allá de la inadmisibilidad, lo estima un error para el buen funcionamiento del borde costero para los propios pueblos originarios.


- Acogiendo la tesis del Ejecutivo, el señor Presidente de la Comisión declaró inadmisibles las indicaciones números 4 y 5 de conformidad a lo establecido en el artículo 24 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional.

o o o o o

Artículo 2º

Inciso primero


Esta norma crea el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala, Indespa, como un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, y, con domicilio en la ciudad de Valparaíso, no obstante que deberá contar con estructura permanente de presencia regional.


La indicación número 6, del Honorable Senador señor Quinteros, propone sustituir la locución “servicio público descentralizado” por “servicio público funcionalmente descentralizado”.


- Esta indicación fue retirada por su autor. 

Inciso segundo


Establece que el domicilio de Indespa será la ciudad de Valparaíso y que deberá contar con estructura permanente de presencia regional. Asimismo, indica que a las oficinas regionales les corresponderá ejercer, dentro del territorio de su competencia, las funciones y atribuciones que, siendo competencia del Consejo Directivo y,o del Director Ejecutivo, les sean delegadas.


La indicación número 7, del Honorable Senador señor Quinteros, para reemplazar el texto que señala: “deberá contar con estructura permanente de presencia regional. A las oficinas regionales les”, por: “su estructura se desconcentrará en direcciones regionales, excepto en la Región Metropolitana de Santiago, a las que”.


- Esta indicación fue retirada por su autor. 


La indicación número 8, del Honorable Senador señor Navarro, propone agregar a continuación de la expresión “presencia regional” la siguiente: “a lo largo de todo el país”.


La Honorable Senadora señora Von Baer dijo entender lo que plantea el Senador Navarro en el sentido que su idea es que exista una estructura permanente  del Indespa en todas y cada una de las regiones, cuestión que se discutió hace bastante tiempo, por lo que solicitó mayor información respecto a la presencia regional del Indespa.


El Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaria de Pesca, señor Paolo Trejo, explicó que originalmente el proyecto sólo indicaba que el Indespa tendría presencia regional y que la mención a la estructura permanente fue una incorporación que se hizo en la Cámara de Diputados, porque se decía que eventualmente ello podía significar que bastara con un funcionario viajando por todas las regiones, de modo que ello se subsanó tanto en el texto del proyecto como en el informe que establece en forma clara cuál es el financiamiento.


Luego, dijo, agregar que la estructura debe estar presente “a lo largo de todo el país” obviamente genera un cambio mayor porque implica, por ejemplo, tener oficina del Indespa en regiones como la  Metropolitana en que no necesariamente debe existir una, ello sin considerar que además, estima inadmisible la indicación por ser materia de iniciativa exclusiva.


Desde el punto de vista de la estructura, continuó, está pensada básicamente en una Dirección Nacional a nivel central con oficinas conformadas por tres o cuatro funcionarios a nivel regional, más todos aquellos que se agreguen a través de los programas regionales. Agregó que actualmente, en la octava región, por ejemplo, el fondo de administración pesquero considera dos personas pero a través de la via de los convenios regionales tienen ocho o nueve personas más. Entonces, recalcó, la idea es que se puedan desarrollar convenios a nivel regional y local, e incluso sea posible establecer oficinas comunales.


El Subsecretario, señor Berazaluce, recalcó que  consideran inadmisible la indicación porque la expresión “a lo largo de todo el país” involucra a todas y cada una las regiones, y dentro de la lógica del Indespa una oficina en la Región Metropolitana no está de acuerdo con lo que se busca con este proyecto.


La Honorable Senadora señora Von Baer señaló que cuando se dice que tendrá una estructura permanente de presencia regional se subentiende que ello implica identificar las regiones donde es necesario que esté presente, y estuvo de acuerdo en que la indicación pudiera ser inadmisible.


-El señor Presidente declaró inadmisible la indicación número 8, por tratarse de materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Carta Fundamental.


Por su parte, la indicación número 9, de la Honorable Senadora señora Muñoz, propone una norma especial para comunas apartadas con alta incidencia de pesca, por lo que plantea agregar la siguiente oración final: “Se procurará que directamente o a través de acciones asociativas se disponga de oficinas locales en aquellas comunas apartadas con alta incidencia de la pesca artesanal.”.


- Esta indicación fue retirada por su autora. 


-Sin embargo, la Comisión, de acuerdo al artículo 121 del Reglamento del Senado, acordó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Von Baer y señor Quinteros, sustituir en este inciso segundo la expresión “y/o”, por la conjunción disyuntiva “o”.

o o o o o



Con la indicación número 10 del Honorable Senador señor Quinteros, propone introducir un artículo que señale los objetivos del instituto, del siguiente tenor:


“Artículo…- Objetivos. Son objetivos del Instituto fomentar y promover el desarrollo de la pesca artesanal y de la acuicultura de pequeña escala y de sus beneficiarios, en el marco de la sustentabilidad de la actividad.”.


El Asesor del Ministerio de Economía, señor Adrián Fuentes, indicó que fruto del trabajo que se realizó con los asesores de los Parlamentarios y del Gobierno se acordó trasladar la redacción de este artículo nuevo al artículo 2°, para que en ella se describa el Indespa y su naturaleza y queden fijados los objetivos de este nuevo servicio.


Dado lo anterior, agregó, la propuesta del Ejecutivo es que a continuación de la oración “Ministerio de Economía, Fomento y Turismo”, se añada: “cuyo objetivo será fomentar y promover el desarrollo de la pesca artesanal, de la acuicultura de pequeña escala y sus beneficiarios”.


- Sometida a votación, la indicación número 10 fue aprobada con la modificación de trasladarla al inciso primero del artículo 2° del proyecto de ley, en los términos antes señalados, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz ,Von Baer y señor Quinteros .



o o o o o

ARTÍCULO 3°


Esta norma a través de 14 literales enumera las funciones y atribuciones del Indespa para fomentar y promover el desarrollo de sus beneficiarios en el marco de la sustentabilidad de la actividad pesquera y de acuicultura de pequeña escala.

Inciso primero

Su encabezamiento señala:


“Artículo 3°: Funciones y atribuciones. Con el fin de fomentar y promover el desarrollo de sus beneficiarios en el marco de la sustentabilidad de la actividad pesquera y de acuicultura de pequeña escala, el Indespa tendrá las siguientes funciones y atribuciones:”.


La indicación número 11, del Honorable Senador señor Quinteros, plantea sustituirlo por el que sigue:


“Artículo 3°.- Funciones y Atribuciones. Para el cumplimiento de sus objetivos el Instituto tendrá las siguientes funciones y atribuciones:”.


- Esta indicación fue retirada por su autor.


No obstante el retiro de la indicación, el Asesor del Ministerio de Economía, señor Adrián Fuentes, hizo presente que en este caso también se trabajó con los asesores  para hacerlo consistente con la modificación que se hizo en el artículo 2° respecto del objeto del Instituto, y se acordó que la redacción final del inciso primero del artículo 3°quedara de la siguiente forma:


“Artículo 3°.-Funciones y atribuciones. Con el fin de fomentar y promover el desarrollo de la actividad pesquera artesanal y de acuicultura de pequeña escala, el Indespa tendrá las siguientes funciones y atribuciones:”


Enseguida, el Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Pesca, señor Paolo Trejo, señaló que además la propia ley más adelante establece la imposibilidad de otorgar beneficios cuando exista o se suponga un aumento en el esfuerzo pesquero, o de proyectos que están prohibidos por ley, lo que por la indicación se ocupa del tema de la sustentabilidad que en esta parte se elimina.


La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó que cuando se propongan cambios de este tipo sean comunicados por escrito a la Comisión, con la debida antelación, y solicitó mayor información respecto de las razones que justifican esta modificación.


El señor Adrián Fuentes insistió en que la propuesta que se trabajó con los asesores es eliminar la frase “de sus beneficiarios en el marco de la sustentabilidad”, pues ello es consistente con la modificación que se hizo al artículo 2° del proyecto.


El señor Paolo Trejo agregó que ello es consistente con la finalidad de realzar que el objetivo del Indespa tiene que ver con el desarrollo de la actividad de cultivo, pero que ello también considera la sustentabilidad, toda vez que el artículo 13, al establecer la improcedencia del otorgamiento de beneficios, señala que en ningún caso se financiarán proyectos cuyo objetivo sea permitir el ejercicio de la actividad pesquera o la operación de una embarcación para la cual él o los beneficiarios no cuenten con inscripción vigente, o si el proyecto no se encuentra amparado por la normativa vigente.


La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó mayor información respecto de las razones que motivaron a eliminar la palabra “beneficiarios”, por cuanto destacó que no es lo mismo promover el desarrollo de “sus beneficiarios” a promover el desarrollo “de la actividad pesquera y acuicultura de pequeña escala”.


El señor Paolo Trejo señaló que se podría mejorar la redacción con el objeto de subsanar la inquietud planteada, indicando que el énfasis es financiar y promover el desarrollo de los beneficiarios de la actividad de la pesca artesanal y acuicultura de pequeña escala.


La Honorable Senadora señora Von Baer hizo presente que el problema es que se debe tener claridad en cuanto a lo que se quiere hacer, porque lo que se ha planteado son dos cosas distintas dado que una redacción está enfocada específicamente en el beneficiario, y la otra es más amplia, de modo que señaló que le gustaría saber por qué se propone una u otra.


El Subsecretario de Pesca, señor Berazaluce, señaló que lo que se busca es ampliar el espectro para poder abarcar a otros posibles beneficiarios. No obstante, propuso dejarlo pendiente para trabajar una mejor redacción.


La Honorable Senadora señora Von Baer indicó que quería conocer la explicación y que no se trata necesariamente de un punto de desacuerdo sino que, enfatizó, quería debatir las razones de por qué era o no necesario ampliar el foco del proyecto. 


La Comisión acordó dejar pendiente esta redacción para una próxima sesión.


En sesión posterior, el Ejecutivo propuso una nueva redacción para este encabezado, con el texto que sigue a continuación:


“Artículo 3°.- Funciones y atribuciones. Con el fin de fomentar y promover el desarrollo de la actividad pesquera artesanal y de la acuicultura de pequeña escala, el Indespa tendrá las siguientes funciones y atribuciones:”.


-Sometida a votación, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento de la Corporación, la nueva redacción del artículo 3° propuesta por el Ejecutivo resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Muñoz, Von Baer y señor Quinteros.

Letra f)


Literalmente señala:


“f) Facilitar el acceso al crédito a los pescadores artesanales y acuicultores de pequeña escala, para financiar proyectos productivos o de mejoramiento de la calidad del producto y demás incluidos en sus objetivos, mediante la ejecución de acciones de coordinación, articulación y colaboración con órganos públicos y privados dedicados al otorgamiento de créditos o de las garantías que los respalden. De la misma forma, facilitará el acceso al crédito a las organizaciones y personas jurídicas beneficiarias que desarrollen proyectos que impliquen beneficios directos para el sector pesquero artesanal o de acuicultura de pequeña escala.”.


 La indicación número 12 del Honorable Senador señor Quinteros, establece como función y atribución del Indespa el otorgar créditos, para lo cual propone reemplazar la expresión “Facilitar el acceso al crédito” por “Otorgar créditos y facilitar el acceso al crédito”.


- Esta indicación fue retirada por su autor.


La indicación número 13, de la Honorable Senadora señora Muñoz, es para sustituir el vocablo “mediante” por la expresión “directamente o mediante” en relación a la función de facilitar el acceso al crédito.


La Honorable Senadora señora Muñoz manifestó que la decisión del Gobierno de establecer que sólo se facilitará el acceso al crédito contraviene lo que se planteó o se pudo pensar al principio cuando se presentó al Indespa con características similares al Indap, que si los otorga, a diferencia de lo que señala el proyecto que sólo le permite facilitar el acceso al crédito.


Compartiendo el criterio expuesto en cuanto a que el verbo rector es facilitar el acceso al crédito, que es similar a promover y por tanto su indicación no estatuye la obligación de otorgar sino sólo de facilitar el acceso al mismo mediante acciones directas o de terceros, la Honorable Senadora señora Muñoz reafirmó la admisibilidad de su indicación.


A su turno, la Honorable Senadora señora Von Baer dijo que podía compartir el propósito señalado, no obstante lo cual la indicación le parece inadmisible.


Enseguida, el Subsecretario de Pesca, señor Berazaluce, recalcó que la opinión del Ejecutivo es que la indicación de la Senadora es inadmisible por estimar que en el fondo se establecería la obligación de otorgar crédito que es un fin distinto al que se planteó para el Indespa.


La Honorable Senadora señora Von Baer, señaló que más allá de la discusión lo cierto es que esa hubiese sido la situación ideal. Además, agregó, desde el punto de vista práctico el Indap tiene una fórmula para recuperar el crédito pues cuenta con toda una estructura detrás que claramente el Indespa no considera.


Por su parte la Honorable Senadora señora Muñoz hizo presente que en el mismo artículo se establece un procedimiento para facilitar los créditos mediante la ejecución de acciones de coordinación, articulación y colaboración con órganos públicos y privados, por lo que no estuvo de acuerdo con que no se puedan otorgar los créditos.


El Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Pesca, señor Paolo Trejo, destacó que el artículo regula la facilitación del acceso al crédito a los pescadores artesanales y señala “mediante acciones de coordinación, articulación”, pero que si se agregara que ello ocurrirá “directamente”, llevaría a suponer que el Indespa debiera otorgar el crédito, aunque lo que se busca con esta normativa es que se puedan generar las líneas para que, por ejemplo, sea la Corfo quien otorgue los créditos respectivos.


En la misma línea subrayó que como Ejecutivo no buscan otorgar nuevos créditos, pese a que que ya se otorgan créditos no reembolsables pero si rendibles, y destacó que no se quiere generar un sistema de deuda al sector pesquero artesanal y sector acuicultor de pequeña escala.


- Puesta en votación la indicación número 13 se produjo un empate. Por su aprobación votaron los Honorables Senadores señoras Goic y Muñoz. Por su rechazo votaron los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Quinteros.


Posteriormente el Subsecretario de Pesca señor Berazaluce señaló que analizando nuevamente la indicación no ve inconvenientes en que ella sea incorporada, por cuanto no la estima inadmisible.


- Repetida la votación, en conformidad al artículo 182 del Reglamento, la indicación número 13 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Von Baer y señor Quinteros.

La indicación número 14 del Honorable Senador señor Quinteros, es para agregar después del vocablo “acciones” la expresión “propias y”.


El Ejecutivo en sesión posterior, propuso que esta indicación se apruebe con la modificación de señalar que será “mediante la ejecución de acciones propias o de coordinación o articulación.”.



- Sometida a votación la indicación número 14 fue aprobada, con la modificación propuesta, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadores señoras Goic, Muñoz, Von Baer y señor Quinteros.


En consecuencia, el texto aprobado de la letra f) sería el siguiente:


“f) Facilitar el acceso al crédito a los pescadores artesanales y acuicultores de pequeña escala, para financiar proyectos productivos o de mejoramiento de la calidad del producto y demás incluidos en sus objetivos, directamente o mediante la ejecución de acciones propias o de coordinación, articulación y colaboración con órganos públicos y privados dedicados al otorgamiento de créditos o de las garantías que los respalden. De la misma forma, facilitará el acceso al crédito a las organizaciones y personas jurídicas beneficiarias que desarrollen proyectos que impliquen beneficios directos para el sector pesquero artesanal o de acuicultura de pequeña escala.”.

Letra g)


Literalmente señala:


“g) Proporcionar asistencia técnica y capacitación a los pescadores artesanales y acuicultores de pequeña escala, tanto en los aspectos productivos, de comercialización y demás que constituyen sus objetivos propios. Lo anterior se ejecutará preferentemente a través de acciones de coordinación, articulación y colaboración con órganos públicos y privados especialistas en estas prestaciones, para lo cual proveerá de los requerimientos específicos de dichas asistencias técnicas y capacitaciones. A estos efectos, podrá otorgar un financiamiento parcial, considerando aportes propios del beneficiario.”.


La indicación número 15, del Honorable Senador señor Quinteros, es para suprimir la oración final que señala: “A estos efectos, podrá otorgar un financiamiento parcial, considerando aportes propios del beneficiario.”.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

Letra h)


La letra expresa:


“h) Financiar aportes no reembolsables en el marco de sus funciones y atribuciones. Para estos efectos, deberá ejecutar los proyectos respectivos preferentemente a través de los órganos de la Administración del Estado o entidades privadas.”.


La indicación número 16, del Honorable Senador señor Quinteros, propone agregar después de la palabra “privadas” la expresión “sin fines de lucro”.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

Letra j)


Su texto es el que sigue:


“j) Dictar y ejecutar todos los actos y celebrar todos los convenios con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, que sean necesarios para el cumplimiento de sus objetivos y funciones propias y los demás que les fijen las leyes.


En este marco, podrá convenir con gobiernos regionales, municipalidades y demás órganos de la Administración del Estado, la formulación y ejecución de planes y la realización de proyectos destinados al cumplimiento de sus fines.”.

Párrafo segundo


La indicación número 17, del Honorable Senador señor Moreira, es para reemplazar la frase “con gobiernos regionales, municipalidades y demás órganos de la Administración del Estado”, por: “con los órganos competentes de la administración del Estado y de la sociedad civil en caso que corresponda”.


En sesión posterior, el Ejecutivo propuso aprobar la idea de esta indicación modificando el inciso primero, pero manteniendo el segundo, de acuerdo al siguiente texto:


“j) Dictar y ejecutar todos los actos y celebrar todos los convenios con personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, nacionales o extranjeras, que sean necesarios para el cumplimiento de sus objetivos y funciones propias y los demás que les fijen las leyes.”.


- Puesta en votación la indicación número 17, con la modificación antes señalada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Von Baer y señor Quinteros 

Letra n)


El literal expresa:


“n) Promover la inclusión y la equidad de género en las distintas etapas productivas del sector artesanal.”.


La indicación B, del Honorable Senador señor Quinteros, agrega una nueva función al Indespa en relación con la superación de la pobreza del sector artesanal, para lo que propone reemplazar el punto final por una coma y agregar lo siguiente: “y la superación de la pobreza de los diferentes actores de la pesca artesanal”.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

o o o o o


La indicación C, del Honorable Senador señor Quinteros, incorpora una nueva función para el Instituto del siguiente tenor:


“o) Financiar y apoyar la implementación de planes de manejo y de programas de recuperación de pesquerías.”.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

o o o o o

o o o o o


La indicación número 18 del Honorable Senador señor Moreira, propone consultar un nuevo literal, del siguiente tenor:


“…) Privilegiar y proponer políticas institucionales que se orienten al fortalecimiento del sector rural y vulnerable de la pesca artesanal.”.


El Ejecutivo planteó que esta indicación era inadmisible por corresponder a materias propias de iniciativa del Presidente de la República por recaer en funciones y deberes de un servicio público.


La Honorable Senadora señora Von Baer, compartiendo dicho criterio hizo presente que esta indicación podría ser patrocinada por el Ejecutivo, ya que es interesante y conveniente que el Indespa pueda proponer políticas sin que ello signifique ejecutarlas, porque así el servicio estará directamente involucrado con el sector que se quiere beneficiar.


-El señor Presidente declaró inadmisible la indicación número 18, por tratarse de materias de la iniciativa legal exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el N° 2 del artículo 65 de la Carta Fundamental.

o o o o o

o o o o o


La indicación número 19 del Honorable Senador señor Navarro, plantea incorporar el siguiente literal, nuevo:


“…) Respetar, preservar, fomentar y promover los conocimientos, las innovaciones y las prácticas de las comunidades indígenas que habitan en el Territorio de Chile y que entrañen estilos tradicionales de vida pertinentes para la conservación y la utilización sostenible de los recursos pesqueros en especial en los Espacios costeros marinos de pueblos originario.”.


-El señor Presidente declaró inadmisible la indicación número 19, por tratarse de materias de la iniciativa legal exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el N° 2 del artículo 65 de la Carta Fundamental.

o o o o o

o o o o o


La indicación número 20 del Honorable Senador señor Navarro, es para introducir el literal que se señala:


“…) Sugerir legislación.”.


-El señor Presidente declaró inadmisible la indicación número 20, por tratarse de materias de la iniciativa legal exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el N° 2 del artículo 65 de la Carta Fundamental.

o o o o o

Inciso segundo


El inciso señala lo siguiente:


“Sin perjuicio de lo anterior, tanto los programas nuevos como las reformulaciones de los existentes que para el cumplimiento de sus funciones el Indespa financie, deberán someterse a una evaluación de diseño desarrollada previamente por la Dirección de Presupuestos y contar con un informe favorable de la misma para su ejecución.”.


La indicación 21, del Honorable Senador señor Quinteros, propone eliminarlo.


- Esta indicación fue retirada por su autor.


La indicación número 22, del Honorable Senador señor Moreira, propone agregar la siguiente oración final: “Sin perjuicio de lo anterior, se tendrá una especial consideración a los ámbitos de investigación, recuperación de pesquerías y planes de manejo.”.


El Ejecutivo hizo presente que esta indicación es inadmisible por corresponder a materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer dijo no compartir tal postura por cuanto lo que plantea la indicación es que “sin perjuicio de lo anterior se tendrá en especial consideración”, es decir, no establece una obligación como tal.


Enseguida, el Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Pesca, señor Paolo Trejo, señaló que el objetivo de este proyecto es establecer una institucionalidad que busque fomentar productivamente el sector artesanal. Sin embargo, agregó, en esta indicación se hace referencia a una serie de temas que dicen relación con la recuperación de pesquerías y planes de manejo, que si bien pueden tener algunos aspectos a considerar en el desarrollo de algún determinado proyecto, los ámbitos de investigación, recuperación de pesquerías y planes de manejo ya están abordados a través de otros instrumentos y de una institucionalidad distinta.


Así, precisó, esta indicación escapa de las ideas matrices del proyecto por cuanto a través del Instituto de Fomento Pesquero IFOP se abarca la investigación estratégica y en el caso de aquella investigación que no es estratégica, pero que sirve en definitiva para la toma de decisiones y dimensionar el impacto económico de la actividad, se cuenta con el Fondo de Investigación Pesquera.


La Honorable Senadora señora Von Baer planteó que el sentido de la indicación es otro, por cuanto propone que en la esfera de las funciones y atribuciones se tenga en especial consideración los ámbitos de la investigación, recuperación, pesquerías y planes de manejo, por lo que no le pareció que sea inadmisible pues sólo constituye una recomendación.


En el seno de la Comisión se expresó que la indicación además establece una obligación indefinida, y por lo tanto, imposible de cumplir, pues no establece cuando se ha tenido “en especial consideración” una determinada materia.


-El señor Presidente declaró inadmisible la indicación número 22, por tratarse de materias de la iniciativa legal exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el N° 2 del artículo 65 de la Carta Fundamental.


La indicación número 23, de la Honorable Senadora señora Von Baer, permite que el reglamento contenga criterios para la entrega de recursos, agregando las siguientes oraciones finales: 


"Cualquier beneficio que otorgue el Instituto a personas naturales, jurídicas o comunidades, deberá concederse sobre la base de parámetros objetivos previamente reglamentados, salvo en situaciones de emergencia reguladas por ley. Todos los potenciales beneficiarios del Instituto tendrán acceso a dicha información.”.



La indicación número 24, de la Honorable Senadora señora Goic, entrega al reglamento el establecimiento de criterios para los instrumentos considerados en esta ley, incorporando la siguiente oración final: “El reglamento podrá establecer los parámetros de objetividad y publicidad de dichos instrumentos o beneficios, con excepción de situaciones de emergencia reguladas por la ley.”.





Posteriormente, el Ejecutivo propuso aprobar ambas indicaciones, refundidas con el siguiente texto:





“Sin perjuicio de lo anterior, tanto los programas nuevos como las reformulaciones de los existentes que para el cumplimiento de sus funciones el Indespa financie, deberán someterse a una evaluación de diseño desarrollada previamente por la Dirección de Presupuestos y contar con un informe favorable de la misma para su ejecución. El reglamento establecerá los parámetros de objetividad y publicidad de dichos instrumentos o beneficios, con excepción de situaciones de emergencia reguladas por la ley.”.





La Honorable Senadora señora Von Baer destacó que la propuesta es que expresamente se diga en la ley que todos los potenciales beneficiarios del instituto tendrán acceso a dicha información, directamente, con el objeto que exista absoluta transparencia.





Hizo presente que esto ya se ha considerado en muchos concursos en materia de educación por cuanto si la decisión es objetiva se sostiene que sea pública y sostenible al escrutinio de las personas que han postulado. Destacó que el Ejecutivo recoja la idea que existan parámetros de objetividad, pero señaló que no compartía la idea que ello sea materia de reglamento ya que, en su opinión, es mejor que la ley establezca la publicidad de la información, especialmente para los beneficiarios.





El Subsecretario de Pesca, señor Berazaluce, manifestó que el Gobierno propiciaba la redacción propuesta ya que la publicidad se encuentra bien resguardada en el principio activo de la ley de transparencia, lo que hace innecesaria la indicación.





La Honorable Senadora señora Von Baer insistió en que es distinto cuando se solicita información a través de la ley de transparencia, porque seguramente va existir una página web que podrá proporcionar la información, a que se señale en la ley que “todos los potenciales beneficiarios del instituto tendrán acceso a dicha información”, pues esto último es mucho más potente.





Luego, agradeció que el Ejecutivo acogiera parcialmente su indicación, sin perjuicio de lo cual insistió en que sería conveniente dar un paso más y establecer en la ley que todos los potenciales beneficiarios del instituto tendrán acceso a dicha información, sin que ello sea materia de reglamento.





A continuación, el Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Pesca, señor Paolo Trejo, sugirió eliminar la palabra publicidad y así esta situación volvería a las reglas generales. Es decir, quedaría regulado por ley en la ley de transparencia.





Por su parte, la Honorable Senadora señora Goic dijo estar conforme con la primera redacción propuesta por el Ejecutivo, y estimó que si se elimina la “publicidad”, se debilita la norma que pone una exigencia adicional al reglamento para objetivar esas situaciones, de manera que la redacción da una mayor consistencia más allá del Gobierno de turno. Además destacó que la propuesta de las indicaciones refundidas cumple los mismos objetivos que planteó la Honorable Senadora señora Von Baer ya que señala que el reglamento “establecerá”, disposición que le pareció más apropiada.





La Honorable Senadora señora Von Baer reiteró que sólo estaba tratando de ir un paso más allá, pero que en ningún caso estaba de acuerdo en eliminar la palabra “publicidad” de la norma en estudio. 





El Asesor del Ministerio de Economía, señor Adrián Fuentes, indicó que la publicidad de la actuación de los órganos de la administración no sólo es un principio de la ley de transparencia sino que también está consagrado en la Constitución, en su artículo 8°, que establece que todos los actos de la administración son públicos. En ese sentido destacó que en este caso específico se trata de postulaciones, de concursos, de eventuales programas en los cuales cualquier persona que postule podrá acceder a conocer los motivos y los razonamientos que hubo detrás para la elección, ya que eso no sólo es parte de las normas de transparencia activa sino que de los derechos que cualquier persona tiene al postular a un programa estatal.





Agregó que incluso a quien se le hubiere negado el acceso a un programa, por ejemplo, la adjudicación de una licitación, puede pedir los antecedentes a la administración, juzgar los argumentos e impugnar la decisión a través de los organismos y procedimientos destinados al efecto, por lo que recalcó que desde ese punto de vista la garantía de publicidad o de acceso a información que ya es pública no solamente está garantizada por la ley de transparencia sino que también por la ley de procedimientos administrativo y por múltiples otras normativas distintas.





La Honorable Senadora señora Von Baer se manifestó de acuerdo con lo expresado agregando que es necesario que las personas sepan que las decisiones no son arbitrarias, y que mientras más transparentes y más activamente se expliquen los procesos menor será su eventual cuestionamiento.





Sobre el particular la Honorable Senadora señora Muñoz consultó si existe algún límite para que todos puedan acceder a la información, pues si no la hay no ve mayor inconveniente en informar el resultado de la misma por medio de una carta confidencial, a su casa, por ejemplo, a la persona que postuló.





El Asesor del Ministerio de Economía, señor Adrián Fuentes, insistió en que lo anterior dice relación con la fundamentación que hay detrás de la dictación de un acto administrativo, que en general en este tipo de programas son razones de puntajes que están en las bases o en los programas, u otros requisitos.





En cuanto a la explicitación de por qué se selecciona a una persona o a una institución y no a otra, recalcó que ello está contenido en esos actos administrativos, toda vez que no se trata de decisiones discrecionales o arbitrarias.





Por último, remarcó que cualquier persona puede acceder a los motivos de fondo y forma del acto administrativo, y que eso es lo que se ha tratado de explicar por parte del Ejecutivo.





Enseguida, el Subsecretario de Pesca, señor Berazaluce, a modo de ejemplo, destacó que en el Fondo de Administración Pesquero también se otorgan muchos recursos a distintas agrupaciones de pescadores artesanales, y, que en el caso que alguno de ellos solicite los fundamentos de la decisión respectiva se entregan sin problema.





- Puestas en votación la indicaciones números 23 y 24, con la redacción propuesta por el Ejecutivo, antes señalada, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Von Baer y señor Quinteros.

ARTÍCULO 4°


Esta norma enumera los bienes que conformarán el patrimonio del Indespa, y su inciso segundo prohíbe que él se integre con aportes provenientes de la industria pesquera o del sector acuícola de gran escala.

Inciso primero

o o o o o


La indicación número 25, del Honorable Senador señor Navarro, propone consultar un nuevo literal, del siguiente tenor:


“…) La recaudación del 50% de las multas provenientes de la contravención a la ley Nº 18.892 y sus modificaciones, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.”.


-El señor Presidente declaró inadmisible la indicación número 25, por tratarse de materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65, de la Carta Fundamental, pues corresponde a la administración financiera o presupuestaria del Estado.

o o o o o

o o o o o


La indicación número 26 del Honorable Senador señor Navarro, agrega otra fuente de recursos para integrar el patrimonio del Instituto, para lo cual plantea introducir el literal que se indica:


“…) Las costas judiciales y/o dineros que provengan de aquellos litigios en donde su Director Ejecutivo intervenga en virtud de la letra m) del artículo 8º de la presente ley.”.


-El señor Presidente declaró inadmisible la indicación número 26, por tratarse de materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65, de la Carta Fundamental.

o o o o o

ARTÍCULO 5°


En este artículo se especifican las materias que quedarán entregadas a la regulación del reglamento respectivo.


La indicación número 27, de la Honorable Senadora señora Goic, propone reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 5°.- Reglamento. Un reglamento dictado por el Ministerio y suscrito por el Ministro de Hacienda regulará, entre otras, las siguientes materias:


1. Él o los instrumentos técnicos de focalización y procedimientos que utilizará el Indespa para determinar a los beneficiarios que accederán a las acciones previstas en el artículo 3° de esta ley.


2. Los requisitos, criterios y procedimientos que deberán cumplir los pescadores artesanales y los acuicultores de pequeña escala cuando postulen  de forma individual o como integrantes de una organización o persona jurídica a los programas o beneficios del Indespa.


3. Fijar los parámetros para identificar a los distintos segmentos de beneficiarios conforme a los cuales se establecerán los tipos de beneficios a los que accederán.


3. Los sistemas de control y evaluación que utilizará para excluir a los beneficiarios que no cumplan con sus obligaciones, de conformidad a lo señalado en el artículo 13.


4. Los parámetros necesarios para considerar la diversidad local o regional de los beneficios y beneficiarios de las acciones del Instituto.”.



La indicación número 28, del Honorable Senador señor De Urresti, es para agregar a continuación de la expresión “fijará los parámetros”, la siguiente: “, nacionales y regionales,”


En sesión posterior, el Ejecutivo propuso refundir ambas indicaciones de acuerdo al siguiente texto:


“Artículo 5°.- Reglamento. Un reglamento dictado por el Ministerio y suscrito por el Ministro de Hacienda regulará, entre otras, las siguientes materias:


1. El o los instrumentos técnicos de focalización y procedimientos que utilizará el Indespa para determinar a los beneficiarios que accederán a las acciones previstas en el artículo 3° de esta ley.


2. Los requisitos, criterios y procedimientos que deberán cumplir los pescadores artesanales y los acuicultores de pequeña escala cuando postulen de forma individual o como integrantes de una organización o persona jurídica a los programas o beneficios del Indespa.


3. Los parámetros objetivos para identificar a los distintos segmentos de beneficiarios conforme a los cuales se establecerán los tipos de beneficios a los que accederán, pudiendo considerar, entre otros, el tipo de proyecto y sus características, el tipo de beneficiarios y su impacto en la actividad.


4. Los sistemas de control y evaluación que utilizará para excluir a los beneficiarios que no cumplan con sus obligaciones, de conformidad a lo señalado en el artículo 13.


5. Los parámetros necesarios para considerar la diversidad local o regional de los beneficios y beneficiarios de las acciones del Instituto.”.


Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Von Baer señaló que tal como lo había planteado anteriormente, el objetivo es el mismo en cuanto a los requisitos del reglamento, por lo que propuso que su indicación 29 se apruebe como inciso final de este artículo, con la siguiente redacción:


 “Con todo, este reglamento deberá incluir entre otras normas lo relativo a las asignación de recursos, las normas de evaluación y elegibilidad, la selección y rangos de financiamiento, forma e instancia del órgano que efectuará los procesos de evaluación y selección que deberán ser realizados por especialistas, todo lo cual asegurará la debida imparcialidad, transparencia, objetividad en la asignación de recursos; las normas de inhabilidades e incompatibilidades y el deber de abstención de personas a cargo de la evaluación y selección y los compromisos y garantías de resguardo para el Fisco.”. 


Esta modificación, según explicó, hace más exigentes los contenidos del reglamento sobre las inhabilidades, incompatibilidades, la necesidad de abstención, la transparencia y la imparcialidad, pero requeriría patrocinio del Ejecutivo.


El Subsecretario de Pesca, señor Berazaluce, señaló que el Gobierno entiende subsumida la indicación en otros cuerpos legales generales, y enfatizó que la redacción propuesta por el Ejecutivo evita generar cierta disonancia entre las normas generales y esta especial.


Complementando lo anterior, el Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Pesca, señor Paolo Trejo, dijo que lo que señala esta norma es que la asignación de recursos estará incorporada y regulada en la propia ley, y en lo relativo, por ejemplo, a la forma, instancia y órgano que efectuará los procesos de evaluación y selección, debiera realizarlo el propio Indespa.


Agregó que cuando se habla de asegurar la debida imparcialidad, transparencia, objetividad, se discurre sobre aspectos que ya están considerados, por ejemplo, en la ley de Bases Generales de la Administración del Estado o en el Estatuto Administrativo en términos genéricos, respecto de los deberes de abstención por las personas que participan en este tipo de procesos.


En cuanto a las normas de inhabilidades e incompatibilidades hizo presente que si se entregan al reglamento se podría entender que se está generando una normativa paralela a la general y caer en una indefinición de quienes son los inhábiles y los incompatibles en este caso, para realizar la evaluación y selección, en circunstancias que, según enfatizó, estos temas ya han sido definidos en la propia ley que rige los actos de la administración pública.


Luego, la Honorable Senadora señora Von Baer dijo que efectivamente hay partes de la última indicación que están recogidas en la modificación que propone el Ejecutivo pero que hay otras que son relevantes pero no fueron consideradas. A mayor abundamiento, indicó que cuando un pescador postula va a revisar el reglamento, entonces si bien varios de estos temas están normados en la ley, no necesariamente serán conocidos por los pescadores que postulen a los beneficios del Indespa. 


Agregó que lo único que está sugiriendo aquí es que el Indespa en su página tenga el reglamento del concurso de que se trate y que quede en el mismo reglamento la forma, la instancia y el órgano que va a efectuar los procesos de evaluación y selección, pues todo ello es beneficioso para el otorgamiento de los recursos. En la misma línea, enfatizó que se trata que el proceso sea lo más transparente posible para el beneficiario y también para el Indespa.

o o o o o


La indicación número 29, de la Honorable Senadora señora Von Baer, propone incorporar un inciso del siguiente tenor:


“Con todo, la selección de los proyectos beneficiados se hará determinando para cada uno de ellos un puntaje que definirá su orden de prioridad y debiendo el reglamento y las bases priorizar por tipo de proyecto, categoría de beneficiario, capacidad económica del mismo, y/o el valor de los activos con los cuales desarrolle su actividad.”.


El Subsecretario de Pesca, señor Berazaluce, señaló que no estaban de acuerdo con la indicación en los términos en que se ha propuesto, pues varios de los puntos que se han planteado debieran ser recogidos en las bases de los propios programas que se van a ir formando en el Indespa. No obstante, manifestó su voluntad de buscar una nueva redacción que de satisfacción a la preocupación.


La Honorable Senadora señora Von Baer manifestó que es evidente que las normas se van a establecer en la forma que ha planteado por el Gobierno. No obstante, insistió en que todo ello debe quedar claro y suficientemente explicitado al momento de postular. A modo de ejemplo mencionó que así ocurre en los reglamentos de los concursos de cultura, pues lo dispone la ley, ya que se trata de un asunto que ha ido mejorándose en la práctica para que las postulaciones a concursos, u otros, sean totalmente transparente.


En sesión posterior, el Ejecutivo propuso una nueva redacción para el artículo 5°, cuyo texto es el siguiente:





“Artículo 5°.- Reglamento. Un reglamento dictado por el Ministerio y suscrito por el Ministro de Hacienda regulará, entre otras, las siguientes materias:



1. El o los instrumentos técnicos de focalización y procedimientos que utilizará el Indespa para determinar a los beneficiarios que accederán a las acciones previstas en el artículo 3° de esta ley.


2. Los requisitos, criterios y procedimientos que deberán cumplir los pescadores artesanales y los acuicultores de pequeña escala cuando postulen de forma individual o como integrantes de una organización o persona jurídica a los programas o beneficios del Indespa.


3. Los parámetros objetivos para identificar a los distintos segmentos de beneficiarios conforme a los cuales se establecerán los tipos de beneficios a los que accederán, pudiendo considerar, entre otros, el tipo de proyecto y sus características, el tipo de beneficiarios y su impacto en la actividad.


4. Los sistemas de control y evaluación que utilizará para excluir a los beneficiarios que no cumplan con sus obligaciones, de conformidad a lo señalado en el artículo 13.


5. Los parámetros necesarios para considerar la diversidad local o regional de los beneficios y beneficiarios de las acciones del Instituto.


Las bases de los programas o concursos, deberán de conformidad a esta ley y su reglamento, establecer las normas y reglas de la evaluación, selección y asignación de dichos programas, asimismo deberán contener las normas y criterios que permitan que dicha asignación se realice de manera imparcial, transparente y objetiva.”.


El Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaria de Pesca, señor Paolo Trejo, indicó que se intentó rescatar parte de lo que fue la discusión de la semana pasada, expresando que el Ejecutivo entiende que al señalar en la norma que las bases de programas de concursos establecerán las disposiciones y las reglas de evaluación, selección y asignación de recursos, se logra el objetivo que es que ello sea conocido por los postulantes.


Dado lo anterior, indicó que proponen agregar que “las bases de los programas o concursos, deberán de conformidad a esta ley y su reglamento, establecer las normas y reglas de la evaluación, selección y asignación de dichos programas, asimismo deberán contener las normas y criterios que permitan que dicha asignación se realice de manera imparcial, transparente y objetiva.”.


Ello es concordante con lo que también establece el reglamento en cuanto a que existirán parámetros objetivos con el fin de determinar quiénes son los beneficiarios de los concursos. 



- Puestas en votación la indicaciones números 27, 28 y 29 con la redacción propuesta por el Ejecutivo, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Von Baer y señor Quinteros.

o o o o o

ARTÍCULO 6°


Establece el Consejo Directivo de Indespa, su integración; las funciones del Presidente y el quórum para adoptar acuerdos y sesionar.

Inciso cuarto


El inciso señala:


“Los acuerdos del Consejo y el quórum para sesionar requerirán de mayoría simple de los miembros presentes. El Consejo determinará las normas de su funcionamiento mediante reglamento interno. Los consejeros no percibirán remuneración por el ejercicio de sus funciones.”.


La indicación número 30, del Honorable Senador señor Quinteros, plantea reemplazar la primera oración por la siguiente: “El Consejo requerirá de la mayoría de sus miembros para sesionar y sus acuerdos se adoptarán por la mayoría de los consejeros presentes.”.


En sesión posterior, el Ejecutivo propuso la siguiente redacción para esta norma:


“El Consejo requerirá de la mayoría de sus miembros para sesionar y sus acuerdos se adoptarán por la mayoría de los consejeros presentes. El Consejo determinará las normas de su funcionamiento mediante reglamento interno. Los consejeros no percibirán remuneración por el ejercicio de sus funciones.”.



- Sometida a votación la indicación número 30, fue aprobada con la redacción antes propuesta, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Von Baer y señor Quinteros.
o o o o o


La indicación 31, del Honorable Senador señor Moreira, introduce un consejo de la sociedad civil, por lo que propone agregar un inciso del siguiente tenor:


“Del mismo modo, existirá un consejo de pesca de la sociedad civil en conformidad a los lineamientos de la ley N° 20.500.”.


-El señor Presidente declaró inadmisible la indicación número 31, por tratarse de materias de iniciativa legal exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el N° 2 del artículo 65 de la Carta Fundamental.

o o o o o


La indicación número 32, del Honorable Senador señor Navarro, propone incorporar el siguiente inciso:


“El consejo Consultivo Nacional estará conformado por al menos tres representantes del sector pesquero artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala y, dos representantes de los Pueblos Indígenas que habitan el territorio de Chile. Uno de ellos deberá ser Rapa Nui.”.


-El señor Presidente declaró inadmisible la indicación número 32, por tratarse de materias de iniciativa legal exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el N° 2 del artículo 65 de la Carta Fundamental.

o o o o o

o o o o o


La indicación número 33, del Honorable Senador señor De Urresti, incorpora al Consejo a personeros del Ministerio de Desarrollo Social, por lo que plantea agregar un inciso del tenor que se señala:


“Cuando corresponda podrán participar de las sesiones del Consejo Directivo, con derecho a voz, el Ministro de Desarrollo Social o a quien éste designe; el Director Nacional de la Conadi o a quien éste designe; y el Director Ejecutivo del IFOP o a quien éste designe.”.


El Subsecretario de Pesca, señor Berazaluce, hizo presente que en opinión del Gobierno esta indicación no dice relación con las ideas matrices del proyecto y es innecesaria, toda vez que negarle el derecho a participar en una sesión a un Ministro es algo impensado en una institución pública, y además porque hay temas de investigación pesquera que, por ejemplo, desarrolla IFOP en que la presencia de dichas autoridades no resulta relevante.


- Puesta en votación la indicación número 33, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Muñoz, Von Baer y señor Quinteros.

o o o o o

o o o o o


La indicación número 34, del Honorable Senador señor De Urresti, es para consultar un nuevo inciso, del siguiente tenor:


“Cuando sea pertinente también podrán participar de las sesiones del Consejo Directivo, con derecho a voz, representantes de los diversos Comités Científicos Técnicos.”.


- Sometida a votación la indicación número 34 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Muñoz, Von Baer y señor Quinteros.

o o o o o

o o o o o


La indicación D, del Honorable Senador señor Moreira, plantea la formación de una comisión que asesore al Director respecto de las líneas de financiamiento, para lo cual propone agregar un Artículo 6° bis, del siguiente tenor:


“Artículo 6° bis.- Se conformará una Comisión con carácter de asesora del Director integrada por los representantes de la pesca artesanal que integren el Consejo Nacional de Pesca y los Consejos Zonales de Pesca. Dicha comisión deberá aprobar las líneas de financiamiento que el Director deberá presentar cada dos años al Ministerio.”.


-El señor Presidente declaró inadmisible la indicación D, por tratarse de materias de iniciativa legal exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el N° 2 del artículo 65 de la Carta Fundamental.

o o o o o

ARTÍCULO 7°


Esta norma a través de cinco numerales, establece las funciones y atribuciones del Consejo Directivo y dispone la publicidad de sus actividades y de la evaluación de proyectos.

Inciso primero


Establece la siguiente función:

Letra e)


“e) Requerir sugerencias e información a los consejos consultivos regionales para la formulación de los programas a nivel local.”.


La indicación número 35, del Honorable Senador señor Navarro, es para reemplazarla por la siguiente:


“e) Procesar y responder las sugerencias e información requerida por los consejos consultivos regionales para la formulación de los programas a nivel local.”.


-El señor Presidente declaró inadmisible la indicación número 35, por tratarse de materias de iniciativa legal exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el N° 2 del artículo 65 de la Carta Fundamental.

o o o o o


La indicación número 36 del Honorable Senador señor Navarro, agrega una nueva atribución, del siguiente tenor:


“…) Realizar o encargar los estudios relacionados con las funciones y atribuciones del Indespa.”.


-El señor Presidente declaró inadmisible la indicación número 36, por tratarse de materias de iniciativa legal exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el N° 2 del artículo 65 de la Carta Fundamental.

o o o o o

o o o o o


La indicación número 37, del Honorable Senador señor Navarro, es para agregar un inciso del tenor que sigue:


“Las sesiones del Consejo Directivo serán públicas y estarán disponibles en el sitio web de modo destacado.”.


El Ejecutivo propuso aprobar la redacción incorporándola como oración final del inciso segundo, el que quedaría como sigue:


“Anualmente se deberá publicar en el sitio web del Indespa la cuenta pública de sus actividades y de la evaluación de los proyectos. Las actas del Consejo Directivo serán públicas y estarán disponibles en dicho sitio web.”


- Puesta en votación la indicación número 37 fue aprobada, con la modificación propuesta, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Muñoz, Von Baer y señor Quinteros.
o o o o o

ARTÍCULO 8°


Establece la Dirección Ejecutiva del Indespa y señala las facultades del Director Ejecutivo.

Inciso segundo

Letra e)


Este literal señala:


“e) Celebrar los convenios suscritos financiados y con cargo al presupuesto del Indespa.”.


La indicación número 38 del Honorable Senador señor Quinteros, propone sustituirla por la siguiente:


“e) Celebrar los convenios aprobados con cargo al presupuesto del Indespa.”.


El Ejecutivo propuso a la comisión, la siguiente nueva redacción para este literal:


“e) Celebrar los convenios aprobados por el Consejo Directivo del Indespa.”.


- Sometida a votación, la indicación número 38 fue aprobada, con la redacción propuesta por el Ejecutivo, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Honorables Senadores señoras Muñoz, Von Baer y señor Quinteros.
Inciso tercero





El inciso señala:





“En conformidad con lo establecido en el artículo 31 de la ley N°18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Director, con acuerdo del Consejo y sujeción a la planta y la dotación máxima del Indespa, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de los objetivos del Instituto.”.





La indicación número 39, del Honorable Senador señor Quinteros, es para suprimirlo.


- Esta indicación fue retirada por su autor. 

o o o o o





La indicación número 40, del Honorable Senador señor Navarro, propone incorporar el siguiente inciso:





“La asistencia técnica y las capacitaciones siempre será realizada por personal interno del Indespa.”.



-El señor Presidente declaró inadmisible la indicación número 40, por tratarse de materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el N° 2 del artículo 65 de la Carta Fundamental.

o o o o o

ARTÍCULO 9°


Establece la integración de los Consejos Consultivos del Indespa.

Letra a)


El literal dispone:


“a) Un funcionario de la oficina regional del Indespa designado por el Director, que lo presidirá.”.


La indicación número 41, del Honorable Senador señor Quinteros, establece al Director Regional del Instituto la obligación de presidirlo, por lo que propone reemplazarla por la siguiente:


“a) El director regional del Indespa, quien lo presidirá.”.


- Esta indicación fue retirada por su autor. 

o o o o o


La indicación número 42, de la Honorable Senadora señora Von Baer, plantea consultar el siguiente inciso nuevo:


“Un reglamento expedido por el Ministerio determinará el adecuado funcionamiento estos consejos. El procedimiento para la propuesta, designación y cesación de los miembros del consejo se realizarán en virtud de lo establecido en la 20.500 sobre participación y las demás normas legales vigentes que le sean aplicables.”.


La indicación número 43 de la Honorable Senadora señora Goic, propone incorporar un nuevo inciso, del tenor que se indica:


“Un reglamento del Ministerio determinará el procedimiento de designación y nombramiento de los representantes señalados en la letra f).”.





Respecto de las indicaciones números 42 y 43, el Ejecutivo propuso aprobarlas refundidas en el siguiente texto:





“Un reglamento del Ministerio determinará el funcionamiento de los Consejos Consultivos y el procedimiento de designación y nombramiento de los representantes señalados en la letra f).”.





Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Von Baer hizo presente que es un tema que se ha discutido en la creación de todos los consejos consultivos cuando se propone que el reglamento establezca o determine el proceso de funcionamiento y de designación de sus integrantes, lo que significa, en la práctica, que sea el Ministerio quien lo defina.





En la misma línea, reconoció que la propuesta del Ejecutivo que recoge parte de su indicación, pero insistió en que le parece muy necesario que en todas los proyectos se considere la ley N° 20.500, que es la ley de participación ciudadana, que impide la discrecionalidad del Ejecutivo que es posible cuando se realiza a través del reglamento, para evitarlo estimó necesario que sea la ley donde se definan los parámetros y los procesos.





Dicho esto, anunció que votaría a favor de la propuesta pero que solicitaba la votación de la última oración de la indicación porque le parece relevante y de suma importancia que la selección de los miembros de los consejos se haga en virtud de lo que establece la ley antes mencionada, y que ello sea siempre respetado.





El Subsecretario de Pesca, señor Berazaluce, indicó que en opinión del Ejecutivo dado que el reglamento debe ser elaborado por el Ministerio de Economía para luego someterlo al escrutinio y supervisión de la Contraloría General de la República, en ningún caso puede ir en contra de una ley ya vigente como la antes mencionada. No obstante lo anterior, dijo que la naturaleza propia del Indespa va orientada a la pesca artesanal y a todos quienes estén involucrados en ella y que puede ser que en la práctica otros grupos de interés o actores de la sociedad también se incorporen y traten de desvirtuar un poco la naturaleza del instituto, razón por la cual, se redactó la norma propuesta.





Por su parte, la Honorable Senadora señora Goic estimó que la nueva redacción del Ejecutivo recoge su indicación y que, entendiendo la preocupación que hay por normar o por dejar el menor espacio posible a la discrecionalidad, se debe tener presente que en general en el sector pesca se ha ido avanzando muchísimo en la creación de consejos consultivos en cada uno de los comités de seguimiento, lo que en su opinión constituye una expertise que tiene el sector en la materia.





Enseguida, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Quinteros, sometió a votación la indicación 43 con la redacción propuesta por el Ejecutivo:





- Sometida a votación, la indicación número 43 con la modificación propuesta por el Ejecutivo, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Von Baer y señor Quinteros.




- Puesta en votación la segunda oración de la indicación número 42, se produjo el siguiente resultado: Por su aprobación votaron los, Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer. En contra votó el Honorable Senador señor Quinteros. Se abstuvo, la Honorable Senadora señora Goic. Repetida con igual votación y resultado, la redacción resultó aprobada por tres votos a favor y uno en contra en virtud de lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento del Senado.




En virtud de los acuerdos precedentes la Comisión acordó el siguiente texto para el nuevo inciso propuesto:





“Un reglamento del Ministerio determinará el funcionamiento de los Consejos Consultivos y el procedimiento de designación y nombramiento de los representantes señalados en la letra f), que se realizará en virtud de lo establecido en la ley N° 20.500 sobre participación y las demás normas legales vigentes que le sean aplicables.”.

o o o o o

o o o o o


La indicación número 44, del Honorable Senador señor Navarro, plantea agregar el siguiente inciso, nuevo:


“Cada consejo consultivo regional deberá realizar un proceso de consulta previa a los pueblos interesados cuando las comunidades así lo requieran o cuando las medidas que se tomen puedan afectar directamente a pueblos o comunidades indígenas. Se entenderá que es susceptible de afectar directamente a los pueblos indígenas, al menos, cuando las actividades pesqueras se realicen en espacio costero marino de pueblos originarios.”.





-El señor Presidente declaró inadmisible la indicación número 44, por tratarse de materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el N° 2 del artículo 65 de la Carta Fundamental.

o o o o o

ARTÍCULO 11


Con esta norma se establece quienes pueden ser los beneficiarios de las acciones desarrolladas o beneficios otorgados por el Indespa.

Inciso primero

Encabezamiento


La indicación número 45 de la Honorable Senadora señora Von Baer, para sustituir la expresión “Podrán ser beneficiarios” por “Serán beneficiarios”.





Para esta indicación, el Ejecutivo propuso una nueva redacción con el siguiente texto:





“Artículo 11.- Beneficiarios. Sólo podrán ser beneficiarios de las acciones desarrolladas o prestaciones otorgadas por el Indespa:”





El Subsecretario de Pesca, señor Berazaluce, precisó que la razón por la cual no se acoge la indicación obedece a un tema semántico porque se podría entender que al decir la norma “serán beneficiarios”, pareciera que ello se antepone al concurso mismo o al procedimiento, de modo que la redacción propuesta despeja esa duda y se entiende que podrán ser beneficiados una vez que el proceso esté resuelto.





Enseguida, la Honorable Senadora señora Von Baer indicó que era obvio que se trata que sean beneficiarios después del concurso respectivo, pero puso el énfasis en que lo que se busca con la indicación es evitar la discrecionalidad para incorporar o eliminar a algún grupo, de manera que el proceso sea totalmente transparente, por lo que dijo no entender la lógica del Gobierno en este tema.





Por su parte, la Honorable Senadora señora Goic estimó que con la expresión “sólo podrán” se resuelve el problema planteado porque ello se refiere a los que están dentro de este grupo, dentro del universo posible de beneficiarios, de modo que se manifestó de acuerdo con la propuesta del Ejecutivo que a su juicio, que recoge esa intención.



- Puesta en votación la indicación número 45 fue aprobada, con la modificación propuesta por el Ejecutivo, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Von Baer y señor Quinteros.
Letra b)


Este literal señala:





“b) Los acuicultores de pequeña escala con inscripción vigente en el registro que llevará el Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura.”.


La indicación número 46 de la Honorable Senadora señora Muñoz, es para suprimirla.


- Sometida a votación, la indicación número 46, fue rechazada por mayoría de votos. Votaron por su rechazo los Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señor Quinteros. Votó por su aprobación la Honorable Senadora señora Muñoz.


La indicación número 47, de la Honorable Senadora señora Goic, para agregar después de la palabra “escala”, la frase “que de conformidad a la ley, cuenten”.





Para esta indicación, el Ejecutivo propuso la siguiente redacción: 





“b) Los acuicultores de pequeña escala que de conformidad a la ley cuenten con inscripción vigente en el registro que llevará el Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura.”.


- Puesta en votación, la indicación número 47 fue aprobada, con la modificación antes señalada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Von Baer y señor Quinteros.
Letra c)


Esta letra es del siguiente tenor:





“c) Las organizaciones o personas jurídicas conformadas exclusivamente por pescadores artesanales o acuicultores de pequeña escala, legalmente constituidas. Los pescadores artesanales y los acuicultores de pequeña escala integrantes de organizaciones o personas jurídicas, deberán encontrarse inscritos en el registro pesquero artesanal o de acuicultura de pequeña escala, según corresponda.”.





La indicación número 48, de la Honorable Senadora señora Muñoz, propone sustituirla por la siguiente:





“c) Las organizaciones o personas jurídicas conformadas exclusivamente por pescadores artesanales, legalmente constituidas. Los pescadores artesanales integrantes de organizaciones o personas jurídicas, deberán encontrarse inscritos en el registro pesquero artesanal o de acuicultura de pequeña escala, según corresponda.”.





- Sometida a votación, la indicación número 48 fue rechazada por mayoría de votos. Votaron por su rechazo los Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señor Quinteros. Votó por su aprobación la Honorable Senadora señora Muñoz.





La indicación E, del Honorable Senador señor Moreira, propone intercalar en el inciso primero, letra c), entre las palabras “personas jurídicas” y “deberán” precedida por una coma, la expresión “sean de primer o segundo grado”.





- Puesta en votación, la indicación E fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Von Baer y señor Quinteros.
o o o o o





La indicación F, del Honorable Senador señor Moreira, plantea agregar a nuevos beneficiarios de las acciones desarrolladas o de los beneficios otorgados por el Indespa, por lo que propone agregar una letra d), nueva, del siguiente tenor:





“d) Las personas que realizan trabajos en las etapas de pre y post captura, tales como encarnadores, fileteadores y procesadores que acrediten el ejercicio de esta actividad y se encuentren inscritos en un Registro que llevará el mismo Instituto.”.





La Honorable Senadora señora Von Baer recordó que en la discusión en general en la Comisión los distintos representantes de organizaciones pidieron que estas personas que trabajan en las etapas de pre y post captura, que se enfatizó que estaban directamente relacionadas con el trabajo que se desarrolla en las caletas, también fueran incorporadas entre los beneficiarios.





Enseguida, dijo que si bien esta indicación resulta inadmisible no se debía olvidar que existió una petición explícita al respecto no sólo de los grupos que venían en representación de ciertas caletas sino que también de grupos de pescadores de regiones que plantearon la relevancia de este tema.





-El señor Presidente declaró inadmisible la indicación F, por tratarse de materias de la iniciativa legal exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Carta Fundamental.

o o o o o

o o o o o





La indicación número 49, del Honorable Senador señor Moreira, propone introducir la siguiente letra, nueva:





“…) Trabajadores que realicen funciones de pre y post captura, que se encuentren debidamente registrados y acreditados frente al Indespa.”.





En el seno de la Comisión se planteó que, al igual que la anterior, la norma incorpora nuevos beneficiarios del Instituto, lo que es propio de la administración financiera o presupuestaria del Estado.





-El señor Presidente declaró inadmisible la indicación número 49, por tratarse de materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Carta Fundamental.

o o o o o

o o o o o





La indicación número 50, del Honorable Senador señor Navarro, propone incorporar una letra nueva, del siguiente tenor:





“…) Las comunidades indígenas constituidas de conformidad con la ley Nº 19.253, así como también las asociaciones de comunidades indígenas. También se entenderá como comunidad indígena para efectos de esta ley las instituciones propias de los pueblos indígenas que ejerzan gobernanza sobre su tierra o territorio de conformidad con lo dispuesto por el Convenio 169 de la OIT.”.





-El señor Presidente declaró inadmisible la indicación número 50, por tratarse de materias de la iniciativa legal exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Carta Fundamental.

o o o o o

o o o o o





La indicación número 51 del Honorable Senador señor De Urresti, para consultar el siguiente literal:





“…) Las organizaciones, personas jurídicas o comunidades regidas por la Ley 20.249, que crea el espacio costero marino de los pueblos originarios.”.





-El señor Presidente declaró inadmisible la indicación número 51, por tratarse de materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Carta Fundamental.

o o o o o

Inciso segundo


La disposición señala:


“Para acceder al otorgamiento de beneficios por parte del Indespa, los pescadores artesanales y los acuicultores de pequeña escala, sea que postulen individualmente o como integrantes de una organización o persona jurídica, deberán cumplir con los requisitos, criterios y procedimientos que fije el reglamento señalado en el artículo 5° de esta ley.”.


La indicación G, del Honorable Senador señor Moreira, plantea sustituir el inciso final por el siguiente:


“Para acceder al otorgamiento de beneficios por parte del Indespa, los pescadores artesanales y los acuicultores de pequeña escala, sea que postulen individualmente o como integrantes de una organización o persona jurídica, o respecto de las personas que participen en las etapas de pre y post captura, deberán cumplir con los requisitos, criterios y procedimientos que fije el reglamento señalado en el artículo 5° de esta ley.”.





-El señor Presidente declaró inadmisible la indicación G, por tratarse de materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Carta Fundamental.


La indicación número 52 de la Honorable Senadora señora Muñoz, excluye a los acuicultores de pequeña escala, para lo cual propone eliminar la locución “y los acuicultores de pequeña escala”.


- Sometida a votación, la indicación número 52, fue rechazada por mayoría de votos. Votaron por su rechazo los Honorables Senadores señoras Goic, Von Baer y señor Quinteros. Votó por su aprobación la Honorable Senadora señora Muñoz.

ARTÍCULO 12


Esta norma establece la forma de entrega de los respectivos beneficios, cómo se determinarán los montos de los mismos y también señala que los aportes no reembolsables se signarán previo concurso público.

Inciso primero


Su texto literal es el siguiente:





“Artículo 12.- Otorgamiento de los beneficios. Los beneficios serán entregados de conformidad con las disposiciones previstas en el reglamento y en las bases respectivas.”.


La indicación número 53, de la Honorable Senadora señora Von Baer, propone reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 12.- La Selección de los proyectos, beneficios o beneficiarios serán entregados de conformidad con las disposiciones, parámetros y criterios de priorización señalados en el reglamento y contenidas en las bases respectivas de acuerdo al marco de priorización establecido en el artículo 5° de la presente ley.”.



La indicación número 54, de la Honorable Senadora señora Goic, propone sustituirlo por el que sigue:


“Artículo 12.- Otorgamiento de los beneficios. La selección de los proyectos, beneficios o beneficiarios serán entregados de conformidad con las disposiciones, parámetros y criterios de priorización señalados en el reglamento y contenidas en las bases respectivas.”,


El Ejecutivo, recogiendo ambas indicaciones, propuso el siguiente texto:

“Artículo 12.- Otorgamiento de los beneficios. La selección de los proyectos, beneficios o beneficiarios se hará de conformidad con las disposiciones, parámetros y criterios de priorización señalados en el reglamento del artículo 5º y contenidos en las bases respectivas.”.


Al respecto, el Honorable Senador señor Quinteros dijo entender que la propuesta incorpora las indicaciones anteriores en relación a que quede explícito que el contenido en las bases respectivas se ajustará al artículo 5° de esta ley.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer señaló no estar de acuerdo con la redacción propuesta por el Ejecutivo e instó a que se acojan las indicaciones tal como fueron presentadas. Además, hizo presente que es errónea la referencia “al reglamento del artículo 5°”, proponiendo que se agregue como frase final “de acuerdo a lo establecido en el artículo 5° de la presente ley”.


- Sometidas a votación las indicaciones números 53 y 54, refundidas de acuerdo a la propuesta del Ejecutivo y la modificación antes señalada, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Von Baer y señor Quinteros.

En consecuencia, la redacción sería la siguiente:


“Artículo 12.- Otorgamiento de los beneficios. La selección de los proyectos, beneficios o beneficiarios se realizará de conformidad con las disposiciones, parámetros y criterios de priorización señalados en el reglamento y contenidas en las bases respectivas, de acuerdo a lo establecido en el artículo 5° de la presente ley.”.


La indicación número 55, del Honorable Senador señor Navarro, introduce una consideración especial al medio ambiente al momento de otorgar beneficios, por lo que propone agregar la siguiente oración final: “Además, de tener presente el cuidado y respeto del medio ambiente.”.


- Puesta en votación, la indicación número 55 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Von Baer y señor Quinteros.
Inciso tercero


La norma señala:


“Los aportes no reembolsables deberán ser asignados previo concurso público en el que podrán participar los beneficiarios que cumplan con las bases de convocatoria respectivas.”.


La indicación H, del Honorable Senador señor Moreira, agrega el criterio de asignación directa, por lo que propone sustituir el inciso final por el siguiente:


“Los aportes no reembolsables deberán ser asignados previo concurso público en el que podrán participar los beneficiarios que cumplan con las bases de convocatoria respectivas, sin perjuicio de la asignación directa cuando la naturaleza del servicio y las características del beneficiario lo justifiquen.”.


-El señor Presidente declaró inadmisible la indicación H, por tratarse de materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Carta Fundamental.


La indicación número 56, del Honorable Senador señor Quinteros, propone una excepción al concurso público, por lo que plantea agregar a continuación de la palabra “respectivas” la siguiente frase: “lo que podrá omitirse en caso de emergencias o catástrofes”.


- Esta indicación fue retirada por su autor.

ARTÍCULO 13

Este artículo determina los casos en que no procede el otorgamiento de beneficios por parte del Indespa.

Inciso tercero


Literalmente expresa:





“No se otorgará ningún beneficio a quien haya incumplido las obligaciones adquiridas con el Indespa u otras instituciones públicas a través de las cuales se gestionen proyectos dirigidos a los beneficiarios de aquél. Esta exclusión se extenderá por el plazo de cinco años contado desde la fecha del incumplimiento. Tampoco se otorgarán beneficios a quienes hayan sido sancionados por infringir la ley General de Pesca y Acuicultura mediante resolución judicial y,o administrativa que se encuentre a firme, dentro de los dos años anteriores a la fecha en que impetren el beneficio.”.


La indicación número 57, de la Honorable Senadora señora Muñoz, es para eliminarlo.


El Ejecutivo propuso la siguiente redacción para las indicaciones 57, 58 y 59, referidas a los incisos tercero y cuarto: 


“No podrán acceder a beneficios del Indespa quienes hayan incumplido las obligaciones adquiridas con el Servicio u otras instituciones públicas, a través de las cuales se gestionen proyectos dirigidos a los beneficiarios de aquél. 


El reglamento establecerá los procedimientos destinados a aplicar dicha exclusión, la que inhabilitará a los afectados para solicitar nuevos beneficios hasta por un plazo de dos años, desde que sea determinada por resolución fundada del Director.


La exclusión establecida en el inciso primero no se aplicará a quienes postulen a beneficios otorgados en programas motivados en una catástrofe o emergencia declarada por decreto supremo conforme a lo establecido en la ley N° 16.282. 


Tampoco se otorgarán beneficios a quienes hayan sido sancionados por infringir la Ley General de Pesca y Acuicultura mediante resolución judicial y, o administrativa que se encuentre a firme. Lo anterior no será aplicable a quienes incurran en las infracciones señaladas en el artículo 116 de dicho cuerpo legal, salvo que éstas sean cometidas en pesquerías en estado de sobreexplotación o colapsadas.”.


Enseguida, la Honorable Senadora señora Muñoz indicó que esta propuesta del Gobierno sigue siendo un castigo muy drástico a un sector que se caracteriza por la informalidad y por la precariedad, pues lo que se acogió fue reducir la sanción de cinco a dos años, pero persiste la misma dureza de las sanciones, de modo que no obstante agradecer que se haya considerado su indicación, anunció su voto en contra de la propuesta.





El Subsecretario de Pesca, señor Berazaluce, hizo presente que la informalidad que existe en el sector de la pesca artesanal no significa que no cumplan con los pagos, pues recalcó que los índices o tasas de pago de dicho sector son muy altos, existiendo muy buenas experiencias con proyectos y con fondos otorgados a la pesca artesanal que han sido reembolsados.





En este contexto dijo que recogiendo el espíritu de lo que planteaba la indicación de la Honorable Senadora señora Muñoz, y en coordinación con el trabajo de los asesores parlamentarios, se concordó el plazo de dos años que es lo que parece más prudente y que permite dar cierto orden, pues no se debe olvidar que los fondos del Estado tienen que ser cuidados con un celo extremo y, por lo tanto, los que infrinjan la ley o los mismos reglamentos o las bases deben tener sanción.





La Honorable Senadora señora Goic destacó que si bien en este caso se rebajaron los cinco años a dos, en el caso del artículo 116 de la ley General de Pesca y Acuicultura2 se considera una excepción que reconoce la realidad del sector. En la misma línea, estuvo de acuerdo en que tal como lo planteaba la Honorable Senadora señora Muñoz era más adecuado que exista una sanción pero también que en un sector que tiene informalidades pueda acceder a los beneficios, dejando la salvedad para el caso de infracciones que se cometan en catástrofes o que se infrinja la ley en pesquerías que están en estado de sobreexplotación o colapso, pues dijo entender que en tales situaciones existe el incentivo de actuar de forma más cuidadosa.





La Honorable Senadora señora Muñoz manifestó su molestia con el hecho que se persiga al sector por tantas vías, ya que considera el incumplimiento de obligaciones con Indespa u otras instituciones públicas, además de la infracción a la ley de pesca, de modo que es evidente que hay que establecer sanciones, sobre todo si es un sector que a pesar de su precariedad cumple, pero las vías consideradas en la norma le parecieron excesivas.





El Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Pesca, señor Paolo Trejo, hizo presente que en la práctica todas las instituciones públicas cuando otorgan el beneficio a un particular deben exigir que se encuentre sometido al Registro de Organizaciones Receptoras de Fondos Públicos, que permite saber si dan cumplimiento a las obligaciones financieras con otras instituciones públicas que eventualmente puedan haberle otorgado beneficios.





En el mismo contexto, enfatizó que la tasa de incumplimiento por parte de las organizaciones de pescadores artesanales es baja, razón por la cual el Gobierno quiso incorporar el incumplimiento respecto de este tipo de obligaciones pero haciendo la salvedad en los casos de catástrofes, ya que todas las organizaciones deben sentirse partícipes de todos los procesos que se implementen con ocasión de ello. 


- Puesta en votación, la indicación número 57 fue rechazada por mayoría de votos. Votaron por su rechazo los Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señor Quinteros. Votó por su aprobación la Honorable Senadora señora Muñoz.


La indicación número 58, de la Honorable Senadora señora Goic, contempla sanciones a quienes incumplan sus obligaciones con el Indespa o infrinjan la Ley General de Pesca y Acuicultura, con sus respectivas excepciones en caso de catástrofe o de las infracciones del artículo 116 de la mencionada ley, para lo cual propone reemplazar el inciso tercero por el siguiente:


“No se otorgará ningún beneficio a quien haya incumplido las obligaciones adquiridas con el Indespa u otras instituciones públicas a través de las cuales se gestionen proyectos dirigidos a los beneficiarios de aquél, salvo aquellas que se originen con motivo de la declaración de catástrofe o emergencia previo decreto supremo conforme a lo establecido en la ley N° 16.282 y con excepción de la rendición de los fondos que se deba hacer conforme a las reglas generales. Tampoco se otorgarán beneficios a quienes hayan sido sancionados por infringir la ley General de Pesca y Acuicultura mediante resolución judicial y,o administrativa que se encuentre a firme, dentro de los dos años anteriores a la fecha en que impetren el beneficio, con excepción de las infracciones del artículo 116 de dicho cuerpo legal, salvo que estas sean cometidas en pesquerías en estado de sobreexplotación o colapsadas.”.


- Sometida a votación la indicación número 58, con el texto propuesto por el Ejecutivo al tratar la indicación anterior, fue aprobada por mayoría de votos. Por su aprobación votaron los Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señor Quinteros y se abstuvo, la Honorable Senadora señora Muñoz.


En consecuencia, el texto aprobado en remplazo del inciso tercero del artículo 13, es el siguiente:


“No podrán acceder a beneficios del Indespa quienes hayan incumplido las obligaciones adquiridas con el Servicio u otras instituciones públicas, a través de las cuales se gestionen proyectos dirigidos a los beneficiarios de aquél. 


El reglamento establecerá los procedimientos destinados a aplicar dicha exclusión, la que inhabilitará a los afectados para solicitar nuevos beneficios hasta por un plazo de dos años, desde que sea determinada por resolución fundada del Director.


La exclusión establecida en el inciso primero no se aplicará a quienes postulen a beneficios otorgados en programas motivados en una catástrofe o emergencia declarada por decreto supremo conforme a lo establecido en la ley N° 16.282. 


Tampoco se otorgarán beneficios a quienes hayan sido sancionados por infringir la Ley General de Pesca y Acuicultura mediante resolución judicial y, o administrativa que se encuentre a firme. Lo anterior no será aplicable a quienes incurran en las infracciones señaladas en el artículo 116 de dicho cuerpo legal, salvo que éstas sean cometidas en pesquerías en estado de sobreexplotación o colapsadas”.

Inciso cuarto


Indica literalmente:


“La exclusión de los beneficiarios se determinará por resolución fundada del Director.”.


La indicación número 59, de la Honorable Senadora señora Muñoz, es para suprimirlo.


- Puesta en votación, la indicación número 59 fue rechazada por mayoría de votos. Votaron por su rechazo los Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señor Quinteros. Votó por su aprobación la Honorable Senadora señora Muñoz.

o o o o o


La indicación I, del Honorable Senador señor Moreira, propone incorporar un Artículo 17, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 17.- Modificase el artículo 4° de la ley 20.825 en el siguiente sentido:


“Reemplácese las palabras “la acuicultura de pequeña escala sobre algas” por “las concesiones de acuicultura de pelillo que no superen las 10 hectáreas tratándose de concesiones individuales y de las concesiones de acuicultura de pelillo solicitadas por organizaciones de pescadores artesanales”.”.


- El señor Presidente de la Comisión la declaró inadmisible, de conformidad a lo establecido en el artículo 24 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional.

o o o o o


Disposiciones transitorias

Artículo primero


La norma aprobada en general señala:


Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1. Fijar la planta de personal del Indespa. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal de otros servicios.


2. Disponer, sin solución de continuidad, traspaso de funcionarios de planta y a contrata desde la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura al Indespa, conforme a lo señalado en el número siguiente, transfiriéndose asimismo los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.


3. El traspaso del personal titular de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso.


Del mismo modo, la dotación máxima de personal de la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose además el plazo en que deba llevarse a efecto este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. Conjuntamente con el traspaso del personal, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.


4. En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República dictará las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en los artículos 6° y 7° de la ley N° 19.553, cuando corresponda, el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del Título VI de la ley N° 19.882, y los niveles para la aplicación del artículo 8° de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda. Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas complementarias al artículo 15 de esta última ley para los encasillamientos del personal derivados de las plantas que fije.


5. El Presidente de la República determinará la fecha de entrada en vigencia de la planta que fije y de los encasillamientos que se practiquen. Igualmente, fijará la dotación máxima de personal, la cual no estará afecta a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del Estatuto Administrativo respecto de los empleos a contrata incluidos en esta dotación.


6. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


b) No podrá significar cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


c) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


7. El Presidente de la República determinará mediante decreto supremo la fecha de iniciación de actividades del Indespa.


8. El Presidente de la República podrá disponer el traspaso de toda clase de bienes desde otros servicios al Indespa.”.



La Honorable Senadora señora Von Baer hizo presente que cuando se está creando una institución nueva es necesario tener claridad respecto de la situación en que quedarán o se traspasarán los funcionarios que es una discusión que siempre se ha dado, y que por tanto es necesario conocer de antemano un modelamiento de lo que se tiene.





Recalcó que no estaba de acuerdo con entregar esta facultad absoluta al Ejecutivo pues, en su opinión, parte de esto debiera estar regulado en la ley, de modo que insistió en que debe quedar mucho más explícito este tema así como también el modelamiento de la planta, para saber cuántos funcionarios hay ahora, cuántos están en planta, a contrata, a honorarios, cómo se traspasan esos funcionarios, cuántos quedan en planta y cuántos en contrata.





Sobre el particular, el Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Pesca, señor Paolo Trejo, señaló que en el informe financiero del presente proyecto se indica en términos genéricos cuántos son los funcionarios que van a estar adscritos al Indespa, y se faculta a que el Presidente pueda establecer la planta. 





Asimismo, hizo una distinción entre la planta del personal y la dotación del Instituto, ya que en este caso se debe considerar que este proyecto viene a refundir parte de lo que actualmente realiza el Fondo de Administración Pesquera y el Fondo de Fomento para la Pesca Artesanal.





En la misma línea, precisó que el Fondo de Fomento para la Pesca Artesanal solamente tiene adscritos funcionarios a honorarios y que en el caso del Fondo de Administración Pesquera éste tiene funcionarios a contrata y también a honorarios. En cuanto a los funcionarios a contrata dijo que no todos tienen que ver con aquellas funciones que dicen relación con el Indespa, porque el Fondo de Administración Pesquera no sólo ve temas relativos al fomento productivo sino que también, por ejemplo, programas para los ex - trabajadores de la industria o actuales trabajadores del sector pesquero embarcado y de planta. 





Dado lo anterior, dijo que el Ejecutivo no tiene problemas en entregar los antecedentes respecto de cuál es la dotación actual de los fondos y un detalle de lo solicitado en función de lo que fue expresado en el informe financiero, haciendo hincapié en que de todas maneras su determinación es facultad del Presidente de la República, cuando se establezca la dotación final.





El Honorable Senador señor Quinteros recordó que al ingreso de este proyecto para la discusión en general, ese fue uno de los temas que se debatieron, oportunidad en que se señaló que se traspasarían funcionarios del FAP y del FOP.




Enseguida, la Honorable Senadora señora Von Baer recalcó que se ha insistido en que esto se deja en las manos de Presidente de la República, y que eso no es siempre así. Agregó que cuando se crea una institución no puede quedar todo en manos del Presidente pues cuanto se está legislando lo mínimo es que lo que dice relación con los funcionarios quede en la ley, además que hizo presente que el contenido del informe financiero es poco explícito en relación al tema en discusión.





El Honorable Senador señor Quinteros solicitó al Ejecutivo que envíe por oficio a cada miembro de la Comisión el modelamiento de la planta.




La Honorable Senadora señora Von Baer manifestó su desacuerdo con lo anteriormente señalado, pues enfatizó que su ánimo era debatir acerca de este tema ya que, tal como lo ha expresado, es lo mínimo que es posible hacer al momento de crear una institución nueva.




El Honorable Senador señor Quinteros estuvo de acuerdo con lo expresado. No obstante, hizo presente que este tema ya fue discutido cuando se realizó el debate en general.





Enseguida, la Honorable Senadora señora Von Baer insistió en que en este caso específico nunca se ha visto el modelamiento de la planta y, a mayor abundamiento, señaló que en todos los proyectos de estas características llegado a este punto ocurre lo mismo con el Ejecutivo, que no presenta un modelamiento, y que aprobar los proyectos de esa forma es responsabilidad de los Parlamentarios.





El Honorable Senador señor Quinteros expresó que estando de acuerdo con el planteamiento de fondo lo cierto es que no hay ninguna indicación pendiente como para dejar este tema a la espera de una próxima sesión, no obstante que estaba seguro que en la Comisión de Hacienda se exigirá lo solicitado.





La Honorable Senadora señora Von Baer hizo hincapié en que lo normal es que esto se discuta antes de votar completamente el proyecto, que es en la situación en que está actualmente. Por ello, insistió en que le parece necesario conocer el modelamiento antes de terminar la votación particular, en especial de los artículos transitorios.





En la misma línea, anunció su voto en contra de todo el transitorio para plantear esta discusión en la Sala, pues considera inaceptable que ni siquiera se conozca el modelamiento que siempre se hace en todas las instituciones que se crean y no que ello debiera ser a solicitud de un Parlamentario, pues el Ejecutivo debiera tenerlo siempre a disposición.





El Subsecretario de Pesca, señor Berazaluce, recalcó que el Ejecutivo no está ocultando el modelamiento de la planta y que es un tema que se discutió en el trabajo que desarrolló la Comisión en un inicio, y que también se verá en la Comisión de Hacienda. Sin perjuicio de lo anterior, indicó que se puede hacer llegar a los miembros de esta Comisión el mismo documento que se presentará sobre el tema a la Comisión de Hacienda.





La Honorable Senadora señora Von Baer reiteró que siempre que se crea un institución el modelamiento no es solo competencia de la Comisión de Hacienda, pues los Parlamentarios son responsables de estas materias, de los funcionarios a contrata, de planta, y agregó que de hecho aquí no se respeta ni siquiera la proporción del 80/20, resaltando que para los funcionarios se trata de un tema delicado.





El Asesor del Ministerio de Economía, señor Adrián Fuentes, señaló que el informe financiero que tiene el proyecto contiene la cantidad de personal con el cual va a partir este servicio, que señala que serán noventa y una personas definidas tanto a nivel nacional como profesional, administrativo y auxiliar, con un gasto en régimen de $1.468 millones. Agregó que en un principio se indicó que la estructura de este servicio contempla el traspaso de funcionarios de otros servicios a la futura planta y, por lo tanto, sostuvo que la estructura del artículo transitorio en discusión responde al hecho que hay que fijar en el respectivo decreto con fuerza de ley los requisitos para la creación de la planta, y para que los funcionarios que sean traspasados o encasillados a esa planta cumplan con dichos requisitos. 





Agregó que existen muchos servicios que se transforman en que se traspasa o se encasilla al personal, donde los requisitos de la planta existente tienen que ser idénticos a la que se va a crear, y lo que se hace acá según lo señala el informe financiero, es determinar cuántas personas se van a traspasar, cuál es el costo financiero de lo que se hará y se entrega a un decreto con fuerza de ley la facultad de fijar las plantas, la creación y determinación de los requisitos posteriores de acuerdo al traspaso de funcionarios que se realiza una vez dictada la ley.





La Honorable Senadora señora Von Baer insistió en que lo que se ha señalado es demasiado general y que parte de ello debiese quedar en la ley, pues la norma actual no dice nada y en general el modelamiento siempre se ve con anterioridad.





Por su parte, la Honorable Senadora señora Muñoz dijo entender y compartir el argumento de la Senadora Von Baer. Sin embargo, señaló, en la medida que no se cuente con esa información que se puede remitir a la Comisión de Hacienda, está de acuerdo en votar las disposiciones transitorias y que el tema del modelamiento lo resuelva el Ejecutivo en la Comisión de Hacienda. 





El Honorable Senador señor Quinteros señaló que, puesto que no existen indicaciones pendientes, sometería a votación el artículo primero transitorio.





Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó la votación separada de todos los numerales del artículo primero transitorio.



Numeral 1


1. Fijar la planta de personal del Indespa. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal de otros servicios.



- Sometido a votación el numeral 1, fue aprobado por mayoría de votos. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señoras Goic y Muñoz y señor Quinteros. Votó por su rechazo la Honorable Senadora señora Von Baer.




Numeral 2


2. Disponer, sin solución de continuidad, traspaso de funcionarios de planta y a contrata desde la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura al Indespa, conforme a lo señalado en el número siguiente, transfiriéndose asimismo los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.



- Puesto en votación el numeral 2, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Von Baer y señor Quinteros. 



Numeral 3


3. El traspaso del personal titular de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso.


Del mismo modo, la dotación máxima de personal de la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose además el plazo en que deba llevarse a efecto este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. Conjuntamente con el traspaso del personal, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.



- Sometido a votación el numeral 3 fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Von Baer y señor Quinteros. 




Numeral 4


4. En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República dictará las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en los artículos 6° y 7° de la ley N°19.553, cuando corresponda, el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del Título VI de la ley N°19.882, y los niveles para la aplicación del artículo 8° de la ley N°18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°29, de 2005, del Ministerio de Hacienda. Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas complementarias al artículo 15 de esta última ley para los encasillamientos del personal derivados de las plantas que fije.



- Puesto en votación el numeral 4, fue aprobado por mayoría de votos. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz y señor Quinteros. Votó por su rechazo la Honorable Senadora señora Von Baer.




Numeral 5


5. El Presidente de la República determinará la fecha de entrada en vigencia de la planta que fije y de los encasillamientos que se practiquen. Igualmente, fijará la dotación máxima de personal, la cual no estará afecta a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del Estatuto Administrativo respecto de los empleos a contrata incluidos en esta dotación.





La Honorable Senadora señora Von Baer recalcó que existe la necesidad el Ejecutivo explique la razón por la cual la planta no estará afecta a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del Estatuto Administrativo, ya que según dijo, eso se está haciendo en todos los proyectos de ley, situación que le pareció inaceptable ya que recalcó que no puede ser que el Ejecutivo inicie una institución nueva pretendiendo que los Parlamentarios aprobemos el que no se cumpla con la proporción de 80/20. 



- En votación el numeral 5, votó por la afirmativa el Honorable Senador señor Quinteros, por la negativa la Honorable Senadora señora Von Baer y se abstuvieron las Honorables Senadoras señora Goic y Muñoz.


- Repetida la votación, en conformidad al artículo 178 del Reglamento, por el voto de abstención que determina que quede sin resolverse esta numeral, se registró el siguiente resultado: votaron por su aprobación los Honorables Senadores señora Muñoz y señor Quinteros. Votó por su rechazo la Honorable Senadora señora Von Baer. Se abstuvo la Honorable Senadora señora Goic.


En consecuencia, el numeral 5 quedó aprobado por mayoría de votos, tres votos a favor y uno en contra.




Numeral 6


6. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


b) No podrá significar cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


c) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


- Puesto en votación el numeral 6, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Von Baer y señor Quinteros. 



Numeral 7


7. El Presidente de la República determinará mediante decreto supremo la fecha de iniciación de actividades del Indespa.





La Honorable Senadora señora Von Baer consultó el Ejecutivo cuál era la razón para no establecer un plazo iniciación de actividades del Indespa, quedando indeterminado, pues hizo presente que cuando se crea una nueva institucionalidad la fecha de puesta en marcha del servicio considera un plazo que por lo general es de 6 meses, pero en este caso ello no ocurre.





El Subsecretario de Pesca, señor Berazaluce, indicó que la estructura del proyecto obedece a un formato del Ministerio de Hacienda, pues son ellos quienes regulan este tipo de cosas.





Enseguida, la Honorable Senadora señora Goic  compartió que no se puede dejar totalmente abierto este artículo toda vez que independientemente del Gobierno de turno, el objetivo es que el Instituto se ponga en marcha, no obstante que hizo presente que ello es de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, pero insistió en la necesidad de poner una fecha.



- Sometido a votación, el numeral 7 fue rechazado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Von Baer y señor Quinteros.



Numeral 8


8. El Presidente de la República podrá disponer el traspaso de toda clase de bienes desde otros servicios al Indespa.



- Puesto en votación el numeral 8, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Von Baer y señor Quinteros.
- - -

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo 1º

Letra d)


-Intercalar antes del punto final (.), la siguiente frase: “y sus modificaciones posteriores”.

(Unanimidad 4x0. Indicación A, con modificaciones)

Letra h)


-Agregar, entre su palabra final “artesanales” y el punto final (.) la expresión 
“, en conformidad a la ley.”.

(Unanimidad 4x0. Indicaciones números 2 y 3)

Artículo 2°

Inciso primero


-Intercalar a continuación de la expresión “Ministerio de Economía, Fomento y Turismo” y antes del punto seguido (.), lo siguiente: “cuyo objetivo será fomentar y promover el desarrollo de la pesca artesanal, de la acuicultura de pequeña escala y sus beneficiarios”.

(Unanimidad 4x0, indicación número 10 con modificaciones)

Inciso segundo


-Reemplazar la expresión “y,o”, por la conjunción disyuntiva “o”.

(Unanimidad 4x0, artículo 121 Reglamento del Senado)

Artículo 3°

Encabezado


-Sustituirlo por el que sigue:





“Artículo 3°.- Funciones y atribuciones. Con el fin de fomentar y promover el desarrollo de la actividad pesquera artesanal y de la acuicultura de pequeña escala, el Indespa tendrá las siguientes funciones y atribuciones:”.

(Unanimidad 3x0, artículo 121 del Reglamento del Senado)




Letra a) y Letra e)


-Reemplazar la expresión “y,o”, por la conjunción disyuntiva “o”.

(Unanimidad 3x0, artículo 121 Reglamento del Senado)




Letra f)


-Sustituir la frase “mediante la ejecución de acciones”, por “directamente o mediante la ejecución de acciones propias o”.

(Unanimidad 4x0 indicaciones números 13 y 14, con modificaciones)




Letra j)


- Intercalar entre las expresiones “personas naturales o jurídicas,” y “nacionales y extranjeras” la expresión “públicas o privadas,”.

(Unanimidad 4x0, indicación número 17 con modificaciones)

Inciso segundo


- Agregar como su oración final, lo siguiente:


“El reglamento establecerá los parámetros de objetividad y publicidad de dichos instrumentos o beneficios, con excepción de situaciones de emergencia reguladas por la ley.”.

(Unanimidad 4x0, indicaciones números 23 y 24, con modificaciones)

Artículo 5°


-Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 5°.- Reglamento. Un reglamento dictado por el Ministerio y suscrito por el Ministro de Hacienda regulará, entre otras, las siguientes materias:



1. El o los instrumentos técnicos de focalización y procedimientos que utilizará el Indespa para determinar a los beneficiarios que accederán a las acciones previstas en el artículo 3° de esta ley.


2. Los requisitos, criterios y procedimientos que deberán cumplir los pescadores artesanales y los acuicultores de pequeña escala cuando postulen de forma individual o como integrantes de una organización o persona jurídica a los programas o beneficios del Indespa.


3. Los parámetros objetivos para identificar a los distintos segmentos de beneficiarios conforme a los cuales se establecerán los tipos de beneficios a los que accederán, pudiendo considerar, entre otros, el tipo de proyecto y sus características, el tipo de beneficiarios y su impacto en la actividad.


4. Los sistemas de control y evaluación que utilizará para excluir a los beneficiarios que no cumplan con sus obligaciones, de conformidad a lo señalado en el artículo 13.


5. Los parámetros necesarios para considerar la diversidad local o regional de los beneficios y beneficiarios de las acciones del Instituto.


Las bases de los programas o concursos, deberán de conformidad a esta ley y su reglamento, establecer las normas y reglas de la evaluación, selección y asignación de dichos programas, asimismo deberán contener las normas y criterios que permitan que dicha asignación se realice de manera imparcial, transparente y objetiva.”.

(Unanimidad 4x0, indicaciones números 27, 28 y 29 con modificaciones)

Artículo 6°

Inciso cuarto


-Sustituirlo por el que sigue:


“El Consejo requerirá de la mayoría de sus miembros para sesionar y sus acuerdos se adoptarán por la mayoría de los consejeros presentes. El Consejo determinará las normas de su funcionamiento mediante reglamento interno. Los consejeros no percibirán remuneración por el ejercicio de sus funciones.”.

(Unanimidad 4x0 indicación número 30, con modificaciones)




Artículo 7°

Letra b)



-Reemplazar la expresión “y,o”, por la conjunción disyuntiva “o”.

(Unanimidad 4x0, artículo 121 Reglamento del Senado)

Inciso segundo


- Agregar después del punto final (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración final:


“Las actas del Consejo Directivo serán públicas y estarán disponibles en dicho sitio web.”.

(Unanimidad 3x0 indicación número 37, con modificaciones) 

Artículo 8°

Letra e)


- Reemplazarla por la siguiente:


“e) Celebrar los convenios aprobados por el Consejo Directivo del Indespa.”.

(Unanimidad 3x0 indicación número 38, con modificaciones) 

Artículo 9°


- Agregar el siguiente inciso final:


“Un reglamento del Ministerio determinará el funcionamiento de los Consejos Consultivos y el procedimiento de designación y nombramiento de los representantes señalados en la letra f), que se realizará en virtud de lo establecido en la ley N° 20.500 sobre participación y las demás normas legales vigentes que le sean aplicables.”.

(Mayoría 3x1 en contra indicación número 42, con modificaciones) 

(Unanimidad 4x0 indicación número 43, con modificaciones) 

Artículo 11


- Reemplazar su encabezado por el siguiente:


“Artículo 11.- Beneficiarios. Sólo podrán ser beneficiarios de las acciones desarrolladas o prestaciones otorgadas por el Indespa:”

(Unanimidad 4x0 indicación número 45, con modificaciones) 

Letra b)


- Intercalar entre la palabra “escala” y la expresión “con inscripción”, lo siguiente: “que de conformidad a la ley, cuenten con”

(Unanimidad 4x0 indicación número 47, con modificaciones) 




Artículo 12

Inciso primero


-Sustituir su inciso primero, por el siguiente:



“Artículo 12.- Otorgamiento de los beneficios. La selección de los proyectos, beneficios o beneficiarios se realizará de conformidad con las disposiciones, parámetros y criterios de priorización señalados en el reglamento y contenidas en las bases respectivas, de acuerdo a lo establecido en el artículo 5° de la presente ley.”.

(Unanimidad 4x0 indicaciones números 53 y 54, con modificaciones) 




Inciso segundo


-Reemplazar la expresión “y,o”, por la conjunción disyuntiva “o”.

(Unanimidad 4x0 artículo 121 Reglamento del Senado)




Artículo 13


- Sustituir su inciso tercero, pasando el inciso cuarto a ser inciso séptimo, por los siguientes:


“No podrán acceder a beneficios del Indespa quienes hayan incumplido las obligaciones adquiridas con el Servicio u otras instituciones públicas, a través de las cuales se gestionen proyectos dirigidos a los beneficiarios de aquél. 


El reglamento establecerá los procedimientos destinados a aplicar dicha exclusión, la que inhabilitará a los afectados para solicitar nuevos beneficios hasta por un plazo de dos años, desde que sea determinada por resolución fundada del Director.


La exclusión establecida en el inciso primero no se aplicará a quienes postulen a beneficios otorgados en programas motivados en una catástrofe o emergencia declarada por decreto supremo conforme a lo establecido en la ley N° 16.282. 


Tampoco se otorgarán beneficios a quienes hayan sido sancionados por infringir la Ley General de Pesca y Acuicultura mediante resolución judicial y, o administrativa que se encuentre a firme. Lo anterior no será aplicable a quienes incurran en las infracciones señaladas en el artículo 116 de dicho cuerpo legal, salvo que éstas sean cometidas en pesquerías en estado de sobreexplotación o colapsadas.”.

(Mayoría 3x1 abstención indicación número 58, con modificaciones) 

Artículo primero transitorio

Numeral 7

-Suprimir su número 7, pasando su número 8 a ser número 7, sin enmiendas.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO:


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY





“Artículo 1º.- Definiciones. Para los efectos de esta ley se entenderá por:


a) Consejo: el Consejo Directivo del Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala.





b) Director: el Director Ejecutivo del Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de Acuicultura de Pequeña Escala.





c) Indespa o Instituto: Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala.





d) Ley General de Pesca y Acuicultura: ley N°18.892 y sus modificaciones, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N°430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción y sus modificaciones posteriores.





e) Ministerio: el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.





f) Subsecretaría: la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura.





g) Servicio: el Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura.





h) Acuicultura de pequeña escala: aquella actividad que tiene por objeto el cultivo y producción de recursos hidrobiológicos realizada por personas naturales, organizaciones de pescadores artesanales o personas jurídicas constituidas por pescadores artesanales, en conformidad a la ley.



Artículo 2°.- Creación del Indespa. Créase el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala, Indespa, como servicio público descentralizado, que contará con personalidad jurídica y patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo cuyo objetivo será fomentar y promover el desarrollo de la pesca artesanal, de la acuicultura de pequeña escala y sus beneficiarios. El servicio estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en el Título VI de la ley N° 19.882.





Su domicilio será la ciudad de Valparaíso y deberá contar con estructura permanente de presencia regional. A las oficinas regionales les corresponderá ejercer, dentro del territorio de su competencia, las funciones y atribuciones que, siendo competencia del Consejo Directivo o del Director Ejecutivo, les sean delegadas.





El Indespa se someterá a las normas establecidas en el decreto ley N° 1263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado.





Artículo 3°.- Funciones y atribuciones. Con el fin de fomentar y promover el desarrollo de la actividad pesquera artesanal y de la acuicultura de pequeña escala, el Indespa tendrá las siguientes funciones y atribuciones:




a) Contribuir a mejorar la capacidad productiva o comercial de los sectores de la pesca artesanal y de la acuicultura de pequeña escala.





b) Fomentar la diversificación productiva de los sectores de la pesca artesanal y de la acuicultura de pequeña escala.





c) Contribuir a fortalecer el desarrollo integral y armónico, así como el patrimonio natural, cultural y económico de las caletas y de los sectores aledaños.





d) Desarrollar obras de infraestructura para la pesca artesanal y la acuicultura de pequeña escala, las que deberán ejecutarse preferentemente a través de convenios con los órganos de la Administración del Estado competentes.





e) Coordinar y ejecutar preferentemente a través de los órganos de la Administración del Estado existentes, o financiar, según corresponda, la acción del Estado orientada a dichos objetivos.





f) Facilitar el acceso al crédito a los pescadores artesanales y acuicultores de pequeña escala, para financiar proyectos productivos o de mejoramiento de la calidad del producto y demás incluidos en sus objetivos, directamente o mediante la ejecución de acciones propias o de coordinación, articulación y colaboración con órganos públicos y privados dedicados al otorgamiento de créditos o de las garantías que los respalden. De la misma forma, facilitará el acceso al crédito a las organizaciones y personas jurídicas beneficiarias que desarrollen proyectos que impliquen beneficios directos para el sector pesquero artesanal o de acuicultura de pequeña escala.





g) Proporcionar asistencia técnica y capacitación a los pescadores artesanales y acuicultores de pequeña escala, tanto en los aspectos productivos, de comercialización y demás que constituyen sus objetivos propios. Lo anterior se ejecutará preferentemente a través de acciones de coordinación, articulación y colaboración con órganos públicos y privados especialistas en estas prestaciones, para lo cual proveerá de los requerimientos específicos de dichas asistencias técnicas y capacitaciones. A estos efectos, podrá otorgar un financiamiento parcial, considerando aportes propios del beneficiario.





h) Financiar aportes no reembolsables en el marco de sus funciones y atribuciones. Para estos efectos, deberá ejecutar los proyectos respectivos preferentemente a través de los órganos de la Administración del Estado o entidades privadas.





i) Financiar aportes no reembolsables para atender situaciones de catástrofe del sector beneficiario, previo decreto supremo que la declare conforme a lo establecido en la ley N° 16.282.





j) Dictar y ejecutar todos los actos y celebrar todos los convenios con personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, nacionales o extranjeras, que sean necesarios para el cumplimiento de sus objetivos y funciones propias y los demás que les fijen las leyes.





En este marco, podrá convenir con gobiernos regionales, municipalidades y demás órganos de la Administración del Estado, la formulación y ejecución de planes y la realización de proyectos destinados al cumplimiento de sus fines.





k) Evaluar la capacidad técnica y calidad de los servicios prestados por personas naturales o jurídicas en materia de asistencia técnica o de capacitación y suspender su participación en proyectos futuros cuando se constate el incumplimiento de sus deberes contractuales, sean técnicos o administrativos, debiendo perseguir las responsabilidades derivadas, cuando corresponda, según la normativa vigente.





l) Colaborar y coordinarse con otros órganos de la Administración del Estado para asegurar la oportuna y eficiente acción de aquellos en el sector de la pesca artesanal y acuicultura de pequeña escala, en los ámbitos de sus competencias, especialmente en las zonas extremas, aisladas e insulares del país.





m) Fomentar y promover el desarrollo integral del sector artesanal en el marco de la sustentabilidad de los recursos hidrobiológicos.





n) Promover la inclusión y la equidad de género en las distintas etapas productivas del sector artesanal.





Sin perjuicio de lo anterior, tanto los programas nuevos como las reformulaciones de los existentes que para el cumplimiento de sus funciones el Indespa financie, deberán someterse a una evaluación de diseño desarrollada previamente por la Dirección de Presupuestos y contar con un informe favorable de la misma para su ejecución. El reglamento establecerá los parámetros de objetividad y publicidad de dichos instrumentos o beneficios, con excepción de situaciones de emergencia reguladas por la ley.





Artículo 4°.- Patrimonio. El patrimonio del Indespa estará conformado por:





a) Los bienes muebles e inmuebles que posea o se encuentren en su dominio o adquiera a cualquier título.





b) Los aportes y subvenciones que se consulten en la ley de Presupuestos o en leyes especiales.





c) Los frutos naturales o civiles de sus bienes y recursos.





d) Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten.





e) Las donaciones que acepte, las que estarán exentas del trámite de insinuación.





f) Los aportes de cooperación internacional que reciba.





En todo caso, el patrimonio no podrá conformarse con aportes provenientes de la industria pesquera o del sector acuícola de gran escala.





Artículo 5°.- Reglamento. Un reglamento dictado por el Ministerio y suscrito por el Ministro de Hacienda regulará, entre otras, las siguientes materias:





1. El o los instrumentos técnicos de focalización y procedimientos que utilizará el Indespa para determinar a los beneficiarios que accederán a las acciones previstas en el artículo 3° de esta ley.





2. Los requisitos, criterios y procedimientos que deberán cumplir los pescadores artesanales y los acuicultores de pequeña escala cuando postulen de forma individual o como integrantes de una organización o persona jurídica a los programas o beneficios del Indespa.





3. Los parámetros objetivos para identificar a los distintos segmentos de beneficiarios conforme a los cuales se establecerán los tipos de beneficios a los que accederán, pudiendo considerar, entre otros, el tipo de proyecto y sus características, el tipo de beneficiarios y su impacto en la actividad.





4. Los sistemas de control y evaluación que utilizará para excluir a los beneficiarios que no cumplan con sus obligaciones, de conformidad a lo señalado en el artículo 13.





5. Los parámetros necesarios para considerar la diversidad local o regional de los beneficios y beneficiarios de las acciones del Instituto.





Las bases de los programas o concursos, deberán de conformidad a esta ley y su reglamento, establecer las normas y reglas de la evaluación, selección y asignación de dichos programas, asimismo deberán contener las normas y criterios que permitan que dicha asignación se realice de manera imparcial, transparente y objetiva.





Artículo 6°.- Consejo Directivo de Indespa. El Indespa contará con un Consejo Directivo integrado por el Subsecretario de Pesca y Acuicultura, quien lo presidirá; el Subsecretario de Economía y Empresas de Menor Tamaño o quien éste designe; el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo o quien éste designe; el Director Nacional del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura o quien éste designe, y el Director Nacional de Obras Portuarias o quien éste designe. 





Asimismo, integrará el Consejo el Director Ejecutivo, con derecho a voz.





El Presidente del Consejo tendrá por funciones las siguientes:





a) Dirigir el Consejo.





b) Citar a sesiones, fijar sus tablas y dirigir sus deliberaciones.





c) Dirimir las decisiones del Consejo en caso de empate.





d) Relacionarse con el Director Ejecutivo para la adecuada coordinación de las funciones y atribuciones del Instituto.





El Consejo requerirá de la mayoría de sus miembros para sesionar y sus acuerdos se adoptarán por la mayoría de los consejeros presentes. El Consejo determinará las normas de su funcionamiento mediante reglamento interno. Los consejeros no percibirán remuneración por el ejercicio de sus funciones.





Artículo 7°.- Atribuciones del Consejo Directivo. El Consejo Directivo tendrá las siguientes funciones y atribuciones:





a) Aprobar las líneas estratégicas y de financiamiento del Indespa, las que deberán ser coherentes con la normativa pesquera y de acuicultura y sus fines. La Subsecretaría podrá proponer al Consejo Directivo, en cualquier tiempo, programas extraordinarios para su financiamiento por el Indespa, siempre que estén orientados a asegurar el cumplimiento de la normativa y de los objetivos de éste, o la sustentabilidad de las actividades de pesca y acuicultura, los que deberán cumplir, previo a su ejecución, con lo señalado en el inciso final del artículo 3°.





b) Aprobar los proyectos o convenios referidos al otorgamiento de asistencia técnica, apoyo social, de capacitación y los aportes no reembolsables de conformidad a la ley, y dictar las normas y resolver todo lo concerniente a aquéllos, los que deberán cumplir, previo a su ejecución, con lo señalado en el inciso final del artículo 3°.





c) Sancionar la calificación técnica de los proyectos desarrollados por el Indespa.





d) Aprobar la cuenta pública anual de actividades del Indespa y de la evaluación de sus proyectos.





e) Requerir sugerencias e información a los consejos consultivos regionales para la formulación de los programas a nivel local.





Anualmente se deberá publicar en el sitio web del Indespa la cuenta pública de sus actividades y de la evaluación de los proyectos. Las actas del Consejo Directivo serán públicas y estarán disponibles en dicho sitio web.





Artículo 8°.- Dirección Ejecutiva del Indespa. El Indespa contará con un Director Ejecutivo, quien será el jefe superior del Servicio, y tendrá la calidad de alto directivo público, de conformidad con las normas establecidas en el Título VI de la ley N° 19.882.





En el ejercicio de su cargo, corresponderá al Director Ejecutivo:





a) Concurrir a las sesiones del Consejo con derecho a voz.





b) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos del Consejo, dictando las resoluciones respectivas, cuando corresponda.





c) Estudiar y proponer al Consejo el plan anual de actividades y la propuesta de presupuesto del Indespa.





d) Planificar, organizar y dirigir el funcionamiento del Indespa, de conformidad con las directrices que defina el Consejo.





e) Celebrar los convenios aprobados por el Consejo Directivo del Indespa.





f) Administrar los bienes y recursos del Indespa, así como los bienes y dineros que provengan de los convenios que éste celebre, aplicándolos al cumplimiento de los proyectos específicos de dichos convenios. Tales bienes y dineros quedarán adscritos al correspondiente proyecto y no ingresarán al presupuesto del Indespa, salvo que en el respectivo convenio así se hubiere estipulado.





g) Adquirir y administrar toda clase de bienes muebles e inmuebles necesarios para el cumplimiento de sus funciones, así como celebrar y aprobar los actos y contratos que sean necesarios para tal objetivo.





h) Celebrar toda clase de actos jurídicos que afecten a bienes y recursos a que se refiere la letra anterior, a los recursos que éste administre por mandato de la ley y a los bienes que con ellos adquiera. No obstante, para adquirir, enajenar o gravar bienes raíces se requerirá autorización del Consejo.





i) Dar y tomar en arrendamiento o comodato bienes muebles e inmuebles.





j) Ejecutar el presupuesto anual del Indespa.





k) Dictar las directrices e instrucciones internas necesarias para el buen funcionamiento del Instituto, previo acuerdo del Consejo.





l) Contratar al personal del Indespa y poner término a sus servicios, de conformidad a la ley.





m) Representar judicial y extrajudicialmente al Indespa.





n) Ejecutar los demás actos y celebrar las convenciones necesarias para el cumplimiento de los fines del Indespa.





ñ) Ejercer las demás funciones que le sean delegadas por el Consejo Directivo.





En conformidad con lo establecido en el artículo 31 de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Director, con acuerdo del Consejo y sujeción a la planta y la dotación máxima del Indespa, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de los objetivos del Instituto.





Artículo 9°.- Consejos consultivos regionales del Indespa. El Indespa contará con 14 consejos consultivos regionales, los que estarán integrados por:





a) Un funcionario de la oficina regional del Indespa designado por el Director, que lo presidirá.





b) El Secretario Regional Ministerial de Economía o quien éste designe.





c) El Director Zonal de Pesca o quien éste designe.





d) El Director Regional de Pesca o quien éste designe.





e) Un representante designado por el Gobierno Regional.





f) 7 representantes del sector pesquero artesanal.





Los consejos consultivos regionales tendrán como función principal la de entregar al Consejo del Indespa, propuestas e información para la formulación de sus programas a nivel local, las cuales podrán servir de base para la elaboración de los planes y programas en su región. Asimismo, corresponderá a los consejos consultivos absolver las consultas que le formule el Consejo en el ámbito de sus competencias. Los consejeros no percibirán remuneración por el ejercicio de sus funciones.





Un reglamento del Ministerio determinará el funcionamiento de los Consejos Consultivos y el procedimiento de designación y nombramiento de los representantes señalados en la letra f), que se realizará en virtud de lo establecido en la ley N° 20.500 sobre participación y las demás normas legales vigentes que le sean aplicables.





Artículo 10.- Estatuto de los funcionarios. El personal del Indespa se regirá por las normas del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, sus normas complementarias y las especiales contenidas en esta ley.





En materia de remuneraciones, el Indespa estará sometido a las normas del decreto ley N° 249, de 1974, y su legislación complementaria.





Artículo 11.- Beneficiarios. Sólo podrán ser beneficiarios de las acciones desarrolladas o de los recursos otorgados por el Indespa:




a) Los pescadores artesanales con inscripción vigente en el Registro Pesquero Artesanal, a cargo del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura.





b) Los acuicultores de pequeña escala que de conformidad a la ley, cuenten con inscripción vigente en el registro que llevará el Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura.”.





c) Las organizaciones o personas jurídicas conformadas exclusivamente por pescadores artesanales o acuicultores de pequeña escala, legalmente constituidas. Los pescadores artesanales y los acuicultores de pequeña escala integrantes de organizaciones o personas jurídicas, deberán encontrarse inscritos en el registro pesquero artesanal o de acuicultura de pequeña escala, según corresponda.





Para acceder al otorgamiento de beneficios por parte del Indespa, los pescadores artesanales y los acuicultores de pequeña escala, sea que postulen individualmente o como integrantes de una organización o persona jurídica, deberán cumplir con los requisitos, criterios y procedimientos que fije el reglamento señalado en el artículo 5° de esta ley.



Artículo 12.- Otorgamiento de los beneficios. La selección de los proyectos, beneficios o beneficiarios se realizará de conformidad con las disposiciones, parámetros y criterios de priorización señalados en el reglamento y contenidas en las bases respectivas, de acuerdo a lo establecido en el artículo 5° de la presente ley.



El monto de los beneficios por otorgar será determinado de acuerdo al tipo de proyecto, categoría de beneficiario, capacidad económica del mismo, o el valor de los activos con los cuales desarrolle su actividad. En caso que el Indespa entregue cofinanciamiento para un determinado proyecto, éste sólo podrá otorgarse si considera como requisito previo el otorgamiento y ejecución de asesoría técnica o capacitación a los beneficiarios cuando la calificación del mismo lo requiera.





Los aportes no reembolsables deberán ser asignados previo concurso público en el que podrán participar los beneficiarios que cumplan con las bases de convocatoria respectivas.





Artículo 13.- De la no procedencia del otorgamiento de beneficios. En ningún caso se financiarán proyectos cuyo objetivo sea permitir el ejercicio de la actividad pesquera sobre una pesquería o la operación de una embarcación para la cual el o los beneficiarios no cuenten con inscripción vigente en el registro pesquero artesanal, en la pesquería correspondiente, de conformidad con la ley General de Pesca y Acuicultura.





Si el ejercicio de la actividad de pesca o acuicultura que se pretende promover por un proyecto determinado no se encuentra amparado por la normativa vigente referida a tales actividades no se financiará dicho proyecto.





No podrán acceder a beneficios del Indespa quienes hayan incumplido las obligaciones adquiridas con el Servicio u otras instituciones públicas, a través de las cuales se gestionen proyectos dirigidos a los beneficiarios de aquél. 





El reglamento establecerá los procedimientos destinados a aplicar dicha exclusión, la que inhabilitará a los afectados para solicitar nuevos beneficios hasta por un plazo de dos años, desde que sea determinada por resolución fundada del Director.





La exclusión establecida en el inciso primero no se aplicará a quienes postulen a beneficios otorgados en programas motivados en una catástrofe o emergencia declarada por decreto supremo conforme a lo establecido en la ley N° 16.282. 





Tampoco se otorgarán beneficios a quienes hayan sido sancionados por infringir la Ley General de Pesca y Acuicultura mediante resolución judicial y, o administrativa que se encuentre a firme. Lo anterior no será aplicable a quienes incurran en las infracciones señaladas en el artículo 116 de dicho cuerpo legal, salvo que éstas sean cometidas en pesquerías en estado de sobreexplotación o colapsadas.





La exclusión de los beneficiarios se determinará por resolución fundada del Director.

OTRAS DISPOSICIONES





Artículo 14.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en la ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N°430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:





1. Derógase el párrafo 5° del Título IV, y los artículos contenidos en él.





2. En su artículo 173:





a) Reemplázase el encabezado del inciso primero, por el siguiente:





“Artículo 173.- El presupuesto de la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura deberá consultar anualmente recursos para financiar:”.





b) Elimínanse las letras a), b), c), h) e i) del inciso primero.





c) Elimínanse los incisos segundo, tercero, cuarto y quinto.





Las modificaciones antes señaladas entrarán en vigencia en la fecha que, de acuerdo al número 7 del artículo primero transitorio, inicie sus actividades el Indespa.





Artículo 15.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 17 del decreto con fuerza de ley N°5, de 1983, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 34, de 1931, que legisla sobre la industria pesquera y sus derivados:





1. Reemplázase en su letra j) la expresión “, y” por un punto y coma.





2. Intercálanse los siguientes literales k) y l), nuevos, pasando el actual literal k) a ser el literal m):





“k) Promover y fomentar la investigación y restauración de hábitat para especies hidrobiológicas de importancia para la pesca recreativa, así como la implementación y ejecución de proyectos de promoción, difusión, administración, vigilancia y fiscalización para esta actividad;





l) Promover y fomentar el consumo de recursos hidrobiológicos, pudiendo impulsar el desarrollo, implementación y ejecución de proyectos de promoción de éste, y”.





Artículo 16.- A contar de la fecha en que comience a funcionar el Indespa, el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de las obligaciones del Fondo de Administración Pesquera correspondientes a los literales a), b) y c) del artículo 173 de la ley General de Pesca y Acuicultura, eliminados mediante el artículo 14 de esta ley, derivados de actos administrativos, convenios o contratos suscritos con anterioridad a dicha fecha, serán ejercidas por dicho Instituto. Las correspondientes a los actuales literales d), e), f), g), h), i) y j) serán ejercidas por la Subsecretaría.





A contar de la fecha en que comience a funcionar el Indespa, el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de las obligaciones del Fondo de Fomento para la Pesca Artesanal derivados de actos administrativos, convenios o contratos suscritos con anterioridad a dicha fecha serán ejercidas por dicho Instituto.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS





Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:





1. Fijar la planta de personal del Indespa. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal de otros servicios.





2. Disponer, sin solución de continuidad, traspaso de funcionarios de planta y a contrata desde la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura al Indespa, conforme a lo señalado en el número siguiente, transfiriéndose asimismo los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.





3. El traspaso del personal titular de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso.





Del mismo modo, la dotación máxima de personal de la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose además el plazo en que deba llevarse a efecto este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. Conjuntamente con el traspaso del personal, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.





4. En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República dictará las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en los artículos 6° y 7° de la ley N° 19.553, cuando corresponda, el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del Título VI de la ley N° 19.882, y los niveles para la aplicación del artículo 8° de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N °29, de 2005, del Ministerio de Hacienda. Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas complementarias al artículo 15 de esta última ley para los encasillamientos del personal derivados de las plantas que fije.





5. El Presidente de la República determinará la fecha de entrada en vigencia de la planta que fije y de los encasillamientos que se practiquen. Igualmente, fijará la dotación máxima de personal, la cual no estará afecta a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del Estatuto Administrativo respecto de los empleos a contrata incluidos en esta dotación.





6. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:





a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.





b) No podrá significar cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.





c) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.





7. El Presidente de la República podrá disponer el traspaso de toda clase de bienes desde otros servicios al Indespa.





Artículo segundo.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Indespa y le transferirá los fondos de las entidades que traspasan personal o bienes necesarios para que cumpla sus funciones, para lo cual podrá crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.





Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley en el transcurso del primer año presupuestario de vigencia, será financiado con reasignaciones del presupuesto del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, y en lo que faltare el Ministerio de Hacienda podrá suplementar con cargo a recursos del Tesoro Público. Para los años siguientes se estará a lo que indique la ley de Presupuestos del Sector Público respectiva.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 3, 10 y 17 de mayo de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señoras Carolina Goic Boroevic, Adriana Muñoz D´Albora y Ena Von Baer Jahn y señor Rabindranath Quinteros Lara. (Presidente).



Sala de la Comisión, a 30 de mayo de 2017.

(Fdo.): Juan Pablo Durán G., Secretario de la Comisión. 

__________________
1 LEY N° 20.249 CREA EL ESPACIO COSTERO MARINO DE LOS PUEBLOS ORIGINARIOS.
2 Artículo 116. A las infracciones de las normas de la presente ley y sus reglamentos, o de las medidas de administración pesquera adoptadas por la autoridad, que no tuvieren prevista una sanción especial se les aplicará una multa equivalente a una o dos veces el resultado de la multiplicación del valor de sanción de la especie afectada, vigente a la fecha de la denuncia, por cada tonelada o fracción de tonelada, de peso físico de los recursos hidrobiológicos objeto de la infracción, el comiso de las especies hidrobiológicas, de las artes o aparejos de pesca y medios de transporte, cuando corresponda a las infracciones que no pudieren sancionarse conforme con lo dispuesto precedentemente, se les aplicará una multa de 3 a 300 unidades tributarias mensuales.
En el caso de infracciones de la normativa sobre acuicultura que no tuvieren prevista una sanción especial en la ley, se les aplicará una multa de 3 a 300 unidades tributarias mensuales.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA EL INSTITUTO NACIONAL DE DESARROLLO SUSTENTABLE DE LA PESCA ARTESANAL Y DE LA ACUICULTURA DE PEQUEÑA ESCALA, INDESPA

(9.689-21)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir  su informe acerca del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”. 

A la sesión en que la Comisión consideró este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, de la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura, el Subsecretario, señor Pablo Berazaluce; el Jefe de la División Jurídica, señor Pablo Trejo; el Jefe de la División Desarrollo Pesquero, señor Alejandro Gertosio; el Director Ejecutivo del Fondo de Administración Pesquero, señor José Luis de la Fuente; los asesores, señores César Astete, Adrián Fuentes y Miguel Cisternas, y la Periodista, señora Camila Pizarro.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la Asesora Legislativa, señora María Jesús Mella.

De la Oficina del Honorable Senador Lagos, la Asesora, señora Leslie Sánchez, y el Periodista, señor Claudio Luna.

La Asesora de Prensa del Honorable Senador Pizarro, señora Andrea del Pilar Gómez.

De la Oficina del Honorable Senador Prokurica, la Asesora Legislativa, señora Carmen Castañaza, y el Asesor, señor Alejandro López.

Del Comité Demócrata Cristiano, la Asesora Legislativa, señora Constanza González.

Del Comité Partido Socialista, el Asesor, señor Francisco Aedo.

- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos 2°; 3°; 4°; 7°; 8°; 10; 11; 12; 13; 14 y 16; permanentes, y artículos primero, segundo y tercero, transitorios, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, como reglamentariamente corresponde.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

La Comisión de Hacienda se remite, al efecto, a lo expresado sobre el particular por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura en su segundo informe.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

Crear una institución con cobertura nacional que, a través de sus oficinas regionales, contribuya a mejorar la capacidad productiva y comercial de los sectores de la pesca artesanal y de la acuicultura a pequeña escala, otorgando apoyo a estos sectores en casos de catástrofe e impulsando a su vez, obras de desarrollo de infraestructura con el fin de fomentar y promover el desarrollo productivo de sus beneficiarios.
- - -
Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de que la Comisión de Hacienda introdujo una modificación en el artículo primero transitorio respecto del texto que propone la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura en su segundo informe.
- - -

DISCUSIÓN


Previo a la consideración de los artículos de la iniciativa legal, el Subsecretario de Pesca y Acuicultura, señor Pablo Berazaluce, efectuó una presentación, en formato power point, del siguiente tenor:

Diagnóstico situación actual (Fuente: “Determinación de una Propuesta de Política Pública de Desarrollo Productivo para la Pesca Artesanal”, año 2012)
- Alta complejidad: los programas y fondos de financiamiento son diversos, complejos e intrincados para los usuarios.

- Baja coordinación sectorial: se asignan con un bajo nivel de coordinación respecto de objetivos, criterios y de acciones para un efectivo desarrollo de la actividad pesquera artesanal.

- Baja coordinación interinstitucional: cada institución define internamente las prioridades y modo de operación de sus programas y fondos. 

- No hay evaluación ex post: no se tiene conocimiento de evaluaciones respecto de la efectividad del gasto sectorial y del impacto y sujetos de beneficios que las inversiones han tenido en el desarrollo del sector pesquero artesanal.

- Poca sustentabilidad: las acciones de fomento son de carácter cortoplacista, sin seguimiento ni evaluación de efectividad.

Diagnóstico del Sector Pesquero Artesanal 

La pesca artesanal por su parte ha dejado ver al menos dos elementos de mejora:

- Debilidad institucional en cuanto a falta de instrumentos y falta de presencia regional.

- Políticas con falta de seguimiento e implementación de largo plazo.

Institucionalidad de fomento vigente

1) El Fondo de Administración Pesquero, FAP.

Fondo alojado en la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura, administrado por el Consejo de Administración Pesquera y presidido por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo (Nota: Presupuesto total del FAP año 2017: M$10.327, de los cuales M$1.260.537 son a cuenta del programa de repoblamiento de Algas).

- Ejecución a cargo de Director Ejecutivo, quien propone las líneas de financiamiento al Consejo y ejecuta los acuerdos.

- Entrega de los beneficios se hace a través de concursos nacionales, concursos regionales e intervenciones focalizadas.

- La presencia regional, depende de la firma de “convenios” con los diferentes Gobiernos Regionales.

- Beneficia a organizaciones de pescadores artesanales. Proyectos de energía solar, renovación de artes de pesca, modernización de las embarcaciones, iniciativas de turismo, etc.

2) El Fondo de Fomento para la Pesca Artesanal FFOPA.

El Fondo de Fomento para la Pesca Artesanal, es un organismo público, alojado en Sernapesca cuya labor de administración recae en el Consejo de Fomento para la Pesca Artesanal (Nota: Presupuesto total del FFOPA año 2017: M$5.490.482).

- El Fondo de Fomento para la Pesca Artesanal tiene un sistema de Concurso Nacional y otro de Convenios Regionales.

- Apoya a organizaciones de pescadores artesanales.

- La presencia regional depende de la firma de “Convenios” con los diferentes Gobiernos Regionales.

Diagnostico Institucionalidad de Fomento

- Necesidad de consolidar los esfuerzos dedicados a mejorar la competitividad de la pesca artesanal y acuicultura de pequeña escala.

- Escasa dimensión territorial y baja cobertura nacional.

- Falta de instrumentos de apoyo a la acuicultura de pequeña escala.

Objetivo del proyecto de ley

Creación de una institución con cobertura nacional, que a través de oficinas regionales, contribuya a mejorar la capacidad productiva y comercial de los sectores de la pesca artesanal y de la acuicultura de pequeña escala (Nota: Institucionalidad similar, Fondo Nacional de Desarrollo Pesquero (FONDEPES) en Perú. Misión: Promover el desarrollo integral de la actividad pesquera artesanal y acuícola en el ámbito nacional, a favor de los pescadores artesanales y acuicultores; contribuyendo al mejoramiento productivo responsable y sostenible).
Beneficiarios del INDESPA

Los pescadores artesanales, acuicultura de pequeña escala (APE) y organizaciones constituidas exclusivamente por pescadores artesanales o acuicultores de pequeña escala.
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Líneas de acción del INDESPA

- Contribuir a mejorar la capacidad productiva o comercial de los sectores de la pesca artesanal y de la acuicultura de pequeña escala. 

- Fomentar la diversificación productiva de los sectores de la pesca artesanal y de la acuicultura de pequeña escala.

- Contribuir a fortalecer el desarrollo integral y armónico de caletas artesanales.

- Desarrollar obras de infraestructura de la pesca artesanal y de la acuicultura de pequeña escala. 

- Coordinar, ejecutar y financiar, según corresponda, la acción del Estado orientada a dichos objetivos. 

- Facilitar el acceso al crédito mediante la articulación pública y privada.

- Otorgar apoyo a los sectores de la pesca artesanal y de la acuicultura de pequeña escala, en casos de catástrofe o emergencia declarada por la autoridad competente. 

- Proporcionar asistencia técnica y capacitación en aspectos productivos y de comercialización. 

Estructura orgánica del INDESPA

a) Administración. Consejo Directivo, integrado por:

- Subsecretario de Pesca y Acuicultura, quien lo presidirá; 

- Subsecretario de Economía y Empresas de Menor Tamaño; 

- Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo;

- Director Nacional del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura, y  

- Director Nacional de Obras Portuarias. 

Funciones del Consejo Directivo:

- Aprobar las líneas estratégicas y de financiamiento del INDESPA, las que deberán ser coherentes con la normativa pesquera y de acuicultura y sus fines.

- Aprobar los proyectos y convenios referidos al otorgamiento de asistencia técnica, apoyo social, de capacitación y los aportes no reembolsables de conformidad a la ley.

b) Ejecución: Director Ejecutivo.

- Es la máxima autoridad directiva del Instituto.

- Elegido por Sistema de Alta Dirección Pública.

- Estudiar y proponer al Consejo el plan anual de actividades y la propuesta de presupuesto del INDESPA.

- Ejecutar el presupuesto anual del INDESPA.

- Ejecuta los acuerdos del Consejo. 

c) Consejos Consultivos Regionales.

El INDESPA contempla contar con 14 consejos consultivos regionales, que tendrán como función principal la de entregar al consejo directivo de INDESPA, propuestas e información para la formulación de sus programas a nivel local.

- Integrados por representantes de institucionalidad pública regional y siete representantes del sector pesquero artesanal.

ORGANIGRAMA INDESPA
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Situación actual v/s proyecto INDESPA
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de la actividad pesquera, a nivel nacional.
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Actualmente los fondos son focalizados
mayoritariamente  a  organizaciones  de
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Experiencias Internacionales

En el año 1992, se crea el Fondo Nacional de Desarrollo Pesquero (FONDEPES) en Perú. Misión: promover el desarrollo integral de la actividad pesquera artesanal y acuícola en el ámbito nacional, a favor de los pescadores artesanales y acuicultores; contribuyendo al mejoramiento productivo responsable y sostenible.

- Origen: resultado de la fusión de los Fondos de Financiamiento de Infraestructura Pesquera (FOFIP), de Reactivación del sector Pesquero (FONRESPE), de Desarrollo Pesquero Artesanal (FONDEPA) y el Programa de Infraestructura Pesquera Artesanal ((PDIPA).

Objetivos:

- Mejorar la productividad de las unidades económicas.

- Potenciar la competitividad acuícola.

- Mejorar la competitividad a los Agentes de la Pesca.

Presupuesto INDESPA
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El Honorable Senador señor Prokurica consultó si la no existencia de seguimiento y evaluación de los proyectos incluye aquellas que efectúa la Dirección de Presupuestos.

Asimismo, inquirió si se considera como elemento relevante de la aprobación de proyectos que se trate de una ayuda constante en el tiempo para que no se pierdan los beneficios de las iniciativas adoptadas. De otro modo, observó, se trata más de asistencialismo que de estrategias de desarrollo.

En otro ámbito, pidió ratificar si, dentro de los recursos contemplados entre los fondos que se han explicado, se contemplan aquellos para financiar repoblamiento de fondo marino con algas.

El Asesor de la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura, señor Fuentes, explicó que el informe financiero actualizado, de 12 de junio de 2017, contempla como total por gastos la cifra de $28.902 millones.

Agregó que se reasignarán $14.550 millones desde los Fondos de Fomento de la Pesca Artesanal y de Administración Pesquera, por lo que los recursos nuevos para Indespa alcanzarán, aproximadamente, $10.000 millones.

El Honorable Senador señor Prokurica consultó qué se va a hacer en relación al aumento de episodios de marejadas que continuarán dañando la infraestructura y embarcaciones de los pescadores, y si se ha estudiado la implementación o contratación de seguros en relación a ello.

El Honorable Senador señor Montes preguntó si lo referido a algas se integra dentro de las actividades propias de Indespa. De igual modo, observó que países como México cuentan con una cultura de mantención del fondo marino y sus especies, cuestión que pareciera no existir en nuestro país y sería muy necesario.

El Subsecretario de Pesca y Acuicultura, señor Berazaluce, respondió, respecto del aumento de episodios de marejadas que impiden la actividad o faena de la pesca, que, dentro de un proyecto de ley que se encuentra en segundo trámite constitucional, existen medidas que otorgan flexibilidad respecto de los pescadores afectados, tales como facilidad de sustitución, prórroga de las caducidades y que el alga extraída producto de las marejadas no sea imputada a cuotas.

Añadió que no existe un instrumento específico, dentro de aquellos que financian la Subsecretaría y los fondos, para afrontar los daños que provocan las marejadas.

En materia de repoblamiento de algas, señaló que Indespa generará los apalancamientos necesarios para obtener más recursos destinados al referido repoblamiento. Estimó que después de los primeros 4 años de vigencia Indespa celebrará convenios con gobiernos regionales y empresas.

El Asesor de la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura, señor César Astete, expresó que este año se suplementó el presupuesto asignado con motivo de la ley que se refiere al repoblamiento de algas y, además, el FAP destinó de sus propios recursos $480 millones destinados a asistencia técnica para lograr que aumenten los postulantes que accedan a fondos para repoblamiento de la nueva ley.

El señor Subsecretario manifestó que, en el proyecto de ley, se busca que estén representadas todas las instancias necesarias para tramitar de manera más rápida y efectiva los recursos que se destinan a la pesca artesanal. Por ello, indicó, se incluye a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo en cuanto a su relación con los gobiernos regionales, por ejemplo. Asimismo, actualmente, el FAP no puede suscribir convenios con municipalidades, lo que si podrá hacer Indespa, añadió.

Agregó que, en otro ámbito, propio del Fondo de Innovación Pesquera, se abordan iniciativas de investigación científica para responder preguntas como aquellas referidas a la mantención de especies y el fondo marino.

El Honorable Senador señor Pizarro consultó la razón de no considerar al Ministerio de Bienes Nacionales dentro del Consejo Directivo de Indespa, tomando en cuenta los problemas que se verifican por el acceso a las caletas pesqueras y otros similares.

El señor Subsecretario respondió que estimaron preferible incluir al Ministerio de Bienes Nacionales dentro del proyecto de ley referido a las caletas pesqueras.

El Honorable Senador señor Lagos consultó si existe alguna información respecto del envío, o no, del proyecto de ley que introduzca modificaciones en la ley de pesca, que fue comprometido para el tercer trimestre en curso.

El señor Subsecretario señaló que, como Subsecretaría de Pesca y Acuicultura, no han recibido ninguna información relacionada con un cambio en el compromiso aludido de enviar el proyecto de ley.
El Honorable Senador señor Montes manifestó que votará favorablemente la iniciativa legal, pero manteniendo dudas respecto de los siguientes aspectos:

- Financiamiento. Debieran considerarse montos mucho mayores a los que se incluyen en el informe financiero.

- Instancias regionales. Quizás sería preferible una instancia nacional y por macrozonas. 

El señor Subsecretario aclaró que, con la caracterización regional, lo único que se busca es reconocer las diferencias que existen en cada región en materia pesquera. Puso, como ejemplo, las regiones de O’Higgins y del Maule, en cuanto la primera presenta una vocación turística y la segunda una vocación más extractiva.

Agregó que los consejos regionales son consultivos y buscan recoger las opiniones de los afectados.
- - -

A continuación se describen o reproducen, según el caso, en el orden del articulado del proyecto, las citadas disposiciones de competencia de vuestra Comisión:

Artículo 2°

Dispone creación de Indespa del siguiente modo:

“Artículo 2°.- Creación del Indespa. Créase el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala, Indespa, como servicio público descentralizado, que contará con personalidad jurídica y patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo cuyo objetivo será fomentar y promover el desarrollo de la pesca artesanal, de la acuicultura de pequeña escala y sus beneficiarios. El servicio estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en el Título VI de la ley N° 19.882.

Su domicilio será la ciudad de Valparaíso y deberá contar con estructura permanente de presencia regional. A las oficinas regionales les corresponderá ejercer, dentro del territorio de su competencia, las funciones y atribuciones que, siendo competencia del Consejo Directivo o del Director Ejecutivo, les sean delegadas.

El Indespa se someterá a las normas establecidas en el decreto ley N° 1263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes, Pizarro y Prokurica.

Artículo 3°

Respecto de funciones y atribuciones, dispone que:

“Artículo 3°.- Funciones y atribuciones. Con el fin de fomentar y promover el desarrollo de la actividad pesquera artesanal y de la acuicultura de pequeña escala, el Indespa tendrá las siguientes funciones y atribuciones:

a) Contribuir a mejorar la capacidad productiva o comercial de los sectores de la pesca artesanal y de la acuicultura de pequeña escala.

b) Fomentar la diversificación productiva de los sectores de la pesca artesanal y de la acuicultura de pequeña escala.

c) Contribuir a fortalecer el desarrollo integral y armónico, así como el patrimonio natural, cultural y económico de las caletas y de los sectores aledaños.

d) Desarrollar obras de infraestructura para la pesca artesanal y la acuicultura de pequeña escala, las que deberán ejecutarse preferentemente a través de convenios con los órganos de la Administración del Estado competentes.

e) Coordinar y ejecutar preferentemente a través de los órganos de la Administración del Estado existentes, o financiar, según corresponda, la acción del Estado orientada a dichos objetivos.

f) Facilitar el acceso al crédito a los pescadores artesanales y acuicultores de pequeña escala, para financiar proyectos productivos o de mejoramiento de la calidad del producto y demás incluidos en sus objetivos, directamente o mediante la ejecución de acciones propias o de coordinación, articulación y colaboración con órganos públicos y privados dedicados al otorgamiento de créditos o de las garantías que los respalden. De la misma forma, facilitará el acceso al crédito a las organizaciones y personas jurídicas beneficiarias que desarrollen proyectos que impliquen beneficios directos para el sector pesquero artesanal o de acuicultura de pequeña escala.

g) Proporcionar asistencia técnica y capacitación a los pescadores artesanales y acuicultores de pequeña escala, tanto en los aspectos productivos, de comercialización y demás que constituyen sus objetivos propios. Lo anterior se ejecutará preferentemente a través de acciones de coordinación, articulación y colaboración con órganos públicos y privados especialistas en estas prestaciones, para lo cual proveerá de los requerimientos específicos de dichas asistencias técnicas y capacitaciones. A estos efectos, podrá otorgar un financiamiento parcial, considerando aportes propios del beneficiario.

h) Financiar aportes no reembolsables en el marco de sus funciones y atribuciones. Para estos efectos, deberá ejecutar los proyectos respectivos preferentemente a través de los órganos de la Administración del Estado o entidades privadas.

i) Financiar aportes no reembolsables para atender situaciones de catástrofe del sector beneficiario, previo decreto supremo que la declare conforme a lo establecido en la ley N° 16.282.

j) Dictar y ejecutar todos los actos y celebrar todos los convenios con personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, nacionales o extranjeras, que sean necesarios para el cumplimiento de sus objetivos y funciones propias y los demás que les fijen las leyes.

En este marco, podrá convenir con gobiernos regionales, municipalidades y demás órganos de la Administración del Estado, la formulación y ejecución de planes y la realización de proyectos destinados al cumplimiento de sus fines.

k) Evaluar la capacidad técnica y calidad de los servicios prestados por personas naturales o jurídicas en materia de asistencia técnica o de capacitación y suspender su participación en proyectos futuros cuando se constate el incumplimiento de sus deberes contractuales, sean técnicos o administrativos, debiendo perseguir las responsabilidades derivadas, cuando corresponda, según la normativa vigente.

l) Colaborar y coordinarse con otros órganos de la Administración del Estado para asegurar la oportuna y eficiente acción de aquellos en el sector de la pesca artesanal y acuicultura de pequeña escala, en los ámbitos de sus competencias, especialmente en las zonas extremas, aisladas e insulares del país.

m) Fomentar y promover el desarrollo integral del sector artesanal en el marco de la sustentabilidad de los recursos hidrobiológicos.

n) Promover la inclusión y la equidad de género en las distintas etapas productivas del sector artesanal.

Sin perjuicio de lo anterior, tanto los programas nuevos como las reformulaciones de los existentes que para el cumplimiento de sus funciones el Indespa financie, deberán someterse a una evaluación de diseño desarrollada previamente por la Dirección de Presupuestos y contar con un informe favorable de la misma para su ejecución. El reglamento establecerá los parámetros de objetividad y publicidad de dichos instrumentos o beneficios, con excepción de situaciones de emergencia reguladas por la ley.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes, Pizarro y Prokurica.
Artículo 4°

El patrimonio del Indespa estará conformado por:





a) Los bienes muebles e inmuebles que posea o se encuentren en su dominio o adquiera a cualquier título.





b) Los aportes y subvenciones que se consulten en la ley de Presupuestos o en leyes especiales.





c) Los frutos naturales o civiles de sus bienes y recursos.





d) Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten.





e) Las donaciones que acepte, las que estarán exentas del trámite de insinuación.





f) Los aportes de cooperación internacional que reciba.





En todo caso, el patrimonio no podrá conformarse con aportes provenientes de la industria pesquera o del sector acuícola de gran escala.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes, Pizarro y Prokurica.
Artículo 7°

Establece que el Consejo Directivo tendrá las siguientes funciones y atribuciones:





a) Aprobar las líneas estratégicas y de financiamiento del Indespa, las que deberán ser coherentes con la normativa pesquera y de acuicultura y sus fines. La Subsecretaría podrá proponer al Consejo Directivo programas extraordinarios para su financiamiento por el Indespa, siempre que estén orientados a asegurar el cumplimiento de la normativa y de los objetivos de éste, o la sustentabilidad de las actividades de pesca y acuicultura, los que deberán cumplir, previo a su ejecución, con lo señalado en el inciso final del artículo 3°.





b) Aprobar los proyectos o convenios referidos al otorgamiento de asistencia técnica, apoyo social, de capacitación y los aportes no reembolsables de conformidad a la ley, y dictar las normas y resolver todo lo concerniente a aquéllos, los que deberán cumplir, previo a su ejecución, con lo señalado en el inciso final del artículo 3°.





c) Sancionar la calificación técnica de los proyectos desarrollados por el Indespa.





d) Aprobar la cuenta pública anual de actividades del Indespa y de la evaluación de sus proyectos.





e) Requerir sugerencias e información a los consejos consultivos regionales para la formulación de los programas a nivel local.





Anualmente se deberá publicar en el sitio web del Indespa la cuenta pública de sus actividades y de la evaluación de los proyectos. Las actas del Consejo Directivo serán públicas y estarán disponibles en dicho sitio web.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes, Pizarro y Prokurica.
Artículo 8°

Regula la Dirección Ejecutiva del Indespa. Su texto es el siguiente:

“Artículo 8°.- Dirección Ejecutiva del Indespa. El Indespa contará con un Director Ejecutivo, quien será el jefe superior del Servicio, y tendrá la calidad de alto directivo público, de conformidad con las normas establecidas en el Título VI de la ley N° 19.882.





En el ejercicio de su cargo, corresponderá al Director Ejecutivo:





a) Concurrir a las sesiones del Consejo con derecho a voz.





b) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos del Consejo, dictando las resoluciones respectivas, cuando corresponda.





c) Estudiar y proponer al Consejo el plan anual de actividades y la propuesta de presupuesto del Indespa.





d) Planificar, organizar y dirigir el funcionamiento del Indespa, de conformidad con las directrices que defina el Consejo.





e) Celebrar los convenios aprobados por el Consejo Directivo del Indespa.





f) Administrar los bienes y recursos del Indespa, así como los bienes y dineros que provengan de los convenios que éste celebre, aplicándolos al cumplimiento de los proyectos específicos de dichos convenios. Tales bienes y dineros quedarán adscritos al correspondiente proyecto y no ingresarán al presupuesto del Indespa, salvo que en el respectivo convenio así se hubiere estipulado.





g) Adquirir y administrar toda clase de bienes muebles e inmuebles necesarios para el cumplimiento de sus funciones, así como celebrar y aprobar los actos y contratos que sean necesarios para tal objetivo.





h) Celebrar toda clase de actos jurídicos que afecten a bienes y recursos a que se refiere la letra anterior, a los recursos que éste administre por mandato de la ley y a los bienes que con ellos adquiera. No obstante, para adquirir, enajenar o gravar bienes raíces se requerirá autorización del Consejo.





i) Dar y tomar en arrendamiento o comodato bienes muebles e inmuebles.





j) Ejecutar el presupuesto anual del Indespa.





k) Dictar las directrices e instrucciones internas necesarias para el buen funcionamiento del Instituto, previo acuerdo del Consejo.





l) Contratar al personal del Indespa y poner término a sus servicios, de conformidad a la ley.





m) Representar judicial y extrajudicialmente al Indespa.





n) Ejecutar los demás actos y celebrar las convenciones necesarias para el cumplimiento de los fines del Indespa.





ñ) Ejercer las demás funciones que le sean delegadas por el Consejo Directivo.

En conformidad con lo establecido en el artículo 31 de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Director, con acuerdo del Consejo y sujeción a la planta y la dotación máxima del Indespa, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de los objetivos del Instituto.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes, Pizarro y Prokurica.
Artículo 10

Regula el estatuto de los funcionarios, disponiendo que el personal se regirá por las normas del Estatuto Administrativo, sus normas complementarias y las especiales contenidas en esta ley. 
En materia de remuneraciones, en tanto, estará sometido a las normas del decreto ley N° 249, de 1974, y su legislación complementaria.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes, Pizarro y Prokurica.
Artículo 11

Prescribe que sólo podrán ser beneficiarios de las acciones desarrolladas o de los recursos otorgados por el Indespa:





a) Los pescadores artesanales con inscripción vigente en el Registro Pesquero Artesanal, a cargo del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura.





b) Los acuicultores de pequeña escala que de conformidad a la ley, cuenten con inscripción vigente en el registro que llevará el Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura.”.





c) Las organizaciones o personas jurídicas conformadas exclusivamente por pescadores artesanales o acuicultores de pequeña escala, legalmente constituidas. Los pescadores artesanales y los acuicultores de pequeña escala integrantes de organizaciones o personas jurídicas, deberán encontrarse inscritos en el registro pesquero artesanal o de acuicultura de pequeña escala, según corresponda.

Para acceder al otorgamiento de beneficios por parte del Indespa, los pescadores artesanales y los acuicultores de pequeña escala, sea que postulen individualmente o como integrantes de una organización o persona jurídica, deberán cumplir con los requisitos, criterios y procedimientos que fije el reglamento señalado en el artículo 5° de esta ley.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 12

Es del siguiente tenor:

“Artículo 12.- Otorgamiento de los beneficios. La selección de los proyectos, beneficios o beneficiarios se realizará de conformidad con las disposiciones, parámetros y criterios de priorización señalados en el reglamento y contenidas en las bases respectivas, de acuerdo a lo establecido en el artículo 5° de la presente ley.


El monto de los beneficios por otorgar será determinado de acuerdo al tipo de proyecto, categoría de beneficiario, capacidad económica del mismo, o el valor de los activos con los cuales desarrolle su actividad. En caso que el Indespa entregue cofinanciamiento para un determinado proyecto, éste sólo podrá otorgarse si considera como requisito previo el otorgamiento y ejecución de asesoría técnica o capacitación a los beneficiarios cuando la calificación del mismo lo requiera.

Los aportes no reembolsables deberán ser asignados previo concurso público en el que podrán participar los beneficiarios que cumplan con las bases de convocatoria respectivas.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo 13

Su tenor es el que sigue:

“Artículo 13.- De la no procedencia del otorgamiento de beneficios. En ningún caso se financiarán proyectos cuyo objetivo sea permitir el ejercicio de la actividad pesquera sobre una pesquería o la operación de una embarcación para la cual el o los beneficiarios no cuenten con inscripción vigente en el registro pesquero artesanal, en la pesquería correspondiente, de conformidad con la ley General de Pesca y Acuicultura.





Si el ejercicio de la actividad de pesca o acuicultura que se pretende promover por un proyecto determinado no se encuentra amparado por la normativa vigente referida a tales actividades no se financiará dicho proyecto.





No podrán acceder a beneficios del Indespa quienes hayan incumplido las obligaciones adquiridas con el Servicio u otras instituciones públicas, a través de las cuales se gestionen proyectos dirigidos a los beneficiarios de aquél. 





El reglamento establecerá los procedimientos destinados a aplicar dicha exclusión, la que inhabilitará a los afectados para solicitar nuevos beneficios hasta por un plazo de dos años, desde que sea determinada por resolución fundada del Director.





La exclusión establecida en el inciso primero no se aplicará a quienes postulen a beneficios otorgados en programas motivados en una catástrofe o emergencia declarada por decreto supremo conforme a lo establecido en la ley N° 16.282. 





Tampoco se otorgarán beneficios a quienes hayan sido sancionados por infringir la Ley General de Pesca y Acuicultura mediante resolución judicial y, o administrativa que se encuentre a firme. Lo anterior no será aplicable a quienes incurran en las infracciones señaladas en el artículo 116 de dicho cuerpo legal, salvo que éstas sean cometidas en pesquerías en estado de sobreexplotación o colapsadas.

La exclusión de los beneficiarios se determinará por resolución fundada del Director.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo 14

Incorpora las siguientes modificaciones en la ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N°430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:





1. Derógase el párrafo 5° del Título IV, y los artículos contenidos en él.





2. En su artículo 173:





a) Reemplázase el encabezado del inciso primero, por el siguiente:





“Artículo 173.- El presupuesto de la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura deberá consultar anualmente recursos para financiar:”.





b) Elimínanse las letras a), b), c), h) e i) del inciso primero.





c) Elimínanse los incisos segundo, tercero, cuarto y quinto.

Las modificaciones antes señaladas entrarán en vigencia en la fecha que inicie sus actividades el Indespa.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo 16

Establece que:

A contar de la fecha en que comience a funcionar el Indespa, el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de las obligaciones del Fondo de Administración Pesquera correspondientes a los literales a), b) y c) del artículo 173 de la ley General de Pesca y Acuicultura, derivados de actos administrativos, convenios o contratos suscritos con anterioridad a dicha fecha, serán ejercidas por dicho Instituto. Las correspondientes a los actuales literales d), e), f), g), h), i) y j) serán ejercidas por la Subsecretaría.

A contar de la fecha en que comience a funcionar el Indespa, el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de las obligaciones del Fondo de Fomento para la Pesca Artesanal derivados de actos administrativos, convenios o contratos suscritos con anterioridad a dicha fecha serán ejercidas por dicho Instituto.

El Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura, señor Pablo Trejo, explicó que el Fondo de Administración Pesquera contempla aspectos de pesca artesanal y otros referidos a investigación o pesca recreativa, por ejemplo, por lo que deben dividirse las funciones, quedando las últimas mencionadas radicada en la Subsecretaría por escapar del objeto de Indespa.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Artículo primero

Faculta al Presidente de la República para que establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:





1. Fijar la planta de personal del Indespa. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal de otros servicios.





2. Disponer, sin solución de continuidad, traspaso de funcionarios de planta y a contrata desde la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura al Indespa, conforme a lo señalado en el número siguiente, transfiriéndose asimismo los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.





3. El traspaso del personal titular de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso.





Del mismo modo, la dotación máxima de personal de la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose además el plazo en que deba llevarse a efecto este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. Conjuntamente con el traspaso del personal, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.





4. En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República dictará las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en los artículos 6° y 7° de la ley N° 19.553, cuando corresponda, el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del Título VI de la ley N° 19.882, y los niveles para la aplicación del artículo 8° de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N °29, de 2005, del Ministerio de Hacienda. Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas complementarias al artículo 15 de esta última ley para los encasillamientos del personal derivados de las plantas que fije.





5. El Presidente de la República determinará la fecha de entrada en vigencia de la planta que fije y de los encasillamientos que se practiquen. Igualmente, fijará la dotación máxima de personal, la cual no estará afecta a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del Estatuto Administrativo respecto de los empleos a contrata incluidos en esta dotación.





6. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:





a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.





b) No podrá significar cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.





c) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

7. El Presidente de la República podrá disponer el traspaso de toda clase de bienes desde otros servicios al Indespa.

El Honorable Senador señor Montes consultó al señor Subsecretario si las organizaciones que representan a los funcionarios están de acuerdo con el contenido de la iniciativa y, en especial, del presente artículo.

El señor Subsecretario indicó que no existen problemas con los funcionarios, puesto que la disposición, lo que busca, es generar las condiciones necesarias para formar la nueva entidad y traspasar los funcionarios.

El Asesor de la Subsecretaría, señor Fuentes, expresó que se faculta y facilita el traspaso de funcionarios desde el FAP y la Subsecretaría al Instituto, garantizando los derechos y la carrera de los funcionarios involucrados.

El Honorable Senador señor Prokurica estimó que lo relevante es que se mantengan y respeten los derechos de los funcionarios, más allá que se trate de una entrega de facultades amplias al Ejecutivo.

El Honorable Senador señor Coloma manifestó que, más allá de su acuerdo y aprobación respecto de la iniciativa legal, mantiene y reitera su discrepancia con que materias referidas a la planta y funcionarios de nuevas entidades y servicios de la Administración del Estado sean reguladas mediante decretos con fuerza de ley y no por leyes aprobadas por el Congreso Nacional, como correspondería. 
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro, y la abstención del Honorable Senador señor Coloma.
A continuación, los Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, hicieron presente que existe un vacío en cuanto al inicio del funcionamiento de Indespa, por lo que propusieron que se coloque un plazo de hasta dos meses una vez que se publique el decreto con fuerza de ley que regula la presente disposición.

Al mismo tiempo, se consignó que el rechazo unánime de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, del número 7 del mismo artículo primero, que disponía “7. El Presidente de la República determinará mediante decreto supremo la fecha de iniciación de actividades del Indespa.”, obedeció a la falta de fecha cierta para la puesta en marcha de la nueva institucionalidad1. Se agregó que, la supresión anteriormente indicada, provoca una discordancia adicional, puesto que el artículo 14, número 2, párrafo final, indica que “Las modificaciones antes señaladas entrarán en vigencia en la fecha que, de acuerdo al número 7 del artículo primero transitorio, inicie sus actividades el Indespa.”.

En virtud de estas consideraciones, la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro, resolvió efectuar una enmienda, intercalando un número 7, del tenor que se consignará en el capítulo de modificaciones del presente informe.
Artículo segundo

El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Indespa y le transferirá los fondos de las entidades que traspasan personal o bienes necesarios para que cumpla sus funciones, para lo cual podrá crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo tercero

El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley en el transcurso del primer año presupuestario de vigencia, será financiado con reasignaciones del presupuesto del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, y en lo que faltare el Ministerio de Hacienda podrá suplementar con cargo a recursos del Tesoro Público. Para los años siguientes se estará a lo que indique la ley de Presupuestos del Sector Público respectiva.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
- - -

FINANCIAMIENTO

- El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 30 de septiembre de 2014, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

En lo principal este Proyecto de Ley propone lo siguiente:

1. La creación del Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala (INDESPA), como un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con plena capacidad para adquirir, ejercer derechos y contraer obligaciones, que se relacionará con la Presidenta de la República a través de la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura, y cuyo objetivo será contribuir a mejorar la capacidad productiva de los sectores de la pesca artesanal y acuicultura a pequeña escala.

2. Su domicilio será la ciudad de Valparaíso, y contará con cobertura nacional, a través de 14 oficinas regionales a las que les corresponderá ejercer, dentro del territorio de su competencia, las funciones y atribuciones que les sean delegadas.

3. Esta nueva Institución tendrá un Consejo Directivo y contará con un Director Ejecutivo, quien será su máxima autoridad ejecutiva, técnica y administrativa.

4. La acción del INDESPA comprenderá el otorgamiento de asistencia técnica y capacitación a los beneficiarios, además de otorgar subsidios con fines productivos, facilitar el acceso al crédito, e impulsar obras de infraestructura menor.

5. Podrán ser beneficiarios los pescadores artesanales con inscripción vigente en el Registro Pesquero Artesanal, los acuicultores de pequeña escala con inscripción vigente en el registro que llevará el Servicio, y las organizaciones o personas jurídicas conformadas exclusivamente por pescadores artesanales o acuicultores de pequeña escala, legalmente constituidas.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

De acuerdo a lo considerado precedentemente, se proyecta un gasto en régimen de $25.460 millones a partir del tercer año de operación de la nueva Institución. Esto incluye 91 funcionarios, dependencias para 14 oficinas regionales y una Dirección Nacional con sus respectivos equipamientos, así como los recursos necesarios para ejercer sus funciones, las que incluirán las acciones que actualmente ejecuta el Fondo de Fomento de la Pesca Artesanal y las acciones que ejecuta el Fondo de Administración Pesquera en el ámbito pesquero artesanal, reasignándose un total de $13.213 millones desde dichos Fondos para la constitución inicial del INDESPA.

Un flujo estimado de gastos se muestra en el cuadro N°1.

[image: image6.png]Cuadro N°1 Millones de $ de 2014

Afio 3y en

Conceptos/Aifios Ao 2
Remuneraciones 1.468 1.468 1.468
Gasto corriente 604 604 604
Inversién inicial 405 ® 8
Ejecucién de programas 13.638 20.551 23.387

Total Gastos 16.116 22.644 25.460





El Gasto corriente considera un promedio anual en Bienes y Servicios de Consumo de $218 millones en la Dirección Nacional, y $386 millones en las 14 oficinas regionales.

La Inversión inicial considera gastos por una vez en adquisición de dos vehículos para la Dirección Nacional y una camioneta para cada oficina regional, como también gastos en equipamiento de oficinas, redes de datos, equipos telefónicos y otro equipamiento menor.

El desglose de remuneraciones se indica en cuadro N°2:
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Cargos Cantidad Grados Mi‘:lss:?al Costo Anual
Director Nacional 1 3° 5.282 63.384
Directivos en Dir. Nacional 7 40 -37° 15.695 188.344
Profesionales en Dir. Nacional 28 12 9.473 454.687
Administrativos en Dir. Nacional 10 16 4.218 65.071
Aucxiliares en Dir. Nacional 3 22 1.289 15.474
Profesionales en Of. Regionales 28 12 9.473 454.687
Administrativos en Of Regionales 14 16 8.435 101.221
Viéticos 100.635
Horas Extras 24.643

Total 91 1.468.146





”.

- Posteriormente, se presentó informe financiero referido a indicaciones, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 10 de noviembre de 2015, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

En lo principal las indicaciones al proyecto de ley tienen como objetivo recoger las observaciones y comentarios de la Comisión de Pesca y Acuicultura de la H. Cámara de Diputados, además de reponer artículos suprimidos en la tramitación.

1. Se incorporan al grupo de definiciones del artículo 1° del proyecto de ley, los literales g) y h) para agregar los conceptos de “Servicio” y “Acuicultura de Pequeña Escala”.

2. En el artículo 2°, se refuerza lo definido en el proyecto de ley por el Ejecutivo en cuanto a que el INDESPA tenga una estructura permanente regional.

3. En el artículo 3°, respecto de Funciones y Atribuciones del INDESPA, se refuerza la idea que mediante coordinación con otras instituciones del sector público pueda tener un enfoque más eficiente en regiones o lugares más aislados (zonas extremas e insulares) a través de los distintos programas o concursos.

Igualmente, se pretende promover la inclusión y equidad de género en las distintas etapas productivas del sector artesanal, con ello se busca reconocer el trabajo de las mujeres en el ámbito de la pesca artesanal.

4. Respecto de la conformación del Patrimonio del INDESPA, se elimina el inciso final del artículo 4°, incorporado por indicación parlamentaria, por tratarse de iniciativa exclusiva del Ejecutivo.

5. Respecto del Reglamento de la Ley, se agrega al artículo 5°, la necesidad de incorporar parámetros para considerar la diversidad local o regional, respecto de beneficios y beneficiarios.

6. Se propone reponer los artículos 6° y 7° del proyecto original, los que se refieren al Consejo Directivo de INDESPA y sus atribuciones, dado que fueron eliminados durante la votación en particular en la Comisión de Pesca y Acuicultura de la H. Cámara de Diputados.

7. Se incorpora un nuevo artículo 9°, creando 14 Consejos Consultivos Regionales, con la función principal de entregar al Consejo Directivo del INDESPA propuestas e información para la formulación de sus programas.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Las indicaciones 1 a la 6 no producen mayor gasto fiscal respecto de lo señalado en el IF N° 102, pues se refieren a precisiones respecto de materias ya incluidas en la propuesta del Ejecutivo y a reposiciones de artículos eliminados durante la tramitación. Respecto de lo señalado en el número 7, los cargos de la nueva institucionalidad son ad honorem, requiriéndose financiamiento para su operación, el que se estima en $ 16.464 miles anuales incluyéndose los gastos de traslados y los propios de las sesiones, por un día, bimensualmente, en cada una las 14 regiones que establece el proyecto.

El mayor gasto señalado precedentemente será financiado con reasignaciones del ítem Bienes y Servicios informado en el IF N° 102 que consideró un total de $ 604.000 miles anuales.”.

- Finalmente, se presentó un nuevo informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 12 de junio de 2017, que señala, de manera textual, lo siguiente:
“El presente informe Financiero actualiza los costos asociados a la iniciativa a moneda del año 2017.

Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

Se estima un gasto fiscal en régimen por $28.092 millones a partir del tercer año de operación de la nueva Institución, incluyendo 91 funcionarios, dependencias para 14 oficinas regionales y una Dirección Nacional con sus respectivos equipamientos, así como los recursos necesarios para ejercer sus funciones.

Respecto del financiamiento, se reasignarán $14.550 millones desde los Fondos de Fomento de la Pesca Artesanal y de Administración Pesquera, y el saldo se incluirá adicionalmente en el presupuesto regular del nuevo Instituto en las leyes de presupuestos de cada año.

El flujo estimado de gastos se muestra en el cuadro N°1

[image: image8.png]Cuadro N°1

Millones de $ de 2017

Remuneraciones

1.672 1.672 1.672
Gasto Corriente 665 665 665
Inversion Inicial 446 % 2
Ejecucidén programas 15.019 22.654 25.755
Total Gastos 17.802 24.991 28.092





El gasto corriente considera un promedio anual en Bienes y Servicios de Consumo de $ 234 millones en la Dirección Nacional, y $ 413 millones en las 14 oficinas regionales. Asimismo, considera el gasto operacional para los 14 Consejos Consultivos Regionales1, con la función principal de entregar al Consejo Directivo del INDESPA, propuestas e información para la formulación de sus programas. Los cargos asociados a esta institucionalidad son ad honorem, requiriéndose financiamiento sólo para su operación, el que se estima en $ 18 millones anuales incluyéndose los gastos de traslados y los propios de las sesiones, por un día, bimensualmente, en cada una las 14 regiones que establece el proyecto.

La inversión inicial considera gastos por una vez en adquisición de dos vehículos para la Dirección Nacional y una camioneta para cada oficina regional, como también gastos en equipamiento de oficinas, redes de datos, equipos telefónicos y otro equipamiento menor.

El desglose de remuneraciones se indica en cuadro N°2:
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Director Nacional 1 1C 6.015 72.180
Directivos en Dir. Nacional 7 4° - 7° 17.873 214.481
Profesionales en Dir. Nacional 28 12 10.788 517.784
Administrativos en Dir. Nacional 10 16 4.803 74.101
Aucxiliares en Dir. Nacional 3 22 1.468 17.621
Profesionales en Of. Regionales 28 12 10.788 517.784
Administrativos en Of Regionales 14 16 9.606 115.268
Viaticos 114.600
Horas Extras 28.063

Total 91 1.671.882





1. Nuevo Artículo 9°”.
Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

MODIFICACIONES





En virtud de los acuerdos precedentemente consignados, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la siguiente enmienda al proyecto aprobado por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, en su segundo informe:
Artículo primero transitorio

°°°
Intercalar el siguiente número 7, nuevo, pasando el actual a ser 8:

“7. El Presidente de la República determinará la fecha de iniciación de actividades del Indespa, la que tendrá, como plazo máximo, dos meses contados desde la publicación en el Diario Oficial del primero de los decretos con fuerza de ley a los que hace referencia el encabezamiento del presente artículo.”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de la modificación anterior, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1º.- Definiciones. Para los efectos de esta ley se entenderá por:

a) Consejo: el Consejo Directivo del Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala.





b) Director: el Director Ejecutivo del Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de Acuicultura de Pequeña Escala.





c) Indespa o Instituto: Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala.





d) Ley General de Pesca y Acuicultura: ley N°18.892 y sus modificaciones, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N°430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción y sus modificaciones posteriores.





e) Ministerio: el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.





f) Subsecretaría: la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura.





g) Servicio: el Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura.





h) Acuicultura de pequeña escala: aquella actividad que tiene por objeto el cultivo y producción de recursos hidrobiológicos realizada por personas naturales, organizaciones de pescadores artesanales o personas jurídicas constituidas por pescadores artesanales, en conformidad a la ley.



Artículo 2°.- Creación del Indespa. Créase el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala, Indespa, como servicio público descentralizado, que contará con personalidad jurídica y patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo cuyo objetivo será fomentar y promover el desarrollo de la pesca artesanal, de la acuicultura de pequeña escala y sus beneficiarios. El servicio estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en el Título VI de la ley N° 19.882.





Su domicilio será la ciudad de Valparaíso y deberá contar con estructura permanente de presencia regional. A las oficinas regionales les corresponderá ejercer, dentro del territorio de su competencia, las funciones y atribuciones que, siendo competencia del Consejo Directivo o del Director Ejecutivo, les sean delegadas.





El Indespa se someterá a las normas establecidas en el decreto ley N° 1263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado.





Artículo 3°.- Funciones y atribuciones. Con el fin de fomentar y promover el desarrollo de la actividad pesquera artesanal y de la acuicultura de pequeña escala, el Indespa tendrá las siguientes funciones y atribuciones:




a) Contribuir a mejorar la capacidad productiva o comercial de los sectores de la pesca artesanal y de la acuicultura de pequeña escala.





b) Fomentar la diversificación productiva de los sectores de la pesca artesanal y de la acuicultura de pequeña escala.





c) Contribuir a fortalecer el desarrollo integral y armónico, así como el patrimonio natural, cultural y económico de las caletas y de los sectores aledaños.





d) Desarrollar obras de infraestructura para la pesca artesanal y la acuicultura de pequeña escala, las que deberán ejecutarse preferentemente a través de convenios con los órganos de la Administración del Estado competentes.





e) Coordinar y ejecutar preferentemente a través de los órganos de la Administración del Estado existentes, o financiar, según corresponda, la acción del Estado orientada a dichos objetivos.





f) Facilitar el acceso al crédito a los pescadores artesanales y acuicultores de pequeña escala, para financiar proyectos productivos o de mejoramiento de la calidad del producto y demás incluidos en sus objetivos, directamente o mediante la ejecución de acciones propias o de coordinación, articulación y colaboración con órganos públicos y privados dedicados al otorgamiento de créditos o de las garantías que los respalden. De la misma forma, facilitará el acceso al crédito a las organizaciones y personas jurídicas beneficiarias que desarrollen proyectos que impliquen beneficios directos para el sector pesquero artesanal o de acuicultura de pequeña escala.





g) Proporcionar asistencia técnica y capacitación a los pescadores artesanales y acuicultores de pequeña escala, tanto en los aspectos productivos, de comercialización y demás que constituyen sus objetivos propios. Lo anterior se ejecutará preferentemente a través de acciones de coordinación, articulación y colaboración con órganos públicos y privados especialistas en estas prestaciones, para lo cual proveerá de los requerimientos específicos de dichas asistencias técnicas y capacitaciones. A estos efectos, podrá otorgar un financiamiento parcial, considerando aportes propios del beneficiario.





h) Financiar aportes no reembolsables en el marco de sus funciones y atribuciones. Para estos efectos, deberá ejecutar los proyectos respectivos preferentemente a través de los órganos de la Administración del Estado o entidades privadas.





i) Financiar aportes no reembolsables para atender situaciones de catástrofe del sector beneficiario, previo decreto supremo que la declare conforme a lo establecido en la ley N° 16.282.





j) Dictar y ejecutar todos los actos y celebrar todos los convenios con personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, nacionales o extranjeras, que sean necesarios para el cumplimiento de sus objetivos y funciones propias y los demás que les fijen las leyes.





En este marco, podrá convenir con gobiernos regionales, municipalidades y demás órganos de la Administración del Estado, la formulación y ejecución de planes y la realización de proyectos destinados al cumplimiento de sus fines.





k) Evaluar la capacidad técnica y calidad de los servicios prestados por personas naturales o jurídicas en materia de asistencia técnica o de capacitación y suspender su participación en proyectos futuros cuando se constate el incumplimiento de sus deberes contractuales, sean técnicos o administrativos, debiendo perseguir las responsabilidades derivadas, cuando corresponda, según la normativa vigente.





l) Colaborar y coordinarse con otros órganos de la Administración del Estado para asegurar la oportuna y eficiente acción de aquellos en el sector de la pesca artesanal y acuicultura de pequeña escala, en los ámbitos de sus competencias, especialmente en las zonas extremas, aisladas e insulares del país.





m) Fomentar y promover el desarrollo integral del sector artesanal en el marco de la sustentabilidad de los recursos hidrobiológicos.





n) Promover la inclusión y la equidad de género en las distintas etapas productivas del sector artesanal.





Sin perjuicio de lo anterior, tanto los programas nuevos como las reformulaciones de los existentes que para el cumplimiento de sus funciones el Indespa financie, deberán someterse a una evaluación de diseño desarrollada previamente por la Dirección de Presupuestos y contar con un informe favorable de la misma para su ejecución. El reglamento establecerá los parámetros de objetividad y publicidad de dichos instrumentos o beneficios, con excepción de situaciones de emergencia reguladas por la ley.





Artículo 4°.- Patrimonio. El patrimonio del Indespa estará conformado por:





a) Los bienes muebles e inmuebles que posea o se encuentren en su dominio o adquiera a cualquier título.





b) Los aportes y subvenciones que se consulten en la ley de Presupuestos o en leyes especiales.





c) Los frutos naturales o civiles de sus bienes y recursos.





d) Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten.





e) Las donaciones que acepte, las que estarán exentas del trámite de insinuación.





f) Los aportes de cooperación internacional que reciba.





En todo caso, el patrimonio no podrá conformarse con aportes provenientes de la industria pesquera o del sector acuícola de gran escala.





Artículo 5°.- Reglamento. Un reglamento dictado por el Ministerio y suscrito por el Ministro de Hacienda regulará, entre otras, las siguientes materias:





1. El o los instrumentos técnicos de focalización y procedimientos que utilizará el Indespa para determinar a los beneficiarios que accederán a las acciones previstas en el artículo 3° de esta ley.





2. Los requisitos, criterios y procedimientos que deberán cumplir los pescadores artesanales y los acuicultores de pequeña escala cuando postulen de forma individual o como integrantes de una organización o persona jurídica a los programas o beneficios del Indespa.





3. Los parámetros objetivos para identificar a los distintos segmentos de beneficiarios conforme a los cuales se establecerán los tipos de beneficios a los que accederán, pudiendo considerar, entre otros, el tipo de proyecto y sus características, el tipo de beneficiarios y su impacto en la actividad.





4. Los sistemas de control y evaluación que utilizará para excluir a los beneficiarios que no cumplan con sus obligaciones, de conformidad a lo señalado en el artículo 13.





5. Los parámetros necesarios para considerar la diversidad local o regional de los beneficios y beneficiarios de las acciones del Instituto.





Las bases de los programas o concursos, deberán de conformidad a esta ley y su reglamento, establecer las normas y reglas de la evaluación, selección y asignación de dichos programas, asimismo deberán contener las normas y criterios que permitan que dicha asignación se realice de manera imparcial, transparente y objetiva.





Artículo 6°.- Consejo Directivo de Indespa. El Indespa contará con un Consejo Directivo integrado por el Subsecretario de Pesca y Acuicultura, quien lo presidirá; el Subsecretario de Economía y Empresas de Menor Tamaño o quien éste designe; el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo o quien éste designe; el Director Nacional del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura o quien éste designe, y el Director Nacional de Obras Portuarias o quien éste designe. 





Asimismo, integrará el Consejo el Director Ejecutivo, con derecho a voz.





El Presidente del Consejo tendrá por funciones las siguientes:





a) Dirigir el Consejo.





b) Citar a sesiones, fijar sus tablas y dirigir sus deliberaciones.





c) Dirimir las decisiones del Consejo en caso de empate.





d) Relacionarse con el Director Ejecutivo para la adecuada coordinación de las funciones y atribuciones del Instituto.





El Consejo requerirá de la mayoría de sus miembros para sesionar y sus acuerdos se adoptarán por la mayoría de los consejeros presentes. El Consejo determinará las normas de su funcionamiento mediante reglamento interno. Los consejeros no percibirán remuneración por el ejercicio de sus funciones.





Artículo 7°.- Atribuciones del Consejo Directivo. El Consejo Directivo tendrá las siguientes funciones y atribuciones:





a) Aprobar las líneas estratégicas y de financiamiento del Indespa, las que deberán ser coherentes con la normativa pesquera y de acuicultura y sus fines. La Subsecretaría podrá proponer al Consejo Directivo, en cualquier tiempo, programas extraordinarios para su financiamiento por el Indespa, siempre que estén orientados a asegurar el cumplimiento de la normativa y de los objetivos de éste, o la sustentabilidad de las actividades de pesca y acuicultura, los que deberán cumplir, previo a su ejecución, con lo señalado en el inciso final del artículo 3°.





b) Aprobar los proyectos o convenios referidos al otorgamiento de asistencia técnica, apoyo social, de capacitación y los aportes no reembolsables de conformidad a la ley, y dictar las normas y resolver todo lo concerniente a aquéllos, los que deberán cumplir, previo a su ejecución, con lo señalado en el inciso final del artículo 3°.





c) Sancionar la calificación técnica de los proyectos desarrollados por el Indespa.





d) Aprobar la cuenta pública anual de actividades del Indespa y de la evaluación de sus proyectos.





e) Requerir sugerencias e información a los consejos consultivos regionales para la formulación de los programas a nivel local.





Anualmente se deberá publicar en el sitio web del Indespa la cuenta pública de sus actividades y de la evaluación de los proyectos. Las actas del Consejo Directivo serán públicas y estarán disponibles en dicho sitio web.





Artículo 8°.- Dirección Ejecutiva del Indespa. El Indespa contará con un Director Ejecutivo, quien será el jefe superior del Servicio, y tendrá la calidad de alto directivo público, de conformidad con las normas establecidas en el Título VI de la ley N° 19.882.





En el ejercicio de su cargo, corresponderá al Director Ejecutivo:





a) Concurrir a las sesiones del Consejo con derecho a voz.





b) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos del Consejo, dictando las resoluciones respectivas, cuando corresponda.





c) Estudiar y proponer al Consejo el plan anual de actividades y la propuesta de presupuesto del Indespa.





d) Planificar, organizar y dirigir el funcionamiento del Indespa, de conformidad con las directrices que defina el Consejo.





e) Celebrar los convenios aprobados por el Consejo Directivo del Indespa.





f) Administrar los bienes y recursos del Indespa, así como los bienes y dineros que provengan de los convenios que éste celebre, aplicándolos al cumplimiento de los proyectos específicos de dichos convenios. Tales bienes y dineros quedarán adscritos al correspondiente proyecto y no ingresarán al presupuesto del Indespa, salvo que en el respectivo convenio así se hubiere estipulado.





g) Adquirir y administrar toda clase de bienes muebles e inmuebles necesarios para el cumplimiento de sus funciones, así como celebrar y aprobar los actos y contratos que sean necesarios para tal objetivo.





h) Celebrar toda clase de actos jurídicos que afecten a bienes y recursos a que se refiere la letra anterior, a los recursos que éste administre por mandato de la ley y a los bienes que con ellos adquiera. No obstante, para adquirir, enajenar o gravar bienes raíces se requerirá autorización del Consejo.





i) Dar y tomar en arrendamiento o comodato bienes muebles e inmuebles.





j) Ejecutar el presupuesto anual del Indespa.





k) Dictar las directrices e instrucciones internas necesarias para el buen funcionamiento del Instituto, previo acuerdo del Consejo.





l) Contratar al personal del Indespa y poner término a sus servicios, de conformidad a la ley.





m) Representar judicial y extrajudicialmente al Indespa.





n) Ejecutar los demás actos y celebrar las convenciones necesarias para el cumplimiento de los fines del Indespa.





ñ) Ejercer las demás funciones que le sean delegadas por el Consejo Directivo.





En conformidad con lo establecido en el artículo 31 de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Director, con acuerdo del Consejo y sujeción a la planta y la dotación máxima del Indespa, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de los objetivos del Instituto.





Artículo 9°.- Consejos consultivos regionales del Indespa. El Indespa contará con 14 consejos consultivos regionales, los que estarán integrados por:





a) Un funcionario de la oficina regional del Indespa designado por el Director, que lo presidirá.





b) El Secretario Regional Ministerial de Economía o quien éste designe.





c) El Director Zonal de Pesca o quien éste designe.





d) El Director Regional de Pesca o quien éste designe.





e) Un representante designado por el Gobierno Regional.





f) 7 representantes del sector pesquero artesanal.





Los consejos consultivos regionales tendrán como función principal la de entregar al Consejo del Indespa, propuestas e información para la formulación de sus programas a nivel local, las cuales podrán servir de base para la elaboración de los planes y programas en su región. Asimismo, corresponderá a los consejos consultivos absolver las consultas que le formule el Consejo en el ámbito de sus competencias. Los consejeros no percibirán remuneración por el ejercicio de sus funciones.





Un reglamento del Ministerio determinará el funcionamiento de los Consejos Consultivos y el procedimiento de designación y nombramiento de los representantes señalados en la letra f), que se realizará en virtud de lo establecido en la ley N° 20.500 sobre participación y las demás normas legales vigentes que le sean aplicables.





Artículo 10.- Estatuto de los funcionarios. El personal del Indespa se regirá por las normas del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, sus normas complementarias y las especiales contenidas en esta ley.





En materia de remuneraciones, el Indespa estará sometido a las normas del decreto ley N° 249, de 1974, y su legislación complementaria.





Artículo 11.- Beneficiarios. Sólo podrán ser beneficiarios de las acciones desarrolladas o de los recursos otorgados por el Indespa:




a) Los pescadores artesanales con inscripción vigente en el Registro Pesquero Artesanal, a cargo del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura.





b) Los acuicultores de pequeña escala que de conformidad a la ley, cuenten con inscripción vigente en el registro que llevará el Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura.”.





c) Las organizaciones o personas jurídicas conformadas exclusivamente por pescadores artesanales o acuicultores de pequeña escala, legalmente constituidas. Los pescadores artesanales y los acuicultores de pequeña escala integrantes de organizaciones o personas jurídicas, deberán encontrarse inscritos en el registro pesquero artesanal o de acuicultura de pequeña escala, según corresponda.





Para acceder al otorgamiento de beneficios por parte del Indespa, los pescadores artesanales y los acuicultores de pequeña escala, sea que postulen individualmente o como integrantes de una organización o persona jurídica, deberán cumplir con los requisitos, criterios y procedimientos que fije el reglamento señalado en el artículo 5° de esta ley.


Artículo 12.- Otorgamiento de los beneficios. La selección de los proyectos, beneficios o beneficiarios se realizará de conformidad con las disposiciones, parámetros y criterios de priorización señalados en el reglamento y contenidas en las bases respectivas, de acuerdo a lo establecido en el artículo 5° de la presente ley.


El monto de los beneficios por otorgar será determinado de acuerdo al tipo de proyecto, categoría de beneficiario, capacidad económica del mismo, o el valor de los activos con los cuales desarrolle su actividad. En caso que el Indespa entregue cofinanciamiento para un determinado proyecto, éste sólo podrá otorgarse si considera como requisito previo el otorgamiento y ejecución de asesoría técnica o capacitación a los beneficiarios cuando la calificación del mismo lo requiera.





Los aportes no reembolsables deberán ser asignados previo concurso público en el que podrán participar los beneficiarios que cumplan con las bases de convocatoria respectivas.





Artículo 13.- De la no procedencia del otorgamiento de beneficios. En ningún caso se financiarán proyectos cuyo objetivo sea permitir el ejercicio de la actividad pesquera sobre una pesquería o la operación de una embarcación para la cual el o los beneficiarios no cuenten con inscripción vigente en el registro pesquero artesanal, en la pesquería correspondiente, de conformidad con la ley General de Pesca y Acuicultura.





Si el ejercicio de la actividad de pesca o acuicultura que se pretende promover por un proyecto determinado no se encuentra amparado por la normativa vigente referida a tales actividades no se financiará dicho proyecto.





No podrán acceder a beneficios del Indespa quienes hayan incumplido las obligaciones adquiridas con el Servicio u otras instituciones públicas, a través de las cuales se gestionen proyectos dirigidos a los beneficiarios de aquél. 





El reglamento establecerá los procedimientos destinados a aplicar dicha exclusión, la que inhabilitará a los afectados para solicitar nuevos beneficios hasta por un plazo de dos años, desde que sea determinada por resolución fundada del Director.





La exclusión establecida en el inciso primero no se aplicará a quienes postulen a beneficios otorgados en programas motivados en una catástrofe o emergencia declarada por decreto supremo conforme a lo establecido en la ley N° 16.282. 





Tampoco se otorgarán beneficios a quienes hayan sido sancionados por infringir la Ley General de Pesca y Acuicultura mediante resolución judicial y, o administrativa que se encuentre a firme. Lo anterior no será aplicable a quienes incurran en las infracciones señaladas en el artículo 116 de dicho cuerpo legal, salvo que éstas sean cometidas en pesquerías en estado de sobreexplotación o colapsadas.





La exclusión de los beneficiarios se determinará por resolución fundada del Director.

OTRAS DISPOSICIONES





Artículo 14.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en la ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N°430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:





1. Derógase el párrafo 5° del Título IV, y los artículos contenidos en él.





2. En su artículo 173:





a) Reemplázase el encabezado del inciso primero, por el siguiente:





“Artículo 173.- El presupuesto de la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura deberá consultar anualmente recursos para financiar:”.





b) Elimínanse las letras a), b), c), h) e i) del inciso primero.





c) Elimínanse los incisos segundo, tercero, cuarto y quinto.





Las modificaciones antes señaladas entrarán en vigencia en la fecha que, de acuerdo al número 7 del artículo primero transitorio, inicie sus actividades el Indespa.





Artículo 15.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 17 del decreto con fuerza de ley N°5, de 1983, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 34, de 1931, que legisla sobre la industria pesquera y sus derivados:





1. Reemplázase en su letra j) la expresión “, y” por un punto y coma.





2. Intercálanse los siguientes literales k) y l), nuevos, pasando el actual literal k) a ser el literal m):





“k) Promover y fomentar la investigación y restauración de hábitat para especies hidrobiológicas de importancia para la pesca recreativa, así como la implementación y ejecución de proyectos de promoción, difusión, administración, vigilancia y fiscalización para esta actividad;





l) Promover y fomentar el consumo de recursos hidrobiológicos, pudiendo impulsar el desarrollo, implementación y ejecución de proyectos de promoción de éste, y”.





Artículo 16.- A contar de la fecha en que comience a funcionar el Indespa, el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de las obligaciones del Fondo de Administración Pesquera correspondientes a los literales a), b) y c) del artículo 173 de la ley General de Pesca y Acuicultura, eliminados mediante el artículo 14 de esta ley, derivados de actos administrativos, convenios o contratos suscritos con anterioridad a dicha fecha, serán ejercidas por dicho Instituto. Las correspondientes a los actuales literales d), e), f), g), h), i) y j) serán ejercidas por la Subsecretaría.





A contar de la fecha en que comience a funcionar el Indespa, el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de las obligaciones del Fondo de Fomento para la Pesca Artesanal derivados de actos administrativos, convenios o contratos suscritos con anterioridad a dicha fecha serán ejercidas por dicho Instituto.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS





Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:





1. Fijar la planta de personal del Indespa. El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal de otros servicios.





2. Disponer, sin solución de continuidad, traspaso de funcionarios de planta y a contrata desde la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura al Indespa, conforme a lo señalado en el número siguiente, transfiriéndose asimismo los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.





3. El traspaso del personal titular de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso.





Del mismo modo, la dotación máxima de personal de la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose además el plazo en que deba llevarse a efecto este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. Conjuntamente con el traspaso del personal, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.





4. En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República dictará las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en los artículos 6° y 7° de la ley N° 19.553, cuando corresponda, el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del Título VI de la ley N° 19.882, y los niveles para la aplicación del artículo 8° de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N °29, de 2005, del Ministerio de Hacienda. Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas complementarias al artículo 15 de esta última ley para los encasillamientos del personal derivados de las plantas que fije.





5. El Presidente de la República determinará la fecha de entrada en vigencia de la planta que fije y de los encasillamientos que se practiquen. Igualmente, fijará la dotación máxima de personal, la cual no estará afecta a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del Estatuto Administrativo respecto de los empleos a contrata incluidos en esta dotación.





6. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:





a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.





b) No podrá significar cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.





c) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

7. El Presidente de la República determinará la fecha de iniciación de actividades del Indespa, la que tendrá, como plazo máximo, dos meses contados desde la publicación en el Diario Oficial del primero de los decretos con fuerza de ley a los que hace referencia el encabezamiento del presente artículo.




8. El Presidente de la República podrá disponer el traspaso de toda clase de bienes desde otros servicios al Indespa.





Artículo segundo.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Indespa y le transferirá los fondos de las entidades que traspasan personal o bienes necesarios para que cumpla sus funciones, para lo cual podrá crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.


Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley en el transcurso del primer año presupuestario de vigencia, será financiado con reasignaciones del presupuesto del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, y en lo que faltare el Ministerio de Hacienda podrá suplementar con cargo a recursos del Tesoro Público. Para los años siguientes se estará a lo que indique la ley de Presupuestos del Sector Público respectiva.”.

Acordado en sesión celebrada el día 10 de octubre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Montes Cisternas (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot (Baldo Prokurica Prokurica), Ricardo Lagos Weber y Jorge Pizarro Soto.

Sala de la Comisión, a 11 de octubre de 2017.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.

______________
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE OTORGA UNA BONIFICACIÓN ADICIONAL POR RETIRO AL PERSONAL ACADÉMICO, DIRECTIVO Y PROFESIONAL NO ACADÉMICO DE LAS UNIVERSIDADES DEL ESTADO Y FACULTA A LAS MISMAS PARA CONCEDER OTROS BENEFICIOS TRANSITORIOS QUE INDICA

(11.271-04)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Educación y Cultura  tiene el honor de informar acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron: 

- Del Ministerio de Educación: la Jefa de la División de Educación Superior, señora Alejandra Contreras. 


- De la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, el señor Rodrigo Quinteros. 

- - -


Cabe consignar que con fecha 4 de octubre de 2017, la Sala autorizó para que este proyecto fuera discutido en general y en particular en el trámite de primer informe y que, en este mismo trámite reglamentario, también fuera informado por la Comisión de Hacienda, antes de su discusión por la Sala.
- - -

II.- OBJETO


Este proyecto de ley tiene como objetivo conceder una bonificación adicional para los directivos, académicos y personal no académico de las universidades del Estado que cumplan con los requisitos que dispone la iniciativa cuyo monto será entre 935 y 950 unidades de fomento1 según la naturaleza de las funciones desarrolladas y los años de servicio, al beneficio compensatorio que estableció el artículo 9 de la ley N° 20.3742 a funcionarios que tuvieran más de 65 años de edad y cumplan las demás condiciones que establece la presente iniciativa legal, otorgando mejores condiciones de egreso de la carrera para dichos funcionarios, potenciando además el desarrollo de dicha carrera al interior de ellas. 
III.- ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


A. DE DERECHO.

1.- Ley N° 20.374, que faculta a las universidades estatales a establecer un mecanismo de incentivo al retiro para sus funcionarios y concede otros beneficios que indica.

2.- Decreto ley N° 3.500, que establece un nuevo sistema de pensiones.


3.- Ley Nº 18.834, sobre estatuto administrativo.


4.- Ley N° 19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.

5.- Ley N° 20.305, que mejora condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones.


6.- Ley N° 20.374, que faculta a las universidades estatales a establecer un mecanismo de incentivo al retiro para sus funcionarios y concede otros beneficios que indica.


7.- Ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública.


8.- Ley N° 19.886, de bases sobre contratos administrativos de suministro y prestación de servicios.

9.- Ley N° 19.296, que establece normas sobre asociaciones de funcionarios de la Administración del Estado.


10.- Ley N° 20.996, que otorga bonificación adicional por retiro al personal no académico ni profesional de las universidades del estado y faculta a estas para conceder otros beneficios transitorios.


11.- Ley N° 20.807, que otorga una bonificación adicional por retiro al personal no académico que indica de las universidades del estado y faculta a las mismas para conceder otros beneficios transitorios.


B. DE HECHO.

Mensaje Presidencial.


Recuerda el Mensaje que con fecha 3 de marzo de 2017, el Gobierno suscribió un protocolo de acuerdo con el Consorcio de Universidades del Estado, representado por su Presidente y Rector de la Universidad de Chile y el Secretario de la Corporación y Rector de la Universidad de Santiago de Chile. Además, concurrieron con su firma el representante de la Federación Nacional de Académicos de las Universidades del Estado de Chile y de la Federación Nacional de Profesionales y Técnicos de las Universidades del Estado. Dicho protocolo se refiere a las condiciones de egreso del personal académico, directivo y profesional no académico de las universidades del Estado que se encuentran en edad de pensionarse por vejez.

Al efecto, hace presente el Mensaje que las universidades del Estado se rigen por disposiciones generales comunes, las que las facultan para crear sistemas con bases homogéneas de beneficios compensatorios para el egreso voluntario de sus funcionarios, las que fueron fijadas en los artículos 9 al 11 de la ley N° 20.374.3 Sin perjuicio lo anterior, la presente iniciativa concede una bonificación adicional al personal que indica y permite otorgar, excepcionalmente, el beneficio compensatorio que estableció el artículo 9 de la ley N° 20.374 a funcionarios que tuvieran más de 65 años de edad y cumplan las demás condiciones de la presente iniciativa legal. 

De esta manera, el objetivo de este proyecto radica en otorgar mejores condiciones de egreso de la carrera para los funcionarios y las funcionarias académicos, directivos y profesionales no académicos de las universidades del Estado, potenciando además el desarrollo de dicha carrera al interior de ellas.

A propósito del contenido del proyecto de ley, el mensaje lo divide en once ejes temáticos, a saber:

Uno) Beneficiarios de la bonificación adicional.

Esta iniciativa establece una bonificación adicional para los siguientes beneficiarios:


A) Académicos, directivos y profesionales no académicos de las universidades del Estado que reúnan los siguientes requisitos copulativos

i. Que perciban el beneficio compensatorio del artículo 9 de la ley N° 20.374.

ii. Que se encuentren afiliados al sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980.

iii. Tratándose del personal académico y directivo, haber cumplido o cumplan 65 ó 60 años de edad, si son hombres o mujeres, respectivamente, entre el 1 de enero de 2012 y hasta el 31 de diciembre de 2024. Este beneficio también se otorgará a quienes cumplieron las edades antes mencionadas, al 31 de diciembre de 2011.

iv. Tratándose del personal profesional no académico, haber cumplido o cumplan 65 ó 60 años de edad, si son hombres o mujeres, respectivamente, entre el 1 de enero de 2015 y hasta el 31 de diciembre de 2024. Este beneficio también se otorgará a quienes cumplieron las edades antes mencionadas, al 31 de diciembre de 2014.  

v. Servir sus cargos en calidad de planta o a contrata, por un período no inferior a 10 años al inicio del respectivo período de postulación, continuos o discontinuos, en las Universidades del Estado.

vi. Hacer efectiva la renuncia voluntaria a sus cargos o al total de horas que sirvan, en los plazos que se establecen en el presente proyecto de ley.


B) Funcionarios académicos, directi​vos y profesionales no académicos, que obtengan o hayan obtenido una pensión de invalidez del decreto ley N° 3.500 o hayan cesado en el cargo por declaración de vacancia por salud irrecuperable o incompatible, entre la fecha de publicación de la ley y el 31 de diciembre de 2024.

Los funcionarios de esta cobertura, para acceder a la bonificación adicional, deberán reunir los siguientes requisitos copulativos:

i. Servir cargos en calidad de planta o a contrata. 

ii. Obtener o haber obtenido entre la fecha de publicación de la ley y el 31 de diciembre de 2024, una pensión de invalidez conforme al decreto ley N° 3.500, de 1980, o cesar o haber cesado en sus funciones por declaración de vacancia por salud irrecuperable o incompatible con el desempeño del cargo.

iii. Estos afiliados al sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980.

iv. Cumplir 65 ó 60 años de edad, dependiendo de si se trata de hombres o mujeres, respectivamente, dentro de los tres años siguientes a la obtención de su pensión de invalidez o la declaración de vacancia del cargo por las causales indicadas previamente, y, no más allá del 31 de diciembre de 2024.

No obstante, quienes no cumplan las edades en referencia dentro de los plazos fijados, pero posean 30 o más años de servicios al cesar en sus funciones, podrán igualmente recibir la bonificación, siempre que cumplan las demás condiciones que establece esta iniciativa.

Dos) Beneficios.

A) Bonificación adicional.

Declara el mensaje que tratándose de Directivos y Profesionales no académicos, que tengan 10 o más años de servicios continuos o discontinuos prestados en las Universidades del Estado a la fecha de inicio del proceso de postulación, el monto de la bonificación adicional que concede esta iniciativa ascenderá a 935 UF.

Para el caso de Académicos, la bonificación ascenderá a 935 unidades de fomento para quienes tengan 10 y menos de 15 años, continuos o discontinuos en las universidades del Estado. Respecto de los académicos que tengan 15 o más años de servicio, su monto ascenderá a 950 unidades de fomento.


Los montos de la bonificación corresponden a una jornada máxima de 44 horas semanales. Si aquélla fuera inferior, el beneficio se calculará en forma proporcional a la jornada de trabajo. En caso de que el funcionario se desempeñe por una jornada mayor o en más de una universidad, la bonificación sólo se le otorgará en base a las antedichas 44 horas.

La bonificación adicional no se considerará remuneración ni renta para ningún efecto legal, y no será tributable ni imponible. 

Para efectos de acceder a esta bonificación, no se podrán contabilizar los mismos años de servicio que ya hayan sido computados para percibir otros beneficios asociados al retiro voluntario tales como, la ley N° 20.807 o los establecidos en los artículos 1 y 4 de la ley N° 20.374. Lo anterior, es con excepción del artículo 9 de la ley N° 20.374.


B) Bonificación compensatoria del artículo 9 de la ley N° 20.374.

El proyecto de ley, continúa el mensaje, faculta a las universidades estatales para otorgar el beneficio compensatorio del artículo 9 de la ley N° 20.374, por única vez, al personal académico, directivo y profesional no académico, de planta o contrata, que tuviere más de 65 años y 180 días de edad a la fecha de publicación de la ley. Ello, siempre que los funcionarios antes indicados tengan sólo derecho a este beneficio y presenten su renuncia voluntaria en el plazo que señala la presente iniciativa legal.

La autorización antes mencionada también podrán ejercerlas las universidades estatales, en forma excepcional, respecto del personal académico, directivo y profesional no académico, de planta o a contrata, que tuviere más de 65 años de edad, con anterioridad a la fecha de inicio del primer proceso de postulación a la bonificación adicional, y siempre que tenga derecho a esta bonificación y hagan efectiva su renuncia voluntaria dentro de los plazos que establece el presente proyecto de ley.

Tres) Cupos.

La iniciativa establece que la bonificación adicional tendrá cupos para los años 2017 a 2024, ascendiendo en total a 3.800 beneficiarios que tengan la calidad de académicos y directivos, y, a 900 beneficiarios que tengan la calidad de profesionales no académicos, quienes podrán postular a todas las coberturas señaladas en el numeral 1. Consecuentemente, se establecen criterios para asignar los cupos existentes en caso que de haber un número mayor de postulantes para la respectiva anualidad.

Por otra parte, se instituye que quienes, cumpliendo con los requisitos, no sean seleccionados por falta de cupos, no deberán realizar una nueva postulación, pasando a integrar en forma preferente el listado de seleccionados del proceso que corresponda al año o años siguientes. Asimismo, estos funcionarios mantendrán los beneficios que les correspondían a la fecha de la postulación, incluido aquel a que se refiere el artículo 9 de la ley N° 20.374 cuando corresponda.

Cuatro) Postulación y procedimientos generales para acceder a la bonificación adicional.

Explica el mensaje que los funcionarios deberán postular en su respectiva universidad empleadora en los plazos que fije el reglamento. Las universidades empleadoras deberán enviar las postulaciones de los funcionarios que cumplan con los requisitos al Ministerio de Educación. 

El mismo Ministerio, mediante una o más resoluciones exentas, visadas por la Dirección de Presupuestos, determinará la distribución de los cupos anuales entre las universidades estatales de manera proporcional al número de postulaciones válidas que cumplan con los requisitos, según se trate de los cupos para académicos y directivos o de los cupos para profesionales no académicos.

Posteriormente, las universidades del Estado, para cada proceso de postulación, dictarán una resolución con el listado de los postulantes que cumplen los requisitos. Para dicho efecto, habrán asignado los cupos respectivos conforme a los criterios que fija esta iniciativa, en el evento que existan un mayor número de postulantes que de vacantes disponibles. Quienes no postulen en los términos que establezca el reglamento que se dicte, o no renuncien a sus cargos y al total de horas que sirvan dentro de los plazos que se indican, se entenderá que renuncian a los beneficios que contiene este proyecto de ley.

El retiro definitivo del personal académico, directivo y profesional no académico, sólo se producirá una vez que la universidad del Estado empleadora ponga a su disposición la totalidad del beneficio compensatorio del artículo 9 de la ley N° 20.374.

Finalmente, afirma el mensaje que en el artículo primero transitorio del presente proyecto de ley se regula un procedimiento especial para la postulación a la bonificación adicional para asignar los cupos en el año 2017.

Cinco) Renuncia.

El personal que se acoja a los beneficios que establece esta iniciativa deberá renunciar a todos los cargos y al total de horas que sirva en los plazos que establece el presente proyecto de ley. Si un funcionario se desempeña en más de una universidad del Estado, deberá renunciar a la totalidad de las horas y nombramientos o contratos que tenga con los respectivos empleadores.

Seis) Beneficio post laboral. 

El personal que postule a la bonificación adicional que establece esta iniciativa, tendrá derecho a presentar la solicitud para acceder al bono post laboral que establece la ley N° 20.305, en la misma oportunidad en que comunique la fecha de su renuncia voluntaria. Ello, en los plazos y edades que establece este proyecto de ley.

Siete) Inhabilidades e incompatibilidades.

Explica el mensaje que la bonificación adicional que se crea será incompatible con otras bonificaciones al retiro, tales como las otorgadas por la ley N° 20.807 o por los artículos 1 y 4 de la ley N° 20.374. Asimismo, la mencionada bonificación será incompatible con toda indemnización que, por concepto de término de la relación laboral o cese de funciones pudiere corresponderle al personal académico, directivo o profesional no académico, con las excepciones del beneficio post laboral contemplado en la ley Nº 20.305, la bonificación compensatoria establecida en el artículo 9 de la ley Nº 20.374 y el desahucio a que se refiere el artículo 13 transitorio del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.

A su vez, quienes cesen en su empleo por aplicación de lo dispuesto en la normativa que se propone u obtenga cualquiera de sus beneficios, no podrán ser nombrados ni contratados, ya sea a contrata o sobre la base de honorarios, en cualquier institución que conforma la Administración del Estado, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, con los reajustes e intereses que se indican.

Ocho) Recontrataciones. 

Los académicos que accedan a los beneficios que establece la presente iniciativa podrán ser recontratados, acorde a las condiciones que se indican. De igual modo, el personal que no se encuentre en la situación señalada en el párrafo anterior y que perciba los beneficios que establece la presente iniciativa y tenga el título de médico cirujano u odontólogo podrá ser recontratado por las universidades estatales para el desempeño de labores de docencia, si cumplen con los requisitos y en las condiciones que para dicho efecto se disponen.

También se establece, que las normas sobre recontratación indicadas en los párrafos anteriores podrán ser aplicadas a los ex funcionarios académicos que hubieren cesado en funciones hasta antes de la publicación de esta ley y hayan percibido el beneficio del artículo 9 de la ley N° 20.374.

Quienes sean recontratados no podrán obtener un nuevo beneficio por retiro por dicho período, cualquiera sea su origen o fuente de financiamiento.

Nueve) Reglamento.

De conformidad al proyecto de ley propuesto, deberá dictarse un reglamento que contenga las disposiciones sobre la postulación a los beneficios que se conceden, los mecanismos para la solicitud de fondos fiscales, y todas aquellas que sean necesarias para la concesión de los mismos.

Diez) Transmisión por causa de muerte. 

La bonificación adicional que corresponda a un funcionario será transmisible por causa de muerte si este fallece entre la fecha de su postulación y antes de percibirla, siempre que cumpla con los requisitos y acceda a un cupo.
Once) Contratación de empréstitos. 


Con el objeto exclusivo de financiar la bonificación del artículo 9 de la ley N° 20.374, se autoriza a las universidades, en la forma que se indica, para contratar uno o más empréstitos. 

C. INFORME FINANCIERO

De acuerdo con el documento acompañado con el Mensaje, el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Educación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. Para los años siguientes se consultarán los recursos en la Ley de Presupuestos del Sector Público.

IV.- DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

Alejandra Contreras, Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, señora Alejandra Contreras, señaló que el proyecto de incentivo al retiro de académicos y profesionales de las universidades persigue simultáneamente dos objetivos que son de suma relevancia para el Ejecutivo, a saber:


Uno) Reconocer el aporte que han realizado a las universidades estatales y a través de ellas al país los académicos, directivos y profesionales que han dedicado gran parte de sus carreras a la docencia, investigación y gestión en dichas universidades, permitiendo recompensar ese aporte a través de un monto adicional de dinero que les permita enfrentar de mejor manera el periodo de jubilación que inician desde el momento de su retiro.


Dos)  El fortalecimiento de las universidades estatales requiere de un proceso de renovación y modernización permanente, que se expresa, antes que nada, en sus cuerpos académico, directivo y profesional, los cuales deben contar con los canales institucionales adecuados para facilitar y promover el retiro oportuno de quienes se encuentren en edad de jubilar. Este proceso es asumido de manera conjunta por las propias instituciones, y el Gobierno en el marco del diseño y aplicación de políticas públicas de fortalecimiento de la educación superior de carácter estatal


Explicó que el proyecto concede una bonificación adicional, de cargo fiscal, al personal académico, directivo y profesional que se acoja a retiro y reciba el beneficio compensatorio que estableció el artículo 9 de la ley N° 20.374, (correspondiente a un aporte financiado por la respectiva universidad que equivale a un mes de remuneraciones imponibles por cada año de servicio, con un máximo de 11 meses.)


La bonificación adicional asciende a 935 UF (más de 24 millones de pesos) para todo directivo o profesional que tengan 10 años o más de servicios continuos o discontinuos en universidades del estado. 


Para el caso de los académicos depende de los años de servicios prestados, en caso de que tengan más de 10 y menos de 15 podrán acceder a una bonificación de 935 UF, para quienes tengan más de 15 años podrán recibir 950 UF. 


Esta bonificación no es tributable ni imponible, no constituye renta, y será transmisible por causa de muerte, si el beneficiario fallece entre el periodo de postulación y antes de percibirla.

A continuación que se consideran tres categorías de beneficiarios:


1.- Los académicos y directivos que hayan cumplido la edad legal de jubilación (o la cumplan) entre el 01 de enero de 2012 y el 31 de diciembre de 2024, así como también aquellos que cumplieron dichas edades o más, al 31 de diciembre de 2011, es decir, considera a todos aquello que no jubilaron oportunamente, según lo establecido por la anterior ley de incentivo para académicos.


2.- Aquellos Profesionales no académicos ni directivos que hayan cumplido la edad legal de jubilación (o la cumplan) entre el 1 de enero de 2015 y el 31 de diciembre de 2024, así como también aquellos que cumplieron dichas edades o más, al 31 de diciembre de 2014 y que no jubilaron en su oportunidad bajo la vigencia de la anterior ley de incentivo al retiro de Profesionales. 


3.- Los académicos, directivos y profesionales que hayan cesado en sus funciones por declaración de vacancia por salud irrecuperable o salud incompatible, o que se haya pensionado por invalidez, entre la fecha de publicación de la ley y el 31 de diciembre de 2024, en la medida que cumplan las demás condiciones que señala la ley. En palabras simples, en estos casos, se les exime de la necesidad de contar con la edad legal de jubilación, para acceder al beneficio.


Este proyecto de plan de retiro contempla un máximo de 3800 cupos para académicos y directivos y un máximo de 900 cupos para profesionales, distribuidos entre 2017 y 2024. Es decir, en total considera beneficiar a 4.700 miembros de las universidades estatales.


Explicó que un elemento propio de esta ley de incentivo al retiro, que se estableció en consideración del carácter particular de las instituciones universitarias, radica en la posibilidad de recontratación de los académicos de más alto nivel, que se acojan a retiro, bajo determinadas condiciones y por un período máximo de tiempo, con un énfasis especial en las labores de investigación y la dificultad de las regiones extremas de contar con cuerpos académicos altamente calificados. De esta forma, quienes se jubilen podrán ser recontratados hasta la edad de 70 años para ejercer labores de docencia y de 75 años para funciones de investigación. Los requisitos de recontratación serán menos exigentes en las regiones extremas, facilitando de esta forma la mantención de cuadros académicos en dichas regiones. 


En el contexto de la decisión del Ejecutivo por apoyar y financiar políticas destinadas a fortalecer a las Universidades del Estado, expresó que es importante destacar que el esfuerzo fiscal que representa este proyecto de incentivo al retiro, se estima en un monto que supera los 91 mil millones de pesos. Paralelamente, considera que las propias universidades estatales deberán desembolsar una importante cantidad de recursos para financiar el beneficio compensatorio de un mes por año de servicio, para cuyos efectos se les autoriza a contratar uno o más empréstitos hasta el 31 de diciembre de 2024, por un plazo tope de 20 años.


Por último, dijo que un elemento muy importante de destacar es la intención del Ejecutivo de abrir la postulación a los cupos 2017 efectivamente en el presente año, para lo cual se consideró un proceso especial de asignación que se encuentra regulado especialmente en el articulado transitorio del proyecto de ley y que, por ende, no necesita esperar la dictación del reglamento que será necesario para la aplicación regular de esta normativa. Lo anterior, en conjunto con una pronta aprobación de esta iniciativa legal, nos permitirá cumplir desde ya con los académicos y profesionales de las universidades del estado que esperan esta oportunidad para acceder a mejores condiciones para su jubilación.


Finalizada la exposición de la señora Alejandra Contreras, el Honorable Senador Quintana consultó si acaso existen precedentes sobre una operación de esta envergadura para incentivar el retiro y fomentar el ingreso de nuevos profesionales en el área de la educación. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Montes expresó su beneplácito con esta iniciativa y que debió haberse aprobado hace ya largo tiempo dada la importancia de su contenido para el sistema de educación superior. Expresó que la aprobación de este proyecto de ley no sólo permitirá un término digno para la sacrificada carrera de muchas personas, sino que, además, facilitará la recepción de una serie de investigadores que han sido beneficiados por el Programa de Becas Chile y puedan expandir sus conocimientos desde las universidades estatales.


A su turno, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, concordó con el Honorable Senador señor Montes en el sentido de que la aprobación de este proyecto permitirá el ingreso de nuevos académicos a los establecimientos de educación superior. Valoró el esfuerzo que hace el Gobierno en el sentido de destinar una cantidad importante de fondos para entregar una serie de beneficios tanto a los académicos y directivos como a los profesionales de la educación, cuyo monto total alcanza los MM$91.193 que cubren un total de 4.700 funcionarios. 4

Seguidamente, la Honorable Senadora Von Baer no obstante compartir los juicios enunciados precedentemente, observó, como lo ha hecho en otras iniciativas de esta misma índole discutidas por el Congreso Nacional, los criterios de selección para otorgar los cupos de los beneficiados, como la utilización de las licencias médicas como una herramienta de discernimiento al respecto, todas materias contenidas en el el artículo 5° del proyecto en informe. 


En relación con estas consultas, la Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, señaló que existió un procedimiento similar con el incentivo al retiro en las universidades en el año 2011. 


Asimismo, precisó que los criterios de selección se basan en estudios realizados por las propias universidades, relacionados con la cantidad de profesionales y académicos y directivos que se encuentran en situación de retiro, los que se han recogido en este proyecto, promediando el tiempo de jubilación al año 2024. 


Finalizada la discusión, el señor Presidente sometió a votación, en general y en particular, esta iniciativa de ley.




- Puesto en votación el proyecto de ley, fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 


- Seguidamente, al ser puesto en votación en particular, resultó aprobado con la misma votación, salvo lo referido al artículo 5° permanente, que fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio y una abstención, de la Honorable Senadora señora Von Baer.

- - -
V.- TEXTO DEL PROYECTO

De conformidad a los acuerdos adoptados precedentemente, vuestra Comisión de Educación y Cultura propone aprobar el proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, en sus mismos términos, cuyo tenor es el siguiente:
“PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1.-
El personal académico y directivo de las universidades del Estado, que perciba el beneficio compensatorio del artículo 9 de la ley Nº 20.374, que entre el 1 de enero de 2012 y el 31 de diciembre de 2024 haya cumplido o cumpla 65 años de edad, en el caso de los hombres, y 60 años de edad, tratándose de mujeres, y se encuentre afiliado al sistema de pensiones establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema, tendrá derecho a una bonificación adicional, de cargo fiscal, siempre que cumpla los demás requisitos establecidos en esta ley. También podrá acceder a esta bonificación adicional dicho personal de las universidades del Estado que, al 31 de diciembre de 2011, haya cumplido las edades antes mencionadas siempre que cumpla con los requisitos para acceder a ella.


Del mismo modo, el personal profesional no académico de las universidades del Estado, que perciba el beneficio compensatorio del artículo 9 de la ley N° 20.374, que entre el 1 de enero de 2015 y hasta el 31 de diciembre de 2024 haya cumplido o cumpla 65 años de edad, en el caso de los hombres, y 60 años de edad, tratándose de las mujeres, y se encuentre afiliado al sistema de pensiones establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema, tendrá derecho a la bonificación adicional a que se refiere el inciso anterior de cargo fiscal, siempre que cumpla los demás requisitos establecidos en esta ley. Igualmente, podrá acceder a esta bonificación adicional dicho personal de las universidades del Estado que, al 31 de diciembre de 2014, haya cumplido las edades antes mencionadas siempre que cumpla con los requisitos para acceder a ella.


El personal académico, directivo y profesional no académico tendrá derecho a la bonificación adicional, siempre que sirva sus cargos en calidad de planta o a contrata y que haya prestado servicios en cualquiera de dichas calidades por un período no inferior a diez años,  continuos o discontinuos, en las universidades del Estado, a la fecha del inicio del respectivo período de postulación a dicha bonificación. Todo el personal antes señalado deberá hacer efectiva su renuncia voluntaria en los plazos que se señalan en el artículo siguiente. 


El reconocimiento de años de servicios discontinuos en las universidades del Estado para efectos del inciso anterior, sólo procederá cuando dicho personal tenga, a lo menos, cinco años continuos de servicios inmediatamente anteriores a la fecha de inicio del respectivo período de postulación a la bonificación adicional, en cargos de planta o a contrata en las mencionadas universidades. 


Artículo 2.-
El personal a que se refiere el artículo 1 de la presente ley que resulte beneficiario de un cupo de la bonificación adicional deberá hacer efectiva su renuncia voluntaria a la universidad del Estado, respecto del cargo o del total de horas que sirva en virtud de su nombramiento o contrato, dentro de los ciento ochenta días siguientes al cumplimiento de los 65 años de edad o dentro de los noventa días siguientes a la notificación de la resolución que le asigna un cupo, conforme al artículo 5, si esta última fecha fuera posterior a aquélla.


Con todo, las funcionarias, sean académicas, directivas o profesionales no académicas, podrán postular a la bonificación adicional desde que cumplan 60 años de edad y hasta el período que le corresponda postular a los 65 años de edad, cumpliendo con las demás condiciones fijadas por esta ley y su reglamento. Las funcionarias que postulen antes del cumplimiento de los 65 años de edad y sean beneficiarias de un cupo de la bonificación adicional, deberán hacer efectiva su renuncia voluntaria dentro de los ciento ochenta días siguientes a la notificación del acto que les asigna un cupo. Si la funcionaria no hiciere efectiva su renuncia dentro de dicho plazo, perderá su cupo, pero podrá participar en los procesos siguientes hasta aquel en que le corresponda postular a los 65 años de edad.


El personal directivo, académico y profesional no académico beneficiario de la bonificación adicional conforme al artículo 1 de la presente ley, cesará en funciones sólo si la universidad empleadora pone a su disposición la totalidad del beneficio compensatorio del artículo 9 de la ley Nº 20.374 que les corresponda.


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos primero y segundo de este artículo, los rectores de las universidades estatales que sean elegidos por períodos fijos y cumplan todos los requisitos que establece la presente ley, podrán hacer efectiva su renuncia voluntaria hasta el término del período de su nombramiento.


Artículo 3.-
La bonificación adicional se otorgará hasta por un máximo de 3.800 cupos para académicos y directivos, y hasta 900 cupos para profesionales no académicos, según lo dispuesto en el artículo 5, será de cargo fiscal y ascenderá, según los años de servicio que el funcionario haya prestado en universidades del Estado a la fecha de inicio del respectivo período de postulación a dicha bonificación, a los siguientes montos:

	ESTAMENTO
	AÑOS DE SERVICIO,CONTINUOS O DISCONTINUOS, EN LAS UNIVERSIDADES DEL ESTADO
	MONTO DE LA BONIFICACIÓN ADICIONAL EN UNIDADES DE FOMENTO

	Directivos y Profesionales no académicos
	 10 ó más años
	935  

	Académicos  
	10 y menos de 15 años
	935

	Académicos  
	15 ó más años
	950



La bonificación adicional será equivalente a los montos señalados en el inciso anterior, por una jornada máxima de 44 horas semanales, calculándose en forma proporcional a la jornada de trabajo por la cual esté sirviendo, si ésta fuere inferior. Si el personal está contratado por una jornada mayor o desempeña funciones en más de una universidad estatal con jornadas cuya suma sea superior a dicho máximo, sólo tendrá derecho a una bonificación adicional correspondiente a las referidas 44 horas semanales. 


Para efectos del inciso primero de este artículo, el reconocimiento de años de servicios discontinuos en las universidades del Estado se efectuará conforme al inciso final del artículo 1.


La bonificación adicional no se considerará remuneración ni renta para ningún efecto legal, y no estará afecta a descuento alguno. El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo de este beneficio será el que corresponda a la fecha del cese de funciones.


Para efectos de acceder a la bonificación de que trata este artículo, no se podrán computar los mismos años de servicio que ya hayan sido contabilizados para percibir otros beneficios asociados al retiro voluntario, con excepción de la bonificación del artículo 9 de la ley N° 20.374.


La bonificación adicional se pagará por la universidad empleadora de una sola vez, al mes siguiente de producido el cese de funciones del personal, siempre que el Ministerio de Educación, haya traspasado los recursos a la respectiva universidad. 


Artículo 4.-
También tendrá derecho a la bonificación adicional el personal académico, directivo y profesional no académico de las universidades del Estado, de planta o a contrata, que obtenga o haya obtenido una pensión de invalidez del decreto ley N° 3.500, de 1980, o que cese o haya cesado en sus funciones por declaración de vacancia por salud irrecuperable o incompatible con el desempeño del cargo, entre la fecha de publicación de la presente ley y el 31 de diciembre de 2024, siempre que se encuentre afiliado al sistema de pensiones establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema, reúna los demás requisitos necesarios para su percepción y acceda a uno de los cupos a que se refiere el artículo 5.


Además, los funcionarios señalados en el inciso anterior, dentro de los tres años siguientes a la obtención de la pensión de invalidez o cese en sus funciones por declaración de vacancia según las causales señaladas en el inciso anterior, deberán cumplir entre la fecha de publicación de la presente ley y el 31 de diciembre de 2024, 65 años de edad, en el caso de los hombres, y 60 años de edad, tratándose de las mujeres. 


El personal señalado en el inciso anterior que no cumpla con el requisito de edad allí establecido, igualmente podrá acceder a la bonificación adicional si tiene treinta o más años de servicio, continuos o discontinuos, a la fecha del cese de funciones, en cualquier calidad jurídica, sea de planta o a contrata, en las universidades del Estado; y siempre que al 31 de diciembre del año anterior al cese de sus funciones por las causales indicadas en el inciso primero haya tenido un mínimo de diez años de desempeño continuo o discontinuo en cargos de planta o a contrata en dichas universidades. 


El personal a que se refiere este artículo tendrá derecho a la bonificación adicional siempre que sirva sus cargos en calidad de planta o a contrata y que haya prestado servicios en cualquiera de dichas calidades por un período no inferior a diez años, continuos o discontinuos, en las universidades del Estado, a la fecha del  cese de funciones por cualquiera de las causales indicadas en el inciso primero. Para el reconocimiento de años de servicios discontinuos, se aplicará lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 1, contados al cese de funciones.


El personal señalado en los incisos anteriores de este artículo podrá postular a la bonificación adicional en la universidad del Estado empleadora, una vez cumplidas las edades señaladas en el inciso segundo o al cesar en sus funciones si tiene treinta o más años de servicio de acuerdo al inciso tercero, dentro del plazo que señale el reglamento. Si no postula dentro de dicho plazo, se entenderá que renuncia irrevocablemente a la bonificación adicional.


La bonificación adicional se pagará por la universidad del Estado empleadora de una sola vez, al mes siguiente de tramitado totalmente el acto administrativo que la concede, siempre que el Ministerio de Educación haya traspasado los recursos a la respectiva universidad. El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo de este beneficio, será el que corresponda al último día del mes anterior a su pago.

Las universidades estatales estarán facultadas para otorgar el beneficio compensatorio del artículo 9 de la ley Nº 20.374 al personal académico, directivo y profesional no académico, de planta o a contrata, que perciba la bonificación adicional en virtud del inciso primero de este artículo. En este caso, el número de meses a pagar por dicho beneficio compensatorio corresponderá a la diferencia entre los meses que hubiere podido percibir de acuerdo al artículo 9 de la ley Nº 20.374, si hubiere renunciado voluntariamente, y seis meses del inciso segundo del artículo 152 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


Artículo 5.-
Podrán acceder a la bonificación adicional creada por esta ley hasta un total de 3.800 beneficiarios académicos y directivos. Para el año 2017 se contemplarán 300 cupos. Para los años 2018, 2019, 2020 y 2021 se contemplarán, por cada anualidad, 600 cupos. Para el año 2022, existirán 400 cupos. Para los años 2023 y 2024, se contemplarán, por cada anualidad, 350 cupos. Con todo, los cupos que no hubieren sido utilizados en los años 2017 y 2018 incrementarán los cupos del año 2019. A partir de este último año, los cupos que no sean utilizados en cada anualidad incrementarán los cupos del año inmediatamente siguiente.

Podrán acceder a la bonificación adicional creada por esta ley hasta un total de 900 beneficiarios profesionales no académicos. Para el año 2017 se contemplarán  120 cupos. Para los años 2018 y 2019 se contemplarán, por cada anualidad, 150 cupos. Para los años 2020, 2021 y 2022 se contemplarán, por cada anualidad, 100 cupos. Para los años 2023 y 2024, por cada anualidad, 90 cupos. Con todo, los cupos que no hubieren sido utilizados en los años 2017 y 2018 incrementarán los cupos del año 2019. A partir de este último año, los cupos que no sean utilizados en cada anualidad incrementarán los cupos del año inmediatamente siguiente.


Para que los funcionarios accedan a la bonificación adicional deberán postular en su respectiva universidad empleadora en los plazos que fije el reglamento, comunicando su decisión de renunciar voluntariamente. Dichas universidades deberán remitir al Ministerio de Educación las postulaciones de los funcionarios que cumplan con los requisitos para acceder a los beneficios de esta ley, en los plazos y formas que indique el reglamento.


Mediante una o más resoluciones exentas del Ministerio de Educación, visadas por la Dirección de Presupuestos, se establecerá la distribución de los cupos anuales entre las universidades estatales, en forma proporcional al número de postulaciones que cumplan con los requisitos fijados por esta ley conforme a los cupos a que se refiere el presente artículo 5.


La universidad empleadora deberá dictar, para cada proceso de postulación, una resolución que deberá contener el listado de todos los postulantes que cumplen los requisitos para acceder a la bonificación adicional de esta ley. Además, dicha resolución contendrá la individualización de los beneficiarios de los cupos disponibles para dicho año y las demás materias que defina el reglamento.


En caso de haber un mayor número de postulantes por universidad que cupos anuales otorgados a ella, éstas los asignarán conforme a los siguientes criterios: 


a)En primer término, se preferirá a aquéllos con un mayor número de días por sobre la edad legal para pensionarse por vejez, sean funcionarios o funcionarias, considerados a la fecha de inicio del periodo de postulación que fije el reglamento.


b)En igualdad de condiciones de edad, se preferirá a los que tengan más años de servicio en la universidad estatal empleadora, y luego en todas las universidades estatales, a la fecha que determine el reglamento.



c)Si persiste la igualdad, se preferirá a los que tengan el mayor número de días de reposo de licencias médicas cursadas durante los 365 días corridos inmediatamente anteriores al inicio del respectivo período de postulación.


d)En todo caso, si aplicados todos los criterios de selección persiste la igualdad, resolverá la máxima autoridad de la universidad respectiva.


Una vez dictada la resolución a que se refiere el inciso tercero, la universidad estatal empleadora la notificará dentro de los 5 días siguientes a la fecha de su dictación, a cada uno de los funcionarios que participaron del proceso de postulación, al correo electrónico institucional que tengan asignado o al que fijen en su postulación, o por carta certificada a la dirección que indicó el funcionario al postular, o de conformidad al inciso final del artículo 46 de la ley N° 19.880.


A más tardar, dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación a que se refiere el inciso anterior, los beneficiarios de cupos deberán informar por escrito a la respectiva universidad estatal empleadora la fecha en que harán dejación definitiva del cargo o empleo o el total de horas que sirvan. Dicho personal deberá presentar su renuncia voluntaria y hacerla efectiva en los plazos señalados en el artículo 2.


No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, el personal que postule a la bonificación adicional y cumpla con los requisitos para acceder a ella, podrá renunciar a todos los cargos y al total de horas que sirva, a contar de la fecha de presentación de su postulación a dicho beneficio, siempre que tenga cumplidas las edades establecidas en el artículo 1 de esta ley, según corresponda. En este caso, el pago de la bonificación adicional se efectuará por la universidad empleadora, en el mes siguiente al de la total tramitación de la resolución que conceda al funcionario un cupo para acceder a la bonificación, y siempre que el Ministerio de Educación haya traspasado los recursos a la respectiva universidad. Con todo, las universidades podrán adelantar el pago de la bonificación adicional con recursos propios, a partir  de la asignación del cupo o desde que el funcionario se encuentre en la situación que regula el artículo 6, sin perjuicio del posterior traspaso de recursos que a su respecto realice el Ministerio de Educación. Dichos pagos anticipados no podrán realizarse durante el año 2024. El valor de la unidad de fomento para el cálculo de la bonificación será el vigente al último día del mes anterior a la fecha de la resolución que disponga su pago. A su vez, el beneficio compensatorio del artículo 9 de la ley N° 20.374 se pagará cuando corresponda, según el inciso cuarto de dicho artículo.


Para los efectos del artículo 8 de esta ley, los funcionarios a que se refiere el inciso anterior deberán presentar la solicitud para acceder al bono establecido en la ley N° 20.305 en la misma oportunidad en que presenten su renuncia voluntaria.


Artículo 6.-
Los postulantes a la bonificación adicional que, cumpliendo los requisitos para acceder a ella, no fueren seleccionados por falta de cupo, pasarán a integrar en forma preferente el listado de seleccionados del proceso que corresponda al año o años siguientes, sin necesidad de realizar una nueva postulación, manteniendo los beneficios que le correspondan a la época de dicha postulación, incluido aquel a que se refiere el artículo 9 de la ley N° 20.374, siempre que tengan derecho al mismo. Una vez que dichos postulantes sean incorporados a la nómina de beneficiarios de cupos del período o períodos siguientes, si quedaren cupos disponibles, éstos serán completados con los postulantes de dicho año que resulten seleccionados. 

El valor de la Unidad de Fomento que se considerará para el pago de la bonificación adicional, conforme a lo expresado en el inciso anterior, será el que corresponda al del último día del mes anterior a la fecha del cese de funciones.


Artículo 7.-
En el caso que un funcionario o funcionaria seleccionado dentro de los cupos asignados a un proceso de postulación se desistiere de aquél, dicho cupo se reasignará por la respectiva universidad, siguiendo estrictamente el orden del listado contenido en la resolución de la universidad señalada en el artículo 5.


Las mujeres menores de 65 años de edad que habiendo sido seleccionadas con un cupo se desistieren, no lo conservarán para los años siguientes, debiendo volver a postular conforme a las normas que establezca el reglamento.


A quien se le reasigne el cupo del personal que se desista deberá hacer efectiva su renuncia voluntaria de acuerdo al artículo 2 de esta ley.


Artículo 8.-
El personal académico, directivo y profesional no académico de las universidades del Estado que postule a la bonificación adicional, tendrá derecho a presentar la solicitud para acceder al bono establecido en la ley Nº 20.305, en la misma oportunidad en que comunique su fecha de renuncia voluntaria. Para tal efecto, se considerarán los plazos y edades establecidos en la presente ley, sin que sean aplicables a su respecto los plazos de doce meses señalados en los artículos 2 Nº 5, y 3 de la ley Nº 20.305.

Artículo 9.-
La bonificación adicional será incompatible con otras bonificaciones al retiro, tales como las otorgadas por las leyes N° 20.996 y N° 20.807, o los artículos 1 y 4 de la ley N° 20.374.


Asimismo, la bonificación  adicional que establece la presente ley será incompatible con toda indemnización que, por concepto de término de la relación laboral o cese de funciones, pudiere corresponderle al personal académico, directivo o profesional no académico, con las únicas excepciones del beneficio contemplado en la ley Nº 20.305, el beneficio compensatorio establecido en el artículo 9 de la ley Nº 20.374 y el desahucio a que se refiere el artículo 13 transitorio del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.


Artículo 10.-
El personal académico, directivo y profesional no académico que cese en su empleo por aplicación de lo dispuesto en esta ley u obtenga cualquiera de sus beneficios, no podrá ser nombrado ni contratado, ya sea a contrata o sobre la base de honorarios, en cualquier institución que integre la Administración del Estado durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral; a menos que, previamente, devuelva la totalidad del beneficio percibido, debidamente reajustado por la variación del Índice de Precios al Consumidor, determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes del pago del beneficio respectivo y el mes anterior al de la restitución, más el interés corriente para operaciones reajustables.


Artículo 11.-
Si el personal académico, directivo y profesional no académico no postula a la bonificación adicional en las fechas que establezca el reglamento o no hace efectiva su renuncia voluntaria dentro de los plazos señalados en esta ley, se entenderá que renuncia irrevocablemente a dicho beneficio.


Artículo 12.-
El personal que se acoja a los beneficios de esta ley deberá renunciar a todos los cargos y al total de horas que sirva en los plazos señalados al respecto. Los funcionarios que se desempeñen en más de una universidad del Estado deberán renunciar a la totalidad de horas y nombramientos o contratos que sirven en las distintas entidades empleadoras.


Asimismo, dicho personal no podrá utilizar los años de servicios para acceder a bonificaciones o beneficios asociados al retiro voluntario que otorguen otras leyes ni tampoco utilizar años de servicios que ya hubieren sido considerados para luego acceder a otros incentivos asociados al retiro.


Artículo 13.-
Las universidades estatales podrán otorgar el beneficio compensatorio que establece el artículo 9 de la ley Nº 20.374, por única vez, al personal académico, directivo y profesional no académico, de planta o a contrata, que tuviere más de 65 años y 180 días de edad a la fecha de publicación de la presente ley, siempre que tenga derecho a ese beneficio y presente su renuncia voluntaria respecto de su cargo o del total de horas que sirva, dentro de los 180 días siguientes a dicha publicación, cuando sólo tengan derecho a este beneficio. Si el personal no presenta su renuncia dentro del plazo antes señalado, se entenderá que renuncia irrevocablemente a dicha compensación.


Las universidades estatales también estarán facultadas para otorgar el beneficio compensatorio señalado en el inciso anterior, por única vez y en forma excepcional, al personal académico, directivo y profesional no académico, de planta o a contrata, que tuviere más de 65 años de edad con anterioridad a la fecha de inicio del primer proceso de postulación a la bonificación adicional dispuesto en el numeral 1 del artículo primero transitorio y tengan derecho a esta bonificación, siempre que haga efectiva su renuncia voluntaria respecto de su cargo o del total de horas que sirva dentro del plazo señalado en el artículo primero transitorio. Si el personal no hace efectiva su renuncia voluntaria dentro del plazo antes señalado se entenderá que renuncia irrevocablemente a dicha compensación.

Artículo 14.-
Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación, y suscrito también por el Ministro de Hacienda, determinará el o los periodos de postulación a los cupos de la bonificación adicional, pudiendo establecer plazos distintos según la fecha en que los funcionarios cumplan los requisitos correspondientes. También podrá establecer el procedimiento de otorgamiento de los beneficios de esta ley y fijar los mecanismos para solicitar los recursos fiscales que correspondan para financiar la bonificación adicional. Asimismo, el reglamento determinará los procedimientos aplicables para la heredabilidad de la bonificación adicional. También podrá establecer las demás normas que sean necesarias para la aplicación de esta ley.


El reglamento señalado en el inciso anterior deberá ser dictado dentro de los 90 días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley. 


Artículo 15.-
La bonificación adicional que corresponda a un funcionario será transmisible por causa de muerte, si éste fallece entre la fecha de su postulación a la misma y antes de percibirla, y siempre que cumpla con los requisitos establecidos en la presente ley para acceder a ella. Este beneficio quedará afecto a los incisos primero y segundo del artículo 5, según corresponda. 


Artículo 16.-
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 10 de la presente ley, el personal académico que perciba los beneficios que establece esta ley y siempre que al cese de sus funciones hubiere estado desempeñando una jornada de trabajo semanal de 44 o más horas, podrá ser recontratado en las universidades estatales sólo para el desempeño de una de las siguientes funciones:


a)Ejercer una jornada semanal de hasta 12 horas de docencia; o 


b)Ejercer una jornada semanal de hasta 22 horas de investigación; o 


c)Ejercer una jornada semanal de hasta 22 horas, de las cuáles hasta 12 horas podrán ser para el desempeño de labores de docencia de postgrado y las restantes para investigación.


También podrá ser recontratado el personal académico que perciba los beneficios que establece la presente ley y siempre que al cese de sus funciones hubiere estado desempeñando una jornada de trabajo semanal inferior a 44 horas. En este caso, las jornadas máximas dispuestas en los literales del inciso anterior se ajustarán en proporción a la jornada semanal que se hubiere encontrado desempeñando al momento del cese de sus funciones. 


El personal académico que haga uso de lo dispuesto en el inciso noveno del artículo 5 podrá ser recontratado conforme a lo dispuesto en este artículo, según corresponda.


Con todo, las recontrataciones a que se refiere este artículo, sólo podrán efectuarse hasta que el personal académico cumpla 70 años de edad en el caso de la letra a) del inciso primero. En el caso de las recontrataciones señaladas en las letras b) y c) del inciso primero, sólo podrán efectuarse hasta que el personal académico cumpla 75 años de edad. 

 
Sólo podrán ser recontratados para desempeñar una jornada semanal de 22 horas, quienes sean académicos de la más alta jerarquía de la respectiva universidad estatal.


Artículo 17.-
Los académicos beneficiarios de esta ley que sean recontratados para desempeñar labores de docencia, de conformidad a lo señalado en el artículo anterior, deberán cumplir alguno de los siguientes requisitos alternativamente:


a) Ser académico de la más alta jerarquía; o


b)Ser académicos de la segunda más alta jerarquía y tener el grado académico de doctor, siempre que hubieren tenido una jornada semanal de 44 o más horas durante, a lo menos, 10 años de servicios continuos o discontinuos en la universidad en la cual cesaron en funciones acogiéndose a los beneficios que establece la presente ley; o


c) Ser académicos de la segunda más alta jerarquía y tener el grado académico de magíster, siempre que hubieren tenido una jornada semanal de 44 o más horas durante, a lo menos, 10 años de servicios continuos o discontinuos, en la universidad en la cual cesaron en funciones acogiéndose a los beneficios que establece la presente ley y, siempre que sean recontratados exclusivamente en una universidad estatal de las incluidas en el artículo 12 de la ley N° 20.374 o en el decreto con fuerza de ley N° 7, de 2016, del Ministerio de Educación.


Artículo 18.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 10 de la presente ley, el personal que perciba los beneficios que establece esta ley y tenga el título profesional de médico cirujano u odontólogo, podrá ser recontratado por las universidades estatales para desempeñar labores de docencia, siempre que hubiere ejercido, a lo menos, 10 años como docente en la universidad en la que cesó en funciones acogiéndose a los beneficios de la presente ley, y acredite estudios sistemáticos en las disciplinas que imparte en calidad de docente. 


En este caso el número de horas máximas a recontratar para el desempeño de horas de docencia no podrá ser superior al 50% de la jornada laboral que desempeñaba en la universidad y en ningún caso superior a 12 horas semanales y no les serán aplicables los incisos primero y segundo del artículo 16.


El personal señalado en el inciso primero que haga uso de lo dispuesto en el inciso noveno del artículo 5 podrá ser recontratado conforme a lo dispuesto en este artículo, según corresponda.


Con todo, las recontrataciones a que se refiere este artículo, sólo podrán efectuarse hasta que el personal académico o profesional no académico cumpla 70 años de edad.


El presente artículo no se aplicará al personal a que se refieren los artículos 16 y 17.


Artículo 19.-
Los ex funcionarios académicos que hubieren cesado en funciones hasta el día antes de la publicación de la presente ley y que hayan percibido el beneficio compensatorio establecido en el artículo 9 de la ley N° 20.374, podrán ser recontratados conforme a los artículos 16, 17 y 18 si cumplen con los requisitos respectivos. A dichos funcionarios no les será aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del artículo 8 de la ley N° 20.374.


Los ex funcionarios académicos que hubieren cesado en funciones hasta el día antes de la publicación de la presente ley y que hayan sido recontratados conforme a los incisos segundo y siguientes del artículo 8 de la ley N° 20.374, continuarán rigiéndose por dicha normativa.


Artículo 20.- Para los efectos de proceder a las recontrataciones a que se refieren los artículos 16, 17, 18 y 19 cada Rector recibirá las solicitudes de recontratación de personal, que le presenten las facultades de las respectivas universidades estatales. Dichas recontrataciones podrán realizarse a contrata u honorarios.


El Rector deberá remitir dichas solicitudes, manifestando su opinión al respecto, a la Comisión de Jerarquización Académica Superior o su equivalente de la respectiva universidad, para que certifiquen el cumplimiento de cada una de las condiciones exigidas. El Rector estará facultado para recontratar a quienes obtengan una certificación favorable y siempre que la universidad cuente con disponibilidad presupuestaria, previa aprobación del órgano colegiado superior existente en la universidad.


 En caso que exista más de una Comisión de Jerarquización Académica o su equivalente en una  universidad, se conformará una Comisión Superior para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, la que estará conformada por integrantes de cada una de ellas, los que serán elegidos entre sus pares.


Las recontrataciones también podrán efectuarse por universidades estatales distintas a aquella en la que se desempeñaba el personal académico al momento de su cese de funciones, siéndole aplicables el procedimiento señalado en los incisos anteriores. En este caso, la certificación del cumplimiento de las condiciones exigidas será realizada por la Comisión a que se refiere el inciso segundo o tercero, según corresponda, de la universidad que realizará la recontratación, correspondiendo a la universidad en que el personal cesó en funciones, remitir sus calificaciones y todos los demás antecedentes asociados a su desempeño. 


Anualmente, las universidades deberán informar al Ministerio de Educación la nómina del personal académico que hubiere sido recontratado y los antecedentes que acrediten el cumplimiento de los requisitos para ello, según lo establezca el reglamento. En el caso que se verifique que fue recontratado sin cumplir con los requisitos se aplicará el artículo 10 de la presente ley, sin perjuicio de las demás sanciones que sean procedentes.


Además, las universidades empleadoras deberán mantener a disposición permanente del público las recontrataciones que se realicen de acuerdo a los artículos 16, 17, 18 y 19 de esta ley, conforme con lo dispuesto en el título III de la Ley de Transparencia de la Función Pública y de acceso a la información de la Administración del Estado, contenida en el artículo primero de la ley N° 20.285.


Los contratos que se celebren de acuerdo a lo dispuesto en los incisos anteriores, podrán ser renovados anualmente, previa evaluación de su cumplimiento.


Artículo 21.- Quienes se acojan a los beneficios de la presente ley y luego sean recontratados de acuerdo a lo establecido en los artículos 16, 17, 18 y 19 de la presente ley, no podrán obtener nuevos beneficios asociados al retiro durante el período de su recontratación, cualquiera sea su origen o fuente de financiamiento.


Artículo 22.- Autorízase a las universidades del Estado para que, hasta el 31 de diciembre de 2024, puedan contratar uno o más empréstitos con el objeto exclusivo de financiar el beneficio establecido en el artículo 9 de la ley N°20.374. El o los empréstitos que sean contratados deberán estar directamente relacionados con el gasto real o proyectado del beneficio antes citado en la universidad respectiva. Dicha autorización no comprometerá en forma directa o indirecta el crédito o la responsabilidad financiera del Fisco.


El servicio de deuda derivada de los empréstitos que se autorizan contratar de acuerdo a lo dispuesto en el presente artículo deberá hacerse con cargo al patrimonio de la universidad respectiva y no podrá exceder del plazo de 20 años contados desde la fecha de celebración del contrato.


La selección de las entidades financieras con las cuales se contraten los empréstitos señalados, se efectuará mediante licitación pública, la que no estará sujeta a las disposiciones de la ley N° 19.886 y su reglamento.


Con todo, las universidades del Estado podrán celebrar los contratos de empréstitos a que se refiere este artículo, a través de licitación privada o trato directo en virtud de las causales señaladas en el artículo 8 de la ley N° 19.886, en caso que la utilización del procedimiento de licitación pública ponga en riesgo la oportunidad, la finalidad o la eficacia de la aplicación del artículo 9° de la Ley N° 20.374. En estos casos, las universidades del Estado deberán establecer por medio de una resolución, disponible en el Sistema de Información de Compras y Contratación Pública, los procedimientos internos que permitan resguardar la publicidad, la transparencia, la igualdad de trato y la no discriminación arbitraria en esta clase de contratación de servicios.


Copia de los contratos de los empréstitos materia de este artículo, indicando el monto y las condiciones bajo los cuales fueron celebrados, además de un informe que especifique los usos de los recursos obtenidos, serán remitidos por la universidad respectiva a los Ministerios de Hacienda y de Educación, dentro de los 30 días siguientes a su celebración.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero transitorio.- El procedimiento para asignar los cupos en el año 2017 se sujetará a las reglas siguientes:


1.-Los académicos, directivos y los profesionales no académicos a que se refiere el artículo 1 que, al 31 de diciembre de 2017 cumplan o hayan cumplido 65 o más años de edad, deberán postular a la bonificación adicional por retiro que establece la presente ley dentro de los cuarenta y cinco días hábiles siguientes a su publicación, en la respectiva universidad estatal empleadora. Si no postularen dentro de dicho plazo se entenderá que renuncian irrevocablemente a los beneficios de la misma. 


También, dentro del mismo plazo antes señalado, podrán postular a la bonificación las funcionarias a las que se aplica la presente ley y que al 31 de diciembre de 2017 cumplan o hayan cumplido entre 60 y 64 años de edad. Con todo, ellas podrán postular hasta el período en que cumplan 65 años de edad.


2.-Las universidades estatales empleadoras deberán remitir las postulaciones que cumplan los requisitos al Ministerio de Educación dentro de los cuarenta y cinco días hábiles siguientes al término del plazo para postular fijado en el numeral anterior. Dichas instituciones deberán remitir la certificación del cumplimiento de los requisitos para acceder a la bonificación adicional que establece la presente ley.


3.-Mediante una o más resoluciones exentas del Ministerio de Educación, visadas por la Dirección de Presupuestos, se establecerá la distribución de los cupos anuales entre las universidades estatales, en forma proporcional al número de postulaciones que cumplan con los requisitos fijados por esta ley conforme a los cupos a que se refiere el artículo 5. 
Dicha resolución deberá ser dictada a más tardar dentro de los 45 días hábiles siguientes al vencimiento del plazo señalado en el numeral anterior.


4.-La universidad empleadora deberá dictar una resolución que deberá contener el listado de todos los postulantes que cumplen los requisitos para acceder a la bonificación adicional de esta ley según lo informado en el numeral 2 anterior, identificando los beneficiarios de los cupos disponibles para el año 2017 y aquellos a quienes se les aplique el artículo 6 de la presente ley cuando corresponda. Dicha resolución deberá dictarse a más tardar dentro de los quince días hábiles siguientes a la notificación de la resolución a que se refiere el numeral anterior que realice el Ministerio de Educación a la respectiva Universidad.


5.-La universidad empleadora deberá notificar a los funcionarios la resolución a que se refiere el numeral anterior a más tardar dentro de los 5 días hábiles siguientes a su dictación.


6.-A más tardar, dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la resolución a que se refiere el numeral 4, los beneficiarios de cupos deberán informar por escrito a la respectiva universidad estatal empleadora la fecha en que harán dejación definitiva del cargo o empleo o el total de horas que sirvan, la cual deberá ajustarse a lo señalado en los párrafos siguientes.


El personal a que se refiere el numeral 1 de este artículo que resulte beneficiario de un cupo de la bonificación adicional deberá hacer efectiva su renuncia voluntaria a la universidad del Estado, respecto del cargo o del total de horas que sirva en virtud de su nombramiento o contrato, dentro de los noventa días siguientes al cumplimiento de los 65 años de edad o dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a la notificación de la resolución que le asigna un cupo, si esta última fecha fuera posterior a aquélla.


Las funcionarias, sean académicas, directivas o profesionales no académicas, que postulen en el proceso a que se refiere este artículo y que tengan menos de 65 años de edad y sean beneficiarias de un cupo de la bonificación adicional, deberán hacer efectiva su renuncia voluntaria dentro de los noventa días siguientes a la notificación del acto que le asigna un cupo. Si la funcionaria no hiciere efectiva su renuncia dentro de dicho plazo, perderá su cupo, pero podrá participar en los procesos siguientes hasta aquel en que le corresponda postular a los 65 años de edad.


A los rectores les será aplicable lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 2 de esta ley.


7.-Las universidades estatales deberán informar al Ministerio de Educación el cese de funciones de cada beneficiario de la bonificación adicional establecida en esta ley, dentro de los cinco días hábiles siguientes a dicho cese.


Artículo segundo transitorio.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley, durante su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. Para los años siguientes se consultarán los recursos en la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.
- - -

Tratado y acordado en sesión celebrada el día 4 de octubre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señor Ignacio Walker Prieto (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Jaime Quintana Leal y Carlos Montes Cisternas.


Sala de la Comisión, a  5 de octubre de 2017.

(Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart, Secretario de la Comisión

__________

1 Al 5 de octubre de 2017, equivale a la suma de $24.932.392 y $25.332.337.
2 Dicha disposición facultó a las universidades estatales para que, a contar del 1 de enero de 2012, pudieran establecer, con cargo a sus recursos propios, un beneficio compensatorio equivalente a un mes de remuneraciones imponibles por cada año de servicio y fracción superior a seis meses, con un máximo de once meses, respecto del personal no académico, profesional, directivo y académico, sea que sirvan sus cargos en calidad de planta o a contrata, siempre que presente su renuncia voluntaria como funcionarios de la universidad, respecto del total de horas que sirvan en virtud de sus nombramientos o contratos dentro de los 180 días siguientes al cumplimiento de los 65 años de edad, previniendo que, tratándose de las mujeres, ellas podrán impetrar el beneficio desde que cumplan 60 años de edad y hasta los 180 días siguientes al límite de edad precitado.

3 Normativa que faculta a las universidades estatales a establecer un mecanismo de incentivo al retiro para sus funcionarios y concede otros beneficios que indica. En particular, los artículos 9 al 11 se refieren a los beneficios compensatorios que pueden otorgar las universidades estatales. En particular, el artículo 9 faculta a las universidades estatales para que, a contar del 1 de enero de 2012, puedan establecer, con cargo a sus recursos propios, un beneficio compensatorio equivalente a un mes de remuneraciones imponibles por cada año de servicio y fracción superior a seis meses, con un máximo de once meses, respecto del personal no académico, profesional, directivo y académico, sea que sirvan sus cargos en calidad de planta o a contrata, siempre que presente su renuncia voluntaria como funcionarios de la universidad, respecto del total de horas que sirvan en virtud de sus nombramientos o contratos dentro de los 180 días siguientes al cumplimiento de los 65 años de edad. Con todo, tratándose de las mujeres, ellas podrán impetrar el beneficio desde que cumplan 60 años de edad y hasta los 180 días siguientes al límite de edad precitado.
4 La cifra de MM $91.193 a que se ha hecho alusión es considerando la completa aplicación de esta iniciativa, que culminará el año 2024.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE OTORGA UNA BONIFICACIÓN ADICIONAL POR RETIRO AL PERSONAL ACADÉMICO, DIRECTIVO Y PROFESIONAL NO ACADÉMICO DE LAS UNIVERSIDADES DEL ESTADO Y FACULTA A LAS MISMAS PARA CONCEDER OTROS BENEFICIOS TRANSITORIOS QUE INDICA

(11.271-04)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus integrantes, las siguientes personas: 


 Del Ministerio de Educación, la Jefa de la División Educación Superior, señora Alejandra Contreras, y el asesor, señor Gustavo Paulsen.



De la Dirección de Presupuestos, el abogado, señor Rodrigo Quinteros.


Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora legislativa, señora María Jesús Mella.


El asesor del Honorable Senador Coloma, señor Álvaro Pillado.


El asesor del Honorable Senador Montes, señor Luis Díaz.


Del Comité Demócrata Cristiano, la asesora legislativa, señora Constanza González.

- - - 


Cabe señalar que la presente iniciativa de ley fue discutida previamente en general y particular, en el trámite reglamentario de primer informe, por la Comisión de Educación y Cultura, conforme a lo dispuesto por la Sala del Senado en sesión de 4 de octubre de 2017.


A la Comisión de Hacienda, en tanto, correspondió conocer de aquellas disposiciones del proyecto de ley que son de su competencia, de conformidad con lo prescrito en el artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y con lo dispuesto por la Sala del Senado en sesión de 6 de septiembre de 2017.

- - - 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL
El artículo 22 del proyecto requiere ser aprobado con quórum calificado, por tratarse de una norma que autoriza la contratación de empréstitos cuyo vencimiento excede del término de duración del respectivo período presidencial. Esto, en virtud de lo dispuesto en el artículo 63, Nº 7), en relación con el inciso tercero del artículo 66, ambas disposiciones de la  Constitución Política de la República.

- - -

DISCUSIÓN 

Previo al conocimiento de los asuntos de competencia de la Comisión, la Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, señora Alejandra Contreras, efectuó una reseña general del proyecto de ley sometido al conocimiento de la Comisión de Hacienda.


Expuso que contiene un incentivo al retiro del personal académico y profesional de las universidades del Estado, consistente en un bono, de cargo fiscal, adicional al que habitualmente dichas universidades entregan a sus funcionarios cuando ejercen su derecho retiro. Persigue, en concreto, dos finalidades. En primer lugar, reconocer y apoyar en su etapa de retiro a los académicos de larga trayectoria –el mínimo exigido, de hecho, alcanza a los 10 años-. Y, en segundo término, propender al fortalecimiento de las universidades estatales por la vía de establecer políticas de inserción de académicos jóvenes, que se encuentran retornando el país luego de haber cursado, en calidad de becarios, programas de estudio, y que están iniciando su carrera. Esto último, destacó, en coherencia con las iniciativas que al efecto está llevando a cabo la Comisión Nacional de Ciencia y Tecnología (CONICYT).


Agregó que la bonificación adicional asciende a 935 UF para los directivos o profesionales que tengan 10 años o más de servicios continuos o discontinuos en universidades del Estado, al igual que para los académicos que tengan entre 10 y 15 años de servicios. Para los académicos que tengan más de 15 años de servicios, en tanto, la bonificación asciende a 950 UF. En el caso de los académicos, puntualizó, dichos topes están previstos para quienes tengan jornada completa, produciéndose la rebaja proporcional según la jornada horaria que corresponda. En cuanto a la cantidad de cupos, indicó que 3.800 son para académicos y directivos, y 900 para profesionales no académicos, que serán distribuidos entre los años 2017 a 2024. En lo que importa al primer año, y con el objeto de no tener que quedar a la espera de la dictación del reglamento de la ley, el propio articulado transitorio del proyecto establece el procedimiento de asignación de los cupos.


Por otra parte, puso de relieve que el proyecto de ley es fruto de un acuerdo alcanzado entre los ministerios de Hacienda y Educación, las asociaciones de académicos de las universidades estatales y los rectores, por lo que se trata de una iniciativa ampliamente esperada por los interesados. Al respecto, destacó que en atención al carácter particular de las instituciones universitarias, se contempla la posibilidad de recontratación de los académicos de más alto nivel, si bien sujeta a restrictivas condiciones. Esto con miras a que el proceso de renovación de las plantas académicas de las universidades sea paulatino, habida cuenta de que no existe capacidad para reemplazar la totalidad de ellas de una sola vez. Esta última situación, complementó, se da particularmente en regiones, donde resulta más dificultoso atraer a jóvenes dispuestos a trasladarse.


Finalmente, consignó que el costo fiscal del proyecto de ley, en régimen, asciende a $91.193 millones, que se desglosa en la forma que se expresa en el informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos –del que se da cuenta más adelante en el presente informe-.


El Honorable Senador señor Pizarro consultó si se considera algún incentivo al retiro para el personal no académico no profesional. 


La señora Contreras señaló que de dicho personal se hizo cargo la ley N° 20.964, que otorga bonificación adicional por retiro al personal no académico ni profesional de las universidades del Estado, y faculta a éstas para conceder otros beneficios transitorios. Dicha ley fue aprobada el presente año, y su reglamento se encuentra actualmente en etapa de elaboración. 


En otro orden de ideas, ante una consulta del Honorable Senador señor García señaló que la facultad de recontratar a los académicos constituye una novedad en la legislación nacional, que responde a una sentida demanda de los rectores de las universidades del Estado. Con todo, hizo presente que subsisten apreciaciones encontradas acerca de los requisitos que se establecen, pues para algunos, sobre todo en regiones, sería preferible que fueran menos exigentes. 

      
El Honorable Senador señor Montes observó que, en su momento, la posibilidad y los requisitos para recontratar a los académicos fueron objeto de debate, pues algunos de los interesados plantearon ser reincorporados en las mismas condiciones. El proyecto de ley, sin embargo, zanja la discusión.  


Por otra parte, llamó la atención sobre que, al igual que en otras leyes sobre incentivo al retiro, se prevé que para acceder al beneficio las personas deben estar trabajando en las universidades. De este modo, si por haber cumplido la edad de jubilación ya se retiraron, no tienen el derecho. Manifestó que, en su opinión, tal medida debiera ser revisada por el Ejecutivo.   


En relación con la recontratación de académicos, el abogado de la Dirección de Presupuestos, señor Rodrigo Quinteros, acotó que quienes accedan a ella pierden la antigüedad laboral para efectos de postular a algún futuro beneficio de retiro.
---

Enseguida, de conformidad con su competencia, la Comisión de Hacienda se pronunció respecto de la totalidad del articulado  del proyecto de ley, en los términos en que fue aprobado por la Comisión de Educación y Cultura, como corresponde de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41 del Reglamento de la Corporación. 

Artículo 1


Prescribe lo siguiente:


“Artículo 1.-
El personal académico y directivo de las universidades del Estado, que perciba el beneficio compensatorio del artículo 9 de la ley Nº 20.374, que entre el 1 de enero de 2012 y el 31 de diciembre de 2024 haya cumplido o cumpla 65 años de edad, en el caso de los hombres, y 60 años de edad, tratándose de mujeres, y se encuentre afiliado al sistema de pensiones establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema, tendrá derecho a una bonificación adicional, de cargo fiscal, siempre que cumpla los demás requisitos establecidos en esta ley. También podrá acceder a esta bonificación adicional dicho personal de las universidades del Estado que, al 31 de diciembre de 2011, haya cumplido las edades antes mencionadas siempre que cumpla con los requisitos para acceder a ella.



Del mismo modo, el personal profesional no académico de las universidades del Estado, que perciba el beneficio compensatorio del artículo 9 de la ley N° 20.374, que entre el 1 de enero de 2015 y hasta el 31 de diciembre de 2024 haya cumplido o cumpla 65 años de edad, en el caso de los hombres, y 60 años de edad, tratándose de las mujeres, y se encuentre afiliado al sistema de pensiones establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema, tendrá derecho a la bonificación adicional a que se refiere el inciso anterior de cargo fiscal, siempre que cumpla los demás requisitos establecidos en esta ley. Igualmente, podrá acceder a esta bonificación adicional dicho personal de las universidades del Estado que, al 31 de diciembre de 2014, haya cumplido las edades antes mencionadas siempre que cumpla con los requisitos para acceder a ella.


El personal académico, directivo y profesional no académico tendrá derecho a la bonificación adicional, siempre que sirva sus cargos en calidad de planta o a contrata y que haya prestado servicios en cualquiera de dichas calidades por un período no inferior a diez años,  continuos o discontinuos, en las universidades del Estado, a la fecha del inicio del respectivo período de postulación a dicha bonificación. Todo el personal antes señalado deberá hacer efectiva su renuncia voluntaria en los plazos que se señalan en el artículo siguiente. 


El reconocimiento de años de servicios discontinuos en las universidades del Estado para efectos del inciso anterior, sólo procederá cuando dicho personal tenga, a lo menos, cinco años continuos de servicios inmediatamente anteriores a la fecha de inicio del respectivo período de postulación a la bonificación adicional, en cargos de planta o a contrata en las mencionadas universidades.”.

Artículo 2


Es del siguiente tenor:


“Artículo 2.-
El personal a que se refiere el artículo 1 de la presente ley que resulte beneficiario de un cupo de la bonificación adicional deberá hacer efectiva su renuncia voluntaria a la universidad del Estado, respecto del cargo o del total de horas que sirva en virtud de su nombramiento o contrato, dentro de los ciento ochenta días siguientes al cumplimiento de los 65 años de edad o dentro de los noventa días siguientes a la notificación de la resolución que le asigna un cupo, conforme al artículo 5, si esta última fecha fuera posterior a aquélla.


Con todo, las funcionarias, sean académicas, directivas o profesionales no académicas, podrán postular a la bonificación adicional desde que cumplan 60 años de edad y hasta el período que le corresponda postular a los 65 años de edad, cumpliendo con las demás condiciones fijadas por esta ley y su reglamento. Las funcionarias que postulen antes del cumplimiento de los 65 años de edad y sean beneficiarias de un cupo de la bonificación adicional, deberán hacer efectiva su renuncia voluntaria dentro de los ciento ochenta días siguientes a la notificación del acto que les asigna un cupo. Si la funcionaria no hiciere efectiva su renuncia dentro de dicho plazo, perderá su cupo, pero podrá participar en los procesos siguientes hasta aquel en que le corresponda postular a los 65 años de edad.


El personal directivo, académico y profesional no académico beneficiario de la bonificación adicional conforme al artículo 1 de la presente ley, cesará en funciones sólo si la universidad empleadora pone a su disposición la totalidad del beneficio compensatorio del artículo 9 de la ley Nº 20.374 que les corresponda.


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos primero y segundo de este artículo, los rectores de las universidades estatales que sean elegidos por períodos fijos y cumplan todos los requisitos que establece la presente ley, podrán hacer efectiva su renuncia voluntaria hasta el término del período de su nombramiento.”.

Artículo 3


Textualmente, prescribe:


“Artículo 3.-
La bonificación adicional se otorgará hasta por un máximo de 3.800 cupos para académicos y directivos, y hasta 900 cupos para profesionales no académicos, según lo dispuesto en el artículo 5, será de cargo fiscal y ascenderá, según los años de servicio que el funcionario haya prestado en universidades del Estado a la fecha de inicio del respectivo período de postulación a dicha bonificación, a los siguientes montos:

	ESTAMENTO
	AÑOS DE SERVICIO,CONTINUOS O DISCONTINUOS, EN LAS UNIVERSIDADES DEL ESTADO
	MONTO DE LA BONIFICACIÓN ADICIONAL EN UNIDADES DE FOMENTO

	Directivos y Profesionales no académicos
	 10 ó más años
	935  

	Académicos  
	10 y menos de 15 años
	935

	Académicos  
	15 ó más años
	950



La bonificación adicional será equivalente a los montos señalados en el inciso anterior, por una jornada máxima de 44 horas semanales, calculándose en forma proporcional a la jornada de trabajo por la cual esté sirviendo, si ésta fuere inferior. Si el personal está contratado por una jornada mayor o desempeña funciones en más de una universidad estatal con jornadas cuya suma sea superior a dicho máximo, sólo tendrá derecho a una bonificación adicional correspondiente a las referidas 44 horas semanales. 


Para efectos del inciso primero de este artículo, el reconocimiento de años de servicios discontinuos en las universidades del Estado se efectuará conforme al inciso final del artículo 1.


La bonificación adicional no se considerará remuneración ni renta para ningún efecto legal, y no estará afecta a descuento alguno. El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo de este beneficio será el que corresponda a la fecha del cese de funciones.


Para efectos de acceder a la bonificación de que trata este artículo, no se podrán computar los mismos años de servicio que ya hayan sido contabilizados para percibir otros beneficios asociados al retiro voluntario, con excepción de la bonificación del artículo 9 de la ley N° 20.374.


La bonificación adicional se pagará por la universidad empleadora de una sola vez, al mes siguiente de producido el cese de funciones del personal, siempre que el Ministerio de Educación, haya traspasado los recursos a la respectiva universidad.”.

Artículo 4


Su contenido es el siguiente:


“Artículo 4.-
También tendrá derecho a la bonificación adicional el personal académico, directivo y profesional no académico de las universidades del Estado, de planta o a contrata, que obtenga o haya obtenido una pensión de invalidez del decreto ley N° 3.500, de 1980, o que cese o haya cesado en sus funciones por declaración de vacancia por salud irrecuperable o incompatible con el desempeño del cargo, entre la fecha de publicación de la presente ley y el 31 de diciembre de 2024, siempre que se encuentre afiliado al sistema de pensiones establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema, reúna los demás requisitos necesarios para su percepción y acceda a uno de los cupos a que se refiere el artículo 5.


Además, los funcionarios señalados en el inciso anterior, dentro de los tres años siguientes a la obtención de la pensión de invalidez o cese en sus funciones por declaración de vacancia según las causales señaladas en el inciso anterior, deberán cumplir entre la fecha de publicación de la presente ley y el 31 de diciembre de 2024, 65 años de edad, en el caso de los hombres, y 60 años de edad, tratándose de las mujeres. 


El personal señalado en el inciso anterior que no cumpla con el requisito de edad allí establecido, igualmente podrá acceder a la bonificación adicional si tiene treinta o más años de servicio, continuos o discontinuos, a la fecha del cese de funciones, en cualquier calidad jurídica, sea de planta o a contrata, en las universidades del Estado; y siempre que al 31 de diciembre del año anterior al cese de sus funciones por las causales indicadas en el inciso primero haya tenido un mínimo de diez años de desempeño continuo o discontinuo en cargos de planta o a contrata en dichas universidades. 


El personal a que se refiere este artículo tendrá derecho a la bonificación adicional siempre que sirva sus cargos en calidad de planta o a contrata y que haya prestado servicios en cualquiera de dichas calidades por un período no inferior a diez años, continuos o discontinuos, en las universidades del Estado, a la fecha del  cese de funciones por cualquiera de las causales indicadas en el inciso primero. Para el reconocimiento de años de servicios discontinuos, se aplicará lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 1, contados al cese de funciones.


El personal señalado en los incisos anteriores de este artículo podrá postular a la bonificación adicional en la universidad del Estado empleadora, una vez cumplidas las edades señaladas en el inciso segundo o al cesar en sus funciones si tiene treinta o más años de servicio de acuerdo al inciso tercero, dentro del plazo que señale el reglamento. Si no postula dentro de dicho plazo, se entenderá que renuncia irrevocablemente a la bonificación adicional.


La bonificación adicional se pagará por la universidad del Estado empleadora de una sola vez, al mes siguiente de tramitado totalmente el acto administrativo que la concede, siempre que el Ministerio de Educación haya traspasado los recursos a la respectiva universidad. El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo de este beneficio, será el que corresponda al último día del mes anterior a su pago.


Las universidades estatales estarán facultadas para otorgar el beneficio compensatorio del artículo 9 de la ley Nº 20.374 al personal académico, directivo y profesional no académico, de planta o a contrata, que perciba la bonificación adicional en virtud del inciso primero de este artículo. En este caso, el número de meses a pagar por dicho beneficio compensatorio corresponderá a la diferencia entre los meses que hubiere podido percibir de acuerdo al artículo 9 de la ley Nº 20.374, si hubiere renunciado voluntariamente, y seis meses del inciso segundo del artículo 152 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.”.

Artículo 5


Es del siguiente tenor:


“Artículo 5.-
Podrán acceder a la bonificación adicional creada por esta ley hasta un total de 3.800 beneficiarios académicos y directivos. Para el año 2017 se contemplarán 300 cupos. Para los años 2018, 2019, 2020 y 2021 se contemplarán, por cada anualidad, 600 cupos. Para el año 2022, existirán 400 cupos. Para los años 2023 y 2024, se contemplarán, por cada anualidad, 350 cupos. Con todo, los cupos que no hubieren sido utilizados en los años 2017 y 2018 incrementarán los cupos del año 2019. A partir de este último año, los cupos que no sean utilizados en cada anualidad incrementarán los cupos del año inmediatamente siguiente.


Podrán acceder a la bonificación adicional creada por esta ley hasta un total de 900 beneficiarios profesionales no académicos. Para el año 2017 se contemplarán  120 cupos. Para los años 2018 y 2019 se contemplarán, por cada anualidad, 150 cupos. Para los años 2020, 2021 y 2022 se contemplarán, por cada anualidad, 100 cupos. Para los años 2023 y 2024, por cada anualidad, 90 cupos. Con todo, los cupos que no hubieren sido utilizados en los años 2017 y 2018 incrementarán los cupos del año 2019. A partir de este último año, los cupos que no sean utilizados en cada anualidad incrementarán los cupos del año inmediatamente siguiente.


Para que los funcionarios accedan a la bonificación adicional deberán postular en su respectiva universidad empleadora en los plazos que fije el reglamento, comunicando su decisión de renunciar voluntariamente. Dichas universidades deberán remitir al Ministerio de Educación las postulaciones de los funcionarios que cumplan con los requisitos para acceder a los beneficios de esta ley, en los plazos y formas que indique el reglamento.


Mediante una o más resoluciones exentas del Ministerio de Educación, visadas por la Dirección de Presupuestos, se establecerá la distribución de los cupos anuales entre las universidades estatales, en forma proporcional al número de postulaciones que cumplan con los requisitos fijados por esta ley conforme a los cupos a que se refiere el presente artículo 5.


La universidad empleadora deberá dictar, para cada proceso de postulación, una resolución que deberá contener el listado de todos los postulantes que cumplen los requisitos para acceder a la bonificación adicional de esta ley. Además, dicha resolución contendrá la individualización de los beneficiarios de los cupos disponibles para dicho año y las demás materias que defina el reglamento.


En caso de haber un mayor número de postulantes por universidad que cupos anuales otorgados a ella, éstas los asignarán conforme a los siguientes criterios: 


a) En primer término, se preferirá a aquéllos con un mayor número de días por sobre la edad legal para pensionarse por vejez, sean funcionarios o funcionarias, considerados a la fecha de inicio del periodo de postulación que fije el reglamento.


b) En igualdad de condiciones de edad, se preferirá a los que tengan más años de servicio en la universidad estatal empleadora, y luego en todas las universidades estatales, a la fecha que determine el reglamento.



c) Si persiste la igualdad, se preferirá a los que tengan el mayor número de días de reposo de licencias médicas cursadas durante los 365 días corridos inmediatamente anteriores al inicio del respectivo período de postulación.


d) En todo caso, si aplicados todos los criterios de selección persiste la igualdad, resolverá la máxima autoridad de la universidad respectiva.


Una vez dictada la resolución a que se refiere el inciso tercero, la universidad estatal empleadora la notificará dentro de los 5 días siguientes a la fecha de su dictación, a cada uno de los funcionarios que participaron del proceso de postulación, al correo electrónico institucional que tengan asignado o al que fijen en su postulación, o por carta certificada a la dirección que indicó el funcionario al postular, o de conformidad al inciso final del artículo 46 de la ley N° 19.880.


A más tardar, dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación a que se refiere el inciso anterior, los beneficiarios de cupos deberán informar por escrito a la respectiva universidad estatal empleadora la fecha en que harán dejación definitiva del cargo o empleo o el total de horas que sirvan. Dicho personal deberá presentar su renuncia voluntaria y hacerla efectiva en los plazos señalados en el artículo 2.


No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, el personal que postule a la bonificación adicional y cumpla con los requisitos para acceder a ella, podrá renunciar a todos los cargos y al total de horas que sirva, a contar de la fecha de presentación de su postulación a dicho beneficio, siempre que tenga cumplidas las edades establecidas en el artículo 1 de esta ley, según corresponda. En este caso, el pago de la bonificación adicional se efectuará por la universidad empleadora, en el mes siguiente al de la total tramitación de la resolución que conceda al funcionario un cupo para acceder a la bonificación, y siempre que el Ministerio de Educación haya traspasado los recursos a la respectiva universidad. Con todo, las universidades podrán adelantar el pago de la bonificación adicional con recursos propios, a partir  de la asignación del cupo o desde que el funcionario se encuentre en la situación que regula el artículo 6, sin perjuicio del posterior traspaso de recursos que a su respecto realice el Ministerio de Educación. Dichos pagos anticipados no podrán realizarse durante el año 2024. El valor de la unidad de fomento para el cálculo de la bonificación será el vigente al último día del mes anterior a la fecha de la resolución que disponga su pago. A su vez, el beneficio compensatorio del artículo 9 de la ley N° 20.374 se pagará cuando corresponda, según el inciso cuarto de dicho artículo.


Para los efectos del artículo 8 de esta ley, los funcionarios a que se refiere el inciso anterior deberán presentar la solicitud para acceder al bono establecido en la ley N° 20.305 en la misma oportunidad en que presenten su renuncia voluntaria.”.

Artículo 6


Prescribe lo que sigue:


“Artículo 6.-
Los postulantes a la bonificación adicional que, cumpliendo los requisitos para acceder a ella, no fueren seleccionados por falta de cupo, pasarán a integrar en forma preferente el listado de seleccionados del proceso que corresponda al año o años siguientes, sin necesidad de realizar una nueva postulación, manteniendo los beneficios que le correspondan a la época de dicha postulación, incluido aquel a que se refiere el artículo 9 de la ley N° 20.374, siempre que tengan derecho al mismo. Una vez que dichos postulantes sean incorporados a la nómina de beneficiarios de cupos del período o períodos siguientes, si quedaren cupos disponibles, éstos serán completados con los postulantes de dicho año que resulten seleccionados. 


El valor de la Unidad de Fomento que se considerará para el pago de la bonificación adicional, conforme a lo expresado en el inciso anterior, será el que corresponda al del último día del mes anterior a la fecha del cese de funciones.”.

Artículo 7


Textualmente, dispone:


“Artículo 7.-
En el caso que un funcionario o funcionaria seleccionado dentro de los cupos asignados a un proceso de postulación se desistiere de aquél, dicho cupo se reasignará por la respectiva universidad, siguiendo estrictamente el orden del listado contenido en la resolución de la universidad señalada en el artículo 5.


Las mujeres menores de 65 años de edad que habiendo sido seleccionadas con un cupo se desistieren, no lo conservarán para los años siguientes, debiendo volver a postular conforme a las normas que establezca el reglamento.


A quien se le reasigne el cupo del personal que se desista deberá hacer efectiva su renuncia voluntaria de acuerdo al artículo 2 de esta ley.”.

Artículo 8


Dispone lo siguiente:


“Artículo 8.-
El personal académico, directivo y profesional no académico de las universidades del Estado que postule a la bonificación adicional, tendrá derecho a presentar la solicitud para acceder al bono establecido en la ley Nº 20.305, en la misma oportunidad en que comunique su fecha de renuncia voluntaria. Para tal efecto, se considerarán los plazos y edades establecidos en la presente ley, sin que sean aplicables a su respecto los plazos de doce meses señalados en los artículos 2 Nº 5, y 3 de la ley Nº 20.305.

Artículo 9


Su tenor es el que sigue:


“Artículo 9.-
La bonificación adicional será incompatible con otras bonificaciones al retiro, tales como las otorgadas por las leyes N° 20.996 y N° 20.807, o los artículos 1 y 4 de la ley N° 20.374.


Asimismo, la bonificación  adicional que establece la presente ley será incompatible con toda indemnización que, por concepto de término de la relación laboral o cese de funciones, pudiere corresponderle al personal académico, directivo o profesional no académico, con las únicas excepciones del beneficio contemplado en la ley Nº 20.305, el beneficio compensatorio establecido en el artículo 9 de la ley Nº 20.374 y el desahucio a que se refiere el artículo 13 transitorio del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.”.

Artículo 10


Su contenido literal es el siguiente:


“Artículo 10.-
El personal académico, directivo y profesional no académico que cese en su empleo por aplicación de lo dispuesto en esta ley u obtenga cualquiera de sus beneficios, no podrá ser nombrado ni contratado, ya sea a contrata o sobre la base de honorarios, en cualquier institución que integre la Administración del Estado durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral; a menos que, previamente, devuelva la totalidad del beneficio percibido, debidamente reajustado por la variación del Índice de Precios al Consumidor, determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes del pago del beneficio respectivo y el mes anterior al de la restitución, más el interés corriente para operaciones reajustables.”.

Artículo 11


Textualmente, prescribe:


“Artículo 11.-
Si el personal académico, directivo y profesional no académico no postula a la bonificación adicional en las fechas que establezca el reglamento o no hace efectiva su renuncia voluntaria dentro de los plazos señalados en esta ley, se entenderá que renuncia irrevocablemente a dicho beneficio.”.

Artículo 12


Su tenor es el que sigue:


“Artículo 12.-
El personal que se acoja a los beneficios de esta ley deberá renunciar a todos los cargos y al total de horas que sirva en los plazos señalados al respecto. Los funcionarios que se desempeñen en más de una universidad del Estado deberán renunciar a la totalidad de horas y nombramientos o contratos que sirven en las distintas entidades empleadoras.


Asimismo, dicho personal no podrá utilizar los años de servicios para acceder a bonificaciones o beneficios asociados al retiro voluntario que otorguen otras leyes ni tampoco utilizar años de servicios que ya hubieren sido considerados para luego acceder a otros incentivos asociados al retiro.”.

Artículo 13


Prescribe lo siguiente:


“Artículo 13.-
Las universidades estatales podrán otorgar el beneficio compensatorio que establece el artículo 9 de la ley Nº 20.374, por única vez, al personal académico, directivo y profesional no académico, de planta o a contrata, que tuviere más de 65 años y 180 días de edad a la fecha de publicación de la presente ley, siempre que tenga derecho a ese beneficio y presente su renuncia voluntaria respecto de su cargo o del total de horas que sirva, dentro de los 180 días siguientes a dicha publicación, cuando sólo tengan derecho a este beneficio. Si el personal no presenta su renuncia dentro del plazo antes señalado, se entenderá que renuncia irrevocablemente a dicha compensación.


Las universidades estatales también estarán facultadas para otorgar el beneficio compensatorio señalado en el inciso anterior, por única vez y en forma excepcional, al personal académico, directivo y profesional no académico, de planta o a contrata, que tuviere más de 65 años de edad con anterioridad a la fecha de inicio del primer proceso de postulación a la bonificación adicional dispuesto en el numeral 1 del artículo primero transitorio y tengan derecho a esta bonificación, siempre que haga efectiva su renuncia voluntaria respecto de su cargo o del total de horas que sirva dentro del plazo señalado en el artículo primero transitorio. Si el personal no hace efectiva su renuncia voluntaria dentro del plazo antes señalado se entenderá que renuncia irrevocablemente a dicha compensación.”.

Artículo 14


Su tenor literal es el que sigue:


“Artículo 14.-
Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación, y suscrito también por el Ministro de Hacienda, determinará el o los periodos de postulación a los cupos de la bonificación adicional, pudiendo establecer plazos distintos según la fecha en que los funcionarios cumplan los requisitos correspondientes. También podrá establecer el procedimiento de otorgamiento de los beneficios de esta ley y fijar los mecanismos para solicitar los recursos fiscales que correspondan para financiar la bonificación adicional. Asimismo, el reglamento determinará los procedimientos aplicables para la heredabilidad de la bonificación adicional. También podrá establecer las demás normas que sean necesarias para la aplicación de esta ley.


El reglamento señalado en el inciso anterior deberá ser dictado dentro de los 90 días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley.”.

Artículo 15


Textualmente, dispone:


“Artículo 15.-
La bonificación adicional que corresponda a un funcionario será transmisible por causa de muerte, si éste fallece entre la fecha de su postulación a la misma y antes de percibirla, y siempre que cumpla con los requisitos establecidos en la presente ley para acceder a ella. Este beneficio quedará afecto a los incisos primero y segundo del artículo 5, según corresponda.”.

Artículo 16


Es del tenor que sigue:


“Artículo 16.-
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 10 de la presente ley, el personal académico que perciba los beneficios que establece esta ley y siempre que al cese de sus funciones hubiere estado desempeñando una jornada de trabajo semanal de 44 o más horas, podrá ser recontratado en las universidades estatales sólo para el desempeño de una de las siguientes funciones:


a) Ejercer una jornada semanal de hasta 12 horas de docencia; o 


b) Ejercer una jornada semanal de hasta 22 horas de investigación; o 


c) Ejercer una jornada semanal de hasta 22 horas, de las cuáles hasta 12 horas podrán ser para el desempeño de labores de docencia de postgrado y las restantes para investigación.


También podrá ser recontratado el personal académico que perciba los beneficios que establece la presente ley y siempre que al cese de sus funciones hubiere estado desempeñando una jornada de trabajo semanal inferior a 44 horas. En este caso, las jornadas máximas dispuestas en los literales del inciso anterior se ajustarán en proporción a la jornada semanal que se hubiere encontrado desempeñando al momento del cese de sus funciones. 


El personal académico que haga uso de lo dispuesto en el inciso noveno del artículo 5 podrá ser recontratado conforme a lo dispuesto en este artículo, según corresponda.


Con todo, las recontrataciones a que se refiere este artículo, sólo podrán efectuarse hasta que el personal académico cumpla 70 años de edad en el caso de la letra a) del inciso primero. En el caso de las recontrataciones señaladas en las letras b) y c) del inciso primero, sólo podrán efectuarse hasta que el personal académico cumpla 75 años de edad. 

 
Sólo podrán ser recontratados para desempeñar una jornada semanal de 22 horas, quienes sean académicos de la más alta jerarquía de la respectiva universidad estatal.”.

Artículo 17


Su tenor textual es el siguiente:


“Artículo 17.-
Los académicos beneficiarios de esta ley que sean recontratados para desempeñar labores de docencia, de conformidad a lo señalado en el artículo anterior, deberán cumplir alguno de los siguientes requisitos alternativamente:


a) Ser académico de la más alta jerarquía; o


b) Ser académicos de la segunda más alta jerarquía y tener el grado académico de doctor, siempre que hubieren tenido una jornada semanal de 44 o más horas durante, a lo menos, 10 años de servicios continuos o discontinuos en la universidad en la cual cesaron en funciones acogiéndose a los beneficios que establece la presente ley; o



c) Ser académicos de la segunda más alta jerarquía y tener el grado académico de magíster, siempre que hubieren tenido una jornada semanal de 44 o más horas durante, a lo menos, 10 años de servicios continuos o discontinuos, en la universidad en la cual cesaron en funciones acogiéndose a los beneficios que establece la presente ley y, siempre que sean recontratados exclusivamente en una universidad estatal de las incluidas en el artículo 12 de la ley N° 20.374 o en el decreto con fuerza de ley N° 7, de 2016, del Ministerio de Educación.”.

Artículo 18


Literalmente, dispone:


“Artículo 18.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 10 de la presente ley, el personal que perciba los beneficios que establece esta ley y tenga el título profesional de médico cirujano u odontólogo, podrá ser recontratado por las universidades estatales para desempeñar labores de docencia, siempre que hubiere ejercido, a lo menos, 10 años como docente en la universidad en la que cesó en funciones acogiéndose a los beneficios de la presente ley, y acredite estudios sistemáticos en las disciplinas que imparte en calidad de docente. 


En este caso el número de horas máximas a recontratar para el desempeño de horas de docencia no podrá ser superior al 50% de la jornada laboral que desempeñaba en la universidad y en ningún caso superior a 12 horas semanales y no les serán aplicables los incisos primero y segundo del artículo 16.


El personal señalado en el inciso primero que haga uso de lo dispuesto en el inciso noveno del artículo 5 podrá ser recontratado conforme a lo dispuesto en este artículo, según corresponda.


Con todo, las recontrataciones a que se refiere este artículo, sólo podrán efectuarse hasta que el personal académico o profesional no académico cumpla 70 años de edad.


El presente artículo no se aplicará al personal a que se refieren los artículos 16 y 17.”.

Artículo 19

Prescribe lo que sigue:


“Artículo 19.-
Los ex funcionarios académicos que hubieren cesado en funciones hasta el día antes de la publicación de la presente ley y que hayan percibido el beneficio compensatorio establecido en el artículo 9 de la ley N° 20.374, podrán ser recontratados conforme a los artículos 16, 17 y 18 si cumplen con los requisitos respectivos. A dichos funcionarios no les será aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del artículo 8 de la ley N° 20.374.


Los ex funcionarios académicos que hubieren cesado en funciones hasta el día antes de la publicación de la presente ley y que hayan sido recontratados conforme a los incisos segundo y siguientes del artículo 8 de la ley N° 20.374, continuarán rigiéndose por dicha normativa.”.

Artículo 20


Su tenor literal es el siguiente:


“Artículo 20.- Para los efectos de proceder a las recontrataciones a que se refieren los artículos 16, 17, 18 y 19 cada Rector recibirá las solicitudes de recontratación de personal, que le presenten las facultades de las respectivas universidades estatales. Dichas recontrataciones podrán realizarse a contrata u honorarios.


El Rector deberá remitir dichas solicitudes, manifestando su opinión al respecto, a la Comisión de Jerarquización Académica Superior o su equivalente de la respectiva universidad, para que certifiquen el cumplimiento de cada una de las condiciones exigidas. El Rector estará facultado para recontratar a quienes obtengan una certificación favorable y siempre que la universidad cuente con disponibilidad presupuestaria, previa aprobación del órgano colegiado superior existente en la universidad.


 En caso que exista más de una Comisión de Jerarquización Académica o su equivalente en una  universidad, se conformará una Comisión Superior para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, la que estará conformada por integrantes de cada una de ellas, los que serán elegidos entre sus pares.


Las recontrataciones también podrán efectuarse por universidades estatales distintas a aquella en la que se desempeñaba el personal académico al momento de su cese de funciones, siéndole aplicables el procedimiento señalado en los incisos anteriores. En este caso, la certificación del cumplimiento de las condiciones exigidas será realizada por la Comisión a que se refiere el inciso segundo o tercero, según corresponda, de la universidad que realizará la recontratación, correspondiendo a la universidad en que el personal cesó en funciones, remitir sus calificaciones y todos los demás antecedentes asociados a su desempeño. 


Anualmente, las universidades deberán informar al Ministerio de Educación la nómina del personal académico que hubiere sido recontratado y los antecedentes que acrediten el cumplimiento de los requisitos para ello, según lo establezca el reglamento. En el caso que se verifique que fue recontratado sin cumplir con los requisitos se aplicará el artículo 10 de la presente ley, sin perjuicio de las demás sanciones que sean procedentes.


Además, las universidades empleadoras deberán mantener a disposición permanente del público las recontrataciones que se realicen de acuerdo a los artículos 16, 17, 18 y 19 de esta ley, conforme con lo dispuesto en el título III de la Ley de Transparencia de la Función Pública y de acceso a la información de la Administración del Estado, contenida en el artículo primero de la ley N° 20.285.


Los contratos que se celebren de acuerdo a lo dispuesto en los incisos anteriores, podrán ser renovados anualmente, previa evaluación de su cumplimiento.”.

Artículo 21


Dispone lo que sigue:


“Artículo 21.- Quienes se acojan a los beneficios de la presente ley y luego sean recontratados de acuerdo a lo establecido en los artículos 16, 17, 18 y 19 de la presente ley, no podrán obtener nuevos beneficios asociados al retiro durante el período de su recontratación, cualquiera sea su origen o fuente de financiamiento.”.

Artículo 22


Es del siguiente tenor:


“Artículo 22.- Autorízase a las universidades del Estado para que, hasta el 31 de diciembre de 2024, puedan contratar uno o más empréstitos con el objeto exclusivo de financiar el beneficio establecido en el artículo 9 de la ley N°20.374. El o los empréstitos que sean contratados deberán estar directamente relacionados con el gasto real o proyectado del beneficio antes citado en la universidad respectiva. Dicha autorización no comprometerá en forma directa o indirecta el crédito o la responsabilidad financiera del Fisco.


El servicio de deuda derivada de los empréstitos que se autorizan contratar de acuerdo a lo dispuesto en el presente artículo deberá hacerse con cargo al patrimonio de la universidad respectiva y no podrá exceder del plazo de 20 años contados desde la fecha de celebración del contrato.


La selección de las entidades financieras con las cuales se contraten los empréstitos señalados, se efectuará mediante licitación pública, la que no estará sujeta a las disposiciones de la ley N° 19.886 y su reglamento.


Con todo, las universidades del Estado podrán celebrar los contratos de empréstitos a que se refiere este artículo, a través de licitación privada o trato directo en virtud de las causales señaladas en el artículo 8 de la ley N° 19.886, en caso que la utilización del procedimiento de licitación pública ponga en riesgo la oportunidad, la finalidad o la eficacia de la aplicación del artículo 9° de la Ley N° 20.374. En estos casos, las universidades del Estado deberán establecer por medio de una resolución, disponible en el Sistema de Información de Compras y Contratación Pública, los procedimientos internos que permitan resguardar la publicidad, la transparencia, la igualdad de trato y la no discriminación arbitraria en esta clase de contratación de servicios.


Copia de los contratos de los empréstitos materia de este artículo, indicando el monto y las condiciones bajo los cuales fueron celebrados, además de un informe que especifique los usos de los recursos obtenidos, serán remitidos por la universidad respectiva a los Ministerios de Hacienda y de Educación, dentro de los 30 días siguientes a su celebración.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero transitorio


Prescribe lo siguiente:


“Artículo primero transitorio.- El procedimiento para asignar los cupos en el año 2017 se sujetará a las reglas siguientes:


1.- Los académicos, directivos y los profesionales no académicos a que se refiere el artículo 1 que, al 31 de diciembre de 2017 cumplan o hayan cumplido 65 o más años de edad, deberán postular a la bonificación adicional por retiro que establece la presente ley dentro de los cuarenta y cinco días hábiles siguientes a su publicación, en la respectiva universidad estatal empleadora. Si no postularen dentro de dicho plazo se entenderá que renuncian irrevocablemente a los beneficios de la misma. 


También, dentro del mismo plazo antes señalado, podrán postular a la bonificación las funcionarias a las que se aplica la presente ley y que al 31 de diciembre de 2017 cumplan o hayan cumplido entre 60 y 64 años de edad. Con todo, ellas podrán postular hasta el período en que cumplan 65 años de edad.


2.- Las universidades estatales empleadoras deberán remitir las postulaciones que cumplan los requisitos al Ministerio de Educación dentro de los cuarenta y cinco días hábiles siguientes al término del plazo para postular fijado en el numeral anterior. Dichas instituciones deberán remitir la certificación del cumplimiento de los requisitos para acceder a la bonificación adicional que establece la presente ley.


3.- Mediante una o más resoluciones exentas del Ministerio de Educación, visadas por la Dirección de Presupuestos, se establecerá la distribución de los cupos anuales entre las universidades estatales, en forma proporcional al número de postulaciones que cumplan con los requisitos fijados por esta ley conforme a los cupos a que se refiere el artículo 5. 
Dicha resolución deberá ser dictada a más tardar dentro de los 45 días hábiles siguientes al vencimiento del plazo señalado en el numeral anterior.


4.- La universidad empleadora deberá dictar una resolución que deberá contener el listado de todos los postulantes que cumplen los requisitos para acceder a la bonificación adicional de esta ley según lo informado en el numeral 2 anterior, identificando los beneficiarios de los cupos disponibles para el año 2017 y aquellos a quienes se les aplique el artículo 6 de la presente ley cuando corresponda. Dicha resolución deberá dictarse a más tardar dentro de los quince días hábiles siguientes a la notificación de la resolución a que se refiere el numeral anterior que realice el Ministerio de Educación a la respectiva Universidad.


5.- La universidad empleadora deberá notificar a los funcionarios la resolución a que se refiere el numeral anterior a más tardar dentro de los 5 días hábiles siguientes a su dictación.


6.- A más tardar, dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la resolución a que se refiere el numeral 4, los beneficiarios de cupos deberán informar por escrito a la respectiva universidad estatal empleadora la fecha en que harán dejación definitiva del cargo o empleo o el total de horas que sirvan, la cual deberá ajustarse a lo señalado en los párrafos siguientes.


El personal a que se refiere el numeral 1 de este artículo que resulte beneficiario de un cupo de la bonificación adicional deberá hacer efectiva su renuncia voluntaria a la universidad del Estado, respecto del cargo o del total de horas que sirva en virtud de su nombramiento o contrato, dentro de los noventa días siguientes al cumplimiento de los 65 años de edad o dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a la notificación de la resolución que le asigna un cupo, si esta última fecha fuera posterior a aquélla.


Las funcionarias, sean académicas, directivas o profesionales no académicas, que postulen en el proceso a que se refiere este artículo y que tengan menos de 65 años de edad y sean beneficiarias de un cupo de la bonificación adicional, deberán hacer efectiva su renuncia voluntaria dentro de los noventa días siguientes a la notificación del acto que le asigna un cupo. Si la funcionaria no hiciere efectiva su renuncia dentro de dicho plazo, perderá su cupo, pero podrá participar en los procesos siguientes hasta aquel en que le corresponda postular a los 65 años de edad.


A los rectores les será aplicable lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 2 de esta ley.


7.- Las universidades estatales deberán informar al Ministerio de Educación el cese de funciones de cada beneficiario de la bonificación adicional establecida en esta ley, dentro de los cinco días hábiles siguientes a dicho cese.”.

Artículo segundo transitorio


Dispone lo que sigue:


“Artículo segundo transitorio.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley, durante su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. Para los años siguientes se consultarán los recursos en la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.


 La Comisión acordó pronunciarse, en una sola votación, respecto de la totalidad de los artículos permanentes y transitorios del proyecto de ley, que resultaron aprobados por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

- - -
INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 13 de junio de 2017, señala, de modo textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

1. La presente iniciativa establece una bonificación adicional para los académicos, directivos y profesionales no académicos de las universidades del Estado que cumplan los siguientes requisitos copulativos:

a. Perciban el beneficio compensatorio del artículo 9 de la ley N°20.374.

b. Se encuentren afiliados al sistema de pensiones establecido en el DL N°3.500, de 1980.

c. Tratándose del personal académico y directivo, haber cumplido o cumplan 65 ó 60 años de edad, si son hombres o mujeres, respectivamente, entre el 1 de enero de 2012 y hasta el 31 de diciembre de 2024. Este beneficio también se otorgará a quienes cumplieron las edades mencionadas, al 31 de diciembre de 2011.

d. Tratándose del personal profesional no académico, haber cumplido o cumplan 65 ó 60 años de edad, si son hombres o mujeres, respectivamente, entre el 1 de enero de 2015 y hasta el 31 de diciembre de 2024. Este beneficio también se otorgará a quienes cumplieron las edades mencionadas o más, al 31 de diciembre de 2014.

e. Servir sus cargos en calidad de planta o a contrata en las universidades del Estado, por un período no inferior a 10 años, continuos o discontinuos, contados al inicio del respectivo período de postulación.

f. Hacer efectiva la renuncia voluntaria a sus cargos o al total de horas que sirvan, en los plazos que se establecen.

También son beneficiarios de la bonificación adicional los funcionarios que obtengan o hayan obtenido una pensión de invalidez del decreto ley N°3.500, de 1980, o hayan cesado en el cargo por declaración de vacancia por salud irrecuperable o incompatible, entre la fecha de publicación de la ley y el 31 de diciembre de 2024.

2. El monto de la bonificación adicional que concede esta iniciativa dependerá según se trate de directivos y profesionales no académicos, o académicos y de los años de servicio que éste haya prestado en las universidades del Estado a la fecha de inicio del respectivo período de postulación a la bonificación, ascendiendo a las cantidades siguientes:
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3. Se establece que la bonificación adicional tendrá cupos para los años 2017 a 2024, ascendiendo en total a 3.800 para quienes tengan la calidad de académico o directivo, y a 900 para quienes tengan la calidad de profesionales no académicos.

4. El personal que postule a la bonificación adicional que crea esta iniciativa, tendrá derecho a presentar la solicitud para acceder al bono post laboral que establece la ley N°20.305 en la misma oportunidad en que comunique la fecha de su renuncia voluntaria. Ello, en los plazos y edades que establece este proyecto de ley.

5. Adicionalmente, el proyecto de ley faculta a las universidades estatales para otorgar el beneficio compensatorio del artículo 9 de la ley N°20.374, por única vez, al personal académico, directivo y profesional no académico, de planta o contrata, que tuviere más de 65 años de edad y 180 días a la fecha de publicación de la ley. Ello, siempre que los funcionarios antes indicados tengan sólo derecho a este beneficio y presenten su renuncia voluntaria en el plazo que se señala y se encuentren afiliados al sistema de pensiones del DL N°.500, de 1980.

La autorización antes mencionada también podrá ser ejercida por las universidades estatales, en forma excepcional, respecto del personal académico, directivo y profesional no académico, de planta o a contrata, que tuviere más de 65 años de edad, con anterioridad a la fecha de inicio del primer proceso de postulación a la bonificación adicional, y siempre que tenga derecho a esta bonificación y hagan efectiva su renuncia voluntaria dentro de los plazos que establece el presente proyecto de ley.

6. Finalmente, el proyecto autoriza a las universidades, en la forma que indica, para contratar uno o más empréstitos con el objeto exclusivo de financiar la bonificación del artículo 9 de la ley N°20.374. Dicha autorización no comprometerá en forma directa o indirecta el crédito o la responsabilidad financiera del Fisco.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

1. El proyecto de ley implica un mayor gasto fiscal asociado al pago de la bonificación adicional.

2. Considerando los cupos anuales establecidos en el proyecto para el período 2017- 2024, y los beneficios contemplados en esta iniciativa, se estima el siguiente costo fiscal máximo para el período 2017-2024, en caso que se utilicen todos los cupos:

Costo fiscal y beneficiarios de la Bonificación Adicional, período 2017-2024
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3. El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley, durante su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. Para los años siguientes se consultarán los recursos en la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

Se deja constancia de este informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en artículo 17, inciso segundo, de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO
De conformidad con el acuerdo adoptado, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Educación y Cultura, cuyo texto es el siguiente:
“PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1.-
El personal académico y directivo de las universidades del Estado, que perciba el beneficio compensatorio del artículo 9 de la ley Nº 20.374, que entre el 1 de enero de 2012 y el 31 de diciembre de 2024 haya cumplido o cumpla 65 años de edad, en el caso de los hombres, y 60 años de edad, tratándose de mujeres, y se encuentre afiliado al sistema de pensiones establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema, tendrá derecho a una bonificación adicional, de cargo fiscal, siempre que cumpla los demás requisitos establecidos en esta ley. También podrá acceder a esta bonificación adicional dicho personal de las universidades del Estado que, al 31 de diciembre de 2011, haya cumplido las edades antes mencionadas siempre que cumpla con los requisitos para acceder a ella.



Del mismo modo, el personal profesional no académico de las universidades del Estado, que perciba el beneficio compensatorio del artículo 9 de la ley N° 20.374, que entre el 1 de enero de 2015 y hasta el 31 de diciembre de 2024 haya cumplido o cumpla 65 años de edad, en el caso de los hombres, y 60 años de edad, tratándose de las mujeres, y se encuentre afiliado al sistema de pensiones establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema, tendrá derecho a la bonificación adicional a que se refiere el inciso anterior de cargo fiscal, siempre que cumpla los demás requisitos establecidos en esta ley. Igualmente, podrá acceder a esta bonificación adicional dicho personal de las universidades del Estado que, al 31 de diciembre de 2014, haya cumplido las edades antes mencionadas siempre que cumpla con los requisitos para acceder a ella.


El personal académico, directivo y profesional no académico tendrá derecho a la bonificación adicional, siempre que sirva sus cargos en calidad de planta o a contrata y que haya prestado servicios en cualquiera de dichas calidades por un período no inferior a diez años,  continuos o discontinuos, en las universidades del Estado, a la fecha del inicio del respectivo período de postulación a dicha bonificación. Todo el personal antes señalado deberá hacer efectiva su renuncia voluntaria en los plazos que se señalan en el artículo siguiente. 


El reconocimiento de años de servicios discontinuos en las universidades del Estado para efectos del inciso anterior, sólo procederá cuando dicho personal tenga, a lo menos, cinco años continuos de servicios inmediatamente anteriores a la fecha de inicio del respectivo período de postulación a la bonificación adicional, en cargos de planta o a contrata en las mencionadas universidades. 


Artículo 2.-
El personal a que se refiere el artículo 1 de la presente ley que resulte beneficiario de un cupo de la bonificación adicional deberá hacer efectiva su renuncia voluntaria a la universidad del Estado, respecto del cargo o del total de horas que sirva en virtud de su nombramiento o contrato, dentro de los ciento ochenta días siguientes al cumplimiento de los 65 años de edad o dentro de los noventa días siguientes a la notificación de la resolución que le asigna un cupo, conforme al artículo 5, si esta última fecha fuera posterior a aquélla.


Con todo, las funcionarias, sean académicas, directivas o profesionales no académicas, podrán postular a la bonificación adicional desde que cumplan 60 años de edad y hasta el período que le corresponda postular a los 65 años de edad, cumpliendo con las demás condiciones fijadas por esta ley y su reglamento. Las funcionarias que postulen antes del cumplimiento de los 65 años de edad y sean beneficiarias de un cupo de la bonificación adicional, deberán hacer efectiva su renuncia voluntaria dentro de los ciento ochenta días siguientes a la notificación del acto que les asigna un cupo. Si la funcionaria no hiciere efectiva su renuncia dentro de dicho plazo, perderá su cupo, pero podrá participar en los procesos siguientes hasta aquel en que le corresponda postular a los 65 años de edad.


El personal directivo, académico y profesional no académico beneficiario de la bonificación adicional conforme al artículo 1 de la presente ley, cesará en funciones sólo si la universidad empleadora pone a su disposición la totalidad del beneficio compensatorio del artículo 9 de la ley Nº 20.374 que les corresponda.


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos primero y segundo de este artículo, los rectores de las universidades estatales que sean elegidos por períodos fijos y cumplan todos los requisitos que establece la presente ley, podrán hacer efectiva su renuncia voluntaria hasta el término del período de su nombramiento.


Artículo 3.-
La bonificación adicional se otorgará hasta por un máximo de 3.800 cupos para académicos y directivos, y hasta 900 cupos para profesionales no académicos, según lo dispuesto en el artículo 5, será de cargo fiscal y ascenderá, según los años de servicio que el funcionario haya prestado en universidades del Estado a la fecha de inicio del respectivo período de postulación a dicha bonificación, a los siguientes montos:

	ESTAMENTO
	AÑOS DE SERVICIO,CONTINUOS O DISCONTINUOS, EN LAS UNIVERSIDADES DEL ESTADO
	MONTO DE LA BONIFICACIÓN ADICIONAL EN UNIDADES DE FOMENTO

	Directivos y Profesionales no académicos
	 10 ó más años
	935  

	Académicos  
	10 y menos de 15 años
	935

	Académicos  
	15 ó más años
	950



La bonificación adicional será equivalente a los montos señalados en el inciso anterior, por una jornada máxima de 44 horas semanales, calculándose en forma proporcional a la jornada de trabajo por la cual esté sirviendo, si ésta fuere inferior. Si el personal está contratado por una jornada mayor o desempeña funciones en más de una universidad estatal con jornadas cuya suma sea superior a dicho máximo, sólo tendrá derecho a una bonificación adicional correspondiente a las referidas 44 horas semanales. 


Para efectos del inciso primero de este artículo, el reconocimiento de años de servicios discontinuos en las universidades del Estado se efectuará conforme al inciso final del artículo 1.


La bonificación adicional no se considerará remuneración ni renta para ningún efecto legal, y no estará afecta a descuento alguno. El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo de este beneficio será el que corresponda a la fecha del cese de funciones.


Para efectos de acceder a la bonificación de que trata este artículo, no se podrán computar los mismos años de servicio que ya hayan sido contabilizados para percibir otros beneficios asociados al retiro voluntario, con excepción de la bonificación del artículo 9 de la ley N° 20.374.


La bonificación adicional se pagará por la universidad empleadora de una sola vez, al mes siguiente de producido el cese de funciones del personal, siempre que el Ministerio de Educación, haya traspasado los recursos a la respectiva universidad. 


Artículo 4.-
También tendrá derecho a la bonificación adicional el personal académico, directivo y profesional no académico de las universidades del Estado, de planta o a contrata, que obtenga o haya obtenido una pensión de invalidez del decreto ley N° 3.500, de 1980, o que cese o haya cesado en sus funciones por declaración de vacancia por salud irrecuperable o incompatible con el desempeño del cargo, entre la fecha de publicación de la presente ley y el 31 de diciembre de 2024, siempre que se encuentre afiliado al sistema de pensiones establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema, reúna los demás requisitos necesarios para su percepción y acceda a uno de los cupos a que se refiere el artículo 5.


Además, los funcionarios señalados en el inciso anterior, dentro de los tres años siguientes a la obtención de la pensión de invalidez o cese en sus funciones por declaración de vacancia según las causales señaladas en el inciso anterior, deberán cumplir entre la fecha de publicación de la presente ley y el 31 de diciembre de 2024, 65 años de edad, en el caso de los hombres, y 60 años de edad, tratándose de las mujeres. 


El personal señalado en el inciso anterior que no cumpla con el requisito de edad allí establecido, igualmente podrá acceder a la bonificación adicional si tiene treinta o más años de servicio, continuos o discontinuos, a la fecha del cese de funciones, en cualquier calidad jurídica, sea de planta o a contrata, en las universidades del Estado; y siempre que al 31 de diciembre del año anterior al cese de sus funciones por las causales indicadas en el inciso primero haya tenido un mínimo de diez años de desempeño continuo o discontinuo en cargos de planta o a contrata en dichas universidades. 


El personal a que se refiere este artículo tendrá derecho a la bonificación adicional siempre que sirva sus cargos en calidad de planta o a contrata y que haya prestado servicios en cualquiera de dichas calidades por un período no inferior a diez años, continuos o discontinuos, en las universidades del Estado, a la fecha del  cese de funciones por cualquiera de las causales indicadas en el inciso primero. Para el reconocimiento de años de servicios discontinuos, se aplicará lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 1, contados al cese de funciones.


El personal señalado en los incisos anteriores de este artículo podrá postular a la bonificación adicional en la universidad del Estado empleadora, una vez cumplidas las edades señaladas en el inciso segundo o al cesar en sus funciones si tiene treinta o más años de servicio de acuerdo al inciso tercero, dentro del plazo que señale el reglamento. Si no postula dentro de dicho plazo, se entenderá que renuncia irrevocablemente a la bonificación adicional.


La bonificación adicional se pagará por la universidad del Estado empleadora de una sola vez, al mes siguiente de tramitado totalmente el acto administrativo que la concede, siempre que el Ministerio de Educación haya traspasado los recursos a la respectiva universidad. El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo de este beneficio, será el que corresponda al último día del mes anterior a su pago.


Las universidades estatales estarán facultadas para otorgar el beneficio compensatorio del artículo 9 de la ley Nº 20.374 al personal académico, directivo y profesional no académico, de planta o a contrata, que perciba la bonificación adicional en virtud del inciso primero de este artículo. En este caso, el número de meses a pagar por dicho beneficio compensatorio corresponderá a la diferencia entre los meses que hubiere podido percibir de acuerdo al artículo 9 de la ley Nº 20.374, si hubiere renunciado voluntariamente, y seis meses del inciso segundo del artículo 152 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


Artículo 5.-
Podrán acceder a la bonificación adicional creada por esta ley hasta un total de 3.800 beneficiarios académicos y directivos. Para el año 2017 se contemplarán 300 cupos. Para los años 2018, 2019, 2020 y 2021 se contemplarán, por cada anualidad, 600 cupos. Para el año 2022, existirán 400 cupos. Para los años 2023 y 2024, se contemplarán, por cada anualidad, 350 cupos. Con todo, los cupos que no hubieren sido utilizados en los años 2017 y 2018 incrementarán los cupos del año 2019. A partir de este último año, los cupos que no sean utilizados en cada anualidad incrementarán los cupos del año inmediatamente siguiente.


Podrán acceder a la bonificación adicional creada por esta ley hasta un total de 900 beneficiarios profesionales no académicos. Para el año 2017 se contemplarán  120 cupos. Para los años 2018 y 2019 se contemplarán, por cada anualidad, 150 cupos. Para los años 2020, 2021 y 2022 se contemplarán, por cada anualidad, 100 cupos. Para los años 2023 y 2024, por cada anualidad, 90 cupos. Con todo, los cupos que no hubieren sido utilizados en los años 2017 y 2018 incrementarán los cupos del año 2019. A partir de este último año, los cupos que no sean utilizados en cada anualidad incrementarán los cupos del año inmediatamente siguiente.


Para que los funcionarios accedan a la bonificación adicional deberán postular en su respectiva universidad empleadora en los plazos que fije el reglamento, comunicando su decisión de renunciar voluntariamente. Dichas universidades deberán remitir al Ministerio de Educación las postulaciones de los funcionarios que cumplan con los requisitos para acceder a los beneficios de esta ley, en los plazos y formas que indique el reglamento.


Mediante una o más resoluciones exentas del Ministerio de Educación, visadas por la Dirección de Presupuestos, se establecerá la distribución de los cupos anuales entre las universidades estatales, en forma proporcional al número de postulaciones que cumplan con los requisitos fijados por esta ley conforme a los cupos a que se refiere el presente artículo 5.


La universidad empleadora deberá dictar, para cada proceso de postulación, una resolución que deberá contener el listado de todos los postulantes que cumplen los requisitos para acceder a la bonificación adicional de esta ley. Además, dicha resolución contendrá la individualización de los beneficiarios de los cupos disponibles para dicho año y las demás materias que defina el reglamento.


En caso de haber un mayor número de postulantes por universidad que cupos anuales otorgados a ella, éstas los asignarán conforme a los siguientes criterios: 


a) En primer término, se preferirá a aquéllos con un mayor número de días por sobre la edad legal para pensionarse por vejez, sean funcionarios o funcionarias, considerados a la fecha de inicio del periodo de postulación que fije el reglamento.


b) En igualdad de condiciones de edad, se preferirá a los que tengan más años de servicio en la universidad estatal empleadora, y luego en todas las universidades estatales, a la fecha que determine el reglamento.



c) Si persiste la igualdad, se preferirá a los que tengan el mayor número de días de reposo de licencias médicas cursadas durante los 365 días corridos inmediatamente anteriores al inicio del respectivo período de postulación.


d) En todo caso, si aplicados todos los criterios de selección persiste la igualdad, resolverá la máxima autoridad de la universidad respectiva.


Una vez dictada la resolución a que se refiere el inciso tercero, la universidad estatal empleadora la notificará dentro de los 5 días siguientes a la fecha de su dictación, a cada uno de los funcionarios que participaron del proceso de postulación, al correo electrónico institucional que tengan asignado o al que fijen en su postulación, o por carta certificada a la dirección que indicó el funcionario al postular, o de conformidad al inciso final del artículo 46 de la ley N° 19.880.


A más tardar, dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación a que se refiere el inciso anterior, los beneficiarios de cupos deberán informar por escrito a la respectiva universidad estatal empleadora la fecha en que harán dejación definitiva del cargo o empleo o el total de horas que sirvan. Dicho personal deberá presentar su renuncia voluntaria y hacerla efectiva en los plazos señalados en el artículo 2.


No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, el personal que postule a la bonificación adicional y cumpla con los requisitos para acceder a ella, podrá renunciar a todos los cargos y al total de horas que sirva, a contar de la fecha de presentación de su postulación a dicho beneficio, siempre que tenga cumplidas las edades establecidas en el artículo 1 de esta ley, según corresponda. En este caso, el pago de la bonificación adicional se efectuará por la universidad empleadora, en el mes siguiente al de la total tramitación de la resolución que conceda al funcionario un cupo para acceder a la bonificación, y siempre que el Ministerio de Educación haya traspasado los recursos a la respectiva universidad. Con todo, las universidades podrán adelantar el pago de la bonificación adicional con recursos propios, a partir  de la asignación del cupo o desde que el funcionario se encuentre en la situación que regula el artículo 6, sin perjuicio del posterior traspaso de recursos que a su respecto realice el Ministerio de Educación. Dichos pagos anticipados no podrán realizarse durante el año 2024. El valor de la unidad de fomento para el cálculo de la bonificación será el vigente al último día del mes anterior a la fecha de la resolución que disponga su pago. A su vez, el beneficio compensatorio del artículo 9 de la ley N° 20.374 se pagará cuando corresponda, según el inciso cuarto de dicho artículo.


Para los efectos del artículo 8 de esta ley, los funcionarios a que se refiere el inciso anterior deberán presentar la solicitud para acceder al bono establecido en la ley N° 20.305 en la misma oportunidad en que presenten su renuncia voluntaria.


Artículo 6.-
Los postulantes a la bonificación adicional que, cumpliendo los requisitos para acceder a ella, no fueren seleccionados por falta de cupo, pasarán a integrar en forma preferente el listado de seleccionados del proceso que corresponda al año o años siguientes, sin necesidad de realizar una nueva postulación, manteniendo los beneficios que le correspondan a la época de dicha postulación, incluido aquel a que se refiere el artículo 9 de la ley N° 20.374, siempre que tengan derecho al mismo. Una vez que dichos postulantes sean incorporados a la nómina de beneficiarios de cupos del período o períodos siguientes, si quedaren cupos disponibles, éstos serán completados con los postulantes de dicho año que resulten seleccionados. 


El valor de la Unidad de Fomento que se considerará para el pago de la bonificación adicional, conforme a lo expresado en el inciso anterior, será el que corresponda al del último día del mes anterior a la fecha del cese de funciones.


Artículo 7.-
En el caso que un funcionario o funcionaria seleccionado dentro de los cupos asignados a un proceso de postulación se desistiere de aquél, dicho cupo se reasignará por la respectiva universidad, siguiendo estrictamente el orden del listado contenido en la resolución de la universidad señalada en el artículo 5.


Las mujeres menores de 65 años de edad que habiendo sido seleccionadas con un cupo se desistieren, no lo conservarán para los años siguientes, debiendo volver a postular conforme a las normas que establezca el reglamento.


A quien se le reasigne el cupo del personal que se desista deberá hacer efectiva su renuncia voluntaria de acuerdo al artículo 2 de esta ley.


Artículo 8.-
El personal académico, directivo y profesional no académico de las universidades del Estado que postule a la bonificación adicional, tendrá derecho a presentar la solicitud para acceder al bono establecido en la ley Nº 20.305, en la misma oportunidad en que comunique su fecha de renuncia voluntaria. Para tal efecto, se considerarán los plazos y edades establecidos en la presente ley, sin que sean aplicables a su respecto los plazos de doce meses señalados en los artículos 2 Nº 5, y 3 de la ley Nº 20.305.


Artículo 9.-
La bonificación adicional será incompatible con otras bonificaciones al retiro, tales como las otorgadas por las leyes N° 20.996 y N° 20.807, o los artículos 1 y 4 de la ley N° 20.374.


Asimismo, la bonificación  adicional que establece la presente ley será incompatible con toda indemnización que, por concepto de término de la relación laboral o cese de funciones, pudiere corresponderle al personal académico, directivo o profesional no académico, con las únicas excepciones del beneficio contemplado en la ley Nº 20.305, el beneficio compensatorio establecido en el artículo 9 de la ley Nº 20.374 y el desahucio a que se refiere el artículo 13 transitorio del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.


Artículo 10.-
El personal académico, directivo y profesional no académico que cese en su empleo por aplicación de lo dispuesto en esta ley u obtenga cualquiera de sus beneficios, no podrá ser nombrado ni contratado, ya sea a contrata o sobre la base de honorarios, en cualquier institución que integre la Administración del Estado durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral; a menos que, previamente, devuelva la totalidad del beneficio percibido, debidamente reajustado por la variación del Índice de Precios al Consumidor, determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes del pago del beneficio respectivo y el mes anterior al de la restitución, más el interés corriente para operaciones reajustables.


Artículo 11.-
Si el personal académico, directivo y profesional no académico no postula a la bonificación adicional en las fechas que establezca el reglamento o no hace efectiva su renuncia voluntaria dentro de los plazos señalados en esta ley, se entenderá que renuncia irrevocablemente a dicho beneficio.


Artículo 12.-
El personal que se acoja a los beneficios de esta ley deberá renunciar a todos los cargos y al total de horas que sirva en los plazos señalados al respecto. Los funcionarios que se desempeñen en más de una universidad del Estado deberán renunciar a la totalidad de horas y nombramientos o contratos que sirven en las distintas entidades empleadoras.


Asimismo, dicho personal no podrá utilizar los años de servicios para acceder a bonificaciones o beneficios asociados al retiro voluntario que otorguen otras leyes ni tampoco utilizar años de servicios que ya hubieren sido considerados para luego acceder a otros incentivos asociados al retiro.


Artículo 13.-
Las universidades estatales podrán otorgar el beneficio compensatorio que establece el artículo 9 de la ley Nº 20.374, por única vez, al personal académico, directivo y profesional no académico, de planta o a contrata, que tuviere más de 65 años y 180 días de edad a la fecha de publicación de la presente ley, siempre que tenga derecho a ese beneficio y presente su renuncia voluntaria respecto de su cargo o del total de horas que sirva, dentro de los 180 días siguientes a dicha publicación, cuando sólo tengan derecho a este beneficio. Si el personal no presenta su renuncia dentro del plazo antes señalado, se entenderá que renuncia irrevocablemente a dicha compensación.


Las universidades estatales también estarán facultadas para otorgar el beneficio compensatorio señalado en el inciso anterior, por única vez y en forma excepcional, al personal académico, directivo y profesional no académico, de planta o a contrata, que tuviere más de 65 años de edad con anterioridad a la fecha de inicio del primer proceso de postulación a la bonificación adicional dispuesto en el numeral 1 del artículo primero transitorio y tengan derecho a esta bonificación, siempre que haga efectiva su renuncia voluntaria respecto de su cargo o del total de horas que sirva dentro del plazo señalado en el artículo primero transitorio. Si el personal no hace efectiva su renuncia voluntaria dentro del plazo antes señalado se entenderá que renuncia irrevocablemente a dicha compensación.


Artículo 14.-
Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación, y suscrito también por el Ministro de Hacienda, determinará el o los periodos de postulación a los cupos de la bonificación adicional, pudiendo establecer plazos distintos según la fecha en que los funcionarios cumplan los requisitos correspondientes. También podrá establecer el procedimiento de otorgamiento de los beneficios de esta ley y fijar los mecanismos para solicitar los recursos fiscales que correspondan para financiar la bonificación adicional. Asimismo, el reglamento determinará los procedimientos aplicables para la heredabilidad de la bonificación adicional. También podrá establecer las demás normas que sean necesarias para la aplicación de esta ley.


El reglamento señalado en el inciso anterior deberá ser dictado dentro de los 90 días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley. 


Artículo 15.-
La bonificación adicional que corresponda a un funcionario será transmisible por causa de muerte, si éste fallece entre la fecha de su postulación a la misma y antes de percibirla, y siempre que cumpla con los requisitos establecidos en la presente ley para acceder a ella. Este beneficio quedará afecto a los incisos primero y segundo del artículo 5, según corresponda. 


Artículo 16.-
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 10 de la presente ley, el personal académico que perciba los beneficios que establece esta ley y siempre que al cese de sus funciones hubiere estado desempeñando una jornada de trabajo semanal de 44 o más horas, podrá ser recontratado en las universidades estatales sólo para el desempeño de una de las siguientes funciones:


a) Ejercer una jornada semanal de hasta 12 horas de docencia; o 


b) Ejercer una jornada semanal de hasta 22 horas de investigación; o 


c) Ejercer una jornada semanal de hasta 22 horas, de las cuáles hasta 12 horas podrán ser para el desempeño de labores de docencia de postgrado y las restantes para investigación.


También podrá ser recontratado el personal académico que perciba los beneficios que establece la presente ley y siempre que al cese de sus funciones hubiere estado desempeñando una jornada de trabajo semanal inferior a 44 horas. En este caso, las jornadas máximas dispuestas en los literales del inciso anterior se ajustarán en proporción a la jornada semanal que se hubiere encontrado desempeñando al momento del cese de sus funciones. 


El personal académico que haga uso de lo dispuesto en el inciso noveno del artículo 5 podrá ser recontratado conforme a lo dispuesto en este artículo, según corresponda.


Con todo, las recontrataciones a que se refiere este artículo, sólo podrán efectuarse hasta que el personal académico cumpla 70 años de edad en el caso de la letra a) del inciso primero. En el caso de las recontrataciones señaladas en las letras b) y c) del inciso primero, sólo podrán efectuarse hasta que el personal académico cumpla 75 años de edad. 

 
Sólo podrán ser recontratados para desempeñar una jornada semanal de 22 horas, quienes sean académicos de la más alta jerarquía de la respectiva universidad estatal.


Artículo 17.-
Los académicos beneficiarios de esta ley que sean recontratados para desempeñar labores de docencia, de conformidad a lo señalado en el artículo anterior, deberán cumplir alguno de los siguientes requisitos alternativamente:


a) Ser académico de la más alta jerarquía; o


b) Ser académicos de la segunda más alta jerarquía y tener el grado académico de doctor, siempre que hubieren tenido una jornada semanal de 44 o más horas durante, a lo menos, 10 años de servicios continuos o discontinuos en la universidad en la cual cesaron en funciones acogiéndose a los beneficios que establece la presente ley; o


c) Ser académicos de la segunda más alta jerarquía y tener el grado académico de magíster, siempre que hubieren tenido una jornada semanal de 44 o más horas durante, a lo menos, 10 años de servicios continuos o discontinuos, en la universidad en la cual cesaron en funciones acogiéndose a los beneficios que establece la presente ley y, siempre que sean recontratados exclusivamente en una universidad estatal de las incluidas en el artículo 12 de la ley N° 20.374 o en el decreto con fuerza de ley N° 7, de 2016, del Ministerio de Educación.


Artículo 18.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 10 de la presente ley, el personal que perciba los beneficios que establece esta ley y tenga el título profesional de médico cirujano u odontólogo, podrá ser recontratado por las universidades estatales para desempeñar labores de docencia, siempre que hubiere ejercido, a lo menos, 10 años como docente en la universidad en la que cesó en funciones acogiéndose a los beneficios de la presente ley, y acredite estudios sistemáticos en las disciplinas que imparte en calidad de docente. 


En este caso el número de horas máximas a recontratar para el desempeño de horas de docencia no podrá ser superior al 50% de la jornada laboral que desempeñaba en la universidad y en ningún caso superior a 12 horas semanales y no les serán aplicables los incisos primero y segundo del artículo 16.


El personal señalado en el inciso primero que haga uso de lo dispuesto en el inciso noveno del artículo 5 podrá ser recontratado conforme a lo dispuesto en este artículo, según corresponda.


Con todo, las recontrataciones a que se refiere este artículo, sólo podrán efectuarse hasta que el personal académico o profesional no académico cumpla 70 años de edad.


El presente artículo no se aplicará al personal a que se refieren los artículos 16 y 17.


Artículo 19.-
Los ex funcionarios académicos que hubieren cesado en funciones hasta el día antes de la publicación de la presente ley y que hayan percibido el beneficio compensatorio establecido en el artículo 9 de la ley N° 20.374, podrán ser recontratados conforme a los artículos 16, 17 y 18 si cumplen con los requisitos respectivos. A dichos funcionarios no les será aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del artículo 8 de la ley N° 20.374.


Los ex funcionarios académicos que hubieren cesado en funciones hasta el día antes de la publicación de la presente ley y que hayan sido recontratados conforme a los incisos segundo y siguientes del artículo 8 de la ley N° 20.374, continuarán rigiéndose por dicha normativa.


Artículo 20.- Para los efectos de proceder a las recontrataciones a que se refieren los artículos 16, 17, 18 y 19 cada Rector recibirá las solicitudes de recontratación de personal, que le presenten las facultades de las respectivas universidades estatales. Dichas recontrataciones podrán realizarse a contrata u honorarios.


El Rector deberá remitir dichas solicitudes, manifestando su opinión al respecto, a la Comisión de Jerarquización Académica Superior o su equivalente de la respectiva universidad, para que certifiquen el cumplimiento de cada una de las condiciones exigidas. El Rector estará facultado para recontratar a quienes obtengan una certificación favorable y siempre que la universidad cuente con disponibilidad presupuestaria, previa aprobación del órgano colegiado superior existente en la universidad.


 En caso que exista más de una Comisión de Jerarquización Académica o su equivalente en una  universidad, se conformará una Comisión Superior para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, la que estará conformada por integrantes de cada una de ellas, los que serán elegidos entre sus pares.


Las recontrataciones también podrán efectuarse por universidades estatales distintas a aquella en la que se desempeñaba el personal académico al momento de su cese de funciones, siéndole aplicables el procedimiento señalado en los incisos anteriores. En este caso, la certificación del cumplimiento de las condiciones exigidas será realizada por la Comisión a que se refiere el inciso segundo o tercero, según corresponda, de la universidad que realizará la recontratación, correspondiendo a la universidad en que el personal cesó en funciones, remitir sus calificaciones y todos los demás antecedentes asociados a su desempeño. 


Anualmente, las universidades deberán informar al Ministerio de Educación la nómina del personal académico que hubiere sido recontratado y los antecedentes que acrediten el cumplimiento de los requisitos para ello, según lo establezca el reglamento. En el caso que se verifique que fue recontratado sin cumplir con los requisitos se aplicará el artículo 10 de la presente ley, sin perjuicio de las demás sanciones que sean procedentes.


Además, las universidades empleadoras deberán mantener a disposición permanente del público las recontrataciones que se realicen de acuerdo a los artículos 16, 17, 18 y 19 de esta ley, conforme con lo dispuesto en el título III de la Ley de Transparencia de la Función Pública y de acceso a la información de la Administración del Estado, contenida en el artículo primero de la ley N° 20.285.


Los contratos que se celebren de acuerdo a lo dispuesto en los incisos anteriores, podrán ser renovados anualmente, previa evaluación de su cumplimiento.


Artículo 21.- Quienes se acojan a los beneficios de la presente ley y luego sean recontratados de acuerdo a lo establecido en los artículos 16, 17, 18 y 19 de la presente ley, no podrán obtener nuevos beneficios asociados al retiro durante el período de su recontratación, cualquiera sea su origen o fuente de financiamiento.


Artículo 22.- Autorízase a las universidades del Estado para que, hasta el 31 de diciembre de 2024, puedan contratar uno o más empréstitos con el objeto exclusivo de financiar el beneficio establecido en el artículo 9 de la ley N°20.374. El o los empréstitos que sean contratados deberán estar directamente relacionados con el gasto real o proyectado del beneficio antes citado en la universidad respectiva. Dicha autorización no comprometerá en forma directa o indirecta el crédito o la responsabilidad financiera del Fisco.


El servicio de deuda derivada de los empréstitos que se autorizan contratar de acuerdo a lo dispuesto en el presente artículo deberá hacerse con cargo al patrimonio de la universidad respectiva y no podrá exceder del plazo de 20 años contados desde la fecha de celebración del contrato.


La selección de las entidades financieras con las cuales se contraten los empréstitos señalados, se efectuará mediante licitación pública, la que no estará sujeta a las disposiciones de la ley N° 19.886 y su reglamento.


Con todo, las universidades del Estado podrán celebrar los contratos de empréstitos a que se refiere este artículo, a través de licitación privada o trato directo en virtud de las causales señaladas en el artículo 8 de la ley N° 19.886, en caso que la utilización del procedimiento de licitación pública ponga en riesgo la oportunidad, la finalidad o la eficacia de la aplicación del artículo 9° de la Ley N° 20.374. En estos casos, las universidades del Estado deberán establecer por medio de una resolución, disponible en el Sistema de Información de Compras y Contratación Pública, los procedimientos internos que permitan resguardar la publicidad, la transparencia, la igualdad de trato y la no discriminación arbitraria en esta clase de contratación de servicios.


Copia de los contratos de los empréstitos materia de este artículo, indicando el monto y las condiciones bajo los cuales fueron celebrados, además de un informe que especifique los usos de los recursos obtenidos, serán remitidos por la universidad respectiva a los Ministerios de Hacienda y de Educación, dentro de los 30 días siguientes a su celebración.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero transitorio.- El procedimiento para asignar los cupos en el año 2017 se sujetará a las reglas siguientes:


1.- Los académicos, directivos y los profesionales no académicos a que se refiere el artículo 1 que, al 31 de diciembre de 2017 cumplan o hayan cumplido 65 o más años de edad, deberán postular a la bonificación adicional por retiro que establece la presente ley dentro de los cuarenta y cinco días hábiles siguientes a su publicación, en la respectiva universidad estatal empleadora. Si no postularen dentro de dicho plazo se entenderá que renuncian irrevocablemente a los beneficios de la misma. 


También, dentro del mismo plazo antes señalado, podrán postular a la bonificación las funcionarias a las que se aplica la presente ley y que al 31 de diciembre de 2017 cumplan o hayan cumplido entre 60 y 64 años de edad. Con todo, ellas podrán postular hasta el período en que cumplan 65 años de edad.


2.- Las universidades estatales empleadoras deberán remitir las postulaciones que cumplan los requisitos al Ministerio de Educación dentro de los cuarenta y cinco días hábiles siguientes al término del plazo para postular fijado en el numeral anterior. Dichas instituciones deberán remitir la certificación del cumplimiento de los requisitos para acceder a la bonificación adicional que establece la presente ley.


3.- Mediante una o más resoluciones exentas del Ministerio de Educación, visadas por la Dirección de Presupuestos, se establecerá la distribución de los cupos anuales entre las universidades estatales, en forma proporcional al número de postulaciones que cumplan con los requisitos fijados por esta ley conforme a los cupos a que se refiere el artículo 5. 
Dicha resolución deberá ser dictada a más tardar dentro de los 45 días hábiles siguientes al vencimiento del plazo señalado en el numeral anterior.


4.- La universidad empleadora deberá dictar una resolución que deberá contener el listado de todos los postulantes que cumplen los requisitos para acceder a la bonificación adicional de esta ley según lo informado en el numeral 2 anterior, identificando los beneficiarios de los cupos disponibles para el año 2017 y aquellos a quienes se les aplique el artículo 6 de la presente ley cuando corresponda. Dicha resolución deberá dictarse a más tardar dentro de los quince días hábiles siguientes a la notificación de la resolución a que se refiere el numeral anterior que realice el Ministerio de Educación a la respectiva Universidad.


5.- La universidad empleadora deberá notificar a los funcionarios la resolución a que se refiere el numeral anterior a más tardar dentro de los 5 días hábiles siguientes a su dictación.


6.- A más tardar, dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la resolución a que se refiere el numeral 4, los beneficiarios de cupos deberán informar por escrito a la respectiva universidad estatal empleadora la fecha en que harán dejación definitiva del cargo o empleo o el total de horas que sirvan, la cual deberá ajustarse a lo señalado en los párrafos siguientes.


El personal a que se refiere el numeral 1 de este artículo que resulte beneficiario de un cupo de la bonificación adicional deberá hacer efectiva su renuncia voluntaria a la universidad del Estado, respecto del cargo o del total de horas que sirva en virtud de su nombramiento o contrato, dentro de los noventa días siguientes al cumplimiento de los 65 años de edad o dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a la notificación de la resolución que le asigna un cupo, si esta última fecha fuera posterior a aquélla.


Las funcionarias, sean académicas, directivas o profesionales no académicas, que postulen en el proceso a que se refiere este artículo y que tengan menos de 65 años de edad y sean beneficiarias de un cupo de la bonificación adicional, deberán hacer efectiva su renuncia voluntaria dentro de los noventa días siguientes a la notificación del acto que le asigna un cupo. Si la funcionaria no hiciere efectiva su renuncia dentro de dicho plazo, perderá su cupo, pero podrá participar en los procesos siguientes hasta aquel en que le corresponda postular a los 65 años de edad.


A los rectores les será aplicable lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 2 de esta ley.


7.- Las universidades estatales deberán informar al Ministerio de Educación el cese de funciones de cada beneficiario de la bonificación adicional establecida en esta ley, dentro de los cinco días hábiles siguientes a dicho cese.


Artículo segundo transitorio.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley, durante su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. Para los años siguientes se consultarán los recursos en la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 11 de octubre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Montes Cisternas (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Jorge Pizarro Soto.


Sala de la Comisión, 13 de octubre de 2017.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE INCORPORA DIVERSAS MEDIDAS DE ÍNDOLE TRIBUTARIA

(11.404-05)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

A las sesiones en que la Comisión se ocupó de este asunto asistió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier Morel.

Asimismo, concurrieron:

Del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Nicolás Eyzaguirre; la Subsecretaria, señora Macarena Lobos; el Coordinador de Políticas Tributarias, señor Sergio Henríquez; el Asesor del Ministro, señor Hugo Arias; la Jefa de Comunicaciones, señora Claudia Valle, y la Asesora de Comunicaciones, señora Jimena Krautz.

Del Ministerio de Bienes Nacionales, la Ministra, señora Nivia Palma, y la Jefa de Gabinete, señora Laura Pizarro.

Del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, la Asesora Legislativa, señora María Jesús Mella.

El Asesor del Honorable Senador Montes, señor Luis Díaz.

El Asesor del Honorable Senador Coloma, señor Álvaro Pillado.

El Asesor del Honorable Senador García, señor Felipe Cox.

La Asesora del Honorable Senador Lagos, señora Leslie Sánchez.

Del Comité Demócrata Cristiano, la Asesora Legislativa, señora Constanza González.

El Asesor del Honorable Diputado Silva, señor Santiago Orpis.

De la Fundación Jaime Guzmán, el Asesor, señor Diego Vicuña.
- - -

Se hace presente que por tratarse de un proyecto con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y en conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, se discutió la iniciativa en general y particular a la vez.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Impulsar materias de índole tributaria e introducir ajustes en el sistema tributario vigente.

- - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- La ley sobre impuesto a la renta, contenida en el artículo 1 del decreto ley N° 824, de 1974.

- La ley N° 20.780, de reforma tributaria, que modifica el sistema de tributación de la renta e introduce diversos ajustes en el sistema tributario.

- La ley N° 19.885, que incentiva y norma el buen uso de donaciones que dan origen a beneficios tributarios y los extiende a otros fines sociales y públicos.

- La ley N° 20.899, que simplifica el sistema de tributación a la renta y perfecciona otras disposiciones legales tributarias.

- Código Tributario, contenido en el decreto ley N° 830, de 1974.

- El decreto ley N° 1939, de 1977, que establece normas sobre adquisición, administración y disposición de bienes del Estado.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje expone que, en los últimos años, el Gobierno ha promovido la actualización de la legislación tributaria, tomando en especial consideración las demandas de bienes y servicios públicos por parte de la ciudadanía. Dentro de las medidas principales se encuentra el combate a la elusión y evasión fiscal, en ambos casos, para continuar con la responsabilidad fiscal en la ejecución de políticas sociales.

Agrega que, en este sentido, Chile comparte el consenso político internacional entendiendo que el desarrollo del movimiento internacional de personas, capitales, mercancías y servicios, a pesar de ser altamente beneficioso por sí mismo, ha incrementado las posibilidades de evasión y elusión fiscal internacional. Lo anterior ha producido efectos nocivos en los Estados, puesto que disminuye la recaudación para la ejecución de políticas sociales dejando sin cumplir las obligaciones tributarias.

Asevera que para hacer frente a lo anterior, la Reforma Tributaria y su simplificación se adelantaron al cierre del proceso de lucha contra la erosión de la base imponible y el traslado de beneficios (BEPS por sus siglas en inglés) impulsada por la OCDE. Así, se incorporaron normas relativas al control de sociedades en el exterior, perfeccionamientos de normas de sobreendeudamiento, la norma general anti-elusión, entre otras. A esto se suman los esfuerzos realizados por ratificar los acuerdos para evitar la doble tributación internacional y que previenen la elusión y evasión con Japón, Italia, República Checa, Sudáfrica, China, Argentina y Austria, además de aquellos acuerdos que permiten realizar intercambios de información con el resto de las autoridades tributarias, especialmente la Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Fiscal (“MAAT”).

Refiere que en la misma línea de colaboración internacional, el 4 de junio de 2015, nuestro país se comprometió, junto con otras 93 jurisdicciones, a implementar, a través de lo dispuesto en el artículo 6 del MAAT, un nuevo estándar global y único para el intercambio automático de información sobre cuentas financieras de no residentes “Common Reporting Standard” (“CRS”).

Indica que, por otra parte, en materia de convenios para evitar la doble tributación internacional y su relación con la Reforma Tributaria, hay que tener presente que la incorporación del régimen semi-integrado buscaba mantener la carga tributaria final para los inversionistas extranjeros en un 35% cuando tuvieran residencia en un país con el cual Chile tenga un Convenio vigente. Al momento de la reforma se estimaba que Chile tendría acuerdos para evitar la doble tributación con alrededor del 80% del PIB mundial. Los acuerdos para llegar a esta meta se han cumplido en su totalidad, salvo por el caso de Uruguay y los Estados Unidos en que el acuerdo se encuentra para su ratificación en el Senado de este país. 

Hace presente, en cuanto a los ingresos permanentes del Fisco, que en enero del año 2018 tendrá lugar la visita del Papa Francisco a Chile. En el contexto de esta visita de un Jefe de Estado, se deben hacer esfuerzos para evitar presiones de gasto y mantener la rigurosidad fiscal. 

Por último, asevera que según los análisis que han realizado en materia de donaciones al Fisco, encontraron que es necesario aclarar el tratamiento tributario de las mismas, cuya normativa se encuentra establecida en el decreto ley N° 1.939, de 1977, de manera de reducir las barreras existentes.

 En cuanto a la estructura y contenido del proyecto:

1. Derogación del régimen de plataformas de inversión contemplado en el artículo 41 D de la ley sobre impuesto a la renta (artículos primero y segundo permanentes).

2. Modificaciones al artículo 62 del Código Tributario, incorporación de normas sobre intercambio automático de información financiera (artículo tercero permanente):

- Incorporar normas que establezcan sanciones específicas.

- Establecer la obligación de las Instituciones Financieras de mantener un registro de los procedimientos que efectúen.

- Establecer una norma de interpretación del reglamento y la ley de conformidad al CRS.

3. Reconocimiento tributario a las donaciones efectuadas en razón de la visita papal (artículo cuarto permanente).

4. Ampliación del plazo para suscribir y ratificar convenios para evitar la doble tributación (artículo quinto permanente).

5. Aclarar el tratamiento tributario de las donaciones al Fisco (artículo sexto permanente).

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

Al comenzar la discusión, el Ministro de Hacienda, señor Nicolás Eyzaguirre, efectuó una exposición, en formato power point, del siguiente tenor:

El presente proyecto de ley introduce varias adecuaciones legales en materia tributaria con tres objetivos principales:

- Mejorar los mecanismos que combaten la evasión y elusión tributarias.

- Adecuar normas sobre tratamiento tributario de donaciones.

- Ampliar el plazo para la suscripción y ratificación de acuerdos de doble tributación internacional.

ESTRUCTURA 

- Derogación régimen de plataformas de inversión contenido en el artículo 41 D de la ley sobre impuesto a la Renta.

- Reconocimiento tributario de las donaciones efectuadas con ocasión de visita Papal.

- Ampliación del plazo para suscribir y ratificar acuerdos de doble tributación internacional.

- Incorporación de norma al Código Tributario sobre intercambio de información (nuevo artículo 62 ter).

- Aclaración tratamiento tributario donaciones al Fisco.

ASPECTOS GENERALES 

1. Derogación régimen de plataformas de inversión contenido en el artículo 41 D de la ley sobre impuesto a la Renta.

a) Chile ha liderado en la región, como miembro de la OCDE, la lucha contra la evasión y elusión tributaria. En ese marco, se han intensificado, en los últimos años, los esfuerzos por eliminar o limitar normas que pudiesen ser fuentes de evasión o elusión.

b) En este sentido, existe el denominado “régimen de sociedades plataforma de inversiones” que, en términos generales, establece una exención de impuesto en Chile por las rentas que las empresas acogidas obtengan en el exterior.

c) La OCDE ha calificado este régimen como potencialmente nocivo, calificación que a partir del año 2018 se hará anualmente.

d) Por otro lado, luego de 15 años de vigencia, el análisis que se hace es que el régimen ha sido poco utilizado (sólo 17 contribuyentes acogidos).

e) Por todo lo anterior, se plantea su eliminación.

2. Reconocimiento tributario de las donaciones efectuadas con ocasión de visita Papal.

a) Al igual que en 1987 cuando visitó nuestro país el Papa Juan Pablo II, esta iniciativa permite que los gastos que irrogue esta visita sean financiados por medio de donaciones del sector privado.

b) Para evitar que estas donaciones estén afectas al trámite de insinuación, y en particular, para evitar que se consideren como gasto rechazado (con impuesto de 40%), se propone norma idéntica a la de 1987 que reconoce como gasto necesario estas donaciones.

c) De esta forma se evita la presión fiscal a incurrir en mayores gastos para financiar la visita, como se hace cuando otros jefes de Estado visitan el país.

d) Luego de tramitación en Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados se establece obligación por parte de la Conferencia Episcopal en cuanto a rendir cuenta de las donaciones recibidas y los gastos efectuados. Obligación debe cumplirse dentro del primer semestre de 2018 y luego se informará a la Cámara de Diputados y al Senado.

3. Ampliación del plazo para suscribir y ratificar acuerdos de doble tributación internacional.

a) La reforma tributaria de 2014 creó un nuevo régimen de tributación denominado “régimen de imputación parcial de créditos” o “sistema semi integrado”.

b) En la práctica, esto implica que los inversionistas extranjeros que se encuentren en países con los cuales no se tenga un convenio para evitar la doble tributación internacional vigente, la tasa efectiva de impuesto sobre dividendos pagados al exterior será de 44,45%, mientras que aquellos accionistas que se encuentren en países con los cuales sí se tenga convenio vigente, la tasa será de 35%.

c) La reforma estableció norma transitoria para aquellos países con convenios suscritos pero no vigentes aún, para aplicar la tasa de 35% hasta 2019.

d) Por medio de este proyecto de ley se amplía ese plazo, para poder suscribir acuerdos hasta el año 2019 y que rija la tasa de 35%, aun si no se encuentran vigentes los convenios hasta el año 2021.

4. Incorporación de norma sobre intercambio de información al Código Tributario.

a) Uno de los instrumentos más eficientes en la lucha contra la evasión y elusión es el intercambio de información entre autoridades tributarias.

b) En ese contexto, el Congreso Nacional aprobó en 2016 la Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Fiscal (MAAT).

c) En virtud de este Convenio, Chile se ha comprometido, junto con otros 115 países o jurisdicciones, a intercambiar información financiera básica (incluidos países como Panamá y Suiza).

d) Para esto se incorpora un nuevo artículo 62 ter al Código Tributario.

e) Esto implica remitir información básica respecto de cuentas que extranjeros tengan en el país. Por su parte, el SII va a poder obtener información de contribuyentes chilenos en el exterior.

f) Durante la tramitación en la cámara de Diputados, se aclararon ciertos alcances de la norma:

- Se establece expresamente que respecto de los saldos de las cuentas, la información se refiere únicamente al saldo a fin de año o a la fecha de cierre de cuenta;

- Interpretación de norma no puede implicar en ningún caso intercambiar información financiera de residentes en el país;

- Información debe ser entregada hasta el 30 de junio de cada año al SII; 

- SII se limita a establecer los medios tecnológicos por los cuales se va a enviar la información.

5. Aclaración norma tratamiento tributario donaciones al Fisco. 

a) La norma que regula el tratamiento tributario de las donaciones efectuadas al Fisco por medio del Ministerio de Bienes Nacionales data del año 1977.

b) Dicha norma no establece de manera expresa qué ocurre con el gasto, por lo que podría ser considerado como un gasto rechazado afecto a un impuesto de 40%, lo que desincentiva este tipo de donaciones.

c) Por lo anterior, se establece expresamente que no se aplicará este impuesto a las donaciones respectivas que acepte el Ministerio de Bienes Nacionales.

El Honorable Senador señor Montes consultó cuántas empresas se han acogido o están acogidas al sistema de plataformas de inversión contenido en el artículo 41 D de la ley sobre impuesto a la renta.

El Coordinador de Políticas Tributarias del Ministerio de Hacienda, señor Sergio Henríquez, señaló que en la actualidad existen 17 empresas acogidas al sistema y que el mayor número que se alcanzó fue de 23.

Explicó que estas empresas se constituían formalmente en Chile pero, mediante una ficción legal, se les consideraba como no residentes, por lo que sólo pagaban impuestos por sus rentas de fuente chilena.

Agregó que al estar constituidas en nuestro país, pero no pagar impuestos por sus rentas de fuente extrajera, la OCDE considera que existe un mecanismo potencialmente nocivo, dado que podría no pagar impuestos en ningún país por las rentas que no tengan su origen en Chile.
El Honorable Senador señor Coloma dejó constancia que, más allá de apoyar la mayor parte de las medidas que contiene la iniciativa legal, por lo que votará a favor en general, discrepa y no comparte que se envíen proyectos de ley tan misceláneos y con tanta variedad de contenidos como es la regulación del secreto y reserva bancaria junto al financiamiento de la visita del Papa y mecanismos de donaciones de inmuebles al Fisco, entre otros.

Sometido a votación en general, el proyecto de ley fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Artículo 1

Introduce las siguientes modificaciones en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1 del decreto ley N° 824, de 1974:

1. En la letra c) del inciso tercero del artículo 10: 

a) Reemplázase la frase “países o jurisdicciones que figuren en la lista a que se refiere el número 2, del artículo 41 D” por “territorios o jurisdicciones que se consideren como un régimen fiscal preferencial conforme a las reglas establecidas en el artículo 41 H”.

b) Reemplázase la expresión “el país o jurisdicción listado” por la expresión “uno de estos territorios o jurisdicciones”.

c) Reemplázase la frase “un país o jurisdicción que no forme parte de la lista señalada en el número 2, del artículo 41 D” por “territorio o jurisdicción que no tenga un régimen fiscal preferencial en los términos dispuestos en el artículo 41 H”.

2. Elimínase en la letra a) del número 1 de la letra E) del artículo 14 la frase “incluidos en la lista que establece el número 2, del artículo 41 D, o”.

3. Derógase el artículo 41 D.

4. Reemplázase, en el párrafo tercero del número 1 del artículo 41 E la frase “o territorio incorporado en la lista a que se refiere el número 2 del artículo 41 D” por “, territorio o jurisdicción a los que se refiere el artículo 41 H”.

5. En el artículo 41 F:

a) Elimínase el literal i) del numeral 6.

b) Reemplázase en el párrafo segundo del numeral 13 la frase “constituidas, establecidas, domiciliadas o residentes en alguno de los territorios o jurisdicciones a que se refiere el artículo 41 D, o que dicha persona o entidad quede comprendida” por la expresión “que queden comprendidas”.

6. Sustitúyese en el número 2 de la letra C del artículo 41 G la frase “de aquellos a que se refieren los artículos 41 D, número 2 y 41 H” por “que se considere como un régimen fiscal preferencial conforme a las reglas establecidas en el artículo 41 H”.

7. Reemplázase en el inciso primero del artículo 59 la frase “que formen parte de la lista a que se refieren los artículos 41 D y 41 H” por “que se consideren como un régimen fiscal preferencial conforme a las reglas establecidas en el artículo 41 H.

El Honorable Senador señor Coloma consultó si el sistema de plataformas de inversión se está derogando porque se considera que no ha funcionado como se esperaba, o porque han existido abusos o problemas respecto de las personas jurídicas que lo han utilizado.

El Honorable Senador señor Pizarro preguntó qué ocurrirá con las empresas que están usando el sistema y sus beneficios.

El Ministro de Hacienda, señor Eyzaguirre, señaló que, en su momento, se pensó que se trataría de una herramienta muy atractiva para empresas que usan a Chile como plataforma para exportar. Agregó que, con el paso de los años, ocurrieron dos hechos: uno, se ampliaron bastante los convenios para evitar la doble tributación internacional, con lo que se restringió el número de actores que podían verse beneficiados por la normativa, y, dos, aparecieron convenciones internacionales para combatir la evasión y elusión tributaria que chocaron con la referida normativa, por el potencial conflicto que podían generar en otros países donde se encontraran legalmente establecidas las empresas que accedían a la plataforma de inversiones.

El Coordinador de Políticas Tributarias del Ministerio de Hacienda, señor Henríquez, expuso que una vez que entre en vigencia la ley no podrán acceder al beneficio nuevas empresas. Por su parte, las 17 empresas que actualmente se encuentran acogidas al régimen, pueden mantenerse hasta el 31 de diciembre de 2021 en las mismas condiciones actuales y, a contar del año 2022, deben acogerse al régimen semi-integrado de tributación –considerando que obligatoriamente se trata de sociedades anónimas-, pero, excepcionalmente, también se les permite acogerse al régimen de renta atribuida, contemplándose en el número 1 del artículo segundo transitorio la posibilidad que la sociedad se transforme dejando de ser SA.
El Honorable Senador señor Montes pidió que se explique el motivo de la eliminación o reemplazo de referencias a “un país o jurisdicción que no forme parte de la lista señalada en el número 2, del artículo 41 D”, que corresponde a territorios conocidos como paraísos fiscales.

El Coordinador de Políticas Tributarias, señor Henríquez, explicó que varias letras de los numerales del artículo son referenciales, porque el número 2 del artículo 41 D –que se deroga- establecía que el Ministerio de Hacienda debía publicar un listados de países o jurisdicciones de nula o baja tributación, que son aquellos conocidos como paraísos fiscales. Dicho listado existe y se actualiza desde el año 2003, agregó, pero la reforma tributaria cambió la situación, porque fijo parámetros en el artículo 41 H, bajo los cuales se determina si un territorio o jurisdicción es o no de baja o nula tributación. Por ello, indicó, se hace necesario cambiar todas las referencias que se hacían al artículo 41 D hacia el artículo 41 H.

El Honorable Senador señor Pizarro consultó por la diferencia que entienden para mencionar país, territorio o jurisdicción.

El Coordinador de Políticas Tributarias, señor Henríquez, señaló que la expresión “territorio o jurisdicción” incluye a los países y aborda situaciones específicas que se pueden dar dentro de un Estado o de ciertas áreas.
Puesto en votación el artículo 1 fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 2

Reemplaza en el párrafo segundo del numeral XVIII del artículo tercero transitorio de la ley N° 20.780, de reforma tributaria, que modifica el sistema de tributación de la renta e introduce diversos ajustes en el sistema tributario, la frase “constituidas, establecidas, domiciliadas o residentes en alguno de los territorios o jurisdicciones a que se refiere el artículo 41 D, o que dicha persona o entidad quede comprendida” por la expresión “que queden comprendidas”.
Puesto en votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 3

Dispone lo que sigue:

“Artículo 3.- Los contribuyentes que, de acuerdo con las normas de la Ley sobre Impuesto a la Renta, declaren sus rentas efectivas demostradas mediante un balance general o se encuentren acogidas a las disposiciones del artículo 14 ter letra A) de dicha ley, y que efectúen donaciones a la Conferencia Episcopal de Chile, con motivo de la visita del Papa, podrán rebajar como gasto las sumas de dinero donadas, para los efectos de la determinación de la renta líquida imponible afecta a los tributos que establece dicha ley, aplicándose el límite global absoluto del artículo 10 de la ley N° 19.885, que incentiva y norma el buen uso de donaciones que dan origen a beneficios tributarios y los extiende a otros fines sociales y públicos. Si el donante registra pérdida tributaria, podrá rebajar como gasto la cantidad donada hasta el 1,6% del capital propio tributario.

Sólo gozarán del beneficio establecido en el inciso anterior las primeras donaciones que acepte la Conferencia Episcopal hasta que, en conjunto, se entere la cantidad máxima de $4.000.000.000.- (cuatro mil millones de pesos). La Conferencia Episcopal certificará esta circunstancia en el momento de aceptar cada donación. Dentro del primer semestre del año 2018 deberá efectuar una completa rendición de cuentas al Ministerio de Hacienda respecto de los fondos recibidos y de su destino. Por su parte, el Ministerio de Hacienda remitirá dicha información a la Cámara de Diputados y al Senado.

La deducción como gasto de las donaciones señaladas se efectuará en el ejercicio en que efectivamente se incurrió en el desembolso y deberá acreditarse con recibos suscritos por representantes autorizados de la donataria, en la forma que determine el Servicio de Impuestos Internos.

Las donaciones que cumplan con los requisitos que establece este artículo no requerirán del trámite de insinuación y estarán exentas de todo impuesto.”.

El Ministro, señor Eyzaguirre, explicó que la Conferencia Episcopal es una persona jurídica y será la que acepte las donaciones con motivo de la visita del Papa, las que tendrán un plazo y monto acotado y de ellas deberá rendirse cuenta al Ministerio de Hacienda, que remitirá la información a ambas cámaras del Congreso Nacional.

El Honorable Senador señor Lagos observó que se supone que la visita papal costará $4.000.000.000, que coincide con el monto máximo que se autoriza a donar en el presente artículo, incluyendo la rendición de cuentas pertinente. Entonces, añadió, surge la pregunta de qué ocurrirá con los aportes que se recauden por otras vías, como donaciones de personas naturales, especialmente en el caso que se supere el monto referido, o en caso que la visita finalmente cueste menos. Asimismo, se preguntó qué sucederá con el saldo de lo recaudado en caso que sea superior a lo que se gaste.

El señor Ministro planteó que en la próxima sesión proporcionará más detalles acerca de los costos de la visita y la forma de tratar las diversas donaciones y aportes.

En la siguiente sesión, la Subsecretaria de Hacienda, señora Lobos, expuso que existen tres fuentes de financiamiento de los $4.000.000.000 que la Conferencia Episcopal ha planteado como costo de la visita papal: 1) el aporte de la propia iglesia católica; 2) el aporte de las personas naturales, y 3) el aporte de las empresas, que es al que se refiere la disposición en debate.

Señaló que los representantes de la Conferencia Episcopal han manifestado que lo que no se alcance a financiar mediante aportes propios y de personas naturales se solventará con los aportes de las empresas, por lo que, cuando se alcance el referido monto de $4.000 millones no se recibirán más donaciones por este último concepto.

El Honorable Senador señor Montes consultó si los $257 millones que han aparecido como fondos de la Presidencia de la República destinados a gastos por la visita de Estado del Papa son adicionales a los $4.000 millones a los que se plantean como costo, o no.

La Subsecretaria, señora Lobos, respondió que se trata de un monto adicional, propio de gastos que debe asumir la Presidencia de la República por la visita de Estado.

El Honorable Senador señor Montes inquirió si la rendición de cuenta a que alude en términos amplios el inciso segundo, incluye los recursos que se aporten por cualquiera de las tres vías explicadas precedentemente, o no.

La señora Lobos manifestó que, al referirse la rendición de cuentas a todos los aportes hasta enterar la cifra de $4.000 millones, se entiende que abarca todos los que se efectúen, cualquiera sea su fuente.

El Coordinador de Políticas Tributarias, señor Henríquez, expresó que la rendición de cuentas se refiere a todos los fondos recibidos y, por eso, el inciso segundo prescribe “deberá efectuar una completa rendición de cuentas al Ministerio de Hacienda respecto de los fondos recibidos y de su destino”.

El Honorable Senador señor Coloma preguntó la razón de que la franquicia tributaria se establezca sólo respecto de sociedades y no se entregue también a las personas naturales.

La señora Lobos planteó que esta disposición se propone, excepcionalmente, respecto de las empresas, porque de lo contrario sus donaciones se consideran gasto rechazado y deben pagar un impuesto más alto, de 40%, por los aportes.

El Honorable Senador señor Lagos expuso que el artículo en discusión no parece contar con vías de comunicación de los distintos tipos de aportes, de modo que, si los aportes de las personas naturales por sí solos superaran los $4.000 millones contemplados como tope, de todas formas seguiría vigente la vía de los aportes para las empresas que regula -mediante franquicia tributaria- la presente disposición.

La señora Lobos señaló que el costo total de la visita papal es $4.000 millones, de acuerdo a la información entregada por la Conferencia Episcopal de Chile.

El Honorable Senador señor García observó que pueden aprobar o rechazar el artículo, que implica un costo o gasto fiscal indirecto por $510 millones, pero no pueden hacer referencias o regular el costo total de la visita papal u otras materias similares.

El Honorable Senador señor Lagos manifestó considerar preferible que se legisle diciendo que existe un gasto tributario por hasta $510 millones respecto de una franquicia por donaciones con un tope de $4.000 millones, y no que se dé a entender que existirá un gasto total por esa última cifra, cuando en realidad el costo de la visita perfectamente puede ser superior y también podrían recaudarse $15.000 millones, por ejemplo.

La señora Lobos explicó estar transmitiendo información recabada de la Conferencia Episcopal de Chile, que ha añadido que si se produjera un excedente de recaudación lo donarían a ciertas instituciones de beneficencia.

El Honorable Senador señor Montes expresó que votará a favor en el entendido de que la rendición de cuentas de hará sobre el total de los recursos recibidos, conforme a las explicaciones recibidas de parte de los representantes del Ministerio de Hacienda.

Puesto en votación el artículo 3 fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 4

Reeemplaza en el artículo cuarto transitorio de la ley N° 20.899, que simplifica el sistema de tributación a la renta y perfecciona otras disposiciones legales tributarias, la expresión “2017”, la segunda vez que aparece, por el guarismo “2019”, y la expresión “2019” por “2021”.

Los referidos guarismos se refieren a los años antes de los cuales se debe haber celebrado un convenio para evitar la doble tributación para que a los contribuyentes del impuesto adicional no se les aplique la obligación de restitución que establece el artículo 63 de la ley sobre impuesto a la renta.
El señor Ministro, ante consulta del Senador señor García, expresó que la medida se toma en atención a la poca voluntad que se ha visto en aprobar convenios para evitar la doble tributación que ya han sido acordados como, por ejemplo, aquel con Estados Unidos, que ya fue ratificado por nuestro país.

El Honorable Senador señor García observó que los informes financieros indican que, a excepción de las donaciones para financiar la visita papal, las otras medidas no tienen impacto fiscal. Dentro de ellas, acotó, está la extensión de plazos en el contexto del régimen semi-integrado y los convenios para evitar la doble tributación, y, por otra parte, en el marco de la discusión de la ley de presupuestos para el año 2018, han surgido dudas sobre la estimación de los ingresos fiscales para el próximo año.

Por lo anteriormente expuesto, solicitó que se estime cuánto afecta la recaudación la postergación de la entrada en vigencia de la norma que implicaría que a los inversionistas extranjeros que se encuentren en países con los cuales no se tenga un convenio para evitar la doble tributación internacional vigente, se les aplique una tasa efectiva de impuesto sobre dividendos pagados al exterior de 44,45%, mientras que aquellos accionistas que se encuentren en países con los cuales sí se tenga convenio vigente, se les aplique una tasa de 35%.

El señor Ministro planteó que no existe pérdida de recaudación sobre lo que se estimó en el informe financiero de la reforma tributaria, lo que se hace es postergar el inicio del momento en que comenzarían a pagar impuestos con una tasa de 44,45%, esperando que se concrete la aprobación y vigencia de los convenios para evitar la doble tributación que conlleva la aplicación de una tasa de 35%.

Puesto en votación el artículo 4 fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo 5

Incorpora en el Código Tributario, contenido en el decreto ley N° 830, de 1974, un nuevo artículo 62 ter del siguiente tenor:

“Artículo 62 ter.- Con el objeto de dar cumplimiento a los convenios internacionales que versen sobre intercambio de información provenientes de instituciones financieras calificadas como tales de conformidad con los referidos convenios que se encuentren vigentes en nuestro país, el Servicio de Impuestos Internos podrá requerir anualmente la información reservada que cumpla los requisitos dispuestos en este artículo. Las señaladas instituciones financieras fiscalizadas, por su parte, deberán aplicar los procedimientos de revisión e identificación establecidos en el reglamento respectivo.

Para los efectos del inciso anterior, la información requerida deberá cumplir los siguientes requisitos: 

a) 
Corresponder a los titulares de cuentas financieras o controladores de dichos titulares que sean personas naturales, personas jurídicas o entidades que tengan residencia tributaria en otra jurisdicción, patrimonios quedados al fallecimiento de una persona que al momento de fallecer era residente de otra jurisdicción, o personas jurídicas o entidades que no tengan residencia tributaria en Chile y cuya administración efectiva se lleve a cabo en otra jurisdicción.

b) Versar sobre el saldo o valor de las cuentas financieras pertenecientes a los titulares o controladores señalados en el literal a) anterior, al 31 de diciembre de cada año o a la fecha de cierre de las cuentas, rentas pagadas a dichos titulares o controladores, y sobre la identidad de éstos.

c) Encontrarse en poder de instituciones financieras calificadas como tales de conformidad con un convenio internacional vigente que disponga el intercambio de información sobre cuentas financieras.

Las instituciones financieras deberán entregar al Servicio de Impuestos Internos la información indicada en el inciso anterior a más tardar el 30 de junio de cada año, por los medios que establezca el Servicio mediante resolución.

Para tal efecto, las instituciones financieras deberán llevar un registro que dé cuenta de los procedimientos de revisión realizados para identificar las cuentas financieras cuya información deba ser comunicada al Servicio. Dicho registro, junto con la información que le sirva de respaldo, deberá ser mantenido por siete años consecutivos, contados desde la fecha en que la institución financiera tomó conocimiento y registró la información requerida para dar cumplimiento a los procedimientos a que se refiere el presente artículo. En cualquier caso, el Servicio no podrá solicitar información que exceda del período anteriormente señalado. 

El incumplimiento de la obligación de ejecutar los procedimientos de revisión e identificación de cuentas financieras, de entregar la información al Servicio de manera oportuna y completa, y de mantener el registro señalado anteriormente por parte de una institución financiera, será sancionado con una multa equivalente a 1 unidad tributaria anual por cada una de las cuentas respecto de las cuales se infrinja cualquiera de los deberes señalados. Con todo, la multa total anual a pagar por cada institución no podrá exceder de 500 unidades tributarias anuales. La entrega de información maliciosamente falsa por parte del titular de la cuenta o sus controladores a la institución financiera será sancionada con la multa establecida en el párrafo final del número 4 del artículo 97. 

La información a la que accederá el Servicio con motivo de lo dispuesto en este artículo no podrá ser divulgada en forma alguna y sólo podrá ser usada para cumplir con los propósitos de intercambio de información regulados en convenios internacionales vigentes que permitan el intercambio de información entre autoridades tributarias.

Las disposiciones de este artículo serán aplicadas e interpretadas siguiendo las recomendaciones de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico o de la Organización de Naciones Unidas. En ningún caso tales interpretaciones implicarán una extensión del ámbito de aplicación del presente artículo a personas naturales o jurídicas que tengan su residencia tributaria en Chile.

El Ministro de Hacienda, señor Eyzaguirre, expuso que se pretendía separar el secreto bancario de la reserva bancaria, pero, posteriormente, se estimó que podía complejizar el sistema y hacerse difusa la diferencia entre ambas, por lo que, finalmente, propusieron separar del secreto bancario (manteniéndolo inalterado para los residentes en Chile) la regulación que contiene el presente artículo, que permite requerir anualmente la información de saldos que mantengan en cuentas corrientes personas o entidades con residencia tributaria en otra jurisdicción.

Agregó que, de ese modo, el Servicio de Impuestos Internos accederá a similar información desde el exterior de personas o entidades con residencia para fines tributarios en nuestro país.

El Coordinador de Políticas Tributarias, señor Henríquez, señaló que las instituciones financieras deben entregar anualmente la información al Servicio de Impuestos Internos y éste la comparte con las administraciones tributarias de los otros 115 países o jurisdicciones que han suscrito la Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Fiscal (MAAT).

Añadió que la autoridad competente en la materia, el Ministro de Hacienda, se comprometió a que en el mes de septiembre del año 2018 se encontraría operativa la normativa contenida en el presente artículo.

El Honorable Senador señor Coloma observó que resulta difícil entender que la autoridad se pueda comprometer a algo que requiere ser aprobado por ley –que por definición puede ser rechazada o aprobada- y que, además, actualmente existen formas contempladas para obtener la información que se pretende entregar (autorización de la persona o entidad afectada, o autorización judicial).

El Coordinador de Políticas Tributarias, señor Henríquez, acotó que la Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Fiscal (MAAT) aprobada por nuestro país, en su artículo 6, establece el deber de intercambiar cualquier información tributaria que sea considerada relevante, por lo que se trata de una obligación en términos amplios y que ahora se pretende precisar aplicando el estándar que los países miembros definieron.

El señor Ministro precisó que el Gobierno manifestó una voluntad de hacer los cambios que se han acordado a partir de la Convención MAAT, pero obviamente son los poderes Ejecutivo y Legislativo los que tienen que decidir si esos cambios se aprueban o no en la correspondiente ley.

El Honorable Senador señor García consultó si existe una estimación acerca del número de cuentas corrientes en el país de no residentes.

El Coordinador de Políticas Tributarias, señor Henríquez, manifestó que no existe una estimación y que recién con la normativa en discusión se sabrá cuántas son.
En la siguiente sesión, la Subsecretaria, señora Lobos, explicó que la propuesta original, contenida en el Mensaje del Ejecutivo, se modificó en vista a que la materia tratada no tiene que ver con el secreto o reserva bancaria, sino con el intercambio automático de información, por lo que se crea un artículo nuevo que trata en forma separada la entrega de información respecto de no residentes en el país para efectos tributarios, limitándose a los saldos que presenten en las cuentas financieras al 31 de diciembre de cada año.

Puesto en votación el artículo, el Honorable Senador señor Coloma señaló hacerlo en contra de la disposición, debido a que no se respeta ni resguarda del modo que corresponde la vida privada y la intimidad, que se encuentran consagradas y protegidas en los ordinales 4° y 5° del artículo 19 de la Constitución Política de la República.

Agregó que el saldo o valor de cuentas financieras que se quiere permitir dar a conocer, hoy es perfectamente posible de ser requerido como información en base a autorización judicial o autorización voluntaria del propio afectado.

Observó que la Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Fiscal no se opone a la regulación apenas mencionada, dado que, en su artículo 21, expresa que “Lo dispuesto en la presente la Convención no afecta los derechos y salvaguardas garantizados a las personas por la legislación o práctica administrativa del Estado requerido”.

Reiteró que el procedimiento lógico para cambiar las normas sobre esta materia es discutir un proyecto de ley específico que se refiera a todas las materias involucradas –y no mezcladas con áreas que no dicen relación, como es la visita papal-, incluyendo las normas constitucionales y tributarias correspondientes. Añadió que esta disposición se podría aprobar consagrando lo actualmente existente en materia de levantamiento del secreto bancario o con una norma similar a la que utiliza Estados Unidos en el llamado FATCA, que es contar de forma anticipada con el consentimiento del cuentacorrentista para efectos de entregar información.

El Honorable Senador señor Montes expresó votar a favor por tratarse de materias que se vienen discutiendo aprobar desde la reforma tributaria y se trata de una convención que involucra a 115 países o jurisdicciones que busca contar más antecedentes para detectar actividades ilícitas, con información referida a los saldos de cuentas anuales de los no residentes.

Se registraron dos votos a favor de los  Honorables Senadores señores Lagos y Montes, un voto en contra del Honorable Senador señor Coloma, y dos abstenciones de los  Honorables Senadores señores García y Pizarro.

El Honorable Senador señor García manifestó que al repetirse la votación lo hará en contra por el argumento del Senador señor Coloma -de que una normativa de esta envergadura debiera discutirse en una iniciativa legal propia y no en un proyecto de ley misceláneo- independientemente que la disposición en debate cuente con mérito y siempre sea partidario de respetar o implementar lo que nuestro país ha acordado en convenciones internacionales.
Repetida la votación, de conformidad con lo dispuesto en al artículo 178 del Reglamento de la Corporación, se registraron dos votos a favor de los  Honorables Senadores señores Lagos y Montes, dos votos en contra de los  Honorables Senadores señores Coloma y García, y una abstención del Honorable Senador señor Pizarro.

El Honorable Senador señor Pizarro consultó a la señora Subsecretaria si es posible sacar esta disposición del presente proyecto de ley y discutirlo individualmente en otra iniciativa legal, porque se trata de una materia que requiere una discusión más prolongada.

La señora Subsecretaria indicó que se discutió latamente la materia en el trámite anterior, y se resolvió regular en esta instancia lo referido al intercambio de información de los no residentes, y dejar lo referido al secreto y reserva bancario para ser abordado por una mesa técnica en el marco del proyecto de ley que modifica la ley general de bancos e instituciones financieras. Agregó que en esta iniciativa legal no se afecta a los residentes en el país y consideran que la reserva y el secreto bancario no son materias que afecten garantías consagradas en la Constitución Política.
Repetida la votación, de conformidad con lo dispuesto en al artículo 182 del Reglamento de la Corporación, el artículo 5 fue aprobado con tres votos a favor de los  Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los  Honorables Senadores señores Coloma y García.
Artículo 6

Intercala en el inciso primero del artículo 37 del decreto ley N° 1939, de 1977, que establece normas sobre adquisición, administración y disposición de bienes del Estado, entre las expresiones “toda clase de impuestos” y “y no requerirán”, lo siguiente: 

“y tendrán la calidad de gasto necesario para producir la renta para los efectos de lo establecido en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1 del decreto ley N° 824, de 1974. Por su parte, estas donaciones no estarán sujetas al límite global absoluto establecido en el artículo 10 de la ley N° 19.885,”.

La Ministra de Bienes Nacionales, señora Nivia Palma, señaló que se propone modificar el artículo 37 para que la persona jurídica que done un bien al Fisco pueda considerar dicho acto como un gasto necesario para producir la renta, de modo de no verse gravado con un impuesto del 40% por ese hecho.

Agregó que las fundaciones ligadas al señor Douglas Tompkins, fallecido en el año 2015, están entregando al Estado 407.000 hectáreas, constituyendo la donación más grande que ha existido en la historia del país. En este caso, explicó, la donación del terreno no se encuentra afecta a impuestos, pero el problema se presenta por la entrega de inmuebles y construcciones de muy buena calidad que se encuentran al interior de las áreas donadas, por las que las personas jurídicas tendrían que pagar impuestos al Estado, lo que no se justifica, dado que el Fisco está viendo incrementado su patrimonio.

Observó que, en el caso de donaciones entre privados con propósitos de bien común, se aplican diversas leyes que promueven donaciones con fines culturales, educacionales, sociales, deportivos, etc.

El Honorable Senador señor Coloma consultó cuál es la razón de que recién ahora se venga a modificar la norma, pensando que podría deberse o a la magnitud de los terrenos y construcciones que ahora se busca donar al Fisco, o a que se consideraba que los impuestos debían pagarse siempre, aunque se estuviera donando al mismo Estado.

Asimismo, preguntó por qué no sería razonable que se permitiera el mismo beneficio tributario si se busca donar terrenos a organizaciones sin fines de lucro, por ejemplo, para que existan parques.

La Ministra, señora Palma, respondió que la norma viene desde el año 1977, y son tanto la experiencia de estos 40 años, así como la gran donación que se está efectuando actualmente, las que han mostrado la necesidad de modificar la disposición. Agregó que el último cambio a la ley de donaciones con fines culturales incluyó a los monumentos nacionales, por lo que las áreas con biodiversidad relevante y patrimonio natural también son objeto de los beneficios de dicha ley, con 50% cómo crédito fiscal contra impuesto y el 50% restante deducible como gasto necesario para producir la renta.

El Honorable Senador señor Coloma insistió en que debiera existir una norma común al Estado y a los privados sin fines de lucro que contemple beneficios tributarios en caso que se donen terrenos para destinarlos a parques, porque lo relevante es que existan nuevas áreas protegidas.

El Honorable Senador señor Montes observó que las donaciones entre privados presentan riesgos de elusión y de evasión de impuestos que no ocurren en el caso de donaciones al Fisco.

El Ministro de Hacienda, señor Nicolás Eyzaguirre, explicó que el Servicio de Impuestos Internos siempre ha sido cuidadoso con el gasto tributario involucrado en operaciones como las que comentan. Pero, acotó, en el caso de las donaciones al Fisco existe un gasto tributario menor al que tocaría si fuera una donación a un privado, dado que el valor de lo que se entrega siempre es mayor a lo que se deja de pagar como impuesto.

El Honorable Senador señor Montes recordó que, al aprobarse el derecho real de conservación, se había propuesto que existiera una exención referida al derecho de uso, lo que no fue aprobado.

El Honorable Senador señor Coloma planteó que la tendencia mundial es que agentes privados sin fines de lucro se encarguen también de la protección y preservación de la naturaleza.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro, y la abstención del Honorable Senador señor Coloma.

Disposiciones transitorias

Artículo primero

Dispone que la eliminación del artículo 41 D de la Ley sobre Impuesto a la Renta dispuesta por el número 3 del artículo 1 de la presente ley entrará en vigencia el 1 de enero del año 2022. No obstante, a partir de la publicación de la presente ley, no podrán ingresar nuevas empresas al régimen establecido en la norma del artículo 41 D.

Puesto en votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo segundo

Las sociedades anónimas abiertas, las sociedades anónimas cerradas y sus accionistas que, a la fecha de la publicación de la presente ley, se encuentren acogidas a las disposiciones del artículo 41 D de la Ley sobre Impuesto a la Renta, se sujetarán a las siguientes disposiciones:

1. Las sociedades anónimas abiertas y las sociedades anónimas cerradas acogidas a las disposiciones del artículo 41 D al 31 de diciembre de 2021, se deberán incorporar al régimen general de impuesto de primera categoría con deducción parcial de crédito en los impuestos finales establecido en la letra B) del artículo 14 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1 del decreto ley N° 824, de 1974, a partir del año comercial 2022.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, dichas sociedades podrán transformarse entre el 1 de enero y el 2 de mayo de 2022, en una sociedad habilitada para optar al régimen general de impuesto de primera categoría con imputación total de crédito en los impuestos finales establecido en la letra A) del artículo 14 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, dando aviso de lo anterior en la forma y plazo que disponga el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.

2. Las sociedades que se incorporen al régimen general, sin perjuicio de lo que al respecto establece el N° 2 del artículo 18 del Código Tributario, deberán llevar contabilidad completa en moneda nacional. En el caso en que, por aplicación de lo dispuesto en el número 4 del derogado artículo 41 D, la sociedad llevara su contabilidad en moneda extranjera y no obtuviere autorización del Servicio de Impuestos Internos para mantenerla, deberá efectuar la conversión a moneda nacional al tipo de cambio observado al 31 de diciembre del año anterior al ejercicio de su incorporación al régimen general. De igual forma deberán reemplazar el registro especial a que se refiere la disposición mencionada por el registro general dispuesto en el artículo 68 del Código Tributario, en la forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución. La conversión en moneda nacional producirá efectos en el resultado tributario, según las reglas generales.

3. Para los efectos de la incorporación al régimen de tributación establecido en la letra B del artículo 14 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, las sociedades anónimas abiertas y cerradas acogidas al régimen del artículo 41 D deberán determinar al 31 de diciembre de 2021, cuando corresponda, los antecedentes que detalla la letra a) del número 1 del numeral I del artículo tercero transitorio de la ley N° 20.780, modificada por la ley N° 20.899.

4. Para los fines de informar los antecedentes que solicita el numeral i) de la referida letra a), se considerará aquellos que figuren en los registros que actualmente se encuentran obligados a llevar los contribuyentes sujetos a las disposiciones del artículo 41 D de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

5. Los contribuyentes que queden sujetos al régimen general y a las disposiciones de la letra B del artículo 14 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, a contar del 1 de enero del ejercicio comercial 2022, deberán aplicar, cuando corresponda, las reglas establecidas en la letra b) del número 1 y los números 5, 6, y 9 del numeral I del artículo tercero transitorio de la ley N° 20.780, modificada por la ley N° 20.899.

6. Las distribuciones que se efectúen a contar del 1 de enero del año 2022 se imputarán en la forma establecida en la letra c) del número 1 del numeral I del artículo tercero transitorio de la ley N° 20.780, modificada por la ley N° 20.899, considerando, además, cuando corresponda, lo dispuesto en el numeral ii) de la señalada letra c).

7. Las rentas que se encuentren pendientes de distribución a los respectivos accionistas al 31 de diciembre del año anterior al que se incorporen al régimen general, deberán ser anotadas en un registro especial, cuya forma establecerá el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución. Cuando dichas rentas sean distribuidas a accionistas sin domicilio ni residencia en Chile no quedarán afectas a impuesto alguno y podrán ser distribuidas a dichos accionistas en cualquier momento, sin atender al orden de imputación que establezca la Ley sobre Impuesto a la Renta a la fecha de la distribución. Si las mismas rentas son distribuidas a accionistas con domicilio o residencia en Chile, quedarán afectas a los impuestos generales de la Ley sobre Impuesto a la Renta, con derecho a rebajar como crédito el impuesto soportado por la sociedad plataforma de negocios, sobre las rentas de fuente nacional que hayan obtenido. Para los efectos de calcular el referido crédito, la sociedad deberá considerar que las utilidades que se distribuyen, afectadas por el impuesto referido, corresponden a todos sus accionistas en proporción a la propiedad existente de los accionistas residentes o domiciliados en Chile y los no residentes ni domiciliados en el país.

8. Los contribuyentes que, a contar del 1 de enero del ejercicio comercial 2022, opten por acogerse al régimen a que se refiere el párrafo segundo de la letra a) del presente artículo, deberán aplicar, cuando corresponda, las reglas establecidas en las letras anteriores, salvo en lo referido a las distribuciones que se efectúen a contar del 1 de enero del año 2022, que se imputarán en la forma establecida en el numeral i) de la letra c) del número 1 del numeral I del artículo tercero transitorio de la ley N° 20.780, modificada por la ley N° 20.899.

Puesto en votación el artículo segundo fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo tercero

Establece que el artículo 3 regirá desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial y hasta el 15 de enero de 2018.

Puesto en votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo cuarto

Prescribe que las disposiciones que no tengan una regla especial de vigencia, entrarán en vigencia a contar del primer día del mes siguiente al de su publicación.

Puesto en votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
- - -

FINANCIAMIENTO

- El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 22 de agosto de 2017, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

El presente proyecto de ley tiene como objetivo principal complementar los esfuerzos realizados por el Estado en materia de combate a la elusión y evasión fiscal, siguiendo en varios de estos aspectos, compromisos suscritos con la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE). Asimismo, el proyecto incorpora otras medidas tributarias de diversa índole. De este modo, se destacan los siguientes contenidos:

i) En primer lugar, se propone la derogación de regímenes de plataformas de negocios existentes en la Ley sobre Impuesto a la Renta. Este mecanismo creado en 2002, buscaba atraer capitales desde el exterior, pero no ha tenido la relevancia buscada y tampoco generó los efectos económicos pensados;

ii) Luego, se adecúa el Código Tributario a las normas vigentes contempladas en la Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Fiscal (“MAAT”), relativas a ¡implementar un nuevo estándar global y único exigidos por la OCDE para el intercambio automático de información sobre cuentas financieras de no residentes, denominado “Common Reporting Standards” (“CRS”);

iii) En tercer lugar, en relación con la próxima visita del Papa Francisco I a Chile, y considerando que dicha visita puede generar presiones de gasto fiscal, en el proyecto de ley se permite que gran parte de los gastos sea efectuado por el sector privado a través de donaciones. En particular, se propone establecer que las donaciones efectuadas por empresas a la Iglesia Católica en razón de la visita papal, hasta por el monto global de MM$ 4.000, sean consideradas como un gasto necesario para producir la renta;

iv) Por otra parte, cabe tener presente que la incorporación del régimen semi-integrado de tributación en la legislación interna, buscaba mantener la carga tributaria final para los inversionistas extranjeros con residencia en un país con el cual Chile tenga un Convenio para evitar la doble tributación vigente, en un 35%. En ese contexto, la ley señala que los contribuyentes residentes de un país con el cual Chile tiene vigente un Convenio para evitar la doble tributación, tienen derecho a imputar como crédito el 100% del impuesto pagado por la empresa, en la medida que Chile haya suscrito dichos Convenios antes del 01 de enero de 2017, y entren en vigencia en los países signatarios antes del 31 de diciembre de 2019. El proyecto propone ampliar dicho plazo hasta el 31 de diciembre de 2021.

v) En último lugar, en el proyecto se aclara el tratamiento tributario de las donaciones al Fisco establecida en el D.L. N° 1.939, de 1977, para las empresas, de manera de reducir las barreras existentes para su materialización.

II. Impacto fiscal del proyecto

Los impactos fiscales que se esperan de este proyecto de ley son los siguientes:

a) Respecto de la derogación de plataformas de negocios en la Ley de Impuesto a la Renta, dado su bajo desempeño, se estima que el costo fiscal de esta medida es nulo.

b) En lo referido a los intercambios de información automática de no residentes, se estima que esta medida no tiene costo fiscal, pues estas actividades a partir del año 2018 se desarrollan a través del Servicio de Impuestos Internos.

c) En relación a la Visita Papal, y dada la medida propuesta, el efecto fiscal se correspondería con la tasa del impuesto de primera categoría aplicada sobre el límite máximo de donaciones, considerando tanto a los contribuyentes que declaran sus rentas efectivas mediante un balance general, como a los que se encuentran acogidos a las disposiciones de la letra A) del artículo 14 Ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Suponiendo que del tope global de MM$ 4.000 de donaciones, el 50% corresponde a la sustitución de donaciones que los contribuyentes actualmente realizan, el efecto sobre los ingresos equivale a la aplicación de la tasa del impuesto de primera categoría sobre los MM$ 2.000 de donaciones realizadas exclusivamente para financiar la visita. De este modo, se estiman menores ingresos fiscales por menor recaudación de MM$ 510.

d) Respecto de la extensión de plazos en el contexto del régimen semi-integrado y los convenios para evitar la doble tributación, se estima que dicha extensión no significa un impacto adicional sobre la recaudación y sólo importa un cambio en la gradualidad considerada en el Informe Financiero de la reforma tributaria.

e) Finalmente, tratándose de las donaciones al Fisco, considerando que en los últimos años éste no ha recibido tales donaciones desde el sector privado, se estima que esta medida no tiene efecto en los ingresos fiscales. Si los hubiese, se informarán como parte de la Ejecución Presupuestaria anual.”.

- Posteriormente, se presentó informe financiero referido a indicaciones, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 12 de septiembre de 2017, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

El presente Informe Financiero se refiere a las Indicaciones presentadas al Proyecto de Ley que Incorpora diversas medidas de índole tributaria, a fin de que sean consideradas durante la discusión parlamentarla del mismo.

II. Descripción de las Indicaciones

1. Al artículo 3°:
Las indicaciones que se plantean a este artículo del proyecto de Ley involucran tanto aspectos de redacción como también incorporan ciertos límites y precisiones sobre el texto presentado al Congreso. Así, en su inciso 8° se incorpora un tope máximo de 500 unidades tributarias anuales a cobrar como multa a aquellas instituciones que no cumplan con lo estipulado en los prescrito en la letra b. del proyecto de Ley. Adicionalmente, se incorporan una redacción que asegura que las disposiciones de dicho artículo en ningún caso vulnerarán las normas que regulan el secreto bancario, y una prohibición de divulgación de la información que el Servido de Impuestos Internos haya recopilado al amparo de esta ley, salvo en el caso de dar cumplimiento a convenios internacionales sobre intercambio de información vigentes en el país.

2. Al artículo 4°:

En este artículo se incorpora una obligación sobre la Conferencia Episcopal en términos de hacer una rendición completa de los fondos recibidos como donación para financiar la visita del Papa, durante el transcurso del primer semestre de 2018, al Ministerio de Hacienda. Por otra parte se plantea que este Ministerio remita dicha información a las Comisiones de Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado.

3. Al artículo 2° transitorio:

Finalmente, se indica en este artículo que las sociedades anónimas tanto abiertas como cerradas, acogidas a las disposiciones del artículo 41D de la ley sobre Impuesto a la Renta al 31 de diciembre de 2021 podrán, en el período comprendido entre el 01 de enero y el 02 de mayo del año 2022, transformarse en una sociedad habilitada para optar al régimen general del impuesto de Primera Categoría con imputación total de crédito en los impuestos finales. También se establece que las distribuciones de utilidades que dichas empresas hagan a partir del 01 de enero de 2022 se imputarán en la forma establecida en el numeral i), del numeral 1.- del artículo tercero de las disposiciones transitorias de la Ley N° 20.780, modificada por la Ley N° 20.899.

III. Efecto fiscal de las indicaciones

Como se expresó anteriormente, las indicaciones comprenden aspectos de redacción y precisiones técnicas respecto del texto original, las que se estima no involucran impacto fiscal. Por ello, no alteran lo señalado en el Informe Financiero N°103 del 22 de agosto del presente año.”.

- Finalmente, se presentó informe financiero referido a indicaciones, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 4 de octubre de 2017, que señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes

El presente Informe Financiero se refiere a las Indicaciones presentadas al Proyecto de Ley que Incorpora diversas medidas de índole tributaria.

II. Descripción de las indicaciones

Las indicaciones planteadas vienen a incorporar los artículos quinto y sexto nuevos al texto del proyecto de ley enviado mediante Mensaje N° 126-365 del 22 de agosto de 2017.

En lo medular, la incorporación del artículo quinto corresponde a una modificación al Código tributarlo consistente en la incorporación de un nuevo artículo 62 Ter a dicho cuerpo legal. Este nuevo artículo persigue ajustar el Código Tributario a las normas contenidas en la Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Fiscal (MAAT) y en el “Common Reporting Estándar” (CRS). Por su parte, el artículo sexto que se agrega viene a reponer el artículo sexto contenido en el proyecto presentado mediante Mensaje antes citado.

III. Efecto fiscal de las indicaciones

Las modificaciones planteadas comprenden aspectos de redacción y precisiones técnicas respecto del texto original, las que se estima no involucran un nuevo impacto fiscal y por ello no alteran lo señalado en Informes Financieros anteriores.”.

Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en general y en particular de la iniciativa legal en trámite, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1 del decreto ley N° 824, de 1974:

1. En la letra c) del inciso tercero del artículo 10: 

a) Reemplázase la frase “países o jurisdicciones que figuren en la lista a que se refiere el número 2, del artículo 41 D” por “territorios o jurisdicciones que se consideren como un régimen fiscal preferencial conforme a las reglas establecidas en el artículo 41 H”.

b) Reemplázase la expresión “el país o jurisdicción listado” por la expresión “uno de estos territorios o jurisdicciones”.

c) Reemplázase la frase “un país o jurisdicción que no forme parte de la lista señalada en el número 2, del artículo 41 D” por “territorio o jurisdicción que no tenga un régimen fiscal preferencial en los términos dispuestos en el artículo 41 H”.

2. Elimínase en la letra a) del número 1 de la letra E) del artículo 14 la frase “incluidos en la lista que establece el número 2, del artículo 41 D, o”.

3. Derógase el artículo 41 D.

4. Reemplázase, en el párrafo tercero del número 1 del artículo 41 E la frase “o territorio incorporado en la lista a que se refiere el número 2 del artículo 41 D” por “, territorio o jurisdicción a los que se refiere el artículo 41 H”.

5. En el artículo 41 F:

a) Elimínase el literal i) del numeral 6.

b) Reemplázase en el párrafo segundo del numeral 13 la frase “constituidas, establecidas, domiciliadas o residentes en alguno de los territorios o jurisdicciones a que se refiere el artículo 41 D, o que dicha persona o entidad quede comprendida” por la expresión “que queden comprendidas”.

6. Sustitúyese en el número 2 de la letra C del artículo 41 G la frase “de aquellos a que se refieren los artículos 41 D, número 2 y 41 H” por “que se considere como un régimen fiscal preferencial conforme a las reglas establecidas en el artículo 41 H”.

7. Reemplázase en el inciso primero del artículo 59 la frase “que formen parte de la lista a que se refieren los artículos 41 D y 41 H” por “que se consideren como un régimen fiscal preferencial conforme a las reglas establecidas en el artículo 41 H.”.

Artículo 2.- Reemplázase en el párrafo segundo del numeral XVIII del artículo tercero transitorio de la ley N° 20.780, de reforma tributaria que modifica el sistema de tributación de la renta e introduce diversos ajustes en el sistema tributario, la frase “constituidas, establecidas, domiciliadas o residentes en alguno de los territorios o jurisdicciones a que se refiere el artículo 41 D, o que dicha persona o entidad quede comprendida” por la expresión “que queden comprendidas”. 

Artículo 3.- Los contribuyentes que, de acuerdo con las normas de la Ley sobre Impuesto a la Renta, declaren sus rentas efectivas demostradas mediante un balance general o se encuentren acogidas a las disposiciones del artículo 14 ter letra A) de dicha ley, y que efectúen donaciones a la Conferencia Episcopal de Chile, con motivo de la visita del Papa, podrán rebajar como gasto las sumas de dinero donadas, para los efectos de la determinación de la renta líquida imponible afecta a los tributos que establece dicha ley, aplicándose el límite global absoluto del artículo 10 de la ley N° 19.885, que incentiva y norma el buen uso de donaciones que dan origen a beneficios tributarios y los extiende a otros fines sociales y públicos. Si el donante registra pérdida tributaria, podrá rebajar como gasto la cantidad donada hasta el 1,6% del capital propio tributario.

Sólo gozarán del beneficio establecido en el inciso anterior las primeras donaciones que acepte la Conferencia Episcopal hasta que, en conjunto, se entere la cantidad máxima de $4.000.000.000.- (cuatro mil millones de pesos). La Conferencia Episcopal certificará esta circunstancia en el momento de aceptar cada donación. Dentro del primer semestre del año 2018 deberá efectuar una completa rendición de cuentas al Ministerio de Hacienda respecto de los fondos recibidos y de su destino. Por su parte, el Ministerio de Hacienda remitirá dicha información a la Cámara de Diputados y al Senado.

La deducción como gasto de las donaciones señaladas se efectuará en el ejercicio en que efectivamente se incurrió en el desembolso y deberá acreditarse con recibos suscritos por representantes autorizados de la donataria, en la forma que determine el Servicio de Impuestos Internos.

Las donaciones que cumplan con los requisitos que establece este artículo no requerirán del trámite de insinuación y estarán exentas de todo impuesto.

Artículo 4.- Reeemplázase en el artículo cuarto transitorio de la ley N° 20.899, que simplifica el sistema de tributación a la renta y perfecciona otras disposiciones legales tributarias, la expresión “2017”, la segunda vez que aparece, por el guarismo “2019”, y la expresión “2019” por “2021”.

Artículo 5.- Incorpórase en el Código Tributario, contenido en el decreto ley N° 830, de 1974, un nuevo artículo 62 ter del siguiente tenor:

“Artículo 62 ter.- Con el objeto de dar cumplimiento a los convenios internacionales que versen sobre intercambio de información provenientes de instituciones financieras calificadas como tales de conformidad con los referidos convenios que se encuentren vigentes en nuestro país, el Servicio de Impuestos Internos podrá requerir anualmente la información reservada que cumpla los requisitos dispuestos en este artículo. Las señaladas instituciones financieras fiscalizadas, por su parte, deberán aplicar los procedimientos de revisión e identificación establecidos en el reglamento respectivo.

Para los efectos del inciso anterior, la información requerida deberá cumplir los siguientes requisitos: 

a) 
Corresponder a los titulares de cuentas financieras o controladores de dichos titulares que sean personas naturales, personas jurídicas o entidades que tengan residencia tributaria en otra jurisdicción, patrimonios quedados al fallecimiento de una persona que al momento de fallecer era residente de otra jurisdicción, o personas jurídicas o entidades que no tengan residencia tributaria en Chile y cuya administración efectiva se lleve a cabo en otra jurisdicción.

b) Versar sobre el saldo o valor de las cuentas financieras pertenecientes a los titulares o controladores señalados en el literal a) anterior, al 31 de diciembre de cada año o a la fecha de cierre de las cuentas, rentas pagadas a dichos titulares o controladores, y sobre la identidad de éstos.

c) Encontrarse en poder de instituciones financieras calificadas como tales de conformidad con un convenio internacional vigente que disponga el intercambio de información sobre cuentas financieras.

Las instituciones financieras deberán entregar al Servicio de Impuestos Internos la información indicada en el inciso anterior a más tardar el 30 de junio de cada año, por los medios que establezca el Servicio mediante resolución.

Para tal efecto, las instituciones financieras deberán llevar un registro que dé cuenta de los procedimientos de revisión realizados para identificar las cuentas financieras cuya información deba ser comunicada al Servicio. Dicho registro, junto con la información que le sirva de respaldo, deberá ser mantenido por siete años consecutivos, contados desde la fecha en que la institución financiera tomó conocimiento y registró la información requerida para dar cumplimiento a los procedimientos a que se refiere el presente artículo. En cualquier caso, el Servicio no podrá solicitar información que exceda del período anteriormente señalado. 

El incumplimiento de la obligación de ejecutar los procedimientos de revisión e identificación de cuentas financieras, de entregar la información al Servicio de manera oportuna y completa, y de mantener el registro señalado anteriormente por parte de una institución financiera, será sancionado con una multa equivalente a 1 unidad tributaria anual por cada una de las cuentas respecto de las cuales se infrinja cualquiera de los deberes señalados. Con todo, la multa total anual a pagar por cada institución no podrá exceder de 500 unidades tributarias anuales. La entrega de información maliciosamente falsa por parte del titular de la cuenta o sus controladores a la institución financiera será sancionada con la multa establecida en el párrafo final del número 4 del artículo 97. 

La información a la que accederá el Servicio con motivo de lo dispuesto en este artículo no podrá ser divulgada en forma alguna y sólo podrá ser usada para cumplir con los propósitos de intercambio de información regulados en convenios internacionales vigentes que permitan el intercambio de información entre autoridades tributarias.

Las disposiciones de este artículo serán aplicadas e interpretadas siguiendo las recomendaciones de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico o de la Organización de Naciones Unidas. En ningún caso tales interpretaciones implicarán una extensión del ámbito de aplicación del presente artículo a personas naturales o jurídicas que tengan su residencia tributaria en Chile. 

Artículo 6.- Intercálase en el inciso primero del artículo 37 del decreto ley N° 1939, de 1977, que establece normas sobre adquisición, administración y disposición de bienes del Estado, entre las expresiones “toda clase de impuestos” y “y no requerirán”, lo siguiente: “y tendrán la calidad de gasto necesario para producir la renta para los efectos de lo establecido en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1 del decreto ley N° 824, de 1974. Por su parte, estas donaciones no estarán sujetas al límite global absoluto establecido en el artículo 10 de la ley N° 19.885,”.

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- La eliminación del artículo 41 D de la Ley sobre Impuesto a la Renta dispuesta por el número 3 del artículo 1 de la presente ley entrará en vigencia el 1 de enero del año 2022. No obstante lo anterior, a partir de la publicación de la presente ley, no podrán ingresar nuevas empresas al régimen establecido en la norma del artículo 41 D.

Artículo segundo.- Las sociedades anónimas abiertas, las sociedades anónimas cerradas y sus accionistas que, a la fecha de la publicación de la presente ley, se encuentren acogidas a las disposiciones del artículo 41 D de la Ley sobre Impuesto a la Renta, se sujetarán a las siguientes disposiciones:

1. Las sociedades anónimas abiertas y las sociedades anónimas cerradas acogidas a las disposiciones del artículo 41 D al 31 de diciembre de 2021, se deberán incorporar al régimen general de impuesto de primera categoría con deducción parcial de crédito en los impuestos finales establecido en la letra B) del artículo 14 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1 del decreto ley N° 824, de 1974, a partir del año comercial 2022.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, dichas sociedades podrán transformarse entre el 1 de enero y el 2 de mayo de 2022, en una sociedad habilitada para optar al régimen general de impuesto de primera categoría con imputación total de crédito en los impuestos finales establecido en la letra A) del artículo 14 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, dando aviso de lo anterior en la forma y plazo que disponga el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.

2. Las sociedades que se incorporen al régimen general, sin perjuicio de lo que al respecto establece el N° 2 del artículo 18 del Código Tributario, deberán llevar contabilidad completa en moneda nacional. En el caso en que, por aplicación de lo dispuesto en el número 4 del derogado artículo 41 D, la sociedad llevara su contabilidad en moneda extranjera y no obtuviere autorización del Servicio de Impuestos Internos para mantenerla, deberá efectuar la conversión a moneda nacional al tipo de cambio observado al 31 de diciembre del año anterior al ejercicio de su incorporación al régimen general. De igual forma deberán reemplazar el registro especial a que se refiere la disposición mencionada por el registro general dispuesto en el artículo 68 del Código Tributario, en la forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución. La conversión en moneda nacional producirá efectos en el resultado tributario, según las reglas generales.

3. Para los efectos de la incorporación al régimen de tributación establecido en la letra B del artículo 14 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, las sociedades anónimas abiertas y cerradas acogidas al régimen del artículo 41 D deberán determinar al 31 de diciembre de 2021, cuando corresponda, los antecedentes que detalla la letra a) del número 1 del numeral I del artículo tercero transitorio de la ley N° 20.780, modificada por la ley N° 20.899.

4. Para los fines de informar los antecedentes que solicita el numeral i) de la referida letra a), se considerará aquellos que figuren en los registros que actualmente se encuentran obligados a llevar los contribuyentes sujetos a las disposiciones del artículo 41 D de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

5. Los contribuyentes que queden sujetos al régimen general y a las disposiciones de la letra B del artículo 14 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, a contar del 1 de enero del ejercicio comercial 2022, deberán aplicar, cuando corresponda, las reglas establecidas en la letra b) del número 1 y los números 5, 6, y 9 del numeral I del artículo tercero transitorio de la ley N° 20.780, modificada por la ley N° 20.899.

6. Las distribuciones que se efectúen a contar del 1 de enero del año 2022 se imputarán en la forma establecida en la letra c) del número 1 del numeral I del artículo tercero transitorio de la ley N° 20.780, modificada por la ley N° 20.899, considerando, además, cuando corresponda, lo dispuesto en el numeral ii) de la señalada letra c).

7. Las rentas que se encuentren pendientes de distribución a los respectivos accionistas al 31 de diciembre del año anterior al que se incorporen al régimen general, deberán ser anotadas en un registro especial, cuya forma establecerá el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución. Cuando dichas rentas sean distribuidas a accionistas sin domicilio ni residencia en Chile no quedarán afectas a impuesto alguno y podrán ser distribuidas a dichos accionistas en cualquier momento, sin atender al orden de imputación que establezca la Ley sobre Impuesto a la Renta a la fecha de la distribución. Si las mismas rentas son distribuidas a accionistas con domicilio o residencia en Chile, quedarán afectas a los impuestos generales de la Ley sobre Impuesto a la Renta, con derecho a rebajar como crédito el impuesto soportado por la sociedad plataforma de negocios, sobre las rentas de fuente nacional que hayan obtenido. Para los efectos de calcular el referido crédito, la sociedad deberá considerar que las utilidades que se distribuyen, afectadas por el impuesto referido, corresponden a todos sus accionistas en proporción a la propiedad existente de los accionistas residentes o domiciliados en Chile y los no residentes ni domiciliados en el país.

8. Los contribuyentes que, a contar del 1 de enero del ejercicio comercial 2022, opten por acogerse al régimen a que se refiere el párrafo segundo de la letra a) del presente artículo, deberán aplicar, cuando corresponda, las reglas establecidas en las letras anteriores, salvo en lo referido a las distribuciones que se efectúen a contar del 1 de enero del año 2022, que se imputarán en la forma establecida en el numeral i) de la letra c) del número 1 del numeral I del artículo tercero transitorio de la ley N° 20.780, modificada por la ley N° 20.899.

Artículo tercero.- El artículo 3 de esta ley regirá desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial y hasta el 15 de enero de 2018.

Artículo cuarto.- Las disposiciones contenidas en la presente ley que no tengan una regla especial de vigencia, conforme a los artículos precedentes, entrarán en vigencia a contar del primer día del mes siguiente al de su publicación.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 11 y 16 de octubre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Montes Cisternas (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber, y Jorge Pizarro Soto.
Sala de la Comisión, a 16 de octubre de 2017.
(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES HARBOE, ARAYA, DE URRESTI, ESPINA Y LARRAÍN, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES, CON EL OBJETIVO DE AUMENTAR LA PROTECCIÓN A LOS FISCALES DEL MINISTERIO PÚBLICO

(11.473-07)

El artículo 83 de la Carta Fundamental, al regular el Ministerio Público, señala en su inciso primero: "Un organismo autónomo, jerarquizado, con el nombre de Ministerio Público, dirigirá en forma exclusiva la investigación de los hechos constitutivos de delito, los que determinen la participación punible y los que acrediten la inocencia del imputado y, en su caso, ejercerá la acción penal pública en la forma prevista por la ley. De igual manera, le corresponderá la adopción de medidas para proteger a las víctimas y a los testigos. En caso alguno podrá ejercer funciones jurisdiccionales."

La consagración a nivel constitucional antes mencionada, no solo reconoce la calidad autónoma y la estructura jerarquizada del ente persecutor, sino que establece la principal de sus prerrogativas, aquella que explica en gran parte el sentido y alcance del cambio de paradigma experimentado en nuestro país, desde la implementación de la reforma al sistema procesal penal, a finales del año 2000.

La exclusividad en la dirección de la investigación- reconocida como ya se indicó, por la Carta Fundamental, es la atribución que permite el tránsito desde un sistema penal de modelo inquisitivo, hacia uno de corte acusatorio, donde la división de las funciones de investigar, procesar y juzgar es el centro de la ecuación.

Desde su creación, mediante Reforma Constitucional del año 1997, al Ministerio Público se le ha reconocido y asignado privativamente la función de dirigir la investigación, todo sin perjuicio de ser auxiliado en su ejercicio, tanto por Carabineros de Chile como Policía de Investigaciones de Chile, quienes apoyan y ejecutan medidas prácticas - ordenes de investigar o instrucciones particulares - en las áreas de investigación, realización de diligencias y aplicación de medidas restrictivas de la libertad cuando así se decretare, todo ello reconocido también por nuestra Norma Constitucional.

Considerando que la atribución mencionada constituye- a la vez- un imperativo en la mayoría de los casos, y que el área en la que se circunscribe corresponde al ámbito penal, mismo en que se manifiestan las conductas que revisten mayor peligrosidad, es que la preocupación por la seguridad y el resguardo de los funcionarios tanto del Ministerio Público como de sus órganos auxiliares, ha desencadenado una serie de planteamientos y modificaciones al régimen jurídico vigente, en busca de robustecer el sistema de protección a quienes se enfrenta día a día a conductas delictuales.

De lo que se trata en definitiva es de asegurar, desde el punto de vista normativo, la debida independencia en el actuar de quienes ejercen la acción penal pública, minimizando la posibilidad que dicho ejercicio sea afectado por acciones de amedrentamiento, presión o coacción hacía la persona del fiscal, su familia o su propiedad. Un Estado de Derecho Democrático supone el ejercicio legítimo de las potestades públicas, pero también supone las condiciones mínimas para que quienes detentan esas potestades puedan actuar en forma independiente.

En la línea de lo anterior y como ejemplo, la ley N°20.064, publicada en el año 2005 y que aumenta las penas en los casos de delitos de maltrato de obra a carabineros con resultado de muerte o lesiones graves, modificó el Código de Justicia Militar y el decreto ley N° 2.460, de 1979, ley orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile, para brindar mayor protección a los funcionarios de las policías uniformada y civil.

Conforme a sus preceptos, los atentados contra los agentes de la policía son penalizados con privación de libertad que puede ir desde presidio menor en su grado mínimo a presidio perpetuo calificado, sanciones que se elevan en un grado si la víctima sufre el atentado cuando se encuentra en ejercicio de sus funciones.

Las amenazas contra los mismos proferidas con conocimiento de la calidad que invisten, son castigadas con presidio menor en su grado mínimo a medio.1
Así las cosas y considerando que el legislador, al momento de optar por las modificaciones que permitieran sancionar severamente a quienes atentaran contra Carabineros o Policías, tuvo presente la importancia de proteger no solo la integridad física o psíquica de sus integrantes, sino también de proteger bienes jurídicos que se relacionan con el respeto a la autoridad y a quienes desempeñan cargos de carácter público, es que se consideró (en el año 2007) una nueva modificación, que siguiera la línea de lo anteriormente planteado, para así ser coherente y dotar de igual régimen especial a quienes no solo dirigen la investigación, sino que participan también en el proceso penal.

De lo anterior, resultó la idea de modificar el Código Penal, con el objeto de sancionar en forma específica los atentados cometidos en contra de los Fiscales del Ministerio Público y los defensores penales públicos, aplicando en estas situaciones los mismos criterios fijados por la ley N° 20.064, que modificó el Código de Justicia Militar y la ley orgánica de la Policía de Investigaciones, aumentando las sanciones en los casos de delitos de maltrato de obra y amenazas inferidos a los funcionarios policiales, con resultado de muerte o lesiones y aún si la agresión no causa daño a la víctima2.

Con la dictación de la ley 20.236, que sanciona delitos cometidos contra Fiscales del Ministerio Público y los defensores de la defensoría penal pública, en el ejercicio de sus funciones, se abarcó una parte importante de la problemática que en su minuto motivó la idea de legislar.

Tal como señala el Mensaje que le dio origen, el sustento de la iniciativa no solo radicó en unificar criterios y seguir una línea coherente de protección a los diversos actores del proceso penal, sino que también consideró "los atentados y las amenazas sufridos en el último tiempo por distintos Fiscales del Ministerio Público y por defensores públicos, incluidos los abogados que ejercen la defensa penal en virtud de licitación, que son de conocimiento público"

Así las cosas, frente al peligro al que están expuestos los funcionarios que desempeñan labores en el Ministerio Público (sea de carácter concreto o abstracto, dado que la peligrosidad de las conductas per se y de los hechos que investigan son fundamento suficiente para una especial protección) se hace necesario entonces revisar el estatuto que rige a quienes forman parte del ente persecutor, sobre todo si se consideran que en la actualidad, la violencia con la que opera el entorno delictual, va en aumento. Hoy, quienes trabajan dirigiendo la investigación penal no solo son agredidos en el marco del desempeño de sus funciones, sino que- muchas veces- son blancos de agresión por el solo hecho de detentar el cargo.

En la línea de lo anterior, es importante tener presente el reciente caso del Fiscal Adjunto de la Fiscalía local de Collipulli, Enrique Vásquez Inostroza, quien- durante el desarrollo de una audiencia en el Juzgado de Garantía de Collipulli- fue agredido violentamente por un grupo de opositores a la decisión de no perseverar en la investigación del presunto secuestro de lonko de la Comunidad Autónoma Temucuicui, Víctor Queipul. Con golpes de puño y agresiones con objetos contundentes, el Fiscal Vásquez tuvo que ser asistido por personal de Gendarmería, no pudiendo evitar el resultado de lesiones en contra de su integridad física y psíquica. Otras situaciones se han producido con anterioridad, como el caso de las amenazas a la Fiscal doña Carolina Fuentes Remy-Maillet, causa RUC N° 1200098038-0, que por una falta de adecuada tipificación concluyeron con la absolución de la autora de la amenaza; o el caso de la agresión en un servicio de transporte público al Fiscal Regional Metropolitano Sur Raúl Guzmán Uribe, RUC 1500782506-1, que concluye con una salida alternativa a una condena penal, igualmente por una falta de adecuada tipificación del delito de atentado o agresión a un Fiscal del Ministerio Público en razón del cargo.

El fenómeno de la violencia rural que se desarrolla en la actualidad, mayoritariamente al sur de nuestro país, es una de las situaciones más complejas en lo que se refiere al déficit de protección de los funcionarios pertenecientes al Ministerio Público.

El deber de asistir a las audiencias necesarias para llevar a cabo el proceso, se dificulta de sobre manera en los sectores afectados por la violencia en la zona sur de Chile. Desde el año 2005 a la fecha, se han verificado más de 60 casos en que Fiscales del Ministerio Público han sido víctimas de violencia en la región de la Araucanía, siendo 12 de los casos derivados de la violencia rural, y 6 de ellos dentro del contexto del desarrollo de una audiencia3, a los cuales en el último tiempo se han sumado otras situaciones.

Lo anterior, no solo se circunscribe a la situación descrita en la zona sur del país. El déficit de seguridad en las inmediaciones de los Tribunales de Justicia y la falta de condiciones necesarias para el desarrollo de audiencias de alta complejidad, es un problema generalizado a lo largo de todo Chile.

Lo dicho, puede explicarse en parte, por la falta de rigurosidad en la asignación de funciones y obligaciones encomendadas a Gendarmería de Chile, Carabineros y Policía de Investigaciones, en el marco de sus respectivas Leyes Orgánicas Constitucionales, en lo que se refiere al resguardo de la seguridad al interior de los Tribunales.

La protección de fiscales, jueces y otros funcionarios del sistema judicial, en el Derecho Comparado4
En 1990 la Organización de las Naciones Unidas estableció con respecto a los Ministerios Públicos o Fiscales que será obligación de cada Estado garantizar que los fiscales y demás funcionarios, puedan cumplir sus funciones sin correr el peligro de ser amedrentados5
La Asociación Internacional de Fiscales, por parte, elaboró en 2008 una "Declaración sobre normas mínimas relativas a la seguridad y protección de los Fiscales Públicos y sus familias"6. En dicho documento, se hace hincapié en que es obligación de cada Estado el proporcionar la seguridad y protección a los fiscales y a las instalaciones de cada Ministerio público.

Organización de las Naciones Unidas

En el Octavo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente (Cuba septiembre 1990) se exponen las Directrices sobre la Función de los Fiscales y se hace mención a que se debe resguardar el que puedan ejercer sus funciones indicándose que "Los Estados garantizarán que los fiscales puedan ejercer sus funciones profesionales sin intimidación, trabas, hostigamiento, injerencias indebidas o riesgo injustificado de incurrir en responsabilidad civil, penal o de otra índole"7.

Uruguay

En Uruguay la institución responsable de otorgar medidas de seguridad para autoridades o funcionarios judiciales es el Ministerio del Interior. El organismo encargado de entregar protección a las personas es la Policía Nacional, dependiente del Ministerio del Interior. La Ley N° 18.3158 de Procedimiento Policial indica en la sección IV referida a la prestación de garantías en que se describen los casos en que la policía entrega su apoyo a personas físicas o institucionales sin que se detalle personas o cargos en particular.

Recientemente se tuvo que disponer de medidas de protección para jueces que investigaban casos complejos o ligados al narcotráfico. Esa seguridad se enmarca dentro de la Ley de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal, Ley N°18.3629. El artículo 51 establece que el personal destacado a tareas relativas a la lucha contra el narcotráfico y lavado de activos quedará incluido en el beneficio de protección de testigos que el Poder Ejecutivo debe brindarles para salvaguardar la integridad física de dicho personal.

México

Debido al incremento del crimen organizado y las amenazas a funcionarios del sistema judicial o a testigos, es que en 1996 se publicó en el Diario Oficial de México la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada10. Esta Ley contempla en su artículo 34 el deber de la Procuraduría General de la República de prestar protección a jueces, peritos, testigos, víctimas y demás personas cuando la persecución de un delito y la seguridad de los involucrados así lo requieran.

El año 2012 se promulgó la Ley Federal para la Protección a Personas que intervienen en el Procedimiento Penal"11, instrumento que tiene como objetivo establecer los mecanismos y procedimientos necesarios para proteger a los sujetos que intervengan en un procedimiento judicial, sea de manera directa o indirecta. También se considerará como sujeto de derecho a protección a parientes o personas que tengan vínculos afectivos con quienes intervengan en algún procedimiento penal. El artículo 15 menciona como sujetos a proteger a los funcionarios del Ministerio Público, Jueces y Miembros del Poder Judicial.

Otras medidas de seguridad para personalidades son las que se disponen en el Reglamento del Estado Mayor Presidencial12. A través de este reglamento el Presidente de la República en el artículo 4, fracción I dispone de ese órgano técnico militar, entre otras cosas, para garantizar su seguridad personal, la de su familia, de los mandatarios y altos funcionarios extranjeros que visiten el país, y de otras personas que por la importancia de su cargo o encomienda, o por su situación, expresamente ordene el titular del Ejecutivo Federal.

Estados Unidos

En Estados Unidos el U.S. Marshal Service13 es la institución encargada de entregar seguridad a tribunales y juzgados y protección a jueces, fiscales, abogados y testigos. Para ello cuenta con una División de Seguridad Judicial (Judicial Security Division) la cual establece las medidas de seguridad físicas, técnicas y electrónicas para las personas y las instalaciones de los juzgados y los tribunales.

De todo lo expuesto anteriormente, surge la necesidad de efectuar una nueva revisión al estatuto de protección que actualmente rige respecto de quienes tienen a cargo no solo la labor investigativa, sino la defensa en juicio de los intereses de todo ciudadano que se vea afectado por una conducta delictual. Expuesta parte de la realidad comparada, se ve claramente como en Chile aún existe una falta de consideración respecto de las consecuencias que se desatan a raíz de ejercer la labor de investigación penal, situación que debe ser prontamente subsanada.

En mérito de lo anterior, es que presentamos el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo primero.- Introdúzcanse las siguientes modificaciones al Código Penal

1. Agréguese un nuevo artículo 268 sexies, del tenor que sigue:

"El que causare daños en el patrimonio de un fiscal del ministerio público, en razón de su cargo o con motivo u ocasión del ejercicio de sus funciones, será sancionado:

- Con la pena de reclusión menor en sus grado máximo y multa de once a veinte unidades tributarias mensuales, si el monto del daño causado excede de cuarenta unidades tributarias mensuales.

- Con la pena de reclusión menor en sus grados medio y multa de seis a diez unidades tributarias  mensuales, si el monto del daño causado excediere de cuatro unidades tributarias mensuales y no pasare de cuarenta unidades tributarias mensuales

- Con la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de cinco unidades tributarias mensuales, si el importe no excediere de cuatro unidades tributarias mensuales ni bajare de una unidad tributaria mensual

- Los daños no comprendidos en los numerales anteriores, serán penados con reclusión menor en su grado mínimo o multa de once a veinte unidades tributarias mensuales

2. Modifíquese el artículo 268 ter, en el siguiente sentido:

Luego de la expresión "fiscal", incorpórese las expresiones "titular, subrogante, suplente o delegado"

Sustitúyase la expresión "en razón del ejercicio de sus funciones", por la expresión "en razón de su cargo o con motivo u ocasión del ejercicio de sus funciones"

3. Modifíquese el artículo 268 quáter, en el siguiente sentido:

Luego de la expresión "fiscal", incorpórese las expresiones "titular, subrogante, suplente o delegado"

Sustitúyase la expresión "en razón del ejercicio de sus funciones", por la expresión "en razón de su cargo o con motivo u ocasión del ejercicio de sus funciones"

4. Modifíquese el artículo 268 quinquies, en el siguiente sentido:

Luego de la expresión "fiscal", incorpórese las expresiones "titular, subrogante, suplente o delegado"

Sustitúyase la expresión "en razón del ejercicio de sus funciones", por la expresión "en razón de su cargo o con motivo u ocasión del ejercicio de sus funciones"

Artículo segundo.- Introdúzcanse la siguiente modificación al Decreto Ley N° 2859, de fecha 15 de septiembre de 1979 que fija la Ley Orgánica Constitucional de Gendarmería de Chile:

Incorpórese en su artículo 3, letra "h", el siguiente párrafo, después del punto final que pasa a ser seguido:

"Del mismo modo, durante el desarrollo de las audiencias ante los Juzgados de Garantía y de Juicio Oral en Lo Penal, le corresponderá también resguardar la seguridad de los Fiscales y/o funcionarios del Ministerio Público y de los demás intervinientes que se encuentren presentes.

Artículo tercero.- Introdúzcase la siguiente modificación a la Ley 18.961, Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile:

Incorpórese en su artículo 4, inciso primero el siguiente párrafo, a continuación de la frase "en su caso."

"Corresponderá a Carabineros de Chile resguardar la seguridad personal de los Fiscales del y/o funcionarios Ministerio Público, en aquellos casos en que participen de diligencias investigativas que puedan significar un peligro para su integridad física o psíquica, como también de los demás intervinientes presentes durante el desarrollo de éstas".

Artículo cuarto.- Introdúzcase la siguiente modificación al Decreto Ley N° 2460 de fecha 24 de enero de 1979, Ley Orgánica Constitucional de la Policía de Investigaciones de Chile

Incorpórese en su artículo 7 inciso primero, el siguiente párrafo, a continuación de la frase "en su caso."

"Corresponderá a la Policía de Investigaciones resguardar la seguridad personal de los Fiscales y/o funcionarios del Ministerio Público, en aquellos casos en que participen de diligencias investigativas que puedan significar un peligro para su integridad física o psíquica, como también de los demás intervinientes presentes durante el desarrollo de éstas".

Artículo quinto.- Introdúzcase la siguientes modificaciones en la ley 19.628 sobre protección de la vida privada

1. Introdúzcase el siguiente inciso quinto en el artículo 4, pasando a ser el actual inciso quinto el sexto y así sucesivamente los demás incisos de esta norma.

"Los datos personales de los fiscales del Ministerio Público que provengan o se recolecten de fuentes accesibles al público, requerirán siempre para su tratamiento y entrega de autorización escrita de su titular, en los términos que indican los incisos primero, segundo, tercero y cuarto del presente artículo".

(Fdo.): Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.

____________________

1 Informe de la Historia de la Ley N° 20.236 Sanciona delitos cometidos contra fiscales del Ministerio Público y los defensores de la Defensoría Penal Pública, en el ejercicio de sus funciones (Biblioteca del Congreso Nacional, 27 de diciembre de 2007), p.5

2 ídem

3 Datos aportados por el Fiscal Regional de la Araucanía, ante sesión de la Comisión de Seguridad del Senado, de fecha 31 de mayo de 2017

4 Referencia, Protocolo de seguridad para funcionarios del sistema judicial, Biblioteca del Congreso Nacional de Chile

5 Intemational Association of Prosecutors. Minimum Standards Concerning the Security and Protection of Public Prosecutors and their Families. 2008. Disponible en: http://bcn.cl/1seys (Septiembre, 2015).


 
7 Organización de Naciones Unidas. Los Derechos Humanos en la administración de justicia. Capítulo 13 Directrices sobre la Función de los Fiscales. Disponible en: http.bcn.cl/1sd9b (Septiembre, 2015).

8 Poder Legislativo República del Uruguay. Ley N° 18.315, artículos 135 a 140. Disponible en: http://bcn.cl/1sd6r (Septiembre, 2015).

9 Poder Legislativo República del Uruguay. Ley N° 18.362, artículo 51. Disponible en: http://bcn.cl/1scjx (Septiembre, 2015).

10 Cámara de Diputados de México. Ley Federal contra la Delincuencia Organizada. Capítulo Sexto, artículo 34, p.09. Disponible en: http://bcn.cl/1sdy4 (Septiembre, 2015).

11 Cámara de Diputados de México. Ley Federal para la Protección a Personas que intervienen en el Procedimiento Penal. Capítulo V, Personas Protegidas, articulo 15, p. 06. Disponible en: http://bcn.cl/1se29 (Septiembre, 2015).

12Reglamento del Estado Mayor Presidencial. Artículo 4. Disponible en: http://bcn.cl/1sdul (Septiembre, 2015).

13 United States Marshals  Service. Disponible en: http://bcn.cl/1se8n (Septiembre, 2015).
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO CON LA QUE COMIENZA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 3.810, QUE DECLARA FERIADO EL DÍA 12 DE OCTUBRE, CON EL OBJETIVO DE ESTABLECERLO COMO EL DÍA DE LA RESISTENCIA DE LOS PUEBLOS ORIGINARIOS

(11.474-06)
El 12 de octubre de 1.492 marca un hito en la historia mundial, pues si bien es cierto que hay registros anteriores de mapas chinos e incursiones vikingas en suelo americano1, el 12 de octubre quedó para la historia oficial occidentalizada como el día en que Cristóbal Colón en nombre de la Corona Española llega al territorio que desde 1507 fue bautizado como América2, o como lo reconoce nuestra actual legislación lo “descubre”, marcando el antecedente necesario para las posteriores incursiones colonizadoras por parte de los imperios europeos3.

Dicho proceso de colonización, al mismo tiempo que fue un proceso de aniquilamiento y dominación política y económica - fundamentalmente de España y Portugal – de los pueblos originarios, inició el proceso de racialización del mundo. Vale decir, la conquista de América da inicio a la división de la población mundial acorde sus características fenotípicas, cuya finalidad es antes que todo una división política que jerarquizó a las gentes según su color de piel y puso en términos ideológicos, a los hombres blancos en la cúspide de la pirámide siendo los únicos que gozan de humanidad plena, explicando entonces el por qué del término “descubrimiento”, pues en el imaginario de la modernidad europea las gentes que habitaban este territorio no eran gentes propiamente tal, por ende estaban sujetas a ser descubiertas 4 5 6 

El concepto de raza7 en ese sentido, es fruto de la dominación política del territorio americano, que con posterioridad se hizo expansivo a todo el mundo. La raza históricamente no puede pensarse al margen del racismo, pues no es un concepto neutral sino de dominación de determinas razas sobre otras. Ni el concepto de pureza de sangre que era utilizado por los católicos tras la conquista del Alándaluz para vigilar a la autenticidad de la conversión de musulmanes y judíos al cristianismo, ni las guerras entre pueblos de diferente religiones constituyeron una racismo propiamente tal, en tanto solo a partir de la conquista de América y acorde a las diferencias fenotípicas y cosmológicas de los pueblos es que se pone en duda la humanidad misma de las gentes8  9.

En términos concretos, la racialización del mundo generada a partir de la conquista y colonización del territorio americano fue también la que creó la categoría de “indio”10, para denominar al sujeto indígena racializado en el marco de la primera división mundial del trabajo que puso a los pueblos de América como universalmente subyugados, recociéndolos de manera homogénea y solo a partir de su posición subalterna a la dominación europea, borrando sus diferencias y la especificidad de sus distintas formaciones sociales11.

La raza, como categoría social surge de la dominación política más brutal de la que la historia tenga registro, la historia de la conquista de América es en realidad la historia del Holocausto Indígena, que las investigaciones recientes indican que asesinó a 60 millones de indígenas en 150 años, sólo en lo que hoy es América Latina, reduciéndose la población de nuestros ancestros de 65 millones a 5 millones entre 1492 y 1700, de los cuáles varios cientos de miles habitaban lo que hoy es Chile12. Holocausto que tuvo como principal objetivo la dominación de los territorios para la expoliación del otro y la plata, a una cuantía tal que se considera uno de los antecedentes más importantes de la modernidad europea y la inversión en la proporción del circulante entre los reinos europeos y el imperio musulmán13  14.

Es por ello que ni el concepto de raza, ni el 12 de octubre como fecha de un supuesto “descubrimiento” de América, pueden presentar para nosotros los americanos y las americanas un motivo de celebración. No hay, ni puede haber para los chilenos y chilenas motivo alguno para conmemorar bajo el pretexto de la raza, la fecha que marca el inicio del asesinato sistemático y masivo más grande del que la humanidad tenga memoria.

Por el contrario, si hemos de reivindicar algo, no pueden sino ser las heroicas resistencias indígenas de nuestros destacados líderes: el Inca Tupac Amaru en 1780, el célebre estratega y Toki Mapuche Lautaro en 1553, La Aymara Bartolina Sisa en 1781, el Caribe Guaicaipuro en 1550, el k'iche' Atanazio Tzul en 1820 y la actual k'iche' Rigoberta Menchú entre muchos otros actos de defensa de la libertad y la dignidad de los pueblos.

La celebración del 12 de octubre como el día de la raza o lo que es lo mismo, como descubrimiento, es una tradición que legalmente en nuestro país data de 192115, con la ley 3810 que es el reflejo de la mentalidad xenocéntrica de las élites chilenas, y del relato colonizado de la historia mundial impulsado por la historiografía eurocéntrica 16 17 . Motivo por el cual fue suprimida en octubre de 1973 por el Presidente Allende en el Decreto Ley 6318 y repuesta solo por la dictadura cívico militar de Augusto Pinochet en octubre de 1974 mediante el Decreto Ley 68719.

Es por lo ya considerado, y por la necesidad de dignificar a los pueblos de Chile y América Latina, que tengo a bien presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY 3.810

Artículo único: reemplácese la expresión “aniversario del Descubrimiento de América”, por la siguiente expresión nueva: “día de las resistencias de los pueblos originarios.”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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